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Con más retraso que en ediciones an-
teriores, presentamos el Informe so-
bre la Democracia en España (IDE) 
correspondiente al año 2023. Hoy más 
que nunca, la defensa de la democracia 
es una tarea imprescindible. El cues-
tionamiento creciente de los derechos 
humanos básicos y el crecimiento de la 
desigualdad, el aumento del autoritaris-
mo y del peso de los partidos de extre-
ma derecha en muchos países, junto a 
los problemas para la participación de 
los ciudadanos en los procesos de toma 
de decisiones, la polarización agresiva 
y excesiva o la desinformación y el uso 
sesgado de los datos, son algunas de las 
manifestaciones más claras de las ame-
nazas a la democracia. No se trata de 
un problema exclusivamente de España, 
sino que afecta a la práctica totalidad de 
los países del mundo y particularmente 
a Europa, referencia clásica de las socie-
dades democráticas.

Como hemos dicho en otras ocasio-
nes, nuestro informe pretende desem-
peñar un compromiso periódico de 
recordatorio y análisis de nuestro sis-
tema democrático, a nuestro juicio un 
bien muy preciado y delicado que debe 
ser especialmente protegido. Además de 
intentar seguir el pulso de la democra-
cia mediante el índice de calidad de sus 
instituciones, que una vez más muestra 
un resultado moderadamente positivo, 
el informe, como en ocasiones anterio-
res, quiere recoger algunos de los aspec-
tos más relevantes de lo acontecido en el 
país a lo largo del año 2023.

En ese marco, una vez más, el esque-
ma del informe propuesto por sus direc-
tores acierta de lleno al distinguir entre 
un primer bloque destinado a analizar 
el entorno en el que se desarrolla la so-
ciedad española, desde una perspectiva 
económica y política; una segunda sec-
ción en la que se contienen los trabajos 
destinados a los procesos electorales y a 
los análisis sobre la polarización política 
y el populismo de los partidos radicales; 
y una tercera, denominada Las palan-
cas de la gobernabilidad, que centra 
su atención en cuestiones tan relevantes 
como la amnistía, la financiación de las 
comunidades autónomas y los proble-
mas básicos de la protección social, y 
especialmente, los relacionados con las 
pensiones. En conjunto pues, puede afir-
marse, como se puntualiza en la intro-
ducción de los directores, que son objeto 
de atención algunos de los problemas 
que más inciden sobre la democracia en 
nuestro país.

Además de la publicación del índice 
de calidad democrática anual y del aná-
lisis y valoración de los temas relevantes, 
en el informe se presenta un conjunto de 
propuestas, al final de cada capítulo, para 
intentar resolver o poner coto a los prin-
cipales problemas que hoy nos acechan. 
Es una seña de identidad de la Fundación 
Alternativas, cuyo trabajo no se limita 
tan sólo al diagnóstico de los problemas 
de nuestra sociedad, sino que pretende 
además ofrecer alternativas y facilitar el 
proceso de toma de decisiones por parte 
de las instituciones políticas.
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Desde el Laboratorio de Políticas Pú-
blicas de la Fundación Alternativas solo 
nos resta expresar nuestro agradecimien-
to a las personas e instituciones que han 
participado en la elaboración de este do-
cumento. Empezando por las últimas, 
además del reconocimiento expreso al 
Centro de Estudios Políticos y Constitu-
cionales por su inestimable ayuda en la 
financiación y en la publicación del In-
forme, queremos agradecer también este 
año la colaboración de Political Watch, 
por su participación activa en el proceso, 
a través de su ayuda para la fase final de 
impresión del documento, y su interven-
ción en una de las secciones del informe. 

En cuanto a las personas, debemos 
mencionar, en primer lugar, a los auto-
res del documento, que, como se puede 
comprobar, aseguran y mantienen la ca-
lidad de nuestro informe; a los directo-
res del IDE, Amuitz Garmendia y Alberto 
Penadés, diseñadores de los contenidos 
del informe, responsables de su segui-
miento y de la conexión con los autores, 
y responsables de sus contenidos. Por 
último, es obligado reconocer el mag-
nífico y cuidadoso trabajo de edición y 
seguimiento de los contenidos del libro 
que ha llevado a cabo Inés Ferreirós, en 
el marco de sus tareas de coordinación 
del Laboratorio de la Fundación. 
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El año 2023 fue en primer lugar un año 
de movilización y campañas electorales. 
Se celebraron elecciones locales y en 12 
comunidades autónomas en el mes de 
mayo, y elecciones anticipadas a Cortes 
Generales en el mes de julio. Las segun-
das resultaron anticipadas como conse-
cuencia del resultado de las primeras, 
que fueron más bien desfavorables para 
los partidos que formaban el Gobier-
no de España y, particularmente, para 
el Partido Socialista Obrero Español 
(PSOE). Así, en 2023 se formó también 
un gobierno con algunas características 
especiales. Una coalición minoritaria, 
como en la legislatura precedente, pero 
esta vez apoyada por una mayoría absolu-
ta de la cámara y sin ninguna abstención. 
Hasta la fecha, cuando no se abstenía 
ningún diputado era en las investidu-
ras no otorgadas, en las que el Congreso 
mostraba con su participación plena el 
rechazo a un candidato. En este caso, no 
se produjo ninguna abstención ni en la 
investidura no otorgada al líder del Par-
tido Popular, el más votado en las elec-
ciones, Alberto Núñez Feijóo, que perdió 
por seis votos; ni en la investidura otor-
gada al líder del PSOE y presidente del 
Gobierno en funciones, Pedro Sánchez, 
que ganó por siete votos. Los bloques 
parlamentarios fueron prácticamente si-
métricos, salvo por un redundante dipu-
tado que votó a favor de ambos. 

Esta inelástica agrupación por blo-
ques en el parlamento fue el resultado, 
en buena medida, de la consumación de 
un giro en el eje sobre el que se forma 

el gobierno. Al no existir una mayoría 
parlamentaria viable sobre el eje izquier-
da-derecha tradicional, se formó una 
mayoría sobre el eje de las preferencias 
territoriales. Esto fue un reflejo de la 
situación en el campo electoral, ya que 
por primera vez los partidos del gobier-
no fueron minoritarios entre los votan-
tes de centro que, aunque divididos, se 
inclinaban más bien hacia la derecha. El 
PSOE, sin embargo, ocupa entre los vo-
tantes y en el parlamento el centro en el 
espacio de la identidad y el territorio. 

El año 2023 fue también un año de 
baja producción legislativa, en parte ex-
plicable por la intensidad del ciclo elec-
toral y en parte por la fragmentación 
parlamentaria y el bloqueo político. Las 
cuatro leyes orgánicas y las 13 leyes ordi-
narias de 2023 se aprobaron en los pri-
meros cinco meses del año. En la última 
de las leyes orgánicas, los partidos del 
gobierno votaron divididos. Por lo gene-
ral, el Congreso aprueba anualmente en-
tre 90 y 140 normas legislativas. Solo en 
cuatro ocasiones ha caído por debajo de 
70, en periodos con alguna característi-
ca excepcional. Las 36 normas aprobadas 
en 2023, de las que 13 fueron decretos le-
yes con medidas urgentes, son compara-
bles a las 33 de 2004, un año de cambio 
político en España que terminó con una 
actividad legislativa equivalente a menos 
de la mitad del mínimo hasta la fecha. 
Solo en los años de franco bloqueo po-
lítico, 2015 y 2019, se ha observado que 
el parlamento aprobara menos normas 
(12 y 26 respectivamente). En aquellos 
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años el Gobierno estuvo en funciones la 
mitad del tiempo y el Parlamento tuvo 
que disolverse sin haber formado nuevo 
gobierno, dando lugar a una repetición 
electoral. Sin embargo, en 2023 ni hubo 
cambio de ciclo político ni repetición 
electoral, aunque ambas cosas fueron 
anticipadas (fundamentalmente, por la 
oposición) antes y después de las elec-
ciones generales.

El parlamento elegido en el mes de 
julio se ocupó eficazmente de formar 
gobierno, aunque no comenzó a legis-
lar hasta pasado un año desde su última 
actividad legislativa. La primera ley ordi-
naria en más de 12 meses, la ley para la 
regulación de las enseñanzas artísticas, 
se aprobó en junio de 2024. La primera 
ley orgánica aprobada se separaba tam-
bién en más de un año de su precedente, 
tratándose de la ley de amnistía para la 
normalización institucional, política y 
social en Cataluña, de junio de 2024. Su 
promesa había sido la principal palanca 
para alcanzar una mayoría de investidu-
ra suficiente en el Congreso. Permanece 
abierta la cuestión de si la dinámica po-
lítica sobre el eje territorial puede supe-
rar esta dificultad para legislar.

LA RENUNCIA AL CENTRO

Hasta 2015, el partido que ganaba en-
tre los votantes que se autoperciben de 
centro (es decir, quienes en las encues-
tas se situaban en esa posición del eje iz-
quierda-derecha) ganaba las elecciones y, 

además, formaba gobierno. Esto ha obe-
decido a dos lógicas distintas y sucesi-
vas. En las dos primeras elecciones de la 
transición democrática hubo un partido 
de centro que ganaba las elecciones, la 
Unión de Centro Democrático. A partir 
de 1982, un sistema con fuerte tendencia 
bipartidista liderado por el Partido Po-
pular (PP) y el PSOE impuso su natural 
lógica de competición hacia el centro 
y favoreció que los votantes moderados 
determinaran el ganador de cada elec-
ción. Después de 2015, y hasta 2019, esos 
votantes continuaron permitiendo se-
ñalar, indirectamente, en las encuestas 
qué opción sería la más votada, pero a 
través de la lógica de los dos bloques, 
de izquierda y de derecha, que es mucho 
menos centrípeta que la competición 
bipartidista y que produjo mayorías par-
lamentarias relativas muy ajustadas. En 
2023, los votantes más centristas han re-
cuperado en parte su posición de árbitro 
electoral y han determinado cuál es el 
partido más votado, aunque por muy es-
caso margen. El gobierno ha respondido 
apoyándose en un centro distinto: el del 
eje político territorial-identitario.

En el periodo 2015-2019 se observó 
al mismo tiempo el cese, o considerable 
debilitamiento, de la lógica bipartidista, 
sin que arraigase con éxito un partido de 
centro aglutinador capaz de liderar un 
gobierno. Tanto en 2015 como en 2019, 
tras sendas repeticiones electorales, ter-
minó habiendo un gobierno de derecha 
y uno de izquierda que representaban 
al bloque ideológico más votado en las 



INTRODUCCIÓN

15

elecciones, incluyendo a los más mode-
rados entre sus votantes. Sin embargo, 
ni en las campañas ni en las negociacio-
nes parlamentarias para formar gobier-
no mostraron una tendencia a apelar al 
votante mediano. Por ejemplo, se evitó 
la formación de un gobierno PSOE-Ciu-
dadanos con mayoría en 2019 en favor 
de un gobierno de izquierda en minoría, 
con apoyo de partidos nacionalistas. Las 
dos alternativas, no obstante, eran aún 
mayorías posibles para el centro demos-
cópico, que se encontraba dividido casi a 
partes iguales entre la izquierda y el cen-
tro-derecha. 

Según los barómetros mensuales del 
CIS, hasta 2020 los partidos del gobier-
no de coalición progresista obtuvieron 
más apoyo entre los votantes autodefini-
dos como de centro que la oposición a su 
derecha, descontando a nacionalistas y 
regionalistas (es decir, recibían más apo-
yos que la suma de Ciudadanos, Partido 
Popular y Vox). Para ganar el centro no es 
preciso ser “de centro”, sino atraer a los 
votantes moderados hacia una mayoría 
amplia capaz de ganar las elecciones y 
formar gobierno, ya sea desde la izquier-
da o desde la derecha. Y eso es lo que 
obtuvieron, aunque fuese por un margen 
no muy amplio, los primeros gabinetes 
presididos por Pedro Sánchez. Después 
de la pandemia, el gobierno de izquier-
das comenzó a perder el apoyo preferen-
te del centro y ya no lo ha recuperado. 
Desde el punto de vista demoscópico, es 
una situación nueva en nuestra historia 
democrática. En esta situación tuvieron 

lugar las elecciones municipales y auto-
nómicas (en 12 de los 17 parlamentos de 
las comunidades autónomas), además 
de, posteriormente, las elecciones gene-
rales adelantadas en el año 2023.

En 11 de las 12 comunidades autóno-
mas que celebraron elecciones en mayo, 
los votantes de centro, según las encues-
tas preelectorales del CIS, volvieron a in-
clinar la balanza del partido más votado. 
La única excepción fue Asturias, don-
de el PSOE, y con él la izquierda, ganó 
las elecciones pese a que las encuestas 
mostraban una mayoría de centristas 
persuadidos por la derecha. El PSOE 
solo dominaba el centro en Castilla-La 
Mancha, donde ganó. Los mejores resul-
tados del PP se dieron en las Comunida-
des donde más claramente dominaba el 
centro, como Murcia y Madrid. La com-
petición polarizada, en buena medida 
como resultado de la nacionalización 
de la campaña, favoreció a la derecha: a 
la hora de elegir entre bloques con par-
tidos extremistas de derecha o izquierda, 
los moderados que no se desmovilizaron 
optaron por lo primero más a menudo 
que por lo segundo.

El contraste entre Madrid y Casti-
lla-La Mancha es ilustrativo de algunas 
dinámicas electorales. Madrid fue la co-
munidad autónoma más ideológicamen-
te polarizada de todas las que celebraron 
elecciones, en el sentido de que, según 
las encuestas, es aquella en la que menos 
izquierdistas votaron a la derecha y me-
nos derechistas votaron a la izquierda. 
Los bloques estaban netamente defini-
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dos. Fue también uno de los peores resul-
tados para el PSOE entre los ciudadanos 
centristas, así como en general. Por el 
contrario, Castilla La-Mancha fue la co-
munidad menos polarizada, en el mismo 
sentido anterior, y fue el territorio en el 
que el PSOE obtuvo su mejor resultado. 
Téngase en cuenta que Madrid era y es 
una comunidad autónoma algo más iz-
quierdista que Castilla-La Mancha. El 
41,5% de sus electores se declaraban de 
izquierdas en la encuesta preelectoral 
del CIS, frente al 36,7% de Castilla-La 
Mancha; y la media ideológica de los 
ciudadanos de Madrid era de 4,91, lige-
ramente a la izquierda del 4,96 de los 
ciudadanos de Castilla-La Mancha. La 
competición ideológica centrífuga y po-
larizada que se propicia en Madrid resul-
ta claramente favorable para la líder de la 
derecha en la región.

Tras las elecciones autonómicas y lo-
cales, el gobierno convocó elecciones ge-
nerales anticipadas. Durante la campaña 
se aminoraron, aunque no se detuvieron, 
las pérdidas de votantes moderados que 
habían apoyado al PSOE en 2019 y pen-
saban ahora votar al PP. Posiblemente, 
como consecuencia de su sincronización 
con el periodo de formación de gobier-
nos en comunidades autónomas, esto 
tuvo que ver con unas negociaciones que 
conllevaron acuerdos del PP con la dere-
cha radical. Con todo, el PP, que resul-
taba superior al PSOE entre los votantes 
de centro desde mediados de 2022, fue 
el más votado entre los ciudadanos de 
centro y por el conjunto del electorado. 

Sin embargo, su ventaja fue muy peque-
ña, insuficiente para poder formar una 
mayoría parlamentaria alternativa.

El PSOE ha perdido la mayoría en el 
centro del espacio político tradicional, 
en el que normalmente situamos las po-
líticas socioeconómicas, pero conserva 
su posición mediana en el espacio de 
las preferencias por una mayor o me-
nor descentralización. Así, apoyaron la 
investidura de Pedro Sánchez el PSOE y 
todos los partidos que prefieren un mo-
delo territorial más descentralizado. Se 
opusieron los dos partidos que se sitúan 
entre la defensa del statu quo y un ma-
yor centralismo y nacionalismo español. 

Los ejes de la política territorial y la iz-
quierda-derecha están muy correlaciona-
dos en España, pero su solapamiento no es 
perfecto. La polarización ideológica, cuyo 
impulso proviene de la sobreimposición 
de los asuntos políticos que más nos divi-
den, no es completa, puesto que aún hay 
partidos a la derecha del PSOE en cues-
tiones socioeconómicas y a su izquierda 
en cuestiones de política territorial. Pero 
la activación del eje izquierda-derecha 
tradicional, la dimensión socioeconómi-
ca, resultó imposible para el líder del Par-
tido Popular, encontrando no la menor 
de las dificultades en su propio partido, 
pese a ser el grupo más votado y con más 
escaños en el Congreso y pese a que exis-
te, en teoría, una mayoría de diputados a 
la derecha del Partido Socialista Obrero 
Español en cuestiones socioeconómicas. 
Las cuestiones identitarias hacen que esa 
mayoría sea imposible. 
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Llamamos polarización a muchas co-
sas, y algunas de ellas condicionan la 
complicada situación política para la go-
bernabilidad de España. En particular, 
tanto el relieve político de los partidos 
extremistas (esto es, la polarización en su 
sentido más lato) como el clima de ani-
madversión y hostilidad que parece volver 
impensables los acuerdos ideológicamen-
te transversales (lo cual se vincula con la 
polarización afectiva entre los ciudadanos) 
son obstáculos para el funcionamiento de 
la democracia. Sin embargo, si bien puede 
argumentarse que la sobreimposición de 
las divisiones ideológicas y territoriales 
es uno de los motores de toda la polari-
zación en España, ha sido la persistencia 
y el relieve del eje territorial-identitario 
como dimensión diferenciada de la polí-
tica parlamentaria lo que ha permitido la 
continuidad del ejecutivo. 

EL ÍNDICE DE CALIDAD DE LA 
DEMOCRACIA EN ESPAÑA EN 2023

Un año más, presentamos en este in-
forme una evaluación de la democracia 
española basada en 57 cuestiones so-
bre las instituciones y su rendimiento, 
agrupadas en seis grandes áreas o esfe-
ras de funcionamiento. Para su califica-
ción hemos requerido la colaboración 
de un panel de expertos de los ámbitos 
académico y profesional. Este año han 
colaborado 477. Las personas expertas 
responden, además, a un cuestionario 
de opiniones y características persona-
les que permiten evaluar los potenciales 

sesgos del propio panel. La calificación 
media de todas las áreas correspondien-
te al 2023 es de 6,4. La democracia espa-
ñola en 2023 repite así su valoración de 
conjunto del año 2022. La estabilización 
se produce en una calificación alta; de 
hecho, se trata de la más alta en los más 
de tres lustros que lleva realizando esta 
evaluación el Informe de la Democracia 
en España. 2023 es el quinto año conse-
cutivo en el que la democracia española 
aprueba (es decir, obtiene más de un 5) 
en todas las grandes áreas evaluadas. El 
muy valioso capítulo de Modesto Esco-
bar y Pablo Cabrera con el que termina 
este volumen explica todos los pormeno-
res técnicos y los resultados sustantivos. 

El índice agregado atempera tanto el 
catastrofismo como el triunfalismo: ni 
la democracia es perfecta ni la demo-
cracia está en crisis. El enfoque de esta 
evaluación procura esquivar el humo del 
debate sobre la democracia, que se pro-
paga unas veces con ánimo celebratorio 
y otras con ímpetu más bien cainita en 
las redes sociales y en los medios de co-
municación. La nuestra es una auditoría 
neutral, como la que hacen instituciones 
internacionales, pero, indudablemente, 
con una mayor base de conocimiento lo-
cal. Una evaluación positiva no significa 
que no tenga fallas importantes que de-
ben vigilarse. Nuestro instrumento nos 
permite detectarlas y ponerlas en con-
texto. El cuestionario con el que se cons-
truye el índice facilita el análisis de los 
puntos débiles y fuertes de la democra-
cia, así como su evolución en el tiempo. 
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La valoración que se hace del Gobier-
no y la del funcionamiento de la demo-
cracia se mezclan muy a menudo en el 
debate público, tanto por simpatizantes 
como por adversarios del ejecutivo. Cree-
mos que nuestro método de evaluación 
permite poner las cosas en su justa medi-
da: la democracia es más importante que 
un gobierno, cualquier gobierno, o que 
un clima de opinión polarizada. Por eso, 
tal vez sea más iluminador que paradóji-
co el hecho de que, en el momento en el 
que la atmósfera política parece estar es-
pecialmente viciada, la observación tem-
plada por la objetividad de los números y 
la mirada panorámica sobre el conjunto 
concedan a las reglas y a su funciona-
miento su mejor nota. Los dictaminado-
res nos recuerdan que una democracia 
que funciona es la que nos permite tener 
gobiernos que aciertan o se equivocan, 
pero que responden ante los electores, 
ante los jueces que controlan el cumpli-
miento de la ley (también por parte de 
los políticos) y ante debates muy acalo-
rados, sin que lo fundamental deje de 
sostenernos. Lo fundamental son, aquí, 
las instituciones que ordenan una socie-
dad libre que procesa sus problemas con 
procedimientos abiertos a la competen-
cia. La democracia no es una ideología ni 
una medida de satisfacción personal o de 
parte, lo repetimos a menudo. Al contra-
rio, es un instrumento para vivir con li-
bertad y para procurar el bien común en 
las difíciles circunstancias, a poco que se 
piense en ello, de sociedades desiguales y 
moralmente plurales.

Es cierto que, observando los cambios 
más recientes en la evaluación, las peo-
res noticias las recibe el funcionamiento 
del ejecutivo. Dos de las tres cuestiones 
cuya valoración baja más solo entre 2022 
y 2023 son la estabilidad del gobierno y 
la rendición de cuentas del ejecutivo. La 
tercera es la libertad de prensa. Las tres 
cuestiones concretas cuya valoración cre-
ce de forma más significativa en este año 
son la independencia de los jueces y la 
política exterior, en tanto que regida por 
el derecho y la participación ciudadana. 

Con todo, en términos muy generales, 
las principales debilidades estructurales 
de la democracia española, observadas 
de forma reiterada año tras año, no se 
encuentran en el funcionamiento del 
ejecutivo. Estas se observan, a juicio de 
nuestros expertos, en las medidas con-
tra la corrupción y en el funcionamiento 
de la prensa. Sus principales fortalezas 
se encuentran en los derechos civiles y 
el proceso electoral, los dos pilares de la 
democracia liberal, sin menoscabo de la 
enorme importancia de las dos áreas en 
las que sistemáticamente se encuentran 
fallas en la democracia española, corrup-
ción y transparencia informativa. 

¿Cómo se comparan estos resultados 
con el juicio de los principales observa-
torios internacionales? El cuadro general 
es coincidente. Se observa una situación 
estable dentro de valoraciones altas. El 
fundamental índice de democracia libe-
ral de Varieties of Democracy (V-Dem) de 
la Universidad de Gotemburgo, posible-
mente el índice internacional de mayor 
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fiabilidad científica, sitúa a España con 
76 puntos sobre 100, un poco por encima 
de Italia y Portugal y algo por debajo de 
Francia. Todos estos casos se sitúan por 
debajo de la media de Europa occiden-
tal (81), la región con democracias más 
consolidadas y con evaluaciones más 
positivas del planeta. La misma posición 
relativa ocupa España de acuerdo con el 
índice de democracia electoral (84), tam-
bién ligeramente por debajo de la media 
de Europa occidental (88) pero sin alejar-
se de ella significativamente. El índice de 
democracia electoral, conocido también 
como índice de poliarquía, mide los as-
pectos de competitividad y participación 
del proceso político, mientras que el 
índice de democracia liberal lo comple-
menta con una valoración del estado de 
derecho y de los derechos civiles. Aunque 
en el corto plazo se muestran estables (ya 
que repiten con ligerísimos descensos 
las puntuaciones de 2022), llevan algu-
nos años de descensos acumulados. En 
2019, el año con mejores valoraciones de 
los últimos diez, el índice de democracia 
liberal era de 81 puntos y el de democra-
cia electoral de 87. Esta tendencia ligera-
mente adversa para España se encuentra, 
no obstante, por debajo del margen 
de error (el intervalo de confianza) que 
V-Dem concede a sus indicadores. 

Los observatorios democráticos inter-
nacionales más veteranos y más conoci-
dos por los medios de comunicación son 
la fundación Freedom House y la revista 
The Economist. El indicador de Freedom 
House emite una señal de estabilidad 

parecida a la nuestra. España repite su 
calificación de 90 sobre 100 del año pre-
cedente, lo que supone una nota elevada 
en el contexto de su clasificación, que 
concede el estatus de país libre a partir 
de 70 puntos. Aunque se mantenga entre 
los valores muy altos, la clasificación tam-
bién ha descendido un poco con respec-
to a los 94 puntos obtenidos en 2019. Al 
lector informado por nuestro índice no le 
sorprenderá saber dónde pierde España 
esos diez puntos potenciales para llegar a 
la nota máxima: dificultades en la forma-
ción del gobierno, salvaguardas defectuo-
sas contra la corrupción, interferencias 
del gobierno en la justicia, falta de infor-
mación y transparencia sobre la acción 
de gobierno, interferencias políticas en 
los medios de comunicación, la situación 
legal de los inmigrantes y de la minoría 
gitana, la persecución de delitos como in-
sultos a la Corona o a la bandera, las mul-
tas por participar en manifestaciones y las 
fallas legales en la persecución de delitos 
cometidos por nacionalistas catalanes y 
vascos. En estos ítems España recibe 3 de 
4 puntos posibles en cada uno, siendo 0 
la peor y 4 la mejor calificación posible. 
En el resto de cuestiones examinadas, los 
expertos le otorgan la puntuación máxi-
ma de 4 sobre 4. 

El Democracy Index de la revista The 
Economist tampoco presenta ninguna 
novedad con respecto al año pasado. El 
observatorio continúa registrando un li-
gero descenso en los niveles globales de 
democracia, pero esto no afecta a Euro-
pa, donde la situación es evaluada en ge-
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neral como de continuidad o de mejora. 
España repite su puntuación de 8,1, lo 
que sitúa al país en el límite de lo que 
The Economist denomina “democracias 
plenas” (con puntuaciones superiores a 
8). Es un grupo de solo 24 democracias en 
la que solamente vive el 7,8% de la pobla-
ción mundial.  La puntuación de España 
es igual a la de Francia, ambas en la cola 
del grupo, y algo inferior a la de Grecia, 
que para The Economist se incorpora 
este año a la nómina de las democra-
cias plenas. La calificación española es 
superior a las de Italia y Portugal, que 
continúan fuera del grupo, como “demo-
cracias con fallas”, en la terminología de 
The Economist, en compañía de muchas 
otras como la de los Estados Unidos. La 
media de Europa occidental es 8,4. Esta 
es la región más democrática del mundo 
para The Economist, con diez estados 
con puntuaciones de 9 o más. 

En resolución, los indicadores para la 
democracia española son estables y mo-
deradamente optimistas. Estamos en la 
zona baja de la zona alta en el contexto 
internacional, entre el aprobado holga-
do y el notable. Tendremos que aprender 
a diferenciar una crisis política de una 
crisis democrática, y procurar el pro-
greso en aquello que puede favorecer la 
democracia: el mayor control de los po-
líticos a través de la prensa, la transpa-
rencia y la supervisión independiente; 
y la rendición de cuentas a través de los 
mecanismos de participación y compe-
tencia. Como en el fondo sabemos, casi 
todo está inventado. 

LOS FOCOS DEL INFORME

El Informe sobre la Democracia en Es-
paña 2023 reúne una vez más, en torno 
a diez capítulos, a profesionales de reco-
nocido prestigio nacional e internacio-
nal. El volumen de este año está dividido 
en tres grandes secciones y una nueva 
edición del índice de calidad de la de-
mocracia. En la primera de ellas (Un con-
texto incierto) se presentan tres retos de 
la gobernanza económica y política en 
España con importantes implicaciones 
para el diseño de políticas públicas, par-
ticularmente tras la pandemia y resto de 
shocks exógenos desde entonces. Estos 
son la inflación, los salarios y la distri-
bución de la renta (tratados por Nacho 
Álvarez, de la Universidad Autónoma de 
Madrid, y Jorge Uxó, de la Universidad 
Complutense), el impacto para la econo-
mía y el mercado laboral de los ERTE (por 
Juan J. Dolado, de la Universidad Car-
los III de Madrid) y la transparencia en 
la administración pública (por Mariela 
Belén Agüero y Javier Pérez González, 
del think-tank de la Fundación Salvador 
Soler, Political Watch). 

La segunda de las secciones (La cris-
pación multinivel) profundiza en el fe-
nómeno de la polarización política en 
España, poniendo el foco en momentos 
y aspectos de esta que consideramos me-
recen una especial atención. Son las di-
námicas centrífugas de la competición 
política del año electoral 2023 (tratadas 
por Bonnie Field, de la Bentley University, 
y Juan Rodríguez Teruel, de la Universitat 
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de València), las diferencias intergenera-
cionales en torno a la polarización (por 
Oriol Bartomeus, del Institut de Ciències 
Polítiques i Socials), así como la preva-
lencia de actitudes populistas entre los 
votantes de las distintas formaciones po-
líticas en España (por Silvia Clavería, de 
la Universidad Carlos III de Madrid). 

En su tercera sección, el informe se 
centra en el estudio de aspectos especí-
ficos (Las palancas de la gobernabili-
dad) de la negociación política que de 
una manera u otra han estado ligados a 
la construcción de mayorías parlamen-
tarias recientes. Es el caso de la amnis-
tía, cuestión sobre la cual se ofrece una 

perspectiva comparada (tratada por 
Louise Mallinder, de la Queen’s Univer-
sity Belfast), la financiación autonómica 
(por Santiago Lago Peñas, de la Universi-
dad de Vigo) o la gestión de la seguridad 
social (por Octavio Granado, ex secreta-
rio de Estado de Seguridad Social). 

Por último, se presenta la actualiza-
ción anual del Índice de calidad de la 
democracia en España (como en años 
anteriores, de la mano de Modesto Es-
cobar, de la Universidad de Salamanca, 
y Pablo Cabrera, de la Universidad de Es-
sex), que en el 2023 otorga a la calidad 
de la democracia española un 6,4, mis-
ma puntuación que en el año 2022.
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1.1 INTRODUCCIÓN

Las últimas dos décadas se han caracte-
rizado por la sucesión de crisis económi-
cas muy severas que han puesto a prueba 
a los Gobiernos de los países de la OCDE 
y han acabado por cuestionar algunas 
ideas de política económica que parecían 
muy asentadas. A la crisis financiera de 
2008 le siguió en la Eurozona la crisis 
de la moneda común y una prolongada 
recesión. Esta afectó particularmente a 
las economías periféricas, como Espa-
ña, y se vio agravada por las políticas de 
austeridad y recortes, de modo que has-
ta principios de 2018 España no volvió a 
alcanzar el PIB que tenía antes de la cri-
sis financiera. Dos años después, en mar-
zo de 2020, la pandemia de la covid-19 y 
las medidas de confinamiento golpeaban 
duramente otra vez a todas las economías 
de la OCDE. Finalmente, desde princi-
pios de 2021, pero sobre todo a partir de 
que Rusia invadiera Ucrania en febrero de 
2022, se desataba un shock internacional 
de precios energéticos que provocó un rá-
pido aumento de la inflación. 

Este último episodio ha modificado 
el tipo de preocupaciones de los respon-
sables de política económica en España 
y en Europa. En la última década, entre 
2010 y 2020, la tasa media de inflación en 
la Eurozona se situó en torno al 1%, con 
varios países registrando tasas negativas 
durante algunos años (entre ellos Espa-
ña). Si había un riesgo era más bien el de 
la deflación. Sin embargo, los problemas 
de oferta asociados a la reapertura de la 
economía tras la pandemia (cuellos de 

botella en la producción y el comercio 
internacional) hicieron crecer la infla-
ción en el último trimestre de 2021 hasta 
el 5% en la Eurozona, y el 6% en España. 
La invasión de Ucrania agravó aún más 
las tensiones en los mercados energéticos 
internacionales y llevó la inflación a su-
perar el 10%, tanto en España como en la 
Eurozona, a mediados de 2022.

Frente a esta situación se han desple-
gado dos tipos de políticas económicas. 
Por un lado, y a pesar de que la inflación 
tenía su origen en el lado de la oferta, el 
Banco Central Europeo (BCE) −de forma 
paralela a la Reserva Federal estadouni-
dense− comenzó a aplicar una política 
monetaria restrictiva en 2022, subiendo 
rápidamente los tipos de interés hasta 
alcanzar el 4,5% en agosto de 2023. Por 
otro lado, los gobiernos nacionales apli-
caron, en diversa medida, políticas fisca-
les y regulatorias para frenar el aumento 
de los precios y compensar a los hogares 
y empresas más afectados. A diferencia 
de la subida de tipos, estas medidas no 
actuaban sobre los precios enfriando la 
economía, y en muchos casos tuvieron 
de hecho un efecto expansivo.

Este episodio inflacionista parece 
haberse atajado: la inflación interanual 
había vuelto ya al 2% en España en vera-
no de 2023, y lo mismo ocurrió a finales 
de ese año con la media europea. Pero 
a pesar de ser un fenómeno transitorio, 
este episodio inflacionista puede tener 
consecuencias distributivas muy impor-
tantes y persistentes, afectando de forma 
desigual al poder adquisitivo de unos 
grupos sociales y de otros.



INFORME SOBRE LA DEMOCRACIA EN ESPAÑA 2023

26

En los últimos años, diversas inves-
tigaciones (Ayala y Cantó, 2022; Aspachs 
et al., 2022) han profundizado en el im-
pacto que la crisis financiera, primero, y 
la pandemia de la covid-19, después, tu-
vieron sobre la evolución de la distribu-
ción de la renta en España. Sin embargo, 
son aún muy escasas las investigaciones 
que han puesto el foco en el impacto que 
este proceso inflacionista ha tenido so-
bre la distribución funcional de la renta 
en España. En este capítulo analizare-
mos esta cuestión. 

Para ello, presentamos la evolución 
de la inflación en España entre 2021 y 
2023, centrándonos en el comporta-
miento que han experimentado los már-
genes empresariales y los salarios reales. 
Esto nos permitirá analizar las conse-
cuencias sobre la distribución funcional 
de la renta y señalar algunas implicacio-
nes en materia de política económica.

La subida de los precios energéticos 
internacionales ha implicado una reduc-
ción de la renta real disponible para el 
conjunto de los sectores nacionales, que 
sin embargo se ha repartido de forma 
desigual. De acuerdo con la evidencia dis-
ponible, mientras que las empresas han 
podido trasladar este incremento de cos-
tes a los precios finales (llegando incluso a 
elevar los márgenes empresariales medios 
para proteger sus beneficios), los salarios 
nominales de los trabajadores han creci-
do por debajo de los precios, perdiendo 
poder adquisitivo de manera notable.

1.2 LA EVOLUCIÓN DE LA INFLACIÓN 
EN ESPAÑA Y SUS DETERMINANTES

Entre 2021 y 2023, España, al igual que el 
resto de los países de la Eurozona, regis-
tró tasas de inflación excepcionalmente 
altas. Este proceso inflacionario puede 
dividirse en tres fases:

	 Durante la etapa inicial, desde princi-
pios de 2021 hasta mediados de 2022, 
la inflación se disparó tanto en España 
como en la Eurozona, siendo en todo 
caso el aumento más pronunciado en 
España. La inflación interanual alcan-
zó un máximo del 10,7% en julio de 
20221, casi dos puntos porcentuales 
por encima de la Eurozona.

	 A partir de entonces, la inflación co-
menzó a descender, más rápidamente 
en España que en la Eurozona. Así, 
entre agosto de 2022 y septiembre de 
2023 la inflación media en España fue 
2,6 puntos inferior a la de la Eurozona 
(5% frente a 7,6%). 

	 Desde octubre de 2023 hasta agosto 
de 2024, la tasa de inflación se ha es-
tabilizado en torno al 3% en España, 
1 punto por encima de la media euro-
pea durante estos meses. La Comisión 
Europea prevé una inflación media 
del 3,1% para España en 2024 frente al 
2,5% para la Eurozona.

1.	 Para medir la inflación utilizamos el Índice de Precios de Consumo Armonizado (IPCA) facilitado por Eurostat.
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El origen de este proceso inflacio-
nista radica, como ya se ha dicho, en los 
estrangulamientos de oferta del periodo 
de pandemia y en el shock internacional 
de los precios energéticos. En particular, 
la guerra de Ucrania provocó un fuerte 
aumento del precio del gas y otras ma-
terias primas. En el caso de España, el 
papel que juega el gas en la formación de 
precios en el mercado eléctrico mayoris-
ta –a través del mecanismo marginalis-
ta– conllevó fuertes subidas de la factura 
eléctrica para hogares y empresas a par-
tir del primer trimestre de 2022, que 
se acompañaron de otros incrementos 
también importantes en el precio de los 
combustibles.

Tal y como se puede comprobar en la 
Figura 1, que presenta las contribuciones 
de los distintos tipos de bienes y servicios 
a la inflación, el aumento de los precios 
de la energía se extendió gradualmen-
te a otros productos, en particular a los 
alimentos. Este proceso de contagio fue 
acelerado: a principios de 2021, el 85% 
de las categorías de bienes y servicios del 
IPCA registraba tasas de inflación infe-
riores al 2%, cifra que se mantenía en el 
71% en octubre de 2021. Sin embargo, a 
partir de entonces se desplomó drásti-
camente, alcanzando apenas el 20% en 
febrero de 2022. Mientras tanto, las ca-
tegorías del IPCA con tasas de inflación 
superiores al 6% representaban el 10% 

-4

-2

0

2

4

6

8

10

12

20
21
-0
1

20
21
-0
3

20
21
-0
5

20
21
-0
7

20
21
-0
9

20
21
-1
1

20
22

-0
1

20
22

-0
3

20
22

-0
5

20
22

-0
7

20
22

-0
9

20
22

-1
1

20
23

-0
1

20
23

-0
3

20
23

-0
5

20
23

-0
7

20
23

-0
9

20
23

-1
1

Bienes industriales Servicios EnergíaAlimentos TOTAL Subyacente

Figura 1: Inflación en España: evolución y contribución de los componentes (% interanual).
Fuente: Elaboración propia con datos de Eurostat.
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del índice en junio de 2021, el 20% en fe-
brero de 2022 y el 60% en julio de 2022, 
fecha en la que la inflación alcanzó su 
máximo en España. En ese momento, la 
contribución de la energía y los alimen-
tos a la inflación anual se había dispa-
rado hasta los 7,8 puntos porcentuales 
(explicando el 73% de la inflación total). 

La contribución de los precios de la 
energía a la inflación disminuirá a partir 
del segundo semestre de 2022, pasando 
a ser negativa entre diciembre de 2022 
y febrero de 2024. De hecho, en 2023 
la contribución media del componen-
te energético a la tasa de inflación fue 
del -2,0. Los precios internacionales de 
la energía fueron, por tanto, el principal 
motor del repentino aumento de la tasa 
de inflación hasta mediados de 2022 y, 
también y junto con las medidas fiscales 
y de regulación impulsadas por las autori-
dades económicas, el principal motivo del 
descenso de la inflación durante 2023. 

1.3 POLÍTICAS PARA FRENAR 
LA INFLACIÓN: LA ACCIÓN DEL 

GOBIERNO Y DEL BCE 

Por supuesto, el descenso de los precios 
del gas y del petróleo en los mercados in-
ternacionales ha desempeñado un papel 
clave en la reducción de la inflación en 
España. Pero la rapidez con la que se ha 
logrado doblar la curva de la inflación se 
ha debido también al amplio conjunto de 

medidas fiscales y regulatorias del Gobier-
no español2, desplegadas sucesivamente 
en varios “paquetes” desde junio de 2021. 

Estas medidas tenían por objetivo 
reducir la inflación, mantener el creci-
miento económico y mitigar las conse-
cuencias sobre los sectores productivos 
y grupos sociales más afectados. Se pue-
den ordenar en cinco categorías:
	 Medidas para reducir los precios de la 

electricidad y el gas natural. Destacan 
la reducción de los impuestos indirec-
tos y la limitación al alza de la tarifa de 
gas regulada por el Gobierno. La ma-
yoría de estas medidas se adoptaron 
en el segundo semestre de 2021, con 
algunas ampliaciones significativas en 
2022. La reducción de los impuestos 
indirectos se ha aplicado también a lo 
largo de 2023 y se ha revertido progre-
sivamente desde principios de 2024. 

 
	 Reforma del funcionamiento del mer-

cado eléctrico mayorista entre junio de 
2022 y diciembre de 2023, mediante la 
introducción de un tope máximo a los 
precios del gas que se utiliza para pro-
ducir electricidad (la denominada “ex-
cepción ibérica”).

	 Medidas dirigidas a frenar la subida 
del precio de otros productos, adopta-
das en 2022 y 2023. Entre abril y di-
ciembre de 2022, el Gobierno español 
aplicó un descuento de 20 céntimos 

2.	 Dao et al. (2023) describen estas políticas fiscales como medidas “no convencionales”, en la medida en que no tratan de reducir la infla-
ción a través de su efecto contractivo sobre la demanda agregada, sino mediante cambios fiscales que afectan al proceso de formación 
de precios (en la mayoría de los casos con un efecto expansivo).
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por litro de gasolina y gasóleo compra-
do en gasolineras. Esta medida redujo 
la tasa media anual de inflación en tor-
no al 1%. El descuento se prorrogó has-
ta 2023, pero solo para transportistas 
profesionales por carretera, agricul-
tores, navieras y pescadores. Se desa-
rrollaron, además, otras medidas para 
garantizar importantes descuentos en 
las tarifas del transporte público desde 
septiembre de 2022 (subvencionándo-
se un 30% de las tarifas del transporte 
público urbano y un 50% del transpor-
te ferroviario de larga distancia), una 
limitación de la actualización de los 
alquileres de vivienda en 2022 y 2023 
al 2% (en lugar de estar indexados a la 
inflación, como solía ser) y una reduc-
ción de los impuestos indirectos para 
determinados productos alimenticios.  

	 Medidas para hacer frente a los efec-
tos de la inflación en los hogares (me-
diante transferencias directas, algunas 
reducciones de los impuestos directos 
o aumentos de las prestaciones socia-
les y las pensiones). Por ejemplo, se au-
mentó un 15% el Ingreso Mínimo Vital 
y las pensiones no contributivas, y se 
impulsaron descuentos en las facturas 
de electricidad de los hogares vulnera-
bles y ayudas directas a la calefacción 
de las viviendas (a través del Bono So-
cial Eléctrico y del Bono Social Térmi-
co). Durante este periodo se legisló un 
“cheque” de 200€, que llegó a más de 
dos millones de familias. Además, tam-
bién se desarrollaron medidas para ha-

cer frente a los efectos de la inflación 
en los sectores económicos más afec-
tados (transporte y sectores primarios, 
industrias electrointensivas y gasistas). 
La mayoría de estas medidas se han 
adoptado en el marco de un Plan Na-
cional de Respuesta a las consecuencias 
económicas y sociales de la guerra en 
Ucrania. El primer paquete de medidas 
se adoptó en marzo de 2022 y este se 
ha ido renovando y ampliado en otros 
paquetes posteriores.

	 Mecanismos para reducir los benefi-
cios extraordinarios que se generaron 
en el mercado de la electricidad debi-
do al alza de precios e impuestos tran-
sitorios para aumentar la contribución 
fiscal de los hogares con rentas altas, 
los propietarios de patrimonio y las 
empresas con grandes beneficios en 
los sectores energético y financiero. 

Quizá la medida más relevante de to-
das las que se han señalado haya sido la 
reforma del mercado eléctrico mayoris-
ta mediante la limitación del precio del 
gas utilizado para producir electricidad. 
La llamada “excepción ibérica” entró en 
vigor el 15 de junio de 2022 y, aunque 
inicialmente estaba previsto que se man-
tuviese hasta mayo de 2023, finalmente 
se prorrogó hasta diciembre de 2023.

Su principal objetivo era reducir el 
precio de la electricidad que pagan los 
consumidores finales –hogares y empre-
sas–, estableciendo un límite al precio 
que cobran en el mercado mayorista las 
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tecnologías “inframarginales” (solar, eó-
lica, hidroeléctrica y nuclear)3. De esta 
forma, este tope desvinculaba los pre-
cios del mercado eléctrico mayorista de 
la subida de los precios internacionales 
del gas, modificando el funcionamiento 
marginalista que caracteriza a este mer-
cado. La tecnología más cara –habitual-
mente el gas– seguía determinando el 
precio de toda la electricidad generada, 
pero con un límite fijado por el precio 
de referencia. Así, este “tope al gas” per-
mitió un ahorro para hogares y empresas 
equivalente a la reducción de los llama-
dos “beneficios caídos del cielo” obteni-
dos por los productores de electricidad.

El resultado más significativo de la 
“excepción ibérica” fue su capacidad para 
desligar el precio de la electricidad de las 
turbulencias que estaban teniendo lugar 
en los mercados internacionales de gas y 
otros combustibles. Como muestra la Fi-
gura 2, el fuerte aumento de los precios 
internacionales del gas en agosto y sep-
tiembre de 2022 provocó un repentino 
aumento de los precios de la electricidad 
en los mercados mayoristas de otros paí-
ses como Alemania, Francia e Italia. En 
cambio, en España, el precio de la elec-
tricidad disminuyó durante este periodo 
debido al tope al gas. El FMI (2022) esti-
ma que este precio fue un 16% inferior 

en comparación con un escenario alter-
nativo en ausencia de esta medida. Dado 
que la electricidad representa alrededor 
del 4% del IPCA total, esto supuso una 
reducción cercana a 0,6 puntos porcen-
tuales en la tasa de inflación.  

El Gobierno español estima que, entre 
el 15 de junio de 2022 y el 31 de enero de 
20234, el “tope al gas” supuso un ahorro 
de 5000 millones de euros para todos los 
consumidores finales (hogares, pymes y 
consumidores industriales), lo que pue-
de considerarse como una transferencia 
de ingresos hacia ellos por parte de los 
productores de electricidad, que hubiesen 
estado obteniendo beneficios extraordi-
narios en ausencia de este mecanismo. 
Hidalgo-Pérez et al. (2024) confirman este 
ahorro en el gasto de los consumidores. 

1.4 SALARIOS Y MÁRGENES 
EMPRESARIALES: EL IMPACTO 

DISTRIBUTIVO DE LA INFLACIÓN

A pesar de que el episodio inflacionista 
de 2021-2023 parece haber sido un fe-
nómeno transitorio, ha provocado una 
dura crisis en el poder adquisitivo de los 
hogares españoles, ya que los salarios 
nominales han crecido a un ritmo infe-
rior al de la inflación durante estos años, 
tal y como podemos ver en la Figura 3.

3.	 En España existen dos tipos básicos de tarifas eléctricas. La primera es una tarifa regulada (llamada Precio Voluntario para el Pequeño 
Consumidor, o PVPC), cuyo precio se ajusta diariamente a la evolución del mercado mayorista. La segunda es una tarifa libre, en la que cada 
empresa acuerda directamente con sus consumidores finales el precio de la electricidad, normalmente una vez al año. Aproximadamente 
el 40% de los consumidores (unos 10 millones) tienen la tarifa PVPC, lo que provoca que los cambios en los precios mayoristas se trasladen 
más rápida e intensamente a los precios minoristas y al IPCA en España que en otros países europeos. De ahí la importancia de esta medida.

4.	 El impacto de la “excepción ibérica” en los precios de la electricidad se limitó al periodo comprendido entre el 15 de junio de 2022 y el 
31 de enero de 2023. Después, los precios del gas en el mercado internacional cayeron por debajo del umbral fijado por el tope, lo que 
hizo que dicho tope pasase a ser ineficaz para influir en los precios de la electricidad.
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La reducción de la inflación no es 
suficiente para revertir esta pérdida de 
poder de compra. En comparación con 
2021, los precios se han estabilizado a 
un nivel superior al de los salarios. En 
concreto, el salario nominal medio5 por 
puesto de trabajo equivalente a tiem-
po completo aumentó un 8,4% entre 
el primer trimestre de 2021 y el cuarto 
trimestre de 2023, mientras que el IPCA 
aumentó un 15% en el mismo periodo. 
Como resultado, en España, los salarios 
reales han caído un 6% acumulado du-
rante estos tres años. Solo a finales de 
2023 el crecimiento interanual de los 
salarios nominales empieza a superar 
la evolución de la inflación, iniciándose 
durante 2024 una muy moderada recu-
peración de la capacidad adquisitiva per-
dida, como se observa en la Figura 3.

Estos hechos son coherentes con 
la evolución del deflactor del PIB, una 
representación más exacta del compo-
nente interno de la inflación. La des-
composición del deflactor refleja la 
contribución que tienen los beneficios 
empresariales unitarios, los costes labo-
rales unitarios y los impuestos indirec-
tos en el crecimiento de la inflación. Los 
beneficios unitarios crecen cuando las 
empresas repercuten los aumentos de 
sus costes en los precios finales, ya sea 
total o parcialmente, o aplican mayo-
res márgenes sobre los costes laborales 
unitarios. Simultáneamente, la contri-
bución de los salarios se refleja en unos 
costes laborales unitarios más elevados. 
Pues bien, la evidencia empírica nos se-
ñala que durante el periodo 2021-2023, 
el crecimiento acumulado del deflactor 
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Figura 2: Precio mayorista de la electricidad (€/MWh).
Fuente: Elaboración propia con datos de ENTSO-e y Eurostat.

5.	 Remuneración de asalariados, excluidas las cotizaciones sociales a cargo del empleador, extraída de las Cuentas Nacionales.
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del PIB fue del 14,3%, explicándose en un 
59% (8,5 puntos porcentuales) por el pa-
pel de los beneficios unitarios. La contri-
bución de los costes laborales unitarios 
fue notablemente menor (38% de todo 
el aumento, es decir, 5,5 puntos porcen-
tuales) y dos tercios de esta contribución 
tuvieron lugar en 2023. 

La contribución de los beneficios 
unitarios fue particularmente fuerte en 
2022, cuando explicaron casi el 90% de 
los 4 puntos en que creció el deflactor 
del PIB, mientras que la contribución de 
los salarios al incremento de la inflación 
fue de solo 0,6 puntos ese año. Estas 
contribuciones se han ido equilibrando 
en los últimos trimestres de 2023 debi-
do a un crecimiento más robusto de los 
salarios, de forma que la contribución de 
los beneficios unitarios pasó a ser nega-
tiva a finales de dicho año.

Este papel preponderante de los be-
neficios unitarios en la evolución del 
deflactor del PIB, en contraste con la me-
nor contribución de los costes laborales, 
ha despertado el interés por el compor-
tamiento de los márgenes empresariales. 
¿Cómo se han comportado durante el 
episodio inflacionista de 2021-2023?

Algunos autores (Weber y Wasner, 
2023) han argumentado que la acelera-
ción de la inflación en los países de la 
OCDE durante estos años podría estar 
reflejando no solo la transmisión a los 
precios internos de los mayores costes de 
importación de productos energéticos y 
otras materias primas, sino también el 
aumento de los márgenes empresariales 
protagonizado por algunas empresas con 
suficiente poder de mercado. De hecho, 
este debate ha reavivado el interés por 
la denominada “teoría de la inflación 
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como conflicto” (Lorenzoni y Werning, 
2023; Rowthorn, 2024), que interpre-
ta que el aumento de los precios –por 
ejemplo, tras un shock internacional de 
precios– se debe a la incompatibilidad 
de las reivindicaciones distributivas so-
bre la renta nacional procedentes de los 
distintos grupos sociales (especialmente 
trabajadores y empresas, pero también 
otros grupos como los vendedores de 
productos energéticos o alimenticios 
importados). Olivier Blanchard, a finales 
de 2022, señalaba también en sus redes 
sociales que “la inflación es fundamen-
talmente el resultado del conflicto dis-
tributivo entre empresas, trabajadores y 
contribuyentes”6.

En este sentido, el reciente episodio 
inflacionista vivido en España (y en mu-
chas otras economías avanzadas) puede 
analizarse desde la perspectiva de esta 
teoría del conflicto distributivo: a partir 
de la reapertura de la economía tras la 
pandemia de la covid-19 y de la invasión 
de Ucrania, se produce un shock tempo-
ral en los precios energéticos internacio-
nales que desencadena una competición 
de los distintos grupos sociales por la 
renta total. En esta competición, toda la 
evidencia empírica hasta la fecha sugiere 
que las empresas han podido trasladar el 
aumento de los costes de la energía y de 
otros insumos a sus productos finales, 
protegiendo así sus márgenes empresa-
riales, mientras que los asalariados han 

experimentado, como ya hemos visto, 
una significativa erosión de sus rentas.

De hecho, este comportamiento de 
los márgenes empresariales se puede 
comprobar mediante la nueva base de 
datos ofrecida por el Observatorio de 
Márgenes Empresariales (OME), creado 
en julio de 2023 precisamente con el 
objetivo de “incrementar la información 
disponible sobre los márgenes empresa-
riales y mejorar el conocimiento sobre 
su evolución y sus implicaciones para el 
conjunto de la economía” (OME, 2023, 
p. 1). Esta fuente proporciona datos tri-
mestrales del valor monetario de las ven-
tas, las compras de inputs intermedios 
y la masa salarial de casi un millón de 
empresas españolas recogidos a partir 
de sus propias declaraciones fiscales. La 
información se ofrece además con un 
amplio nivel de desagregación por sec-
ciones y divisiones de la Clasificación 
Nacional de Actividades Económicas, 
para poder detectar comportamientos 
diferentes entre sectores, algo que es es-
pecialmente importante cuando algunas 
actividades, como la energía, han experi-
mentado shocks específicos.

En la Figura 4, agregando los datos 
ofrecidos por el mencionado Observato-
rio de Márgenes Empresariales, podemos 
comprobar cómo dichos márgenes se han 
incrementado 3 puntos porcentuales des-
de el primer trimestre de 2021, elevándo-
se sobre la tendencia estable que habían 

6.	 En un post a través de su cuenta personal de X (antes Twitter) publicado el 31 de diciembre de 2022. 1/8. A point which is often lost in 
discussions of inflation and central bank policy… Disponible en: https://x.com/ojblanchard1/status/1608967176232525824 

https://x.com/ojblanchard1/status/1608967176232525824
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mostrado en los últimos años. Es decir, 
durante el periodo de inflación de 2021-
2023, y mientras que los salarios nomi-
nales crecían por debajo de la inflación 
−perdiendo con ello capacidad adquisi-
tiva−, los márgenes empresariales en la 
economía española no solo se han man-
tenido, sino que incluso se han incremen-
tado. Es lo que Weber and Wasner (2023) 
han denominado como “inflación de ven-
dedores”, fenómeno que también parece 
haber sucedido en la economía española.

No obstante, este incremento de los 
márgenes empresariales agregados no es 
generalizable al conjunto de la economía, 
en la medida en que ha estado causa-
do fundamentalmente por la evolución 
de algunos sectores específicos (parti-
cularmente la energía, pero también el 
comercio, el transporte, el turismo y la 

hostelería), que han experimentado au-
mentos considerables durante el periodo 
2021-2023.

Analizando estos datos de forma des-
agregada y calculando las contribuciones 
al crecimiento de los precios, en un traba-
jo reciente (Uxó, Febrero y Álvarez, 2024) 
hemos ponderado el efecto de los tres po-
sibles factores explicativos: a) la traslación 
de los costes energéticos a los precios fi-
nales llevada a cabo por las empresas para 
proteger sus beneficios (manteniendo 
constantes los márgenes empresariales); 
b) el aumento de los márgenes empresa-
riales; y c) aumento de los costes laborales 
unitarios. Pues bien, comprobamos que el 
principal factor explicativo del aumento 
de la inflación en España en 2021-2023 ha 
sido el primero de estos tres factores, que 
explica 8,2 puntos porcentuales del creci-
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miento medio de los precios en estos años 
(el 85%). El aumento de los márgenes em-
presariales explica 1,3 puntos porcentua-
les (el 14% del total). Por el contrario, el 
aumento de los costes laborales unitarios 
apenas ha afectado a la inflación durante 
el periodo analizado.

En este contexto, la negociación co-
lectiva no ha podido evitar la pérdida de 
capacidad adquisitiva: la evolución men-
sual de los incrementos salariales pac-
tados por convenio ha pasado del 1,5% 
a comienzos del 2022 al 3% en julio de 
2024, mostrándose totalmente insufi-
ciente para hacer frente a una inflación 
media de casi el 5% durante este periodo.

Es decir, a diferencia de lo que al-
gunos economistas anunciaron, no se 
han materializado efectos salariales de 
segunda ronda, en la medida en que las 
organizaciones sindicales no han tenido 

el suficiente poder de negociación como 
para repercutir la inflación esperada en el 
crecimiento de los salarios nominales. Tal 
y como señala Storm (2024, p. 27), duran-
te la presente crisis inflacionista, “en lugar 
de ser una fuente de presión inflacionista, 
los salarios reales han actuado como un 
absorbente de los choques inflacionistas”.

De hecho, este patrón de negocia-
ción colectiva durante el periodo 2021-
2023 ha profundizado una tendencia 
que ya venía sucediendo en nuestra 
economía desde hace décadas: la tasa 
de crecimiento de los salarios reales es 
estructuralmente inferior a la evolución 
de la productividad del trabajo desde la 
década de 1990, lo que ha supuesto una 
progresiva pérdida de peso de los sala-
rios en la renta nacional (con las únicas 
excepciones de los periodos recesivos), 
tal y como podemos ver en la Figura 5.

38%

39%

40%

41%

42%

43%

44%

45%

46%

47%

19
99

20
00

20
01

20
02

20
03

20
04

20
05

20
06

20
07

20
08

20
09

20
10

20
11

20
12

20
13

20
14

20
15

20
16

20
17

20
18

20
19

20
20

20
21

20
23

20
22

Figura 5: Remuneración de personas asalariadas (% PIB).
Fuente: Elaboración propia con datos de Eurostat.

Nota: La participación de la remuneración de asalariados sobre el PIB se calcula de forma ajustada por la renta  
de los trabajadores autónomos, siguiendo la metodología de AMECO (Comisión Europea).



INFORME SOBRE LA DEMOCRACIA EN ESPAÑA 2023

36

En España, la productividad media 
en términos reales por puesto de traba-
jo equivalente a tiempo completo era en 
2023 un 7,5% superior a la de 1997, mien-
tras que los salarios reales para el mismo 
puesto de trabajo habían caído un -0,2% 
(utilizando el IPCA para deflactar ambas 
variables). La OCDE (2024a, p. 11) refleja 
también esta circunstancia al señalar que 
“el crecimiento de los salarios reales en 
España se ha mantenido cercano a cero 
desde la década de 1990, e incluso se vol-
vió ligeramente negativo en la década de 
2010, no pudiendo mantener el ritmo 
del ya de por sí débil crecimiento de la 
productividad. Por lo tanto, el débil cre-
cimiento de los salarios reales no es solo 
un signo del retraso en el crecimiento de 
la productividad, sino que también refle-
ja factores adicionales relacionados; por 
ejemplo, con cambios acontecidos en la 
fijación de los salarios debido a una dis-
minución en el poder de negociación de 
los trabajadores, o a efectos de composi-
ción debidos a la creciente concentración 
de las ganancias de productividad en las 
empresas intensivas en capital.

En particular, la evolución en la ca-
pacidad de negociación de los asala-
riados es una variable clave, tal y como 
señalan diversos estudios. Por ejemplo, 
Cárdenas y Herrero (2021) construyen un 
índice de la capacidad de negociación de 
los trabajadores para el caso español, en 
función de siete variables relacionadas 
con la estructura de las relaciones labo-
rales y las características del mercado de 
trabajo. Encuentran que el deterioro de 

la capacidad de negociación de los tra-
bajadores explica buena parte de la caída 
que en las últimas décadas ha experi-
mentado la participación de los salarios 
en la renta nacional. 

1.5 IMPLICACIONES DE POLÍTICA 
ECONÓMICA 

Del análisis de los apartados anteriores 
se pueden deducir dos importantes im-
plicaciones para la política económica. 

En primer lugar, hemos comprobado 
que, en el contexto de un shock inter-
nacional de precios energéticos que ge-
nera una inflación importada, no todas 
las políticas antiinflacionistas tienen la 
misma efectividad ni los mismos costes. 
España permite comprobarlo bien, en la 
medida en que durante este periodo se 
han aplicado de forma simultánea dos 
tipos de medidas –de signo opuesto– 
para frenar la inflación, tal y como antes 
se mencionó. Por un lado, el Gobierno 
puso en marcha el conjunto de medi-
das fiscales y regulatorias descrito en el 
tercer apartado. Por otro lado, el BCE 
comenzó a aplicar una rápida e intensa 
política restrictiva, subiendo los tipos de 
interés en 4,5 puntos en poco más de un 
año a partir de julio de 2022. 

El efecto de estas medidas no fue si-
milar. La política monetaria del BCE pre-
tendía enfriar el consumo de los hogares 
y la inversión de las empresas para redu-
cir el nivel de la demanda y, por tanto, la 
inflación. Aunque la inflación no estaba 
causada por un exceso de demanda, la 
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autoridad monetaria intentaba contro-
lar los precios subiendo los tipos, a cos-
ta de deprimir la economía. Mientras, 
el gobierno optaba por medidas fiscales 
y regulatorias quirúrgicas centradas en 
sectores específicos.

El Banco de España (2023) estimaba 
de hecho en su Informe Anual 2022 que 
la contribución de las medidas fiscales 
del Gobierno de coalición a la reducción 
de la inflación en España había sido de 
2,3 puntos porcentuales en 2022, diez ve-
ces mayor que la contribución correspon-
diente a la política monetaria (de apenas 
0,2 p.p.). Además, las medidas fiscales del 
gobierno contribuyeron a un crecimiento 
del PIB de 1,1 p.p., mientras que la política 
monetaria redujo el PIB en 0,6 puntos. 

De este modo, las medidas no mone-
tarias no solo habrían contribuido más a 
reducir la inflación que la brusca subida 
de tipos del BCE, sino que lo hicieron al 
tiempo que estimulaban el crecimiento 
económico y redistribuían la renta en-
tre los hogares de menores ingresos. La 
política fiscal y de regulación de precios 
permitió reducir la inflación por medios 
menos dolorosos.

Un segundo debate crucial de política 
económica gira en torno a la evolución sa-
larial deseable a partir de ahora, a la luz de 
la pérdida de capacidad adquisitiva que 
ha tenido lugar en los últimos tres años. 

Las autoridades monetarias (por 
ejemplo, Lagarde, 2024) expresan a me-
nudo la necesidad de mantener la pru-
dencia en el crecimiento salarial para 
garantizar que la inflación se manten-

ga baja y lo plantean como un requisi-
to previo para abandonar la orientación 
restrictiva de la política monetaria. Blan-
chard y Bernanke (2023) también seña-
lan que, aunque los salarios no han sido 
hasta ahora un factor inflacionista, esto 
podría cambiar si los niveles de empleo 
se siguen manteniendo elevados.

Sin embargo, este enfoque da por 
asumidas –tácitamente– las implicacio-
nes distributivas del proceso inflacionis-
ta que hemos vivido hasta el momento, 
consolidando la desigual distribución 
social del impacto de la inflación. Y esta 
desigual distribución del impacto de la 
inflación no solamente tiene costes so-
bre la equidad y la cohesión social –ero-
sionándolas–, sino que también puede 
contribuir a lastrar el consumo de los 
hogares en trimestres futuros y, con ello, 
la evolución de la demanda agregada y el 
ritmo de crecimiento económico. 

Un enfoque alternativo pasa por se-
ñalar que la evolución reciente de los 
precios y los márgenes empresariales pro-
porciona holgura para un “incremento 
salarial no inflacionista” en los próximos 
años. Este incremento podría ayudar a re-
cuperar al menos parte del deterioro de 
los salarios reales y reequilibrar el peso 
de rentas salariales y empresariales con 
relación al PIB. Además, la reducción de 
los precios de la energía –y, por tanto, de 
los costes de producción– observada en 
2023 ha ampliado significativamente este 
margen potencial de aumento salarial 
(sin que esto conlleve riesgos de efectos 
de segunda ronda sobre la inflación). Esta 
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opinión se ve confirmada, por ejemplo, 
por la OCDE (2024b, p.1), que destaca que 
“en la mayoría de los países, hay posibi-
lidad de que los beneficios proporcionen 
cierto margen [de incremento salarial], 
dado su importante crecimiento en los 
últimos tres años”7.

Una forma de enfocar esta cuestión 
es comparar el crecimiento de los sala-
rios nominales con el que sería “neutro 
desde el punto de vista de la distribu-
ción”, dado el crecimiento de la produc-
tividad y el crecimiento del deflactor del 
PIB (Janssen y Lübker, 2023). En otras 
palabras, este sería el crecimiento sala-
rial que las empresas podrían asumir sin 
subir más los precios de lo que ya lo han 
hecho, y manteniendo su participación 
inicial en la renta nacional, dado el cre-
cimiento de la productividad.

Tal y como se muestra la Figura 6, 
el crecimiento salarial acumulado en 
2021-2023 ha sido del 14%, mientras que 
el margen para un crecimiento salarial 
que resultase “neutro desde el punto de 
vista de la distribución” en este mismo 
periodo habría sido del 18,5%. La dife-
rencia −4,5 puntos porcentuales− es el 
crecimiento adicional del salario nomi-
nal que, en total, habría sido necesario 
(y factible) en los últimos tres años para 
mantener constante la participación de 
las rentas del trabajo en el PIB. O, dicho 
de otro modo, el aumento de los precios 
que ya se ha producido permitiría a las 
empresas asumir un mayor crecimiento 
de los salarios nominales, al tiempo que 
mantienen la misma cuota en la renta 
nacional que tenían a finales de 2020. 

7.	 Incluida España (véase el gráfico 10, p. 12, del mencionado informe de la OCDE).
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Figura 6: Salario nominal y salario “distributivamente neutro”, España (2020=100).
 Fuente: Elaboración propia con datos de Eurostat. 
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1.6 CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES 

1.	 En este artículo hemos analizado la 
inflación reciente en España, prestan-
do especial atención a la evolución de 
los márgenes empresariales y los sa-
larios reales, y examinando las impli-
caciones que esta evolución ha tenido 
para la distribución de la renta. 

2.	 Utilizando el Observatorio de Már-
genes Empresariales, observamos 
que la capacidad de las empresas de 
proteger sus beneficios, trasladan-
do el aumento de los costes energé-
ticos a los precios de sus productos 
–y manteniendo así constantes sus 
márgenes– ha sido el principal factor 
explicativo del aumento de la infla-
ción en España en 2021-2023. A esto 
se ha añadido también –aunque con 
un impacto menor– el aumento de 
los márgenes empresariales en deter-
minados sectores. Por el contrario, 
el aumento de los costes laborales 
unitarios apenas ha contribuido a la 
subida de los precios.

3.	 Todo ello ha provocado un deterioro 
de la participación de los salarios en 
la renta nacional. Aunque algunas de 
las políticas fiscales implementadas 
por el Gobierno español tenían como 
objetivo asegurar una cierta redistri-
bución de la renta hacia los hogares 
con menores ingresos, la realidad es 
que el impacto global del proceso in-
flacionario sobre la distribución fun-

cional ha sido notable, perjudicando 
fuertemente a los asalariados.

4.	 En contextos macroeconómicos en 
los que el origen de la inflación no 
tiene nada que ver con un exceso de 
demanda, sino con choques de ofer-
ta que se propagan y amplifican por 
la capacidad de muchas empresas 
para defender sus márgenes de be-
neficio, las autoridades monetarias 
no deben protagonizar las políticas 
económicas antiinflacionistas. Por el 
contrario, deben priorizarse las inter-
venciones quirúrgicas sobre los pre-
cios en aquellos sectores en los que 
se acumulan tensiones en la cadena 
de valor, actuar para evitar el aumen-
to de los márgenes en sectores con 
poder de mercado y adoptar medidas 
fiscales que contribuyan a reducirlos. 
El canal para reducir la inflación no 
es la reducción de la demanda.

5.	 Existe una “brecha” –de 4,5 puntos 
porcentuales– entre la evolución 
del salario nominal acumulado que 
realmente tuvo lugar en 2021-2023 
y el crecimiento salarial “distributi-
vamente neutro” que podría haberse 
registrado durante estos años. Esto 
proporciona ahora un margen de 
crecimiento salarial no inflacionista 
en España que, de utilizarse, volvería 
a situar la participación de las ren-
tas del trabajo en el PIB en el nivel 
de 2021 y permitiría una distribución 
equilibrada de los costes de la infla-
ción registrada desde entonces.
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Para lograrlo, convendría impulsar 
medidas de política económica dirigidas 
a reforzar la capacidad contractual de 
los sindicatos en la negociación colec-
tiva, que –a pesar de los cambios posi-
tivos acometidos por la reforma laboral 
de 2022– se sigue encontrando en una 
situación muy debilitada. 

Por ejemplo, sería recomendable 
acabar con la posibilidad de modifica-
ción unilateral de las condiciones de tra-
bajo por parte de las empresas (legislada 
en la reforma de 2012, en plena Gran 

Recesión, y que sigue vigente), o acelerar 
los planes de reforma del coste del des-
pido actualmente previstos por el Go-
bierno (para adecuarlo a las exigencias 
de la Carta Social Europea). Además, la 
información contenida en el Observa-
torio de Márgenes Empresariales puede 
utilizarse para reforzar la negociación 
colectiva sectorial, permitiendo que los 
crecimientos de la productividad vuel-
van a reflejarse en crecimientos de los 
salarios reales.
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2.1 INTRODUCCIÓN

Al inicio de la Gran Recesión, en 2008, se 
activaron en EE UU y varios países de la 
Unión Europea una amplia gama de pla-
nes de retención de empleo para frenar 
el impacto negativo de la crisis financie-
ra global sobre sus mercados laborales. El 
objetivo prioritario de estos programas era 
preservar puestos de trabajo en empresas 
afectadas por situaciones transitorias de 
debilidad de demanda a consecuencia de 
las restricciones al crédito y los ajustes fis-
cales que tuvieron lugar durante dicho pe-
riodo. Dentro de este paquete de políticas, 
la reducción parcial de la jornada de tra-
bajo, los despidos temporales con recon-
tratación posterior, los subsidios salariales 
y las cuentas flexibles de tiempo de trabajo 
han sido las medidas que han gozado de 
mayor popularidad. A este respecto, cabe 
señalar que la idea de proteger los em-
pleos durante las recesiones económicas 
tiene una larga tradición histórica que, en 
algunos casos, se remonta a comienzos del 
siglo XX. Por ejemplo, un país pionero en 
el uso de este tipo de políticas ha sido Ale-
mania, donde las prestaciones laborales 
transitorias (Kurzarbeitergeld), antece-
dente de su famoso programa del Kurzar-
beit, se aprobaron ya en 1910. En aquellos 
tiempos, frente a la necesidad de cerrar de 
forma intermitente las plantas mineras y 
de fertilizantes para estabilizar su produc-
ción, surgió la iniciativa de crear fondos 
públicos destinados a proporcionar asis-
tencia social a los hogares de los mineros 
afectados por dichos cierres.

Una novedad durante la crisis pandé-
mica de la covid-19 a principios de 2020, 
conocida como el Gran Contagio, ha 
sido la incorporación de la suspensión 
temporal de los contratos de trabajo 
(furlough en inglés) a dicho conjunto de 
políticas. Al financiar parcialmente las 
rentas salariales mediante prestaciones 
por desempleo y garantizar la recontra-
tación de los trabajadores, esta medida 
puede interpretarse como una versión 
extrema de las políticas de jornada re-
ducida. En efecto, en lugar de establecer 
una reducción transitoria de la jornada 
laboral para las plantillas de las empre-
sas más afectadas por la crisis (margen 
intensivo de la demanda de trabajo), la 
nueva medida reduce las horas de traba-
jo directamente a cero (margen extensi-
vo) durante un plazo limitado de tiempo 
que podía exceder a la duración de los 
periodos de confinamiento.

Esta medida también se diferencia 
de los despidos temporales (layoffs), 
práctica habitual en EE UU, donde las 
empresas tienen la opción de extinguir 
los contratos durante un periodo breve 
de tiempo con la opción (no obligato-
ria) de recontratar a los trabajadores en 
un plazo de tres a seis meses. Dicho tipo 
de despidos, incluyendo aquellos casos 
en que los trabajadores finalmente no 
fueron recontratados por sus empresas, 
ha supuesto el 17% del aumento del des-
empleo durante la Gran Recesión y un 
98% durante la pandemia. Su principal 
diferencia con la suspensión temporal 
es que los trabajadores despedidos tem-
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poralmente reciben menor protección 
social que bajo este último esquema; 
además, dichos trabajadores se contabi-
lizan como parados en vez de permane-
cer en la categoría de ocupados, como 
ocurre con las suspensiones temporales.  

En contraste con la amplia literatura 
existente sobre los efectos de los planes 
de retención de empleo en Europa y los 
despidos temporales en EE UU (véase, 
entre otros, Boeri y Bruecker, 2011; Kopp 
y Siegentahler, 2021; Gertler et al. 2022; 
y Giupponi y Landais, 2023), apenas 
existen análisis teóricos y cuantitativos 
sobre los efectos macroeconómicos de 
las suspensiones temporales. Así, en lo 
concerniente al episodio de la covid-19, 
la mayoría de los estudios disponibles se 
han centrado en evaluar el papel desem-
peñado por los planes de retención de 
empleo tradicionales activados en países 
como el Reino Unido (Carrillo-Tudela et 
al. 2023) o en EE UU (Autor et al. 2022). 

En esta línea de investigación, Gar-
cía-Cabo et al. (2023) analizan las razo-
nes que empujaron a las autoridades de 
EE UU a enviar cheques a los hogares a 
modo de seguros de desempleo durante 
la pandemia, frente a la preeminencia 
de las políticas de compensación sala-
rial en la Unión Europea. Teniendo en 
cuenta las diferencias estructurales en-
tre ambos mercados de trabajo, estos 
autores concluyen que, en respuesta a 
un shock temporal negativo de natura-
leza sectorial, un seguro de desempleo 
de corta duración mejora la reasigna-
ción de trabajadores en sectores afec-

tados por dichos shocks hacia sectores 
menos afectados (o incluso favorecidos), 
dando lugar a un aumento de la pro-
ductividad potencial de la economía. 
Si bien este tipo de programa provoca 
una tasa inicial de desempleo más ele-
vada, al extinguir los contratos en vez de 
suspenderlos, la evidencia de estos au-
tores apunta a una rápida reducción de 
dicha tasa al acelerarse la reasignación 
laboral. En contraste con dichos efec-
tos, los subsidios salariales asociados a 
los planes de retención de empleo redu-
cen las cifras de paro a corto plazo, al 
tiempo que preservan el capital huma-
no de los trabajadores en empresas en 
dificultades, pero, a cambio, ralentizan 
la reasignación sectorial y, con ello, la 
rápida recuperación de la economía. El 
mayor dinamismo del mercado laboral 
norteamericano, reflejado en una mayor 
tasa de creación de empleo a lo largo del 
ciclo económico, explica la clara pre-
ferencia en EE UU por los subsidios de 
desempleo de corta duración y los des-
pidos temporales frente a la alternativa 
de los planes de retención de empleo. La 
situación es distinta en la Unión Euro-
pea, donde no solo la tasa de búsqueda 
de empleo es menor que en EE UU sino 
que también existe una mayor persisten-
cia en la tasa de paro. Ambas caracterís-
ticas explican que se opte por políticas 
de jornada reducida y subsidios salaria-
les en Europa, con el objetivo de evitar 
el enquistamiento del paro de larga du-
ración que está detrás del fenómeno de 
la histéresis.
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En consonancia con la experiencia 
acumulada en los países centroeuropeos 
durante la Gran Recesión, se ha consta-
tado recientemente que la disponibilidad 
de los esquemas de retención de empleo 
tradicionales ha ayudado a estabilizar el 
desempleo durante el Gran Contagio, fre-
nando la destrucción de puestos de traba-
jo en aquellos sectores en dificultades por 
las perturbaciones negativas de demanda 
(confinamientos) y oferta (cuellos de bote-
lla en la cadena de suministros) que han 
surgido durante la pandemia. Sin em-
bargo, en línea con la evidencia empírica 
aportada por Giupponi y Landais (2023) 
sobre los efectos de los planes de jornada 
reducida en Italia, parece bastante pro-
bable que un buen número de los pues-
tos de trabajo salvados por estas medidas 
acaben siendo destruidos más adelante, 
dada su pérdida de productividad inclu-
so una vez finalizada la crisis. Por tanto, 
cabe concluir que salvaguardar estos em-
parejamientos laborales tiene pocos be-
neficios en términos de la reactivación de 
la economía, una vez que las condiciones 
agregadas empiezan a mejorar. Además, 
las transferencias relativamente genero-
sas que reciben los trabajadores bajo estos 
esquemas de retención de empleo au-
mentan sus salarios de reserva, lo que in-
centiva su deseo a permanecer vinculados 
a sus antiguos puestos de trabajo en secto-
res con dudosa viabilidad económica. 

Por consiguiente, la combinación de 
shocks específicos de naturaleza secto-
rial y los planes de retención de empleo 
puede suponer un obstáculo adicional al 

proceso de reasignación laboral que se 
suma al procedente de la acumulación 
de capital humano específico. A diferen-
cia del capital humano general, este tipo 
de capital humano no es transferible al 
cambiar de sector, por lo que los traba-
jadores se resisten a abandonar sus anti-
guas ocupaciones. Este fenómeno juega 
un papel crucial en la ralentización de 
la necesaria movilidad laboral como po-
nen de manifiesto Cooper et al. (2017) y 
Albertini et al. (2022) en sus respectivas 
evaluaciones de los efectos de los planes 
de jornada reducida en Alemania y Fran-
cia. La resistencia a perder dicho tipo de 
capital humano constituye una pieza bá-
sica para explicar las consecuencias eco-
nómicas de la aplicación de cualquier 
tipo de planes de retención. 

España proporciona un escenario 
propicio para comprender los efectos 
de las suspensiones temporales de em-
pleo. Lo es por al menos tres razones: (1) 
a diferencia del uso limitado de medi-
das de retención de empleo durante la 
Gran Recesión, el Gobierno español (con 
el apoyo de los fondos europeos EU-SU-
RE incentivó en gran medida el uso de 
suspensiones temporales por parte de 
las empresas durante el Gran Contagio a 
través de los llamados ERTE (Expedien-
tes de Regulación de Empleo Temporal); 
(2) ambas recesiones presentan caracte-
rísticas comunes que permiten analizar 
con precisión el impacto de dichos pla-
nes de retención en contextos asimétri-
cos donde no todas las industrias se ven 
afectadas de igual manera por las crisis; 
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en concreto, las dos últimas recesiones 
en España comparten tener como ori-
gen perturbaciones negativas específicas 
de carácter sectorial, lo que debería re-
querir medidas que aceleren la reasig-
nación de trabajadores desde aquellos 
sectores más dañados hacia los menos 
afectados; y (3) el mercado de trabajo 
español exhibe una gran proporción de 
emparejamientos laborales vulnerables 
en actividades productivas con bajo va-
lor añadido. Ello es debido a la prevalen-
cia de los contratos temporales de corta 
duración que se destruyen de manera 
desproporcionada (mediante su no reno-
vación) en las sucesivas crisis cíclicas que 
ha experimentado la economía española 
desde los años noventa.

En un reciente trabajo (Díaz et al. 
2024) analizamos estas cuestiones uti-
lizando información detallada sobre las 
trayectorias laborales de los trabajadores 
extraída de los registros administrativos 
de la Muestra Continua de Vidas Labora-
les (MCVL). El resto del capítulo se cen-
tra en analizar los principales resultados 
de este trabajo. En primer lugar, utiliza-
mos las variaciones geográficas (por pro-
vincia) en la composición industrial que 
existía con anterioridad a las dos últimas 
recesiones en España con el objetivo de 
documentar los efectos de los shocks 
sectoriales específicos sobre los cambios 

en el empleo durante las dos recesiones. 
En concreto, se documenta que las pro-
vincias con una mayor proporción inicial 
(antes de cada una de las crisis) de secto-
res expuestos a las respectivas perturba-
ciones (que afectaron principalmente a 
las industrias de la construcción y las ma-
nufacturas auxiliares en la Gran Recesión, 
y al turismo, los servicios alimentarios, el 
transporte y otras actividades de ocio du-
rante el Gran Contagio) experimentaron 
una caída desproporcionada del empleo 
posteriormente. La Figura 1 ilustra este 
fenómeno durante la Gran Recesión1. 
Argumentamos que la fuerte caída de la 
ocupación durante este episodio recesivo 
fue provocada por una disminución mo-
derada de la tasa de creación de empleo 
y un fuerte aumento de su tasa de des-
trucción, producto del desplome masivo 
de la contratación temporal durante los 
primeros años de la crisis financiera. 

Sin embargo, la caída del empleo 
durante el periodo de la pandemia ha 
resultado ser mucho menos severa de lo 
que podía inferirse a partir de la expe-
riencia de la Gran Recesión2. Ello sugiere 
claramente que la novedad de los ERTE 
durante este último periodo ha jugado 
un papel muy relevante a la hora de ex-
plicar los patrones diferentes en el ajus-
te del empleo que ha tenido lugar en las 
dos crisis. 

1.	 Los sectores más afectados durante las dos últimas recesiones se identifican a partir de una regresión de panel de los niveles de empleo 
mensuales en cada sector durante los periodos 2006-2014 (antes y durante la Gran Recesión) y 2019-2021 (antes y durante el Gran Con-
tagio), sobre variables artificiales de tiempo y sector, y la interacción de estas últimas con los periodos en que tuvo lugar cada crisis. Se 
eligen aquellos sectores con caídas del empleo en el primer cuartil de la distribución (las más negativas), que representan un 27,3 y un 
25,9% del empleo total, antes de cada una de estas dos crisis económicas, respectivamente.  

2.	 Para realizar este ejercicio se utilizan predicciones de la reducción en el empleo sectorial durante la Gran Recesión en combinación con 
la composición sectorial existente en las provincias justo antes del comienzo del Gran Contagio.
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2.2 EVOLUCIÓN HISTÓRICA 
DE LAS REGULACIONES DE LOS ERTE

Antes de pasar a discutir el resto de 
los resultados obtenidos en Díaz et al. 
(2024), conviene proporcionar algunos 
detalles sobre el funcionamiento de los 
programas de retención de empleo en 
España. Aunque los esquemas de jorna-
da reducida y los ERTE de suspensión se 
encuentran disponibles desde 1980 en 
el Estatuto de los Trabajadores, apenas 
fueron utilizados (tasas de cobertura del 
0,2% de los asalariados en 2008) antes 
de la pandemia debido a su inseguridad 
jurídica y a la falta de una definición cla-

ra de las circunstancias excepcionales 
bajo las que podían activarse. Una excep-
ción fue el uso parcial de esquemas de 
jornada reducida en la industria del au-
tomóvil durante la década de los noven-
ta. Sin embargo, en 2009, bajo el fuerte 
impacto inicial de la crisis financiera, 
las bonificaciones a las contribuciones 
empresariales a la Seguridad Social y las 
condiciones de acceso de los trabajado-
res a las prestaciones por desempleo se 
hicieron más generosas, incentivando el 
uso de dichos esquemas hasta alcanzar a 
un 2,7% de los trabajadores asalariados. 
Arranz et al. (2018) muestran que estos 
cambios regulatorios, centrados exclu-
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Figura 1: Relación entre variaciones en el empleo durante la Gran Recesión y exposición sectorial previa (por provincias).
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de afiliación de la MCVL.
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sivamente en los trabajadores con con-
tratos indefinidos, tuvieron un pequeño 
efecto positivo en el empleo de alrede-
dor de 0,7 puntos porcentuales. Lo re-
ducido de dicho efecto posiblemente 
se explique porque tenía poco sentido 
aplicar dichas medidas en el momento 
del estallido de la burbuja inmobiliaria, 
ya que el sector de la construcción se 
hallaba completamente sobredimensio-
nado, lo que desaconsejaba mantener a 
los trabajadores en dicho sector una vez 
superada la crisis3.

Frente a estas limitaciones, la refor-
ma del mercado laboral de 2012 facilitó 
la suspensión de contratos laborales o 
la reducción de la jornada laboral por 
razones económicas, técnicas y organi-
zativas. De acuerdo con la nueva regu-
lación, las empresas elegibles podían 
colocar a sus trabajadores por un tiem-
po limitado en ERTE. Los asalariados en 
suspensión temporal recibirían el 70% 
de sus salarios de la Seguridad Social 
durante los primeros seis meses, y el 
50% posteriormente con una duración 
máxima de 8 meses, mientras que las 
empresas cubrirían parte de las contri-
buciones a la seguridad social. A pesar 
de estas medidas más flexibles, el uso de 
estas continuó siendo muy limitado por 
parte de las empresas, las cuales recu-
rrieron mucho más a menudo al ajuste 
del empleo a través de los despidos co-
lectivos (ERE).

No fue hasta el inicio del Gran Con-
tagio a comienzos de 2020 que el Gobier-
no modificó estas regulaciones de forma 
más drástica. El 12 de marzo de 2020 
se aprobaron una serie de decretos ley 
(RDL 7, 8, 11 y 15/2020) para mitigar los 
efectos de la pandemia. Estas medidas se 
centraban en mejoras sanitarias, mante-
nimiento del empleo, apoyo financiero a 
las empresas viables y asistencia a hoga-
res vulnerables. Posteriormente, en abril 
de 2020, el alcance de dichas medidas 
se extendió a sectores clave, incluso en 
industrias escasamente afectadas por el 
shock de la covid-19. A la vista del em-
peoramiento inicial del mercado laboral, 
el RDL 18/2020 extendió la aplicación de 
estas medidas más allá del final de esta-
do de alarma, inicialmente hasta el 30 de 
junio, mientras que el RDL 30/2020 las 
prolongó hasta enero de 2021. Los ERTE 
pueden ser por causas económicas, téc-
nicas, organizativas y de producción 
(ERTE ETOP) o por fuerza mayor (ERTE 
FM), como los derivados de los cierres 
temporales de empresas durante las fa-
ses de confinamiento. Las medidas que 
se podían adoptar consistían en suspen-
siones temporales del contrato de traba-
jo o en reducciones de la jornada laboral.  

Los principales cambios regulato-
rios fueron los siguientes. En primer 
lugar, se permitió el acceso de los traba-
jadores en ERTE a las prestaciones por 
desempleo, no solo sin haber alcanzado 

3.	 En 2007 se construían 800 mil viviendas en España al año, cifra que excedía a la suma de las viviendas construidas en Alemania, Francia 
e Italia conjuntamente, dando lugar a lo que se denominó la “economía del ladrillo”.
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el periodo necesario de cotización, sino 
también sin consumir el tiempo de la 
prestación una vez reintegrados a sus 
antiguos puestos de trabajo. En segun-
do lugar, se amplió mucho la duración 
máxima de los ERTE (hasta dos años). 
En tercer lugar, se simplificó drástica-
mente el proceso administrativo de so-
licitud y muchas más empresas en casi 
todos los sectores (excepto los conside-
rados esenciales) pasaron a ser elegi-
bles para el uso de estos esquemas. En 
cuarto lugar, los trabajadores tempora-
les también podrían acogerse a ERTE, 
teniendo derecho a los días en los que 

sus contratos de duración determinada 
hubieran sido suspendidos una vez libe-
rados de estos programas. Finalmente, 
los empresarios quedaron exentos del 
75% de sus cotizaciones a la seguridad 
social, una subvención que alcanzó el 
100% para las pymes con menos de 50 
trabajadores, que representan el 98% del 
total de empresas españolas. Por todo 
ello, los ERTE pasaron a convertirse en 
esquemas de retención de empleo casi 
gratuitos para los empresarios. Además, 
permanecer vinculados a sus antiguas 
empresas también era una buena solu-
ción para los trabajadores, ya que las re-
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Figura 2: Distribución de los trabajadores por tipos de ERTE.
Fuente: Elaboración propia a partir de datos micro de la EFPA.

Nota: El gráfico muestra la evolución del número de trabajadores en ERTE entre los primeros trimestres de 2019 y 2021.
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gulaciones establecían la pérdida de los 
beneficios del ERTE si pasaban a ocupar 
un trabajo a tiempo completo en otra 
empresa diferente, o un recorte propor-
cional a las horas trabajadas si el nuevo 
empleo fuera a tiempo parcial.

Como consecuencia de la mayor fle-
xibilidad de las nuevas regulaciones, la 
Figura 2 muestra que en esta ocasión 
las empresas sí hicieron un uso genera-
lizado de los ERTE. Alrededor del 24% 
de todos los asalariados experimenta-
ron un ERTE en el segundo trimestre de 
2020 y, pese a que el pico fue de corta 
duración, dicha proporción se mantuvo 
muy por encima de su nivel previo a la 
pandemia durante más de un año desde 
su aprobación. Independientemente del 
tipo de ERTE (ETOP o FM), es importan-
te señalar que la modalidad de recorte 
de la jornada laboral apenas se ha uti-
lizado. En cambio, posiblemente debido 
a la gran proporción de empleo concen-
trado en los sectores más afectados por 
el confinamiento (hostelería, turismo, 
etc.), la mayoría de las empresas reduje-
ron directamente las horas de trabajo a 
cero. De ahí que nuestro interés resida 
en analizar los ERTE de suspensión en 
vez de en los otros programas de reten-
ción de empleo más convencionales.

Cabe también abordar la cuestión de 
por qué, a diferencia de lo ocurrido du-
rante el Gran Contagio, estos esquemas 
apenas se utilizaron durante la Gran 
Recesión, pese a estar disponibles. Ar-
gumentamos que ello es debido a dos 
razones. En primer lugar, por su insegu-

ridad jurídica y la falta de criterios claros 
en su aplicación durante dicha recesión, 
problemas que fueron resueltos sustan-
cialmente con el paquete de medidas 
introducido en 2020. En segundo lugar, 
y lo más importante, porque la mayor 
persistencia de los shocks financieros y 
la duración de la consiguiente crisis de 
demanda agregada hizo que la adopción 
de suspensiones en el momento del es-
tallido de la burbuja inmobiliaria fuera 
mucho menos atractiva durante la Gran 
Recesión. Por el contrario, parecía sen-
sato fomentar los ERTE en el momento 
del estallido de la pandemia con la es-
peranza de que pronto se descubrieran 
vacunas eficaces.

En cuanto a sus efectos en el merca-
do laboral, la Tabla 1 ofrece un primer 
indicio de que los planes de ERTE pue-
den haber supuesto un freno a la nece-
saria reasignación de trabajadores desde 
sectores muy afectados a otros que no lo 
fueron. Para examinar esta cuestión, se 
utilizan datos de la Encuesta de Flujos 
de la Población Activa (EFPA) para cal-
cular las transiciones entre el trimestre 
t y t+4 de los trabajadores que entraron 
en un ERTE durante el periodo 2020q1-
2021q1, distinguiendo entre dos grupos 
de sectores: los más y menos afectados 
por la crisis pandémica. Las tasas de 
transición presentadas en dicha tabla 
muestran que los ERTE han mantenido 
la vinculación de los trabajadores a sus 
antiguas empresas en el 76% de todos 
los casos (una media ponderada de las 
tasas mostradas en la primera fila), lo 
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que supone 7 puntos porcentuales me-
nos que el 83% de permanencia en la 
misma empresa de los trabajadores sin 
ERTE. Además, los trabajadores en ERTE 
en los sectores menos afectados tienen 
una probabilidad de 5,3 puntos porcen-
tuales más alta de cambiar de empresa 
que los empleados en los sectores más 
afectados. En conjunto, esta evidencia es 
consistente con el argumento de que los 
esquemas de ERTE en sectores en decli-
ve desalientan la búsqueda de empleo 
en otros más boyantes, ralentizando por 
tanto la reasignación laboral.

La sección siguiente analiza estas 
cuestiones de manera más rigurosa uti-
lizando un modelo de calibración es-
tructural para el mercado laboral en 
España donde los ERTE constituyen un 
ingrediente clave. El funcionamiento del 
modelo se centra en la heterogeneidad 
de los impactos de los shocks negativos 
en sectores específicos. Además, capta la 
dualidad del mercado laboral en España 
asumiendo en la calibración del modelo 
la existencia de una elevada proporción 

de emparejamientos laborales con esca-
so valor añadido antes de cada recesión, 
los cuales son los primeros en ser des-
truidos mediante el desplome masivo de 
la contratación temporal.

2.3 UN MODELO DE CALIBRACIÓN 
PARA LA EVALUACIÓN DE LOS ERTE

Con el objetivo de investigar los efectos 
de las suspensiones temporales sobre de 
reasignación laboral y otras dimensiones 
del mercado de trabajo, proponemos un 
modelo estilizado de búsqueda y empa-
rejamiento que generaliza los modelos 
existentes en la literatura sobre los efec-
tos de los programas de jornada reducida 
(véase, por ejemplo, Balleer et al. 2016 y 
García-Cabo et al. 2023). Para ello, se in-
corporan las principales características 
de los ERTE de suspensión, al tiempo que 
se hace uso de los siguientes “ingredien-
tes” característicos de nuestro mercado 
laboral: (1) sectores heterogéneos que di-
fieren en productividad y tamaño, (2) tra-
bajadores que acumulan capital humano 

Situación (sector) en t

Situación en t + 4 No afectado Afectado Cambios (p.p)

Permanencia en la empresa 77,3 74,6 +2,7

Cambio de empresa 11,0 5,7 +5,3

Parado 8,2 11,7 -3,5

Inactivo/jubilado 3,5 5,1 -1,6

Tabla 1: Transiciones laborales de los trabajadores en ERTE.
Fuente: Elaboración propia a partir de datos micro trimestrales extraídos de la EFPA. 

Nota: La tabla presenta la distribución por sectores de los asalariados en ERTE en el trimestre t y su situación laboral en t+4 
durante la recesión de la pandemia de covid-19 (media 2020q1-2021q1).
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específico del sector donde se encuentran 
trabajando, (3) shocks agregados con un 
fuerte componente sectorial específico y 
(4) una alta proporción de emparejamien-
tos laborales con baja productividad. 

En concreto, el modelo incluye fric-
ciones laborales que impiden que los 
trabajadores desempleados o en situados 
en ERTE encuentren trabajo instantánea-
mente o que las vacantes se cubran de 
inmediato. Frente a un shock de produc-
tividad, las empresas deben decidir sobre 
si mantener el puesto de trabajo, des-
truirlo o solicitar un ERTE. Una cuestión 
muy importante destacada en el modelo 
es que, cuando se espere una reducida 
persistencia de los shocks recesivos, las 
empresas procederán al acaparamiento 
temporal de algunos trabajadores (labor 
hoarding) momentáneamente poco pro-
ductivos a la espera de que el shock re-
vierta. La razón de este comportamiento 
se centra en que, si los costes de recon-
tratación y formación son suficiente-
mente elevados, resultará poco eficiente 
despedir de inmediato y volver a contra-
tar y formar a otros trabajadores diferen-
tes en el futuro. Los trabajadores, a su vez, 
deciden sobre si aceptar ofertas de traba-
jo o rechazarlas, así como sobre perma-
necer en ERTE o iniciar la búsqueda de 
trabajo en otros sectores donde pueden 
perder parte de su capital humano espe-
cífico y los beneficios del programa. Los 
salarios aumentan con la productividad y 
hay entrada libre de empresas en aquellos 
sectores donde el valor presente de las va-
cantes es positivo.

Los parámetros de dicho modelo 
se estiman para reproducir fielmente 
las magnitudes básicas de los flujos y 
stocks laborales durante ambas recesio-
nes. Una vez se ha calibrado el modelo, 
se procede a investigar, a través de si-
mulaciones, tanto el papel jugado por la 
concentración del empleo en industrias 
potencialmente afectadas por los shocks 
sectoriales, como la efectividad de los 
ERTE en facilitar o inhibir la reasigna-
ción laboral necesaria para que la eco-
nomía recupere su senda potencial de 
crecimiento. 

En lo concerniente al periodo del 
Gran Contagio, la Figura 3 muestra los 
resultados de las simulaciones de dos es-
cenarios alternativos: uno sin ERTE (con-
trafactual) y otro con ERTE (factual). En 
consonancia con la evidencia existente 
sobre los esquemas de jornada reducida, 
los ERTE redujeron la tasa de desempleo 
en 3,7 puntos porcentuales respecto a 
un máximo del 17 por ciento en ausencia 
de estos programas (véase panel [a]). Sin 
embargo, el modelo predice que un 40% 
de los empleos salvados tenderán a desa-
parecer una vez finalicen los ERTE al ser 
relativamente improductivos.

Simulaciones similares para el epi-
sodio de la Gran Recesión indican que, 
de haber usado entonces ERTE con las 
regulaciones aprobadas en 2020, la tasa 
de paro se habría reducido en 3,4 pun-
tos porcentuales respecto a su máximo 
del 27% en el primer trimestre de 2013. 
Sin embargo, en ambos casos la reduc-
ción de la tasa de paro tiene un coste: los 
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ERTE frenan la reasignación de trabaja-
dores hacia los sectores menos afectados 
por las crisis, principalmente a través 
de dos mecanismos. En primer lugar, el 
hecho de mantener vivos los empareja-
mientos laborales con compromiso de 
recontratación posterior y la penaliza-
ción al abandono de los trabajadores de 

estos esquemas antes de su finalización 
reduce su probabilidad de buscar nuevos 
empleos en otros sectores más boyan-
tes. En segundo lugar, al pagar salarios 
de reserva relativamente altos (70% del 
último salario), los ERTE amplifican la 
tendencia de los trabajadores a seguir 
buscando trabajo en los sectores más 
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Figura 3: Simulaciones de la dinámica del mercado laboral (Gran Contagio).
Fuente: Elaboración propia a partir del modelo de Díaz et al. (2024). 

Nota: Esta Figura muestra los agregados macroeconómicos con ERTE y sin ERTE en un periodo de recesión de 1,5 años (Gran 
Contagio) seguido de una expansión de 1 año. Las cifras en el eje vertical representan desviaciones en tanto por uno de las 

variables con respecto a sus valores en ausencia de recesión. El panel (a) muestra la tasa de paro; el panel (b) la tasa de ocupación 
efectiva; el panel (c) la producción; el panel (d) la proporción de trabajadores empleados en el sector más afectado; y el panel (e) la 

proporción de trabajadores que buscan empleo en el sector más afectado.
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afectados (paneles [d] y [e]), explicando 
así las tasas de reasignación de empleo 
particularmente bajas de los trabajado-
res en ERTE en dichos sectores.  

En términos generales, nuestro mo-
delo documenta que los ERTE reducen el 
acaparamiento endógeno de mano de obra 
por parte de las empresas que, en ausencia 
de tales políticas, mantendrían activos en 
sus plantillas a algunos empleados tempo-
ralmente improductivos con la esperanza 
de una mejora relativamente rápida en la 
situación económica futura. Ello se tradu-
ce en una menor tasa de ocupación efecti-
va (la proporción de trabajadores ocupados 
que continúan realizando tareas producti-
vas) (panel [b]). Por tanto, si bien los ERTE 
reducen la volatilidad del desempleo, au-
mentan la volatilidad de la producción, 
ya que los trabajadores bajo estos esque-
mas de suspensión permanecen inactivos 
mientras que todavía producen algo bajo 
el acaparamiento de mano de obra (panel 
[c]). La fuerte caída del PIB en 2020 (11%) 
y la lentitud en recuperar el nivel del PIB 
de 2019 (algo más de 2 años) evidencian la 
importancia de este fenómeno.

Por último, como se ha discutido an-
teriormente, podría concluirse que el uso 
generalizado de ERTE durante la crisis 
pandémica, frente a su escasa utilización 
durante la Gran Recesión, se debe a que 
los efectos de las suspensiones tempora-
les resultan ser más beneficiosos cuando 
las recesiones son más cortas. Sin embar-
go, este no es necesariamente el caso, ya 
que, cuando la duración esperada de una 
recesión es breve, las empresas recurren a 

un mayor acaparamiento de mano de obra 
que cuando la recesión es persistente, 
dando lugar a una menor caída relativa de 
la producción agregada en el primer caso 
que en el segundo. Por tanto, nuestros re-
sultados indican que los ERTE se convier-
ten en una herramienta menos valiosa en 
las recesiones de corta duración: si bien 
son efectivas para mantener bajo control 
la subida de la tasa de paro, como ocurrió 
durante el Gran Contagio, pueden dar lu-
gar a una mayor caída de la producción.

2.4 CONCLUSIONES

1.	 En conjunto, consideramos que juz-
gar a los ERTE como un éxito simple-
mente porque han reducido el nivel y 
la volatilidad de la tasa de paro igno-
ra algunos problemas muy relevantes 
que estos programas pueden llevar 
aparejados. En el caso de España, el 
diseño de los ERTE como esquemas 
casi gratuitos para muchas empre-
sas durante la pandemia implicó la 
supervivencia temporal de muchos 
emparejamientos laborales con bajo 
valor añadido, provocando que las ga-
nancias de este esquema de retención 
de empleo, en términos de producti-
vidad potencial y calidad del empleo, 
tal vez no hayan sido particularmente 
elevadas. En cambio, los costes (más 
allá de los fiscales) probablemente 
hayan sido sustanciales, al ralenti-
zar la reasignación de trabajadores a 
sectores no afectados por la crisis y 
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reducir el acaparamiento endógeno 
de mano de obra por parte de las em-
presas, induciendo fuertes caídas de 
la producción agregada.

 
2.	 Para favorecer la efectividad de los 

ERTE, se necesita diseñarlos de for-
ma que se centren en evitar que las 
empresas destruyan aquellos empare-
jamientos que son altamente produc-
tivos una vez finalizada la crisis, en vez 
de intentar salvar aquellos que son 
menos productivos. Las restricciones 
financieras son una posible razón que 
no se incorpora explícitamente en 
nuestro modelo. Sin embargo, si este 
tipo de fricción es la causa fundamen-
tal de una recesión, no está claro por 
qué los gobiernos no intentan corre-
gir dicho problema directamente en 
lugar de subsidiar el mantenimiento 
de empleos que probablemente no so-
brevivirán. De hecho, en 2020 se puso 

en marcha la llamada Línea ICO-Aval, 
mediante la cual se facilitaban la con-
cesión de préstamos bancarios a py-
mes y autónomos (114.000 millones 
de euros en 2020) con garantías del 
80% por parte del Estado, lo que se-
guramente contribuyó a mantener 
empresas viables. 

3.	 Dado que los ERTE se han converti-
do en un ingrediente importante de 
la reforma del mercado laboral de 
2021 para amortiguar los shocks sec-
toriales y agregados en el futuro, los 
resultados expuestos en este capítulo 
indican la conveniencia de propor-
cionar más incentivos a que los traba-
jadores busquen empleo en sectores 
diferentes a los directamente afecta-
dos por las crisis de origen sectorial, 
así como establecer un ritmo más rá-
pido en la reducción de los subsidios 
a las empresas que operan en las in-
dustrias en declive.
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3.1 INTRODUCCIÓN

La transparencia, uno de los princi-
pios fundamentales de la democracia, 
se erige como piedra angular para la 
construcción de sociedades justas, equi-
tativas y participativas. En un contexto 
de reflexión sobre cómo hacer frente al 
auge de propuestas antidemocráticas y 
a la desafección ciudadana, resulta cla-
ve abordar el rol que tiene este principio 
en el funcionamiento de la democracia y 
cuál es el papel de los diferentes actores 
de la sociedad en garantizarla. 

La sociedad civil desempeña un papel 
crucial en la promoción de la calidad 
democrática, aportando conocimiento e 
innovación en metodologías y en tecno-
logías que permiten abordar las múlti-
ples causas que debilitan el sistema. La 
investigación aborda el estado del arte 
en materia de transparencia aterrizado 
al contexto español, valorando la norma-
tiva y las políticas en marcha, así como 
las propuestas de mejora planteadas des-
de la propia Administración. Todo ello 
se contrasta, desde una aproximación 
crítica, con las demandas de la sociedad 
civil y con las propuestas y avances que 
han surgido en los últimos años, desde 
nuevas metodologías a innovaciones en 
materia de tecnología cívica.

Este contraste permite avanzar en el 
reconocimiento del valor añadido de la 
sociedad civil en el impulso de la trans-
parencia, así como en su vinculación di-
recta con la participación ciudadana y la 
rendición de cuentas. Son la base de cual-
quier democracia, sobre los cuales hay 

que trabajar para abordar la desafección 
ciudadana para con las instituciones, que 
ha aumentado en los últimos años. 

3.2 LA TRANSPARENCIA COMO UN EJE 
VERTEBRADOR DE LA DEMOCRACIA 

El Informe España de 2023 apuntaba en 
sus “Consideraciones Generales” (Pérez et 
al., 2023) que la pandemia de la covid-19 
ha acelerado la construcción de un con-
senso sobre la necesidad de reflexionar y 
generar cambios profundos en los sistemas 
de bienestar y democráticos que ahora son 
mayoritarios en los países occidentales. Si 
bien es cierto que la pandemia no generó 
el contexto de crisis profunda de la demo-
cracia en el que ahora nos encontramos, 
sí que ha venido a mostrar, de manera cla-
ra, que a esta crisis no es posible hacerle 
frente con las herramientas actuales. Ante 
esto, parece esencial reflexionar sobre cada 
uno de los componentes que hacen a una 
democracia. Para poder proponer cam-
bios y posibles transformaciones, es clave 
entender primero sus principios teóricos. 
¿Qué es lo que convierte a un sistema de 
gobierno en una democracia? ¿Cuáles son 
sus elementos clave? 

Para este análisis se parte del concep-
to de “democracia incrustada” que utili-
za la Comisión Europea. Este concepto 
explica que las democracias se sostienen 
a nivel interno por regímenes parciales, 
como son el de las libertades civiles, el 
de la rendición de cuentas, el de los de-
rechos de participación, el de la gober-
nanza y el sistema electoral, y que a su 
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vez existen una serie de elementos habili-
tantes que evitan que estos regímenes se 
vean afectados por factores tanto inter-
nos como externos (Comisión Europea, 
2019). 

Por su parte, el Instituto Internacional 
para la Democracia y la Asistencia Elec-
toral (International IDEA) propone un 
concepto mucho más amplio, que define 
a las democracias como el control popu-
lar sobre la toma de decisiones públicas y 
los tomadores de decisiones, y la igualdad 
de respeto y voz entre los ciudadanos en 
el ejercicio de ese control1 (IDEA, 2021). A 
partir de esta definición y con el objetivo 
de elaborar sus informes sobre el estado 
global de las democracias, han definido 
una serie de metodologías de análisis 
donde se enumeran las bases que consti-
tuyen una democracia (IDEA, 2021): 

	 Gobierno representativo: acceso libre e 
igualitario al poder político.

	 Derechos fundamentales: libertades in-
dividuales y derechos fundamentales.

	 Verificación al gobierno: capacidad de 
control efectivo sobre el poder ejecutivo.

	 Administración imparcial: Adminis-
tración pública justa y predecible.

	 Compromiso con la participación: ins-
trumentos en marcha para el involu-
cramiento político.

En tercer y último lugar, la Declara-
ción de Gobierno Abierto, impulsada 
por la Open Government Partnership 
(OGP) y firmada en 2011, se considera un 
hito que ha abierto muchas puertas en el 
debate práctico acerca de cómo debería 
funcionar una democracia y cuáles son 
los ejes sobre los cuales se debe traba-
jar en el día a día. Esta declaración, que 
ha sido firmada desde entonces por 75 
países y más de 150 administraciones 
locales (OGP, 2011), representa uno de 
los hitos más importantes en el ámbito 
internacional en la materia. Ha logrado 
aunar un consenso, al menos mínimo, 
acerca de los ejes sobre los cuales se debe 
trabajar en la mejora de las democracias 
(Bellix et al., 2016), y que en el contexto 
actual no solo es necesario, sino también 
urgente tomarlo como base. La declara-
ción reconoce la necesidad de contar 
con mayor apertura por parte de los go-
biernos, que aseguren la participación, 
que sean transparentes, responsables, 
efectivos y receptivos. Y declaran así un 
compromiso en torno a 4 ejes principa-
les (OGP, 2011): 

	 Disponibilidad de información. Se 
defiende la promoción del acceso a 
la información y la divulgación de las 
actividades gubernamentales en to-
dos los niveles. La información debe 
recopilarse y publicarse de manera 
sistemática y proactiva, siguiendo es-
tándares de calidad. 

1.	 Traducción propia a partir del original: “Democracy is conceptualized as popular control over public decision-making and deci-
sion-makers, and equality of respect and voice between citizens in the exercise of that control”.
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	 Participación ciudadana. La formula-
ción de políticas y la toma de decisio-
nes deben ser transparentes, contando 
con canales públicos para incluir las 
voces de la ciudadanía en cada etapa 
del ciclo de política pública.

	 Integridad profesional. Deben existir 
mecanismos y prácticas anticorrup-
ción que garanticen la transparencia 
en la gestión y que hagan pública toda 
información sobre ingresos y gastos 
públicos.

	 Nuevas tecnologías en la apertura y la 
rendición de cuentas. La tecnología 
debe aprovecharse de manera que per-
mita a las personas comprender mejor 
y de manera más sencilla lo que pasa 
en las instituciones públicas. Nunca 
debe convertirse en un elemento de 
confusión añadido.

 
A partir de esta primera aproxima-

ción teórica se observa que, entre los 
principios y elementos que constituyen 
y refuerzan las democracias, la transpa-
rencia adquiere especial relevancia, por 
ser habilitante para el resto de los ejes. 
Es una especie de punto de partida o de 
factor necesario para que el resto de los 
bloques pueda funcionar. Aun recono-
ciendo que todos los elementos mencio-
nados interactúan y se retroalimentan 
de manera constante, la transparencia es 
considerada por ciertos autores como un 
medio para alcanzar el gobierno abierto, 
generando y aumentando la legitimi-

dad de las instituciones públicas (San-
doval-Almazán, 2015; Curtin y Mejier, 
2006). Transparencia Internacional la 
define, primero, como una característica 
de gobiernos, empresas, organizaciones e 
individuos por la cual la información, re-
glas, planes, procesos y acciones se abren 
al público; y, segundo, como un princi-
pio por el cual representantes públicos 
y otros actores adquieren el deber de ac-
tuar de forma visible, predecible y orien-
tada hacia la rendición de cuentas y la 
participación (Transparency Internatio-
nal, 2014). Para Uvalle Berrones (2016) la 
transparencia porta en sí misma los va-
lores de la apertura, la publicidad y el ac-
ceso a la información que deben formar 
parte de la cultura democrática, además 
de enlazarse con cuestiones clave del 
Estado de Derecho, como el derecho a 
saber y al acceso a la información, gene-
rando certidumbre entre la ciudadanía 
y garantizando un poder “abierto y res-
ponsable”. Esto sin olvidar que la trans-
parencia es, además, una herramienta 
que se ha mostrado eficaz para prevenir 
la corrupción, ya que vuelve más compli-
cadas las prácticas de este tipo al hacer 
visibles todas las acciones de un gobier-
no (Finol-Romero, 2019).

Por último, la transparencia, como he-
rramienta y como práctica, debe enten-
derse en toda su complejidad, estando 
presente en los múltiples procesos de la 
Administración y no limitándose única-
mente a la publicación de información. 
De acuerdo con ParlAméricas (2020), la 
transparencia abarca una serie de ámbitos 
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sobre los que debe legislarse para poder 
garantizar su adecuado funcionamiento: 

	 Es focalizada. La información disemi-
nada por entidades públicas o privadas 
debe estar destinada a públicos específi-
cos para favorecer la toma de decisiones.

	 Es proactiva. Se pone a disposición de 
la ciudadanía de manera activa por 
parte de los órganos del Estado, más 
allá de las obligaciones impuestas por 
la normativa vigente o de que la ciuda-
danía la solicite expresamente.

	 Es colaborativa. Se propone un modelo 
mixto, en el cual se combinan la obliga-
ción de los órganos del Estado de hacer 
pública la información con la existencia 
de espacios para que la ciudadanía pue-
da procesar y evaluar la calidad y perti-
nencia de dicha información. Conjuga, 
por tanto, principios de transparencia, 
rendición de cuentas y participación.

	 Es potencial. Hace referencia a la posi-
bilidad real de acceder a la información 
y de poder utilizarla. Se vincula a la ca-
lidad de los datos publicados y a la pu-
blicidad que se hace de su publicación.

	 Es efectiva. Se vincula al impacto que 
tiene la información que se publica, 
pues de nada vale que esté disponible 
si la ciudadanía no sabe que lo está y, 
por ello, no se hace uso de esta.

En resumen, y con el objetivo de anali-
zar en los siguientes apartados el estado 
y las demandas en torno a la transpa-
rencia en España, se entiende que la 
transparencia es tanto una herramienta 
como una característica, y que debe ser 
intrínseca a las democracias. Favorece 
la legitimidad y la confianza al permitir 
a la ciudadanía dar seguimiento y valo-
rar las acciones de gobierno. Fomenta 
la rendición de cuentas, al ofrecer la in-
formación necesaria para que la ciuda-
danía exija responsabilidades. Además, 
fomenta la participación ciudadana, al 
proporcionar insumos que faciliten a la 
ciudadanía su involucramiento en los 
procesos de toma de decisiones. Por úl-
timo, previene la corrupción, al comple-
jizar las prácticas corruptas mediante la 
exigencia de ciertas prácticas a los acto-
res dentro de la Administración. 

3.3 EL MARCO LEGISLATIVO Y POLÍTICO 
DE LA TRANSPARENCIA  

EN ESPAÑA

En España, el marco normativo y políti-
co que regula la promoción de la trans-
parencia a nivel estatal está conformado 
en primer lugar por la Ley de Transpa-
rencia2  (Consejo de Transparencia, 2013). 
En segundo lugar, existen una serie de 
compromisos que se han ido adquirien-
do, a lo largo de los años, por parte de 
la Administración General del Estado, 
con el objetivo de mejorar la calidad de 

2.	 Se reconoce que existen además regulaciones y normativas a nivel autonómico en materia de transparencia, pero no son objeto del 
presente análisis.
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la transparencia y ampliar los derechos y 
obligaciones en la materia. Destacan los 
Planes de Gobierno Abierto adoptados 
por España por primera vez en el año 
2012. De hecho, uno de los compromisos 
de este I Plan de Gobierno Abierto fue 
la aprobación de la Ley de Transparencia 
y de Estabilidad Presupuestaria (Gobier-
no de España, 2024e). Lo más novedo-
so proviene de los proyectos vinculados 
al Consenso por una Administración 
Abierta, proceso aún en marcha a me-
diados de 2024, y el recientemente apro-
bado Plan de Acción por la Democracia. 
A continuación se analiza cada uno de 
estos marcos. 

La Ley de Transparencia

La Ley 19/2013, de Transparencia, Ac-
ceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno, es el marco legal fundamen-
tal que regula el derecho de acceso a la 
información pública y que establece las 
obligaciones de transparencia de las ad-
ministraciones públicas. El objeto de esta 
es “ampliar y reforzar la transparencia de 
la actividad pública, regular y garantizar 
el derecho de acceso a la información re-
lativa a aquella actividad y establecer las 
obligaciones de buen gobierno que de-
ben cumplir los responsables públicos, 
así como las consecuencias derivadas de 
su incumplimiento” (BOE, 2013).

Esta ley define una serie de concep-
tos fundamentales para promover el co-
rrecto funcionamiento del principio de 
transparencia, como la publicidad ac-
tiva, la capacidad de reutilización de la 
información y el derecho de acceso, en-
tre otros. Además, enmarca el funciona-
miento y las obligaciones básicas de las 
administraciones del Estado en relación 
con los Portales de Transparencia, el 
registro público de contratos, las decla-
raciones de bienes y rentas para cargos 
públicos o la publicación de información 
presupuestaria y económica, entre otras.  

La ley ha implicado una serie de 
transformaciones en el ejercicio de la 
transparencia en España, no solamente 
a nivel de la Administración General del 
Estado, sino también a nivel descentrali-
zado, promoviendo, con mayor o menor 
éxito, una serie de principios de buen go-
bierno, vinculados al ejercicio de la fun-
ción pública y enmarcados en asegurar 
el cumplimiento de la ley.

En 2022 se produjo una pequeña re-
forma a la ley (BOE, 2022), vinculada a la 
regulación de los datos de las pymes para 
que hagan públicos los datos vinculados 
a la contratación pública (Newtral, 2023).

En cuanto al Consejo de Transparen-
cia, sus funciones se encuentran reco-
gidas en la propia ley, entre ellas rendir 
cuentas sobre su actividad vinculada con 
la aplicación de la normativa a nivel es-
tatal y de las Comunidades Autónomas3. 

3.	 A nivel autonómico, el Consejo está a cargo de resolver las reclamaciones en materia de acceso a la información solamente en las CC AA 
que han cedido esta competencia, a saber: Cantabria, Castilla La Mancha, Ceuta, Extremadura, Baleares, La Rioja, Melilla y el Principado 
de Asturias (Gobierno de España, 2024).
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Según los datos de 2023, se realizaron 
más de 3000 actuaciones (reclamacio-
nes, denuncias, quejas, consultas e in-
formaciones) y 73 recursos judiciales 
interpuestos contra las resoluciones 
emitidas por el Consejo (Consejo de 
Transparencia, 2023).

Los Planes de Gobierno Abierto

Los Planes de Gobierno Abierto recogen 
el conjunto de acciones a las que se com-
promete la Administración General del 
Estado, en colaboración con otras enti-
dades públicas y con la ciudadanía, para 
avanzar en el medio plazo (habitualmen-
te en periodos de 4 años), en materia de 
transparencia, integridad, participación 
y rendición de cuentas, siguiendo con 
los principios de Gobierno Abierto que 
se promueven en el ámbito internacio-
nal por la Alianza de Gobierno Abierto 
(Open Government Partnership).

Al momento de finalizar esta investi-
gación, se encuentra en su última fase de 
implementación el IV Plan, y en proceso 
de diseño y aprobación el V Plan, que se 
espera que entre en vigencia a finales de 
2024 (Gobierno de España, 2024e). En 
materia de transparencia, el IV Plan tie-
ne dos compromisos principales. Por un 
lado, la reforma del marco regulatorio, 
que consiste esencialmente en la reforma 
de la Ley de Transparencia. Y por otro, 
medidas para la mejora de la transparen-
cia y rendición de cuentas, incluyendo 
10 compromisos entre los que destaca la 

mejora del Portal de Transparencia y el 
impulso en la apertura de datos y reutili-
zación de la información del sector públi-
co (Gobierno de España, 2023c).

En lo que se refiere a la reforma de 
la ley, de acuerdo con la última actua-
lización del Grupo de Trabajo corres-
pondiente, se encuentra en proceso de 
redacción el anteproyecto de reforma, sin 
mayores avances a reportar (Gobierno de 
España, 2024d). Cabe recalcar respecto a 
este punto que el proceso de reforma lle-
va activo desde 2021, cuando se creó un 
Subgrupo de Trabajo que tuvo por obje-
tivo determinar los puntos clave de la ley 
que requerían reforma. Las principales 
necesidades identificadas por este grupo 
fueron (Gobierno de España, 2023b):

	 Asegurar que toda la información pu-
blicada lo sea en formatos reutilizables.

	 Ampliar las obligaciones de publicidad 
activa que actualmente incluye la ley.

	 Incorporar normas sancionadoras ante 
el incumplimiento de las obligaciones 
recogidas en la ley.

	 Reforzar las capacidades del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno.

	 Eliminar la obligación a los solicitan-
tes de acceso a la información de usar 
una identificación electrónica y dar 
sus motivaciones, aunque se mantenga 
la necesidad de ofrecer ciertos datos 
personales.
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Publicadas estas recomendaciones, a 
lo largo de 2023 la Dirección General de 
Gobernanza Pública del Ministerio de 
Hacienda y Función Pública (2023) con-
vocó un proceso de participación ciuda-
dana en el proyecto de reforma. De esta 
consulta participaron representantes 
de las CC AA, de las entidades locales, 
universidades, organismos públicos, em-
presas públicas, corporaciones de dere-
cho público y asociaciones. El 59% de los 
consultados coincidió en la necesidad 
de reformar la ley actual, mientras que 
un 38% propuso redactar una nueva ley 
(Gobierno de España, 2023).

En paralelo a la finalización del IV 
Plan, se comenzó a trabajar ya en la de-
finición de su sucesor. A principios de 
2024, la Comisión Sectorial y el Foro 
de Gobierno Abierto4 aprobaron el do-
cumento marco para el nuevo plan. 
En dicho documento, se definieron 10 
bloques temáticos a partir de los cua-
les definir los compromisos de manera 
participativa a lo largo de 2024. De ellos, 
son 6 los que tienen una mayor vincula-
ción con la transparencia (Gobierno de 
España, 2024c): 

	 Transparencia y acceso a la informa-
ción. Contiene actuaciones vinculadas 
a reforzar las capacidades del Consejo 
de Transparencia, mejorar el acceso a 

la información, incluyendo los datos 
emanados de dichas consultas, y po-
tenciar las capacidades de las autori-
dades a cargo de la supervisión.

	 Administración abierta. Destacan las 
actuaciones vinculadas al lenguaje cla-
ro para garantizar el acceso a todas las 
personas.

	 Apertura fiscal. Destacan las actuacio-
nes vinculadas a la transparencia en 
las fases del ciclo presupuestario, in-
cluir información del Boletín Oficial 
del Registro Mercantil en portales de 
datos abiertos y avanzar en la transpa-
rencia vinculada con la contratación 
pública.

	 Derecho a la información veraz. Desta-
ca la creación de un portal que permi-
ta ofrecer a la ciudadanía información 
sobre debates actuales.

	 Promoción del Gobierno Abierto. In-
cluye la creación de un Observatorio de 
Gobierno Abierto y la sensibilización a 
la ciudadanía sobre sus principios.

	 Estado abierto. Quizás el compromiso 
más novedoso y ambicioso, puesto que 
requiere de la participación de todos los 
órganos del Estado e implica que cada 

4.	 El Foro de Gobierno Abierto es un espacio de participación y diálogo permanente entre las Administraciones públicas (estatal, autonó-
micas y locales) y los representantes de la sociedad civil, cuyo objetivo es impulsar la colaboración, la transparencia, la participación y 
la rendición de cuentas. 

	 En él participan, con igual número de representantes, las Administraciones públicas y la sociedad civil. Más información en: https://
transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/foro-GA.html.

https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/foro-GA.html
https://transparencia.gob.es/transparencia/transparencia_Home/index/Gobierno-abierto/foro-GA.html
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uno de ellos cuente con compromisos 
propios de Gobierno Abierto. Esto impli-
caría que el principio de transparencia 
se transversalice, de manera tangible, en 
todo el Estado. Está aún por ver si final-
mente algún poder del Estado, distinto 
del Ejecutivo, presentará compromisos 
en el marco de este V Plan. 

Una vez aprobado el documento mar-
co, se definió una hoja de ruta con un 
proceso participativo que incluyó una 
consulta pública y la realización de una 
serie de talleres en dos fases (antes y 
después de que los Ministerios y CC AA 
asumieran los resultados de los talleres 
como compromisos e iniciativas propias) 
(Gobierno de España, 2024c). Del proceso 
de consulta pública, las principales apor-
taciones de la ciudadanía y la sociedad 
civil fueron (Gobierno de España, 2024): 

	 Reconocimiento del derecho de acce-
so a la información como un derecho 
fundamental.

	 Dotar de mayor cantidad de recursos 
al Portal de Transparencia y al Consejo 
de Transparencia para reducir los pla-
zos de respuesta. En cuanto al Consejo, 
ampliar sus competencias y capacida-
des, por ejemplo, dotándolo de una 
unidad de apoyo jurídico.

 
	 Mecanismos reales de sanción ante los 

incumplimientos de la ley.

	 Mejora de la gestión documental y pu-
blicidad activa.

	 Evitar la denegación de solicitudes por 
silencio administrativo.

	 Favorecer la apertura y reutilización de 
los datos.

	 Diseño accesible e intuitivo del Portal 
de Transparencia, incluyendo visuali-
zaciones para que la información sea 
más comprensible.

	 Aplicación de medidas de transparencia 
por parte de todos los poderes del Esta-
do: Parlamento, sistema judicial, etc.

	 Regulación en materia de transparen-
cia de los Grupos de Interés (lobbies). 

Respecto a los talleres, se realizaron 5 
en la primera fase, agrupando 9 de los 10 
compromisos5. El segundo de dichos talle-
res trató aquellos asuntos vinculados a la 
transparencia y al acceso a la información, 
por un lado, y el derecho a la información 
veraz, por otro. A partir de un debate so-
bre las más de 70 propuestas recibidas, 
los participantes priorizaron (Gobierno de 
España, 2024a) la transparencia y el acce-
so a la información (mejorar el acceso a la 
información, seguido por la reforma de la 
Ley de Transparencia, la mejora del Con-
sejo de Transparencia, las mejoras en el 
Portal de Transparencia y la mejora en los 

5.	 El Compromiso 10, al estar fuera de la competencia del Gobierno, no se trató en esta fase participativa.
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procesos de rendición de cuentas y sancio-
nes) y el derecho a la información veraz (la 
necesidad de un modelo único de gober-
nanza de datos, seguido por una normati-
va de protección de la información veraz, 
la creación de un corpus normativo ‒que 
incluya la descripción del modelo concep-
tual elaborado por el Consejo Internacio-
nal de Archivos‒ y la revisión legislativa de 
procedimientos, medios y sanciones en 
los mecanismos de denuncia y rectifica-
ción ante la información falsa). 

En base a los resultados de estos ta-
lleres, los Ministerios y CC AA deberán 
formular sus compromisos e iniciativas, 
tras lo cual se celebrará una nueva ronda 
de talleres, sobre los cuales hasta la fecha 
(septiembre de 2024) no hay novedades, 
para la posterior redacción del borrador 
y aprobación en el Pleno del Foro de Go-
bierno Abierto.

Consenso por una Administración 
Abierta

Al inicio de 2024, el Ministerio para la 
Transformación Digital y la Función Pú-
blica anunció el comienzo de un proceso 
participativo llamado “Consenso por una 
Administración Abierta”, que tiene por 
objetivo transformar la Administración 
para enfrentar los desafíos de las tran-
siciones verde y digital y aprovechar el 
impacto de los fondos del Plan de Recu-
peración, Transformación y Resiliencia 
(INAP, 2024c). Este proceso se estructu-
ra en torno a 6 principios, 4 objetivos y 

18 proyectos (Tabla 1). Los principios son 
transversales a los diferentes proyectos y 
similares a los objetivos y principios del 
Estado Abierto: transparencia, participa-
ción, innovación, evaluación o institu-
cionalización (INAP, 2024c).

Celebrados los grupos de trabajo, y a 
la espera de las siguientes fases del pro-
ceso, hay algunas aportaciones recogidas 
en el trabajo de aquellos que resultan 
clave para entender los nuevos compro-
misos de la Administración en materia 
de transparencia. Estos compromisos, 
representan en algunos casos un avan-
ce importante en paralelo al resto de 
procesos en marcha. Las aportaciones y 
actuaciones clave que se esperan son las 
siguientes (INAP, 2024c). 

Proyecto 14: 
Transparencia por Diseño 

(INAP, 2024b)

El proyecto está orientado a concebir 
herramientas digitales que desde su 
concepción faciliten y promuevan el 
cumplimiento de las obligaciones en 
materia de transparencia.

En el Grupo de Trabajo se identifi-
caron 4 problemas principales, para los 
cuales se han planteado una serie de ac-
tuaciones: 

1.	 Gestión documental. No existe en la 
actualidad un sistema de gestión de 
documentos electrónicos que asegu-
re que toda la información pública 
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generada es fiable, perdurable y acce-
sible. Para dar respuesta a este pro-
blema se propone el establecimiento 
de un Sistema de Gestión de Docu-
mentos Electrónicos, actuando de 
manera coordinada con los sistemas 
y herramientas ya en marcha. 

2.	 Adaptación normativa de la gestión 
documental. No existe una ley vin-
culada a la gestión de archivos y do-
cumentos. Se propone para ello la 
modificación de la Disposición Adi-
cional Primera de la Ley de Transpa-
rencia para garantizar que el acceso a 

la información pública se rija por un 
régimen específico.

3.	 Acceso único a todos los reposito-
rios de información. Existe en la 
actualidad la necesidad de vincular 
los sistemas de gestión y difusión 
de documentos entre los departa-
mentos de la AGE y el resto de ad-
ministraciones, y con el Portal de 
Transparencia y el Catálogo Nacio-
nal de datos (datos.gob.es). Se espera 
obtener un estándar en materia de 
metadatos y la conexión entre por-
tales ya existentes.

Tabla 1: Relación de principios, objetivos y proyectos.
Fuente: Elaboración propia.

Objetivo Proyecto

Administración abierta a la inversión  

en las capacidades del sector público

IA generativa y espacios de datos

Gestión previsional de efectivos

Empleo público proactivo, inclusivo e innovador

Liderazgo y función pública

Mejores condiciones de trabajo mediante el diálogo social

Administración abierta a las políticas 

públicas informadas por la evidencia  

y a las mejores herramientas innovadoras

Mapa de políticas públicas

Capacidades para la evaluación de políticas públicas

Ecosistema de participación en las políticas públicas

Administración abierta a la ciudadanía, 

accesible y humanista

Interconexión de los servicios de atención a la ciudadanía

Identidad digital europea

Evolución de MiCarpetaCiudadana

Nuevo portal Administracion.gob.es

SimplexESP

Administración abierta a la transparencia, 

participación pública y rendición  

de cuentas

Transparencia por diseño

Nuevo Portal de Transparencia de la Administración del Estado

Mejora de la participación ciudadana en normas y planes

Cultura de integridad

Mapa de la rendición de cuentas
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4.	 Lenguaje claro. Resulta un pilar básico 
de la democracia y un requisito para 
que las administraciones sean real-
mente abiertas y mantengan comu-
nicación con la ciudadanía. Se espera 
poder obtener guías de lenguaje claro 
para la simplificación del lenguaje ad-
ministrativo y desarrollar herramien-
tas que faciliten la comprensión por 
parte de la ciudadanía de los docu-
mentos e información pública. 

Proyecto 15: 
Nuevo Portal de Transparencia 
de la Administración del Estado 

(INAP, 2024)

El Portal de Transparencia necesita ser 
revisado y reorganizado para, por un 
lado, garantizar una correcta implemen-
tación de la ley y, por otro, para promover 
una cercanía de la AGE con la ciudada-
nía. Para ello, este Grupo de Trabajo ha 
identificado una serie de problemáticas 
y oportunidades de mejora a poner en 
marcha. Las principales problemáticas 
detectadas son: 

	 El portal casi no ha sido revisado ni 
mejorado desde su primera implemen-
tación en 2014 y resulta necesario revi-
sar y adaptar su contenido más allá de 
las mejoras técnicas que se requieran.

	 El lenguaje claro es, como se reflejó 
en el Grupo de Transparencia por Di-
seño, un elemento esencial para avan-

zar en la transparencia y el acceso a la 
información. 

	 Actualmente los derechos a saber, a 
entender y a participar de la ciuda-
danía no se están garantizando. Para 
garantizar el derecho a saber resulta 
clave ampliar el derecho de acceso a la 
información, publicando y poniendo 
en abierto, en formatos reutilizables, 
toda la información que se considere 
pública. En relación con el derecho a 
entender, su garantía se vincula a la 
implementación de un lenguaje claro 
por parte de la administración.

El Plan de Acción por la Democracia

El año 2024 está siendo especialmente 
activo en cuanto a los compromisos y 
posibles actuaciones en torno al forta-
lecimiento de la democracia y del resto 
de principios del Gobierno Abierto. En 
julio de 2024, el presidente del Gobier-
no anunció un Plan de Acción por la 
Democracia, el cual fue aprobado por el 
Consejo de Ministros en septiembre y 
tiene como objetivos principales el im-
pulso y refuerzo de la transparencia, el 
pluralismo y el derecho a la información 
(La Moncloa, 2024; Ministerio de Justi-
cia, 2024). El plan responde, entre otras 
cuestiones de más largo alcance, a una 
serie de tensiones políticas acaecidas 
durante la primera mitad del año 2024 
y que tuvieron como eje la libertad de 
información, la transparencia y la rendi-
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ción de cuentas, además de la veracidad 
de la información y la fiabilidad de los 
medios de comunicación (El Confiden-
cial, 2024).

El plan contiene un total de 31 medi-
das, categorizadas en tres ejes que bus-
can “facilitar la tarea de la ciudadanía a 
la hora de evaluar la acción de los po-
deres públicos” (Gobierno de España, 
2024b):

	 Ampliar y mejorar la calidad de la in-
formación gubernamental;

	 Fortalecer la transparencia, pluralidad 
y responsabilidad de nuestro ecosiste-
ma informativo; 

	 Reforzar la transparencia del poder le-
gislativo y del sistema electoral.

Debido a la actualidad del Plan, y a 
que no es posible valorar aún el recorri-
do y el impacto que tendrá, se ha deci-
dido no incluir un análisis en detalle en 
este artículo. Se considera que deberá 
ser objeto de un análisis posterior.

3.4 DEMANDAS E INNOVACIONES 
DESDE LA SOCIEDAD CIVIL 

La sociedad civil española es y ha sido 
siempre muy activa a la hora de exigir y 
trabajar para la mejora de la transparencia 
en España. No solamente lo ha hecho tra-
bajando desde abajo hacia arriba, promo-
viendo herramientas e innovaciones que 
ponen de manifiesto las deficiencias en 

torno a la transparencia en las administra-
ciones públicas, sino también utilizando 
los canales y mecanismos de participa-
ción existentes para intentar que las voces 
y demandas de la ciudadanía se escuchen 
y sean tomadas en cuenta en los procesos 
de diseño, desarrollo e implementación 
de políticas públicas para la mejora en la 
calidad de la transparencia. 

Así, la sociedad civil viene trabajando 
constantemente para generar cambios 
profundos y lograr incluir sus demandas 
en todos los procesos que se han puesto 
en marcha. Uno de ellos es la reforma de 
la Ley de Transparencia que, como se ha 
explicado, viene siendo un compromiso 
no cumplido por parte de la Administra-
ción en los últimos años. Entre las prin-
cipales demandas que se han planteado 
a esta ley se encuentran (Bermúdez Sán-
chez, 2022): 

	 Publicidad activa. Garantizar la infor-
mación pública con la finalidad espe-
cífica de rendir cuentas, no solo para 
cumplir con la ley. Lo ideal sería po-
der contrastar la información con los 
compromisos u objetivos de cada ad-
ministración.

	 Mejorar la gestión de la información 
para facilitar el trabajo dentro de las 
propias administraciones al momento 
de publicar datos. Debería publicarse 
toda la información y datos que gene-
ra la Administración en el ejercicio de 
sus funciones y que esta sea reutiliza-
ble sin restricciones.
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	 Publicación de información sobre las 
actuaciones administrativas automa-
tizadas, especialmente si hay uso de 
algoritmos por parte de las adminis-
traciones públicas, si bien existe el Real 
Decreto 203/2021 que reglamenta el 
contenido y los servicios de las sedes 
electrónicas.

	 Información de calidad, correctamen-
te descrita, fácil de encontrar y acce-
sible incluso mediante buscadores 
generalistas.

	 Simplificar el proceso de solicitudes 
de acceso a la información y reducir 
los plazos de resolución. En la misma 
línea, también se pide delimitar mejor 
las causas de inadmisión.

	 Fortalecer las autoridades vinculadas a 
garantizar los derechos de transparen-
cia y acceso a la información.

En relación con los compromisos asu-
midos en la Ley de Transparencia, Ac-
cess Info ha sido un actor clave a la hora 
de demandar un mejor funcionamiento 
del Consejo de Transparencia, denun-
ciando la posible falta de independencia 
de este y la necesidad de dotarlo de ma-
yores competencias, sobre todo en mate-
ria sancionadora (Access Info, 2021). En 
este sentido, el aumento de la capacidad 
sancionadora tiene la potencialidad de 
combatir la tendencia de los Ministerios 
a no contestar las solicitudes en el pla-
zo previsto, a aplicar exenciones o a no 

cumplir con las resoluciones del Con-
sejo, lo cual genera cansancio entre la 
ciudadanía, que debe luchar para poder 
obtener la información que demanda 
(Access Info, 2021b).

Otro de los ejes sobre el cual se trabaja 
incansablemente desde la sociedad civil 
es el derecho de acceso a la información. 
Aquí, la Coalición Pro Acceso, consti-
tuida en 2006 y formada por más de 60 
entidades de la sociedad civil y la acade-
mia, trabaja para garantizar que sus prin-
cipios, que son la base para un adecuado 
ejercicio de este derecho, sean llevados a 
la práctica por parte de las administra-
ciones en todos los niveles. Estos prin-
cipios van desde garantizar el derecho 
de acceso a la información a todas las 
personas, aplicable a todas las entidades 
públicas, poderes del Estado y entidades 
privadas con funciones públicas, hasta 
las medias prácticas orientadas a que 
el derecho de acceso sea sencillo, rápi-
do y gratuito en su ejercicio (Pro Acce-
so, 2006). Access Info viene trabajando 
desde hace años en este tema también, 
poniendo en el centro del debate los 
problemas de la actual Ley de Transpa-
rencia en cuanto a garantizar este dere-
cho. Estos son (Access Info, 2021c):

	 La ley no incluye a los poderes legisla-
tivo y judicial como actores que deban 
rendir cuentas en materia de acceso a 
la información.

	 No hay sanciones para las entidades 
que no implementen la ley.
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	 El 15% de las decisiones del Consejo de 
Transparencia no se cumplen.

	 La estructura normativa es muy com-
pleja, con un entramado de normativas 
regionales y ordenanzas municipales 
con múltiples órganos de supervisión 
a los que es difícil dar seguimiento.

	 Los solicitantes deben pasar por pro-
cesos complejos para su identificación, 
dejando fuera en la mayoría de los ca-
sos a quienes no cuentan con medios 
de identificación digitales.

Estas demandas han sido planteadas 
y trabajadas tanto por esta organización 
como por el resto de entidades de la Coali-
ción Pro Acceso a través de diferentes foros 
y espacios, incluyendo el Foro de Gobierno 
Abierto6 y los proyectos del actual Consen-
so por una Administración Abierta. 

La tecnología y la innovación como 
mecanismos de incidencia y denuncia

Existen en España algunos buenos ejem-
plos de iniciativas de la sociedad civil 
que, mediante el uso de la tecnología o a 
través de la innovación social, han creado 
herramientas para demostrar que es po-
sible un mejor ejercicio de la transparen-
cia. Algunos de los más destacados son:

	 Quién cobra la obra. Proyecto impul-
sado por Civio, entre 2015 y 2023, que 
tenía por objetivo analizar todos los 
contratos de obra pública publicados 
en el BOE desde 2009. La razón para 
trabajar con el BOE fue que, debido a la 
dispersión de la información existente, 
se hace muy complejo el poder conse-
guir todos los datos relevantes para un 
determinado tema, un problema que 
se mantiene en la actualidad. Se ana-
lizaron los contratos de cualquier tipo 
de administración de más de 5 millo-
nes de euros y los contratos de más de 
100.000 euros en el caso de la Admi-
nistración General del Estado. El pro-
yecto originalmente buscaba analizar 
los contratos solamente hasta 2015, 
pero fue creciendo y ampliándose, lle-
gando hasta 2023, cuando por falta de 
tiempo y recursos para mantener ac-
tualizado el buscador, el proyecto fue 
interrumpido (Civio, 2023). Cabe des-
tacar que, en la actualidad, el Portal de 
Contratación del Estado sigue sin ofre-
cer un buscador que facilite el análisis 
y la extracción de información por par-
te de personas interesadas. 

	 Tu derecho a saber. Proyecto impul-
sado también por Civio, en colabora-
ción con Access Info, que se inspiró 
en la iniciativa WhatDoTheyKnow de 
la organización británica MySociety. 

6.	 Vale la pena recordar las entidades que forman parte del Foro en la actualidad (Portal de Transparencia, 2024): Access Info, Transpa-
rencia Internacional España, Acreditra, Civio, Archiveros Españoles en la Función Pública, Openkratio, Fundación Hay Derecho, Más 
Democracia, Plataforma del Tercer Sector, Plataformas el Voluntariado de España, Plataforma de ONG de Acción Social y Plataforma de 
Infancia, así como Political Watch en calidad de entidad experta, con voz pero sin voto.
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El proyecto tenía por objetivo facilitar 
el proceso de solicitud de informa-
ción a cualquier administración pú-
blica antes de la existencia de la Ley 
de Transparencia en España. Mien-
tras estuvo en marcha, se canalizaron 
más de 1800 solicitudes y se recibieron 
más de 400.000 consultas a la web, 
ya que se mostraban las consultas de 
los ciudadanos y las respuestas reci-
bidas. Fue una potente herramienta 
para la incidencia, porque demostró 
que las administraciones no respon-
dían a las solicitudes hasta en un 54% 
de los casos. La plataforma fue final-
mente cerrada debido a la negativa de 
las administraciones a responder por 
correo electrónico a partir de la entra-
da en vigor de la Ley de Transparencia, 
exigiendo a la ciudadanía identificarse 
mediante medios digitales, generando 
mayores dificultades a muchos ciuda-
danos y fragmentando aún más las po-
sibilidades de acceder a la información 
(Civio, 2015).

	 Proyecto Colibrí. Fue una plataforma 
impulsada por Openkratio en 2013 
que buscaba monitorizar la actividad 
parlamentaria, poniendo el foco en 
las votaciones dentro del Congreso y 
aportando información acerca del par-
tido y diputados a los que pertenecían 
los votos para sacar una información 
más detallada de la actividad parla-
mentaria. La iniciativa finalmente no 
prosperó, pero fue un potente antece-
dente para muchas iniciativas simila-

res, como Qué Hacen Los Diputados, 
poniendo el foco en la necesidad de 
garantizar la transparencia dentro del 
poder legislativo (Yorokobu, 2013).

	 Qué Hacen los Diputados (QHLD). Es 
un proyecto que nace en 2011 con el ob-
jetivo de ayudar a la ciudadanía a com-
prender qué hacen los diputados en 
el Congreso, con información sencilla 
y clara que les permitiese implicarse 
en el proceso legislativo. La iniciativa 
sufrió algunos cambios y mejoras tec-
nológicas en 2021. Pasó a estar a car-
go de Political Watch, convirtiéndose 
en una herramienta de uso sencillo 
que aún hoy permite a cualquier ciu-
dadano acceder a toda la información 
parlamentaria, organizada de manera 
clara en torno a 24 temáticas con tras-
fondo social. La tecnología de la herra-
mienta utiliza técnicas de inteligencia 
artificial para etiquetar y clasificar de 
manera automatizada toda la actividad 
parlamentaria, y ofrecerla en abierto a 
la ciudadanía (QHLD, 2024). 

Alianzas y redes como mecanismos 
de incidencia

Por último, resulta interesante desta-
car el rol de las alianzas como una he-
rramienta útil para la sociedad civil de 
cara a llevar sus demandas a la Adminis-
tración pública. Si bien muchos de los 
proyectos e iniciativas mencionados en 
páginas anteriores han tenido en algún 
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punto actuaciones o fases de trabajo en 
alianza, destacaremos a continuación 
dos iniciativas, una histórica y otra de 
actualidad, que ilustran cómo el trabajo 
comunitario dota de mayor peso y capa-
cidad de incidencia a las entidades para 
plantear demandas que, en algunos ca-
sos, pueden tener un largo recorrido:

	 Polétika. Es una plataforma de la so-
ciedad civil originada en 2015 y que se 
activa especialmente en contextos elec-
torales. De ella llegaron a formar parte 
más de 500 organizaciones de la socie-
dad civil y tuvo como principal objetivo 
ofrecer a la ciudadanía información y 
conocimiento acerca de los candida-
tos a las elecciones generales y sus pro-
puestas electorales. Este conocimiento 
partía del análisis de las promesas de 
campaña y los programas electorales de 
los diversos partidos y candidatos uti-
lizando metodologías objetivas a partir 
de una serie de demandas de la socie-
dad civil en torno a temáticas diversas. 
Las últimas actuaciones de la coalición 
fueron durante las Elecciones Europeas 
de 2024 y en las Elecciones Generales 
de 2023 (Polétika, 2024).

	 Manifiesto Plan de Acción por la De-
mocracia. Es una iniciativa mucho más 
actual que tiene que ver con el recien-
temente presentado Plan de Acción 
para la Democracia. En esta ocasión un 
grupo de casi 40 organizaciones (APRI, 
2024) han redactado un manifiesto que 
pide en primera instancia más y mejo-

res canales de diálogo entre la sociedad 
civil y la administración en el diseño 
de este tipo de procesos y, en segundo 
lugar, presenta una serie de demandas 
consideradas urgentes para mejorar la 
calidad democrática en España. El pri-
mero de los bloques del manifiesto está 
dedicado a la garantía de la transparen-
cia e incluye medidas que van desde la 
regulación de los grupos de interés al 
reconocimiento del derecho de acceso 
a la información como derecho funda-
mental (Political Watch, 2024).

3.5 CONCLUSIONES

La transparencia es un proceso continuo 
que requiere un compromiso constante 
por parte de todas las administraciones 
y donde la sociedad civil continúa jugan-
do un papel clave para exigir el cumpli-
miento de dichos compromisos, a la vez 
que favorecer al diálogo y la innovación. 
En España, si bien se han logrado avances 
significativos en los últimos años, como 
se ha mostrado, es necesario seguir tra-
bajando para abordar las reformas que 
están aún pendientes, apuntalando una 
cultura de transparencia que garantice 
el cumplimiento de los derechos funda-
mentales. En este sentido, el análisis rea-
lizado ha permitido identificar una serie 
de recomendaciones: 

1.	 Es necesario garantizar el derecho de 
acceso a la información, reconocien-
do que se trata de un derecho funda-
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mental de obligado cumplimiento, 
otorgando las garantías necesarias y 
dotando a entidades como el Consejo 
de Transparencia de las competen-
cias suficientes para exigir su cumpli-
miento. 

2.	 Mejorar la calidad de la información 
que se hace pública, hay ya suficientes 
diagnósticos y propuestas de mejora, 
que tienen que ver con la reutiliza-
ción y la utilidad de la información 
pública, pero también con la intero-
perabilidad y la estandarización de la 
manera en la cual se publica toda la 
información pública. Garantizar que 
la información que se hace pública 
cumple con los estándares consen-
suados en los ámbitos internacional y 
estatal es clave para dar pasos en esta 
materia.

3.	 Cumplir con las demandas de la so-
ciedad civil requiere en primera ins-
tancia de un mayor compromiso por 
parte de la Administración para avan-
zar y dar pasos reales en el reconoci-
miento de la transparencia como eje 
fundamental de una democracia fuer-
te. Pareciera que los planes y estrate-
gias en proceso de diseño y aprobación 
pueden dar pasos en la dirección co-
rrecta. Respecto de estos, debe cues-
tionarse la utilidad real de contar con 
diferentes acciones y planes promovi-
dos de forma simultánea, si no existe 
una adecuada coordinación y canales 
de comunicación entre ellos, ya que se 

corre el riesgo de que existan duplici-
dades y falta de claridad en los proce-
sos y sus posibles resultados. 

4.	 Resulta clave que todas las acciones 
que se pongan en marcha para la 
mejora de la transparencia trabajen 
de manera holística con el resto de 
valores democráticos. Esto implica 
contar con canales y mecanismos de 
participación real y, al mismo tiem-
po, disponer de mecanismos de ren-
dición de cuentas que permitan a la 
Administración dar explicaciones 
acerca del porqué de las decisiones 
que se toman, y a los actores involu-
crados comprender los procesos en 
marcha y contar con espacios de re-
troalimentación.

5.	 Sería conveniente llevar a cabo una 
escucha activa a la ciudadanía y a la 
sociedad civil, así como a personas 
expertas en transparencia y rendi-
ción de cuentas, para conseguir una 
participación real. Esto implica, en-
tre otras cuestiones, realizar un diag-
nóstico de las necesidades de mejora 
de los procesos y herramientas exis-
tentes y hacer un ejercicio de revisión 
cruzada y participada de los insumos 
que se obtengan antes de ser imple-
mentados.

6.	 No hay que olvidar la posibilidad de 
poner en marcha mecanismos y ac-
ciones para aprovechar el potencial 
de las nuevas tecnologías para mejo-
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rar la transparencia. Esto debe hacer-
se, sin embargo, valorando de manera 
crítica las opciones disponibles y ga-
rantizando que, en ese proceso de 
implementación, la participación y 
la rendición de cuentas sean priori-
zadas en el proceso, evitándose así 
opacidades o el alejamiento de los ac-
tores que deberán luego utilizar esos 
mecanismos. 

La transparencia es un valor clave en 
la mejora de la calidad democrática pero, 
como parte de un sistema complejo, su 
implementación debe en todo momento 
tener en cuenta la interrelación con el 
resto de pilares democráticos y las de-
mandas y necesidades de la ciudadanía 
y la sociedad civil. 
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4.1 INTRODUCCIÓN

El año 2023 significó un ejercicio de 
reconstrucción del sistema de partidos 
con el protagonismo de los partidos 
tradicionales, pero sobre unas bases 
sustantivamente distintas. Tras casi 
cuatro años sin elecciones de ámbito 
estatal, en 2023 se iniciaba un nuevo ci-
clo electoral en todos los niveles que ve-
hicularía la rendición de cuentas a una 
legislatura, tanto estatal como en las 
diferentes autonomías, de gobiernos de 
izquierda del Partido Socialista (PSOE) 
y sus diferentes aliados, empezando por 
la coalición liderada por el Presidente 
Pedro Sánchez. También permitiría ob-
servar las consecuencias de la estrategia 
de crispación desplegada por los parti-
dos de la oposición (Partido Popular/
PP, Vox y Ciudadanos), y que había con-
solidado una dinámica de polarización 
profunda entre izquierdas y derechas. 
Finalmente, y de forma más general, el 
ciclo electoral iniciado en 2023 iba a ser 
visto como un ejercicio de balance de las 
transformaciones acaecidas en el siste-
ma de partidos en los años previos. Para 
valorar estos aspectos, en este capítulo 
se analiza el alcance de los resultados 
generados por el ciclo electoral hasta fi-
nales de año (que ha incluido comicios 
municipales, autonómicos y generales), 
y las implicaciones que estos nos reve-
lan sobre el funcionamiento actual de 
la democracia española, al menos en el 
ámbito de la representación electoral y 
de partidos.

De entrada, hay que tener en cuen-
ta algunas diferencias importantes en 
el contexto previo a este ciclo electoral 
respecto a las diversas elecciones que 
se han venido celebrando en el dece-
nio anterior. Por primera vez desde 
2008, en 2023 PSOE y PP se presenta-
ban a unas elecciones con perspectivas 
de mejorar simultáneamente sus resul-
tados frente al resto de oponentes. El 
hundimiento socialista en 2011 abrió 
una etapa de progresivo encogimien-
to del apoyo electoral recibido por los 
dos grandes partidos. El PSOE no volve-
ría a recuperar apoyos hasta 2019, una 
vez ya había regresado al poder. Pero 
entonces fue el PP el que experimentó 
una verdadera crisis en el espacio de la 
derecha, atenazado por Ciudadanos a 
su izquierda y por la llegada de Vox a 
su derecha. De hecho, en abril de 2019, 
la suma de los dos principales partidos 
parlamentarios alcanzó el 45,4% de los 
votos, el porcentaje más bajo de toda la 
democracia, y 30 puntos menos respec-
to a la media de 1977-2011. A pesar de 
todo, al inicio de 2023 los dos partidos 
tradicionales habían logrado reafirmar 
su predominio en cada espacio y rever-
tían con ello la tendencia a la fragmen-
tación del voto hasta ese momento. El 
reverso de esta situación era la crisis de 
los nuevos partidos que irrumpieron en 
la arena política española en 2014. Tan-
to Ciudadanos (que afrontó el ciclo de 
2023 en plena desbandada de sus anti-
guos dirigentes) como Podemos (de cu-
yas escisiones sucesivas acabó surgiendo 
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la plataforma Sumar, creada en abril de 
2023) llegaban agotados al nuevo ciclo 
electoral, a pesar de que lo hacían en 
posiciones de gobierno en numerosos 
ejecutivos. Ambos se enfrentaban así al 
reto de superar un tercer ciclo electo-
ral, un criterio propuesto por algunos 
académicos para certificar su supervi-
vencia como actores políticos estables 
(Bolleyer, 2013).

Está recuperación de los partidos 
tradicionales contrastaba con lo que se 
daba en otras democracias de nuestro 
entorno, como Francia, Italia o Grecia, 
donde algunos de los principales actores 
políticos habían sido reemplazados por 
nuevos agentes. En España, esta resis-
tencia tuvo algunos elementos comunes 
para ambas fuerzas. PSOE y PP habían 
tenido que sufrir crisis organizativas in-
ternas de carácter traumático a pesar de 
haber empleado mecanismos de legiti-
mación directa en la elección de sus lí-
deres (tanto Sánchez en 2016 como Pablo 
Casado en 2022 fueron obligados a dimi-
tir abruptamente). En ambos casos, la re-
cuperación pasó también por reconocer 
como aliados necesarios para gobernar 
a las nuevas formaciones que competían 
por su mismo electorado desde posicio-
nes más a la izquierda o a la derecha, lo 
que iba a determinar sus políticas de 
pactos después de las elecciones. Este 
nuevo escenario implicaba la renuncia 
a competir genuinamente por el centro, 
asumiendo una lógica bipolar y centrí-
fuga en la competición electoral y en la 
colaboración entre partidos.

A esto cabe añadir los efectos del fin 
del procés, el periodo durante el cual 
el movimiento independentista de Ca-
taluña había reivindicado la secesión 
unilateral frente a las instituciones es-
tatales. El fracaso del independentismo 
abrió un periodo de intensa judiciali-
zación de la causa, que dejó a sus prin-
cipales líderes en la prisión o en un 
peculiar exilio europeo. El Gobierno de 
Sánchez, incentivado por su debilidad 
parlamentaria, trató de superar esta 
anormalidad mediante la distensión, 
concretada, entre otras medidas, en 
una política de indultos y cambios en 
el código penal. Esta política de apaci-
guamiento del conflicto en Cataluña se 
convirtió a la vez en una fuente de ten-
sión política, debido al rechazo frontal 
por parte de la derecha, y redujo enor-
memente el margen de acuerdos entre 
partidos, también el que había tenido 
tradicionalmente la derecha española 
con el nacionalismo conservador peri-
férico. Todo ello contribuía a sellar los 
bloques políticos a izquierda y derecha, 
facilitando la mayoría parlamentaria en 
torno al PSOE, e incorporando también 
al Partido Nacionalista Vasco (PNV) y 
Junts per Catalunya.

En este contexto preelectoral, a prin-
cipios del año 2023 el escenario político 
español estaba marcado por un choque 
de expectativas entre dos escenarios 
opuestos. Por un lado, la oposición ex-
tendida a los gobiernos de coalición 
entre el PSOE y sus aliados auguraba 
un fuerte realineamiento electoral que 
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permitiría una rectificación a la etapa 
de Sánchez y abriría paso a un periodo 
de dominio conservador protagonizado 
por el PP y Vox. Por el contrario, otros 
se fijaban en una valoración bastan-
te positiva de los diferentes ejecutivos 
autonómicos, muchos en manos de la 
izquierda, según los estudios de opi-
nión, que pronosticaban un resultado 
electoral muy ajustado entre bloques 
políticos.

Bajo estos parámetros, el ciclo elec-
toral debía dar respuesta a algunos in-
terrogantes sobre el funcionamiento 
de la democracia española que el deba-
te político había venido planteando, y 
sobre la conveniencia de determinados 
escenarios o posibilidades que podrían 
resultar del nuevo ciclo electoral. Entre 
otras, ¿hasta qué punto la llegada de los 
nuevos actores políticos era irreversi-
ble? ¿Qué margen dejaba esta nueva si-
tuación para pactos transversales entre 
las dos grandes fuerzas? ¿La mayor frag-
mentación política sería inevitablemen-
te un motor de bloqueo político como 
había sucedido en 2015-2016 y 2019? Y 
con ello, ¿qué riesgos entrañaba la ló-
gica bipolar de la nueva competición 
partidista? En las próximas páginas va-
mos a analizar cómo el ciclo electoral 
de 2023 contribuyó a clarificar estas 
cuestiones.

4.2 EL VUELCO INSTITUCIONAL 
EN LA ARENA AUTONÓMICA

El primer episodio del ciclo electoral se 
dio con las elecciones municipales y au-
tonómicas del 23 de mayo. Por primera 
vez, las elecciones autonómicas se cele-
braban solo en 12 comunidades autóno-
mas, debido a que Castilla y León había 
anticipado la disolución de la legislatura 
en la primavera del año anterior1. En las 
diversas elecciones autonómicas cele-
bradas entre 2020 y 2022 (tanto las de 
vía rápida como en las mencionadas de 
Castilla y León y las de la Comunidad de 
Madrid, también anticipadas y celebra-
das en mayo de 2021), se habían obser-
vado algunas pautas comunes: la victoria 
de los partidos que venían gobernando 
(en este sentido, la crisis sanitaria del 
covid-19 no tuvo efectos disruptivos so-
bre los ejecutivos que la gestionaron), 
la ausencia de un efecto claro (a favor o 
en contra) de la presidencia nacional de 
Sánchez sobre los resultados autonómi-
cos del PSOE, el hundimiento electoral 
de Ciudadanos y el retroceso de Pode-
mos, así como el crecimiento de Vox solo 
allí donde el PP tenía problemas.

Con estos precedentes, los gobiernos 
que debían pasar las urnas se encontra-
ron con un contexto un tanto contradic-
torio. Por un lado, existía una valoración 

1.	 En 2019, la Comunidad Valenciana tampoco celebró sus elecciones parlamentarias en la misma jornada que las otras Comunidades con 
calendario electoral común porque había adelantado la convocatoria cuatro semanas, para hacerla coincidir con las elecciones genera-
les de abril. Actualmente, la mayoría de las comunidades otorgan a sus ejecutivos la facultad de disolver anticipadamente el parlamento, 
excepto Asturias, Cantabria, Castilla-La Mancha, La Rioja, Murcia y Canarias. La Comunidad de Madrid puede disolver anticipadamente 
la cámara, pero la nueva legislatura acabará en la misma fecha que debía haberlo hecho la legislatura disuelta.
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generalmente positiva de la acción de los 
diferentes presidentes autonómicos. Casi 
todos ellos tenían un nivel de valoración 
positiva superior a la negativa, con un 
apoyo especialmente destacado en Ara-
gón, Canarias, Navarra, Castilla-La Man-
cha, la Rioja o la Comunidad Valenciana, 
donde más de la mitad del electorado ha-
cía un balance positivo de la presidencia 
(Figura 1). Solamente en la Comunidad de 
Madrid, Cantabria o Extremadura, predo-
minaban los juicios negativos, a menudo 
vinculados a una mala valoración de la 
persona que ocupaba la presidencia au-
tonómica. Desde esta perspectiva, no era 
de esperar un fuerte realineamiento elec-
toral en la mayoría de esas Comunidades.

Sin embargo, estas elecciones signifi-
caban también la primera oportunidad 
desde la formación del gobierno de coa-
lición de Sánchez para que la mayoría 
del electorado español pudiera expresar 
en las urnas su posición respecto a la 
política general del gobierno central, 
especialmente entre aquellos electores 
más críticos con su gestión y guiados 
por una fuerte polarización respecto a 
la personalidad del Presidente Sánchez. 
Con ello, los dirigentes autonómicos 
corrían el riesgo de una nacionalización 
de sus campañas electorales que eclip-
sase el juicio sobre su acción de gobier-
no y favoreciese el uso del voto como 
castigo al Gobierno central (Garmen-
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Navarra (PSOE)

Castilla-La Mancha (PSOE)
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Murcia (PP)
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Figura 1: Valoración de la gestión de la presidencia autonómica en el último año.
Fuente: Elaboración propia con datos extraídos del Estudio CIS 3386 Macroencuesta sobre tendencias en voto autonómico, diciembre 2022. 

Nota: Entre paréntesis, el partido que tenía la presidencia en cada Comunidad. 
Nota: PRC (Partido Regionalista de Cantabria).



4. LAS DINÁMICAS CENTRÍFUGAS DE LA COMPETENCIA POLÍTICA Y LOS PACTOS DE GOBIERNO

89

dia Madariaga y Riera, 2024). De he-
cho, Sánchez aceptó ese planteamiento 
electoral como una suerte de plebiscito 
contra él y centró su participación en 
la campaña electoral enfatizando las 
medidas y promesas lanzadas desde el 
Gobierno central, en detrimento de la 
atención a la gestión específica realiza-
da por los diferentes ejecutivos autonó-
micos. Además, lo hacía en un contexto 
de disensiones internas entre sus socios 
de gobierno, con la mala relación entre 
Sumar y Podemos.

El resultado de las elecciones confir-
mó las dos tendencias, contradictorias 
entre sí. El PSOE mantuvo unos niveles 
de apoyo similares a los de 2019, con le-
ves retrocesos y algunos avances, pero 
sin romper las fronteras entre bloques 
electorales. No obstante, ese resultado 
no fue suficiente para compensar el 
notable aumento del voto a PP y Vox, 
que se beneficiaron de la movilización 
de abstencionistas y de la desaparición 
de Ciudadanos, reduciendo los costes 
que había comportado la falta de coor-
dinación electoral en la derecha en las 
anteriores elecciones (Field y Alonso, 
2023). Además, la resistencia del PSOE 
no se vio correspondida con la de sus 
socios parlamentarios, que experimen-
taron retrocesos sensibles en todas las 
autonomías. La suma de ambas tenden-
cias propició una victoria sin oleada 
electoral del bloque de la derecha en 
la mayoría de territorios que dio lugar 
a un vuelco institucional en casi todos 
los gobiernos autonómicos debido a 

pequeños reequilibrios entre bloques. 
Esta misma situación se dio en unas 
pocas decenas de las principales ciuda-
des y capitales de provincia españolas, 
en las que la suma de PP y Vox forzaron 
la alternancia en alcaldías de izquier-
das (como Valencia, Valladolid, Burgos, 
Guadalajara, Toledo o Ciudad Real, o 
Sevilla, donde los votos de Vox no resul-
taron necesarios).

El alcance de esta recomposición gu-
bernamental en las comunidades au-
tónomas queda reflejado en la Tabla 1. 
De las 12 Comunidades que celebraron 
elecciones, solamente Asturias, Nava-
rra y Castilla-La Mancha conservaron 
ejecutivos de izquierda con los mismos 
presidentes socialistas al frente y con 
los mismos socios parlamentarios o de 
gobierno. En las nueve autonomías res-
tantes se formaron mayorías de derecha: 
a las ya existentes de Madrid y Murcia, 
se sumaron las siete restantes donde se 
produjo una alternancia en el ejecutivo. 
Es importante subrayar que de este rea-
lineamiento solo surgieron tres mayo-
rías absolutas: Comunidad de Madrid y 
La Rioja (donde la fortaleza del PP dejó 
poco espacio a Vox) y Castilla-La Man-
cha, cuyo presidente socialista se carac-
teriza por tomar una distancia crítica 
respecto a la política de Sánchez. En el 
resto de Comunidades, se tuvieron que 
pactar gobiernos en minoría (Baleares 
o Cantabria) o de coalición. En ningún 
caso se planteó la posibilidad de grandes 
coaliciones compuestas por los dos prin-
cipales partidos.
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Tabla 1: Gobiernos de las comunidades autónomas surgidos de las elecciones de mayo de 2023.
Fuente: Elaboración propia.

Nota: CxAst (Convocatoria por Asturias); CC (Coalición Canaria); AHÍ (Agrupación Herreña Independiente); GB (Geroa Bai);  
CN-ZN (Contigo Navarra-Zurekin Nafarroa).

Comunidad 
autónoma

Gobierno 
composición

Tipo de 
gobierno

Fecha acuerdo/
investidura

Días elección/
investidura

Extensión 
acuerdos 
(palabras)

Participación 
de Vox

Aragón PP + Vox Coalición 
con mayoría

3 agosto
11 agosto

75 3724 Acuerdo de 
investidura, 

participación 
en el gobierno y 
Presidencia del 

Parlamento

Asturias PSOE + CxAst Coalición 
con mayoría

22 julio
19 julio

52 1405 Votó en contra. 
En la oposición

Baleares PP Minoría 29 junio
6 julio

39 6321 Acuerdo de 
investidura y 

Presidencia del 
Parlamento

Canarias CC + PP + 
AHÍ

Coalición 
con mayoría

6 junio
12 julio

55 6912 Votó en contra. 
En la oposición

Cantabria PP Minoría 13 junio
3 julio

36 2093 Votó en contra. 
En la oposición

Castilla- 
La Mancha

PSOE Mayoría 6 julio 39 - Votó en contra. 
En la oposición

Extremadura PP + Vox Coalición 
con mayoría

30 junio
14 julio

47 2605 Acuerdo de 
investidura y 

participación en 
el gobierno

Madrid PP Mayoría 22 junio 25 - Se abstuvo en la 
investidura. En la 

oposición

Murcia PP + Vox Coalición 
con mayoría

5 septiembre
7 septiembre

102 2019 Acuerdo de 
investidura y 

participación en 
el gobierno

Navarra PSOE + GB + 
CN-ZN

Coalición 
en minoría

7 agosto
15 agosto

79 16.311 Votó en contra. 
En la oposición

La Rioja PP Mayoría 28 junio 31 - Votó en contra. 
En la oposición

Comunidad 
Valenciana

PP + Vox Coalición 
con mayoría

13 junio
13 julio

46 1681 Acuerdo de 
investidura, 

participación 
en el gobierno y 
Presidencia del 

Parlamento



4. LAS DINÁMICAS CENTRÍFUGAS DE LA COMPETENCIA POLÍTICA Y LOS PACTOS DE GOBIERNO

91

Esto abrió la puerta a la expansión de 
la influencia de Vox en la arena autonó-
mica. La única excepción se dio allí don-
de el PP tenía la posibilidad de formar 
mayorías parlamentarias con actores 
regionales de centro-derecha fuertes. 
Así, formó un gobierno de minoría con 
el apoyo del Partido Regionalista de 
Cantabria y se sumó a un gobierno de 
coalición encabezado por los naciona-
listas canarios, lo que suscitó en am-
bos casos el voto en contra de Vox en 
la investidura. En las otras autonomías 
donde pudo desalojar al PSOE del go-
bierno, lo hizo de la mano de pactos de 
legislatura con Vox. Mientras que en 
Baleares consiguió que Vox accediera 
solo al apoyo parlamentario, en el resto 
el PP se vio forzado a ceder puestos de 
gobierno dentro de una coalición con la 
derecha radical.

Aunque el PP ya había permitido 
el acceso de Vox al Gobierno de Casti-
lla-La Mancha tras las elecciones del 
2022 en aquella Comunidad, los nuevos 
pactos marcaron un avance de Vox en la 
expansión institucional y en su capaci-
dad de influir sobre la agenda política 
de los ejecutivos autonómicos. Además, 
el proceso de negociación generó ten-
siones entre la dirección nacional del 
PP y los líderes regionales encargados 
de llevar las conversaciones, que en un 
primer momento procedieron sin una 
estrategia común. Esto resultó especial-
mente delicado tras la decisión de Sán-
chez, anunciada el día después de los 
comicios, de avanzar las elecciones ge-

nerales al 23 de julio, con el fin de hacer 
coincidir la campaña electoral con las 
negociaciones para formar gobiernos 
entre PP y Vox a nivel autonómico. De 
esta forma, el PSOE esperaba movilizar 
al electorado de izquierdas que se había 
abstenido el 28 de mayo y que veía con 
inquietud los pactos entre las formacio-
nes de la derecha (Rodon y Rodríguez, 
2023, p. 342).

Este contexto incentivó la acelera-
ción de los pactos en la derecha, pero 
no redujo las dificultades en conseguir-
los. El primer pacto en cerrarse con Vox 
fue impulsado por el PP valenciano por 
sorpresa, dos semanas después de las 
elecciones, y sin apenas contar con la di-
rección nacional del partido, lo que cau-
só malestar interno (Méndez, 2023). Por 
eso, el equipo de Feijoo trató de aumen-
tar el control sobre el resto de acuerdos 
y de agilizar su resolución para reducir 
las interferencias en la campaña de las 
generales. Pero no pudo evitar nuevas 
polémicas. En Extremadura, la dirección 
tuvo que forzar a la candidata a la pre-
sidencia a aceptar el pacto, que inicial-
mente rechazaba. En Baleares, Vox tuvo 
que renunciar a entrar en el ejecutivo a 
cambio de que el PP aceptara mayores 
concesiones en políticas controvertidas, 
como la lingüística. Fruto de estas polé-
micas, en Aragón y Murcia los pactos se 
postergaron hasta pasadas las elecciones 
generales.

La actuación de Vox estuvo condicio-
nada por el dilema entre el acceso a car-
gos y la influencia en políticas públicas, 
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como se refleja en el contenido de los 
acuerdos. A diferencia del ciclo anterior 
(Field y Alonso, 2024), Vox se encontraba 
en esta ocasión más interesado en favo-
recer el acceso a cargos que la simple de-
fensa de políticas, ya que la desaparición 
de Ciudadanos y el alto apoyo electoral 
obtenido le generaba incentivos para 
consolidar esa fuerza mediante la parti-
cipación en los gobiernos. No obstante, 
esto no significa que Vox estuviera dis-
puesto a asumir renuncias en algunas 
de sus prioridades programáticas, que 
condicionaron los pactos: reversión de 
políticas feministas, política lingüística 
en el ámbito educativo en la Comuni-
dad Valenciana y Baleares, cuestiones de 
identidad y memoria histórica. En gene-
ral, los pactos entre PP y Vox tuvieron 
mucha menor extensión que los que el 
PSOE o el propio PP tejieron con otras 
fuerzas políticas en Navarra o Canarias 
(Tabla 1). La excepción fue precisamente 
el pacto en las Baleares, más extenso que 
los otros pactos con Vox, donde este par-
tido no entró en el ejecutivo.

4.3 LA CONSOLIDACIÓN DE LOS 
BLOQUES EN LA ARENA ESTATAL

El ciclo electoral continuó con las elec-
ciones generales anticipadas. Cuando 
elecciones de diversos niveles se suceden 
en un espacio corto de tiempo, el orden 
tiene importancia, porque puede con-
dicionar la movilización de los diferen-
tes electorados o su orientación del voto 
(Dandoy y Schakel, 2013). Ese mecanismo 

fue tenido en cuenta cuando, al día si-
guiente de las elecciones autonómicas y 
municipales, Sánchez decidió anticipar al 
23 de julio las elecciones generales, previs-
tas inicialmente para finales de año, con 
el objetivo de solicitar una “clarificación” 
sobre las preferencias de los votantes.

Detrás de la reacción de Sánchez ha-
bía una gran disyuntiva sobre cómo in-
terpretar los resultados de mayo. Una 
primera reacción por parte de políticos 
y analistas fue leer el 28 de mayo como el 
inicio de un cambio de ciclo basado en la 
expansión de la derecha en detrimento 
de una izquierda castigada por parte de 
un electorado que rechazaba sus políti-
cas. Quienes compartían esta lectura ha-
bían sido persuadidos por el alcance del 
vuelco gubernamental en municipios y 
autonomías, al que veían como un an-
ticipo de lo que sucedería en el ámbito 
estatal. Sin embargo, había margen para 
una segunda lectura, más matizada, que 
no perdía de vista la persistencia de los 
bloques electorales, y entendía el 28 de 
mayo como una victoria electoral ajusta-
da, producto de la nacionalización de la 
campaña y de otros aspectos circunstan-
ciales, antes que un realineamiento ge-
neral del electorado. Desde esta segunda 
lectura, el vuelco gubernamental produ-
cido sobredimensionaba los movimien-
tos entre electores y podría producir 
fácilmente una reacción entre los votan-
tes menos movilizados de la izquierda y 
preocupados por el ascenso de Vox, al 
comprobar las consecuencias políticas 
de su desmovilización.
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La campaña electoral contrapuso am-
bas lecturas, sobre las que se construye-
ron los discursos de campaña de PP y 
PSOE, respectivamente. El esperado so-
lapamiento de la campaña con los pro-
cesos de negociación de los gobiernos 
autonómicos entre PP y Vox hicieron el 
resto. En este contexto, cobraron espe-
cial relevancia las estimaciones sugeri-
das por el centenar y medio de encuestas 
de opinión publicadas entre la convoca-
toria y las elecciones. Esta acumulación 
de pronósticos infraestimó sistemática-
mente el apoyo al PSOE, mientras que 
sobrestimaba la representación parla-
mentaria que podrían obtener PP y Vox 
(Bartomeus, 2023).

Los resultados confirmaron las ten-
dencias que se venían observando a lo 
largo de la legislatura (la primacía del PP 
gracias a la desaparición de Ciudadanos, 
la resistencia de Vox, la lealtad del votan-
te del PSOE y el declive gradual de los ac-
tores a su izquierda) y desmintieron los 
pronósticos generados por las encuestas 
de las últimas semanas (que de todo ello 
resultaría una mayoría absoluta de PP y 
Vox). Los diversos análisis de esas elec-
ciones subrayan el retorno de algunas 
pautas del sistema de partidos tradicio-

nal (Alonso y Field, 2023; Rodon y Ro-
dríguez, 2023; Verney y Field, 2024).

Quizá el aspecto más importante tras 
los resultados del 23 de julio es que se 
exhibieron en su máxima expresión las 
implicaciones de la organización en-
tre bloques del sistema de partidos ac-
tual, caracterizado, por un lado, por una 
competencia centrífuga y un bajo nivel 
de movilidad de votantes entre bloques 
(en 2023 se produjo el segundo registro 
más bajo desde 2008), y por otro lado, 
por una política de exclusiones que res-
tringe la posibilidad de pactos cruzados. 
Una de las derivadas más ilustrativas de 
la competencia centrífuga producida 
por esta política entre bloques se ob-
serva en el apoyo a PP y PSOE entre los 
votantes que se ubican ideológicamente 
en las posiciones de centro. Como se ob-
serva en la Figura 2, la suma de ambos 
partidos no alcanzó en 2023 el 50% de 
ese espacio, en contraste con el periodo 
1993-2011, marcado por una fuerte diná-
mica de competición centrípeta. Aun-
que los dos partidos habían recuperado 
apoyos en el centro respecto a los mo-
mentos más bajos del último decenio, en 
ambos casos quedaban lejos de sus me-
jores resultados antes de 2015.
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Respecto a la política de exclusiones 
en los pactos entre partidos, las primeras 
implicaciones se manifestaron la misma 
noche electoral y se confirmaron en sep-
tiembre, cuando el candidato del parti-
do más votado fracasó en su intento de 
investidura parlamentaria. Aunque el PP 
intentó tejer acuerdos con algunos de sus 
socios tradicionales (PNV o Junts, en la 
medida en que esta se consideraba here-
dera del espacio de CiU) para conseguir 
los cinco escaños que le faltaban para la 
mayoría absoluta (asegurados los de Vox, 
Unión del Pueblo Navarro y Coalición Ca-
naria), la presencia de la derecha radical 
y la dura oposición pública del partido 
contra el independentismo catalán hicie-
ron imposible cualquier acuerdo.

Otra de las implicaciones de la política 
de bloques es la mejora de la posición re-

lativa del PSOE a la hora de buscar apoyos 
parlamentarios entre los grupos naciona-
listas. Mientras que, en el pasado, el papel 
de bisagra lo habían monopolizado PNV y 
Convergència i Unió (CiU), la pérdida de 
terreno de estos frente a otros naciona-
lismos de izquierdas (Bildu ‒que tras la 
desaparición de ETA se convirtió en un 
actor con potencial de coalición‒, Esque-
rra Republicana de Catalunya/ERC o Blo-
que Nacionalista Galego/BNG) hacía las 
negociaciones para formar mayorías par-
lamentarias más complejas, pero le ase-
guraba al PSOE un caudal de apoyos que 
en ningún caso podrían pactar con el PP.

En este contexto, el PSOE adoptó un 
comportamiento muy distinto del que 
había tenido tras las elecciones de 2015 y 
2019. Al mostrarse dispuesto a negociar 
con todas las formaciones que necesitaba 
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Figura 2: Porcentaje de apoyo a partidos entre votantes de las posiciones 5-6 del eje izquierda y derecha.
Fuente: Elaboración propia a partir de encuestas poselectorales del CIS (Centro de Investigaciones Sociológicas). 

Nota: CDS (Centro Democrático y Social); NC (no contesta).
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para formar mayoría, y por tanto abierto 
a abordar todas las demandas planteadas 
por estos, el PSOE trataba de evitar los es-
cenarios de bloqueo que condujeran a una 
repetición de elecciones. Es interesante 
constatar que los factores institucionales 
o políticos que en las anteriores legislatu-
ras posiblemente favorecieron el bloqueo y 
la repetición de elecciones ‒un escenario 
que muchos analistas daban por descon-
tado también ahora‒ (Simón, 2020), en 
esta ocasión no produjeron ese efecto. Po-
dría pensarse que, incluso, esos preceden-
tes ayudaron a evitar esa repetición ahora.

Evitar la repetición electoral pasaba por 
reconocer un papel especial a Junts, ya que 
el resto de formaciones ya habían formado 
parte de la mayoría parlamentaria en la le-
gislatura precedente y su mantenimiento 

parecía más sencillo de garantizar. Desde 
el primer momento, el PSOE se mostró 
predispuesto a negociar sobre aspectos de 
la agenda catalana que hasta entonces ha-
bía rechazado de plano, especialmente en 
la cuestión de la amnistía. El resultado fue 
una negociación que condujo a diversos 
acuerdos con los principales socios (Tabla 
2), en la que destacó el acuerdo con Junts 
para aprobar una ley de amnistía y una re-
forma de la financiación autonómica que 
diera a Cataluña un trato singular. Si bien 
el anuncio de estos acuerdos generó una 
fuerte controversia (en el caso de los de 
Junts y ERC) por el redactado y los relatos 
políticos que los prologaban, en general, la 
extensión y la concreción de estos acuer-
dos fue muy superior a los que se habían 
alcanzado en la legislatura anterior.

Partido Fecha del 
acuerdo

Extensión 
(palabras)

Principales medidas

Sumar 24 de octubre 12.653 Agenda de medidas económicas, sociales, de género  
y medioambientales

Junts 9 de noviembre 1544 Ley de Amnistía, y compromiso para negociar acuerdos sobre un 
cambio del modelo de financiación y avance en el reconocimiento 

nacional y el autogobierno

ERC 2 de noviembre 5196 Mejora de la financiación autonómica, traspaso íntegro  
de los servicios ferroviarios de cercanías y regionales, 

continuación en la agenda desjudicialización del procés, 
mantenimiento de la mesa bilateral de diálogo político 

PNV 10 de noviembre 3131 Reforma del autogobierno, transferencia de competencias 
diversas, especialmente en el ámbito de seguridad y económico 

BNG 2 de noviembre 1571 Transferencia de competencias incluidas en el Estatuto,  
medidas de género, e inversiones en infraestructuras

Tabla 2: Acuerdos de investidura alcanzados por el PSOE y sus socios parlamentarios.
Fuente: Elaboración propia.



INFORME SOBRE LA DEMOCRACIA EN ESPAÑA 2023

96

Las negociaciones se desarrollaron a 
un ritmo ágil. Teniendo en cuenta la in-
vestidura fallida de Feijoo, tras las elec-
ciones el Gobierno apenas estuvo en 
funciones 116 días, un tiempo sustantiva-
mente menor que en los últimos ciclos. 
Como resultado, Sánchez fue investido 
con más apoyos de los que tuvieron en 
su momento Leopoldo Calvo Sotelo en 
1981 (aunque el 23-F arrojaría luego las 
abstenciones de la primera votación a 
su favor), Felipe González en 1989, José 
Luis Rodríguez Zapatero en 2008, Ma-
riano Rajoy en 2016 o el propio Sánchez 
en la anterior legislatura. De hecho, solo 
tendría en contra al bloque formado por 
PP/UPN y Vox.

4.4 EL ESCENARIO RESULTANTE: 
INCENTIVOS CENTRÍFUGOS Y 

REFORMAS POLÍTICAS

Con la reedición del gobierno de coalición 
entre PSOE y las formaciones reunidas en 
torno a Sumar, se ponía fin al año electo-
ral, aunque no al ciclo. A pesar del fraca-
so en lograr la alternancia, el PP apostó a 
que el coste político asumido por el PSOE 
en sus nuevos pactos con el indepen-
dentismo catalán y las dificultades para 
aprobar y desplegar la amnistía acabarían 
generando un desgaste político difícil de 
soportar. De acuerdo con esa expectativa, 
la segunda parte del ciclo electoral que 
culminaría con las elecciones europeas 
en junio de 2024 podría convertirse en el 
punto de crisis de la nueva mayoría parla-
mentaria (García de Blas, 2024).

¿Hasta qué punto era esa expectativa 
coherente con el nuevo escenario políti-
co resultante de las elecciones celebra-
das en 2023? Si bien es cierto que esos 
comicios devolvieron la política española 
a un escenario en el que los dos grandes 
partidos concentran de nuevo buena par-
te del voto y de los escaños (ambas fuer-
zas volvían a superar la barrera de los 100 
escaños cada una), persisten elementos 
que nos indican que España está transi-
tando todavía de un sistema de partidos 
cercano a lo que Giovanni Sartori (1976) 
denominaba pluralismo polarizado (que 
estuvo cerca de materializarse en abril de 
2019) hacia uno de pluralismo limitado o 
moderado, sostenido sobre los dos gran-
des partidos y sus potenciales aliados.

No obstante, a finales de 2023 algu-
nos aspectos impedían todavía la recu-
peración de esa competencia centrípeta 
característica del modelo de Sartori. La 
elevada propensión a la volatilidad aún 
del voto de centro (y especialmente 
las dificultades que el PSOE tiene para 
disputarlo) obligan a los dos grandes 
partidos a atender la competición que 
promueven sus socios desde los extre-
mos (Rodríguez-Teruel, 2024). En el caso 
del PP, hemos visto cómo esto favoreció 
la proliferación de pactos con Vox en au-
tonomías y municipios (Field y Alonso, 
2024). Pero, a la vez, la fuerza relativa de 
Vox, cuando es necesaria para el PP, le 
cierra el paso al pacto con otros acto-
res moderados del ámbito regional. En 
el caso del PSOE, su bajo nivel de apo-
yo en el centro le obliga a atender con 
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mayor debilidad las demandas de sus 
aliados nacionalistas, lo que alimenta la 
suspicacia o el rechazo entre sus posibles 
votantes moderados (Garmendia Mada-
riaga y Riera, 2022). Como resultado, de 
momento, esto favorece discursos pola-
rizadores contra los aliados del bloque 
contrario (la derecha radical, el secesio-
nismo) en detrimento de una competen-
cia genuinamente centrípeta.

El escenario derivado es el de un cier-
to estancamiento de los espacios ideo-
lógicos en el electorado español. Como 
muestra la Figura 3, la existencia de blo-
ques ideológicos en el sistema de parti-
dos español no es nueva, ni su tamaño es 
diferente al que se viene manifestando 
desde hace años. Mientras que el número 
de votantes de las formaciones estatales 
de izquierda ha tendido a reducirse res-
pecto al pico que alcanzaron en la etapa 
de Zapatero, la derecha permanece estan-
cada cerca de los 11 millones de votantes. 
Es interesante constatar que, mientras la 
fragmentación en la izquierda, con la lle-
gada de Podemos, no contribuyó a dete-
ner el declive de los apoyos de ese bloque 
(en favor de la izquierda periférica o del 
abstencionismo), la aparición de nuevos 
partidos en la derecha sí ha permitido 
mantener su número de votos.

En último extremo, el empate relativo 
entre ambos bloques ideológicos deja la 
formación de gobiernos a expensas de la 
posible desmovilización de votantes de 
alguno de los dos bloques (como sucedió 
en 2000 y 2011 en la izquierda). En con-
textos de alta movilización, las mayorías 

parlamentarias seguirán dependiendo 
de los pequeños partidos de ámbito no 
estatal. Además, como hemos comenta-
do anteriormente, los reequilibrios en-
tre las diferentes fuerzas nacionalistas 
reducen las opciones de cooperación 
con la derecha tradicional, especialmen-
te mientras Vox sea un actor influyente.

En este punto, es importante valorar 
el impacto que ha tenido la política de 
normalización desplegada en Cataluña 
por el Gobierno de Sánchez, incentivado 
por sus pactos con ERC y Junts. Si la cri-
sis territorial en Cataluña fue un factor 
clave en la división de la derecha y el des-
pegue de Vox (Rodríguez-Teruel, 2020; 
Turnbull-Dugarte, 2019), cabría esperar 
que su apaciguamiento favoreciera al PP 
frente a este último.

En ese sentido, el hecho de que los 
diversos acuerdos del PSOE y su gobier-
no en materia de desjudicialización del 
asunto catalán se hayan producido en el 
marco de las negociaciones de investidura 
ha favorecido un discurso deslegitimador 
por parte de la oposición. No obstante, a 
la luz de la evolución del último decenio, 
resulta interesante señalar el contraste 
entre la incapacidad de llegar a acuerdos 
entre los grandes partidos para impulsar 
reformas y políticas de largo alcance, in-
cluso a pesar del protagonismo que tuvo 
Ciudadanos durante los últimos años, y 
el papel impulsor que han tenido las in-
vestiduras como mecanismo facilitador 
de acuerdos. No se trata de un aspecto 
novedoso, porque la política española 
ha sido propensa a los pactos y acuerdos 
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mediante intercambios multinivel alcan-
zados normalmente en contextos de in-
vestidura y de necesidad parlamentaria 
(Field, 2016). Pero resulta paradójico que 
haya sido precisamente la política de blo-
ques la que ha podido favorecer decisio-
nes de alto riesgo político en los últimos 
años, a pesar de darse en un contexto de 
polarización partidista. El contrapunto a 
esta práctica es el riesgo de que se insta-
le un discurso de deslegitimación insti-
tucional en la oposición ante la falta de 
participación en reformas y cambios de 
reglas y procedimientos sustanciales para 
el sistema político.

4.5 CONCLUSIONES

1.	 El ciclo electoral iniciado el año 2023 
consolidó la recuperación de los dos 
grandes partidos en sus respectivos 
espacios electorales. En un contexto 
internacional de declive y crisis de las 
fuerzas políticas tradicionales, la re-
sistencia de PP y PSOE aparece como 
uno de los pocos casos de estabilidad 
y adaptación de estas fuerzas. Ambos 
partidos han experimentado situa-
ciones comunes durante estos años 
(aplicación de medidas de democra-
cia interna, crisis internas de lideraz-
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go, pérdida de apoyos en el electorado 
de centro, aparición de nuevos com-
petidores en sus márgenes extremos). 
No obstante, el anclaje de su voto, sus 
estructuras territoriales, de partido y 
de gobierno, y las reglas electorales 
les han ayudado a contener el auge 
de las nuevas formaciones políticas.

2.	 En paralelo, este ciclo ha certificado el 
fracaso de los nuevos partidos como 
proyectos orientados a reemplazar a 
PP y PSOE. La crisis de Podemos y la 
desaparición de Ciudadanos son casos 
ejemplares de los límites experimen-
tados por la nueva política que irrum-
pió en la década pasada. La creación 
de Sumar como instrumento para vin-
cular una difícil unidad a la izquierda 
del PSOE sirvió para contener la caída 
de apoyos en el nivel estatal, pero no 
para evitar el vuelco institucional en 
las arenas autonómica y municipal. 
De momento, Vox logró resistir en 
las elecciones de 2023, y pasó de una 
estrategia basada en los votos y la in-
fluencia política a otra que priorizaba 
el acceso a cargos de gobierno.

3.	 A diferencia de ciclos anteriores, en 
esta ocasión, los principales actores 
implicados en la formación de ma-
yorías de gobierno supieron evitar el 
bloqueo. A pesar de que se daban pa-
rámetros similares a los que en 2015 y 
2019 habían favorecido el fracaso de las 
investiduras y la repetición de las elec-
ciones, en 2023 tanto en la formación 
de mayorías parlamentarias autonó-
micas como, sobre todo, en la negocia-

ción para una mayoría en el Congreso, 
los partidos tradicionales fueron capa-
ces de abrir pactos con fuerzas nuevas 
para iniciar la legislatura.

4.	 En el ciclo de 2023, las investiduras 
han aparecido, una vez más, como el 
principal mecanismo para favorecer 
acuerdos y coaliciones que impulsen 
reformas y agendas políticas de cambio 
(en un sentido ideológico u otro). Fren-
te a posiciones que consideran que la 
negociación sobre ciertas políticas y 
cuestiones controvertidas no debería 
darse en el marco de investiduras, la 
política española sigue demostrando 
que las investiduras parlamentarias 
son una ventana de oportunidades 
prolífica para promover cambios polí-
ticos relevantes, aunque a menudo sin 
buscar el consenso con la oposición o 
adoptando acuerdos que suscitan re-
chazo social en el resto de votantes.

5.	 El riesgo de impulsar tales acuerdos 
sin contar con la oposición durante 
la tramitación posterior es la propaga-
ción de discursos de deslegitimación 
por quienes quedan fuera de las ma-
yorías. El año político de 2023 mostró 
algunos episodios de creciente crispa-
ción social impulsada desde la oposi-
ción (relacionados con la amnistía o la 
política de género). Cabe plantearse si 
esta crispación es el resultado inevita-
ble de la competición política en un 
contexto de política de bloques, o bien 
si refleja la opción de un comporta-
miento gubernamental poco recepti-
vo ante las demandas de la oposición.
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No me fui a la Luna, me fui más lejos.
Porque el tiempo es la distancia más larga 

entre dos puntos
Tennessee Williams, El zoo de cristal

5.1 INTRODUCCIÓN

El año pasado, la Fundación del Español 
Urgente (Fundéu RAE), una organiza-
ción promovida por la Real Academia de 
la Lengua y la Agencia EFE con el objeti-
vo de “impulsar el buen uso del español 
en los medios de comunicación”, eligió 
“polarización” como palabra del año por 
su “elevada presencia en los medios de 
comunicación durante los últimos me-
ses”, como concepto que alude a “situa-
ciones en las que hay dos opiniones o 
actividades muy definidas y distanciadas 
(en referencia a los polos), en ocasiones 
con las ideas implícitas de crispación y 
confrontación (…). Es habitual encontrar 
en los medios, ejemplos que aluden a 
diversas formas de polarización a nivel 
mundial: la polarización de la sociedad, 
de la política, de la opinión pública, de 
las posturas en las redes sociales, etc.”.

La elección del concepto responde a 
un hecho incuestionable que se ha ido 
observando en la última década, por un 
lado, y a la ingente cantidad de literatu-
ra, científica1 o de divulgación, que hace 
referencia al concepto “polarización” 
como expresión de ese contexto, lo cual 
ha acabado calando en los medios de co-
municación. Vivimos, pues, en un mun-

do polarizado, es decir, un mundo que 
tiende a configurarse en base a la com-
petencia descarnada entre dos opciones 
antagónicas, situadas en las antípodas, y 
que no aceptan la legitimidad de la con-
traria, creando un escenario de pugna 
permanente sin posibilidad de solución 
aparente.

Este concepto, como señala la Fundéu 
RAE, no pertenece solo a la arena políti-
ca, sino que se ha expandido a lo largo y 
ancho del tejido social y de la actividad 
humana. Su presencia es visible en todos 
los ámbitos, desde la geopolítica hasta la 
comunicación, desde los estilos de vida 
a las opiniones sobre cualquier tema. El 
mundo entero, por decirlo así, se nos 
ha ido polarizando a lo largo de los últi-
mos años, lo cual es aún más impactante 
porque veníamos de una etapa histórica 
en la que dominaban las fuerzas centrí-
petas, hasta el punto de hacernos creer 
que la lógica histórica empujaba a la hu-
manidad “indefectiblemente” hacia un 
mundo cada vez más alejado de la con-
frontación, un mundo que se basaba en 
un consenso general en torno a un siste-
ma de valores ampliamente compartido 
y sobre el cual no existía un disenso sig-
nificativo (Fukuyama, 1992).

La polarización nos encontró con la 
guardia baja y no supimos darle una ex-
plicación en los primeros compases, a pe-
sar de que se acumulaban las evidencias 
de que algo estaba cambiando profunda-
mente la naturaleza de nuestro mundo. 

1.	 En esta publicación, en su edición de 2020: “La polarización política en España”, de Mariano Torcal.
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Fueron los años en los que todo lo que 
“no podía pasar”, efectivamente pasaba. 
El triunfo del Brexit, la victoria de Trump, 
la aparición exitosa de nuevas fuerzas po-
líticas y la subsiguiente caída de las fuer-
zas centrales del sistema político.

La idea de la polarización da sentido 
a este cambio de raíz, apuntando direc-
tamente a la transformación de nuestra 
realidad, al triunfo de fuerzas centrífugas 
y a la articulación de espacios cerrados, 
ubicados en los extremos del sistema, 
con capacidad de atraer a una cantidad 
ingente de individuos y, al hacerlo, mo-
dificar de forma evidente el equilibrio 
social y político2.

5.2 LAS RAÍCES 
DE LA POLARIZACIÓN

La naturaleza telúrica de la polarización 
hace difícil discernir sus orígenes, aun-
que es algo a lo que el ámbito académico 
ha dedicado grandes esfuerzos. Por un 
lado, parece evidente que la crisis mun-
dial de 2008 es en parte responsable de la 
transformación de nuestro mundo, aun-
que algunos estudios indicarían que la 
polarización ya había surgido antes (Kle-
infeld, 2023), tan pronto como a princi-
pios de los años noventa. En España, un 
rastro de ello lo podemos encontrar en 
la llamada “legislatura de la crispación”, 
de 1993 a 1996, cuando el estilo opositor 
del Partido Popular muestra alguno de 

los rasgos que posteriormente se asocia-
rán a la polarización.

Sin embargo, no es hasta la crisis glo-
bal cuando se empieza a entender el nue-
vo mundo que surge de ella como un 
escenario dominado por las tensiones 
centrífugas y las posiciones radicalizadas, 
a veces situadas en los confines del sis-
tema, cuando no directamente fuera de 
él, y proponiendo hasta cierto punto su 
desmantelamiento. La consecuencia de 
la crisis financiera es lo que se vino a lla-
mar una crisis de representación política 
que afectó a prácticamente todas las de-
mocracias (y a algunos regímenes no de-
mocráticos, como los países árabes), que 
vieron surgir opciones definidas como 
anti-establishment con capacidad de re-
unir a un número importante de apoyos.

Este éxito (en algunos casos relativo, 
en otros absoluto) va más allá de unas 
circunstancias particulares del ámbito 
económico o político y apunta a algo 
más amplio. La crisis derivada del co-
lapso financiero global no solo ponía en 
cuestión el manejo económico mundial 
y el papel de los gobiernos en él, sino que 
implicaba la impugnación de algunos de 
los elementos centrales del sistema de 
valores que daba sentido al sistema polí-
tico y social nacido a finales de los años 
setenta. Lo cual, a su vez, implicaba un 
colapso más profundo que un simple re-
emplazo de unos partidos por otros o de 
una élite social por otra. Era el propio 

2.	 Para un análisis de la situación española a este respecto en base a las elecciones del año 2023, se recomienda leer, si no se ha hecho ya, 
el capítulo 4 de este mismo informe.
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núcleo del sistema y sus valores esencia-
les los que se ponían en cuestión. Una 
parte significativa de la población enten-
dió, a raíz de la crisis, que se habían aca-
bado las seguridades que daba el sistema 
y que su posición social y económica es-
taba en entredicho y se había hecho más 
incierta. De ahí el triunfo de las propues-
tas que impugnan al sistema en su tota-
lidad, el trasvase de apoyo de las fuerzas 
centrales a las opciones periféricas que 
propugnan salidas del sistema de mayor 
o menor alcance.

En este sentido, la tendencia polariza-
dora se explica como reacción a una eta-
pa, la previa a 2008, dominada por las 
fuerzas moderadas centrípetas, aquello 
que llegó a denominarse “el pensamien-
to único” (Ramonet, 1995), y su derivada 
factual, la “corrección política”. A par-
tir de la quiebra que significó 2008, el 
mundo gira en sentido contrario, hacia 
la fragmentación polarizada, hacia los 
extremos.

Esta tendencia, sin embargo, no pue-
de entenderse completamente si solo 
nos fijamos en el punto de vista político. 
El triunfo de las opciones antisistema no 
es entendible sin apuntar a otro fenóme-
no coetáneo, que es la fragmentación de 
los medios de comunicación y la crisis 
de los agentes intermedios. Sin ello, se-
guramente la polarización no hubiese 
sido posible, o no en la medida en que se 
ha producido.

La fragmentación del espacio de co-
municación, que es anterior a la irrup-
ción de las redes sociales, favorece la 

desarticulación del espacio social. De 
alguna manera coadyuva a la centrifuga-
ción de la sociedad, haciendo posible la 
coexistencia de entornos independientes 
entre sí, autosuficientes y retroalimenta-
dos, que son la base de la polarización, 
en forma de burbujas y cámaras de eco. 
Su irrupción no responde tanto a un in-
terés político por fragmentar la sociedad 
como a la adaptación a un nuevo esce-
nario en el que los grupos empresariales 
no pugnaban entre sí por la mayoría de 
la audiencia, sino que buscaban la fideli-
zación de microaudiencias, a las que ha-
bía que nutrir de contenidos definidos 
para su perfil. Es un cambio del modelo 
de negocio (Verdier y Missika, 2023) que, 
sin embargo, va mucho más allá de las 
propias empresas y tiene un impacto so-
cial y político de largo alcance.

Esta transformación, que es como se 
ha dicho anterior a la irrupción de las 
redes, conduce a las empresas de comu-
nicación (principalmente, las cadenas 
de televisión) a definir una programa-
ción singular para capturar un “nicho de 
mercado” que tal vez no sea muy nume-
roso, pero que puede resultar muy fiel. 
El modelo de negocio de las grandes ca-
denas que predominaron entre los años 
sesenta y la primera década del nuevo si-
glo las llevaba a hacer una programación 
“para todo el mundo”, con el objetivo 
empresarial de conseguir la mayor por-
ción de la audiencia posible. En el nuevo 
contexto las cadenas se especializan, con 
lo que su programación va dirigida a un 
segmento (target) específico, al que se le 
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ofrece una programación hecha a medi-
da para facilitar su fidelización.

La aparición de las redes sociales am-
plifica e intensifica esta tendencia, que 
conlleva la creación de nichos fieles a 
los que se alimenta con productos de 
su agrado. La introducción del algorit-
mo como mecanismo de selección de 
los contenidos a los cuales acceden los 
usuarios representa un paso más allá en 
la misma dirección. Así, el espacio co-
municativo se hace más plural, pero me-
nos compartido, más fragmentado y, a la 
vez, más cerrado.

Esta tendencia se vincula con un an-
sia extendida entre los individuos por 
juntarse, formar comunidades y perte-
necer. Esto es una derivada de la crisis 
de 2008, que dejó a la intemperie al in-
dividuo emancipado de los noventa, lo 
cual le impulsó a buscar un refugio en el 
cual sentirse seguro.

5.3. LAS CONSECUENCIAS 
DE LA POLARIZACIÓN

La crisis del sistema y la fragmentación 
del espacio comunicativo favorecen la 
polarización, en el sentido en que favore-
cen a las fuerzas centrífugas mediante la 
debilitación de los “espacios de encuen-
tro”. A ello contribuye también la crisis 
de la autoridad y de los agentes inter-
medios, esos que ordenaban el discurso 
social, priorizando y jerarquizándolo. En 
los últimos años, la burbujización de la 
sociedad ha llevado a una crisis de los es-
pacios comunes, que implica una crisis 

también del consenso y de la posibilidad 
de llegar a acuerdos.

En este sentido, la polarización ideo-
lógica, la aparición de nuevas formacio-
nes políticas en los márgenes del sistema 
e incluso la radicalización de formacio-
nes que anteriormente habían ocupado 
un espacio central (el caso de CiU en Ca-
taluña a partir de 2012 es paradigmáti-
co), podría responder simplemente a un 
proceso de adaptación al nuevo contex-
to. En un mundo del que ha desapareci-
do el “gran centro” que había dominado 
el juego político en los últimos cuarenta 
años, los partidos también buscan (como 
los medios) capturar una audiencia lo 
más fiel posible, y eso pasa indefectible-
mente por transformar su mensaje y sus 
propuestas. Si en los noventa se hablaba 
de viajes al centro, de terceras vías, aho-
ra lo que parecería conveniente para un 
partido sería la tendencia contraria.

Esto también implica una idea de 
fondo, y es que la política posiblemen-
te haya perdido parte de su capacidad 
de arrastre social, en el sentido de que 
la política actual va a remolque, se adap-
ta a una realidad que le es impuesta, es 
hasta cierto punto incapaz de consolidar 
un espacio de liderazgo desde el que mo-
dular el debate público. Parte de ello se 
explica por la pérdida de preeminencia 
de la política en este nuevo mundo, en 
parte por la propia crisis de sistema y en 
parte por la desaparición de los agentes 
ordenadores de la conversación públi-
ca, que se ha hecho más fragmentaria y 
menos jerarquizada. Además, hoy los ac-
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tores políticos deben pugnar por la aten-
ción de una ciudadanía a la que le llegan 
centenares de estímulos al minuto de 
las más diversas índoles, imposibles de 
ordenar y jerarquizar (ya lo hace el algo-
ritmo, siguiendo criterios puramente de 
oportunidad comercial).

La lucha descarnada por la atención 
ha modificado la manera en que la políti-
ca se presenta ante el ciudadano. Es una 
política obligada a ser más mundana, que 
ha perdido su pedestal, que se ha desa-
cralizado y popularizado, adentrándose 
más en un camino que ya se inauguró 
con la aparición de la televisión. Desde 
entonces la política tiene una parte de es-
pectáculo, de imagen más que de discur-
so. La actual fragmentación comunicativa 
ha obligado a la comunicación política a 
priorizar mensajes de tipo espectacular y 
apocalíptico, con el único objetivo de po-
der capturar la atención de la ciudadanía 
aunque sea por un segundo.

En este sentido, es posible entender 
que los políticos en realidad “no quie-
ren” polarizar el debate público, pero 
han entendido que para “existir”, eso es, 
para “aparecer” en el radar del ciudada-
no, necesitan adaptarse a ese nuevo mar-
co comunicativo, necesitan pugnar en 
ese griterío permanente con todos los 
demás participantes, con lo cual se ven 
“obligados” a lanzar propuestas cada vez 
más sorprendentes, con el único objeti-
vo de que capten la atención. 

Por eso, en cierta medida es por lo 
que las opciones freak triunfan, porque 
rompen la monotonía comunicativa y 

consiguen llegar al ciudadano. En ese 
momento, todos los partidos y líderes, 
sean de la fuerza que sean, se ven arras-
trados a adoptar el mismo modelo. Al ha-
cerlo, arrastran a los electores, de manera 
que pasamos de lo que se llama polariza-
ción ideológica a la polarización afectiva. 
Es decir, a la creación en la sociedad de 
trincheras de opinión, agregaciones de 
individuos que se entienden como un 
grupo de afinidad enfrentado a otro que 
defiende la posición contraria y al cual 
no se le reconoce legitimidad. De manera 
que la pugna que se establece entre ellos 
es esencial, identitaria, y no existe acuer-
do posible. Son o ellos o nosotros.

Esta configuración polarizada de la 
sociedad y del campo político responde a 
la creciente desaparición de los espacios 
de encuentro, ya sea en el campo mediá-
tico o en el propio campo espacial, en 
el que se da una auténtica segregación 
geográfica, con la “especialización” de 
barrios, lo que conlleva una especializa-
ción de todos los ámbitos de vida social 
(la consabida segregación escolar, por 
ejemplo). Esa distancia creciente entre 
segmentos sociales refuerza la polariza-
ción, hasta el punto de que no se con-
cibe la propia existencia del otro, o que 
sus opciones vitales y políticas obedez-
can a una elección racional y libre. Un 
partidario de la derecha puede conside-
rar inconcebible que alguien en su sano 
juicio vote a la izquierda, y lo mismo en 
sentido contrario. El solo hecho de in-
tentar comprender las opciones del otro 
se considera traición al propio grupo. De 
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ahí que, en los últimos años, en lo que 
respecta al voto, se haya normalizado el 
argumento del voto “emocional”, con-
traponiéndolo al “racional”, para expli-
car según qué opciones electorales.

Como consecuencia de todo ello, en 
los últimos años encontramos una para-
doja: en una sociedad cada vez más plu-
ral, que admite cada vez más expresiones 
diferentes, hay cada vez menos capacidad 
de entender y aceptar ese pluralismo, así 
como de construir, a partir de ahí, un 
todo capaz de englobar a todas esas op-
ciones. Esto, obviamente, repercute en 
el tipo de democracia en la que vivimos: 
una en la que las partes no otorgan legiti-
midad a la otra parte, a la cual se comba-
te sin cuartel y sin concebir la posibilidad 
de llegar a ningún acuerdo, aunque sea 
mínimo. Se impone una democracia de 
suma cero, en la que el que gana se en-
tiende legitimado para arrinconar al per-
dedor, al cual no se le otorga otra función 
que la de no entorpecer y callar. De ahí 

las tendencias refrendarias con las que 
se expresan las elecciones, o el dramatis-
mo que se aduce en los argumentos para 
evitar la victoria del otro, que indefecti-
blemente llevará al colapso o la desapari-
ción, ya sea de la democracia, de España 
o de cierta idea de sociedad.

5.4 LA DESCONFIANZA EMPODERADA. 
EL RELEVO GENERACIONAL  

EN ESPAÑA

En 2025 se cumplirán cincuenta años 
de la muerte de Franco y del inicio de la 
transición democrática, lo que no solo 
es una constatación numérica. Este lap-
so se puede contar en años como tam-
bién se puede contar en personas. Estos 
casi cincuenta años han visto desapare-
cer a catorce millones de individuos y 
aparecer a casi veinte más, sin contar 
las incorporaciones provenientes de la 
inmigración, muy notable en los últi-
mos veinticinco años (Figura 1). El re-
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(1940-1960)
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Figura 1. Población española según generaciones, 1977-2021.
Fuente: Instituto Nacional de Estadística.
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sultado es que la base humana del país 
ha cambiado profundamente. Y eso no 
es solo un número, es un mundo ente-
ro, puesto que cada individuo es tam-
bién el tiempo que le ha tocado vivir, es 
tiempo que respira, de manera que lo 
que hemos experimentado a lo largo de 
estas cinco décadas es la desaparición 
de un mundo y la aparición de otro 
(Bartomeus, 2023).

Si consideramos que tiene sentido 
decir esto, estaremos aceptando que las 
personas son, en parte, expresiones de 
un tiempo determinado, el suyo, y que 
como tales responden a él. Los catorce 
millones de electores españoles nacidos 
a partir de 1976 son los hijos e hijas de 

la democracia, crecidos en un tiempo de 
normalidad política, habituados desde 
siempre a la celebración de elecciones, 
a la presencia cotidiana de los partidos, 
de sus líderes, de la actividad parlamen-
taria. Esta cotidianeidad, sin embargo, 
no ha hecho de ellos y ellas unos ciuda-
danos especialmente proclives a la de-
mocracia. Los datos muestran cómo en 
estas cohortes la preferencia por la de-
mocracia como sistema político preferi-
do es significativamente menor a la que 
mostraban sus padres. Incluso se observa 
entre ellos una mayor preferencia por un 
sistema de tipo “autoritario”, que entre 
los nacidos a partir de 1996 llega al 14% 
del grupo (Figura 2).

En algunas circunstancias,
un gobierno autoritario
es preferible a un
sistema democrático
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Figura 2. Régimen político preferido según cohortes.
Fuente: CIS encuesta sobre hábitos democráticos, diciembre 2023.
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Dos elementos podrían explicar en 
parte esta menor predilección por la de-
mocracia entre los nacidos en ella. Por 
un lado, su perfil, por el otro, el cambio 
que ha experimentado el propio concep-
to de democracia a lo largo de las últi-
mas décadas.

Por lo que corresponde al perfil de 
esta generación de la democracia, se ob-
serva un conjunto complejo de opinio-
nes y valores. Por un lado, esta cohorte 
se muestra claramente más capaz que la 
de sus padres y madres. No solo es que 
muestren un nivel académico superior, 
sino que (tal vez relacionado con ello) se 
conciben a sí mismos como más capaces 
de entender lo que pasa en la política. 
Entienden que gozan de instrumentos 
más potentes y eficaces, hasta cierto 
punto, para intervenir en el proceso po-
lítico más allá del voto. Así mismo, y a 
diferencia de sus padres, no entienden 
que como ciudadanos ocupen una po-
sición subalterna con relación a los ac-
tores políticos, sino todo lo contrario. 
Conciben a estos como sus servidores y 
a sí mismos como “consumidores” con 
derechos.

Este empoderamiento respecto de las 
generaciones anteriores, sin embargo, va 
de la mano de una visión negativa de la 
actividad política, muy similar a la que 
mostraban sus padres y madres, lo cual 
demuestra la fuerte persistencia de los va-
lores inculcados a lo largo del franquismo. 
Así, el nuevo elector es, al igual que el vie-
jo, profundamente desconfiado respecto 
de los actores políticos, de los que siente 

un alejamiento intenso. La combinación 
de ambos aspectos ‒empoderamiento y 
desconfianza‒ hace de estas nuevas ge-
neraciones una ciudadanía exigente y a la 
vez recelosa, a diferencia de las anteriores 
generaciones, igualmente recelosas, pero 
más acomodaticias y propensas a otorgar 
a los políticos un margen de actuación 
(“ellos saben más”).

A todo ello hay que añadir un elemen-
to fundamental: el cambio en la percep-
ción de la democracia entre las viejas y 
las nuevas generaciones. Si para las pri-
meras la democracia llevaba aparejado 
el progreso económico y, por tanto, el 
acceso a ella comportaba la mejora au-
tomática del nivel de vida (“ser como 
los europeos”), para las nuevas cohortes 
eso ya no es así. Su democracia no tiene 
atributos, no va aparejada a nada simi-
lar al progreso económico. Por decirlo 
de algún modo, si para sus padres “pa-
gar el precio” de los políticos de los que 
desconfiaban valía la pena, porque com-
portaba una mejora para los ciudadanos, 
para las nuevas generaciones no existe 
tal compensación, mientras que su opi-
nión sobre los políticos no ha variado.

De todo ello se desprende una rela-
ción con el sistema democrático menos 
amable por parte de los individuos naci-
dos en él, motivo por el cual no sienten 
una predilección de base, como les ocu-
rría a sus padres, que vivieron el tránsito 
desde la dictadura. De ahí también, tal 
vez, que el impacto de la polarización 
haya encontrado terreno abonado entre 
las nuevas generaciones.
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5.5 LOS HIJOS DE LA RABIA

Los hijos e hijas de la crisis, nacidos a 
partir de 2008, son una incógnita. Los 
más mayores del grupo cumplirán los 
dieciocho en 2026 y hasta entonces no 
entrarán en el censo electoral y podre-
mos monitorizar no solo su compor-
tamiento electoral, sino sus creencias, 
valores y opiniones sobre la política y 
sobre la sociedad, de manera que será a 
partir de entonces cuando podremos sa-
ber qué tipo de individuos son y cuánto 
ha impactado en ellos la coyuntura en la 
cual han nacido y se han socializado, po-
dremos ver su “huella generacional”.

Sin embargo, antes de que accedan al 
sufragio, sabemos cuál es el mundo en el 
que han nacido y de aquí podemos em-
pezar a hacer conjeturas sobre cómo este 
mundo ha impactado en ellas y ellos. 
Son individuos nacidos en plena quiebra 
del sistema político, han vivido la pola-
rización desde su más tierna infancia, 
con los aprietos de los partidos “centra-
les” y el surgimiento exitoso de partidos 
al margen del sistema. Por encima de 
todo ello, esta cohorte nace y vive en la 
angustia de una incertidumbre existen-
cial profunda, tanto en el campo social 
(vivirán peor que sus padres), como en 
el planetario, con la amenaza de la ani-
quilación de la especie que comporta el 
cambio climático.

Todo ello hace de su mundo, el único 
mundo que han conocido, un entorno 
tenso, dominado por una rabia profun-
da, que puntualmente se expresa ya sea 

en una retórica rabiosa y desacompleja-
da o en acciones que eran sencillamente 
impensables una década atrás (pero que 
curiosamente fueron la norma en los 
años setenta: golpes de estado, atenta-
dos, violencia política). Son los hijos de 
la rabia, los nacidos en los “años peligro-
sos” (González Férriz, 2024), en el “tiem-
po extraño” (Obiols, 2023) en el que las 
democracias “mueren” (Levitsky y Zibla-
tt, 2018), en el que todo parece desmo-
ronarse y solo las opciones extremistas 
se muestran capaces de proponer solu-
ciones, a cuál más espectacular y radical.

¿Cómo impacta este escenario en las 
nuevas cohortes que en poco tiempo em-
pezarán a incorporarse al mundo adulto? 
Hay elementos que indican una cierta 
tendencia a la polarización, posiblemen-
te como respuesta adaptativa al mundo 
en el que han crecido. Curiosamente, sin 
embargo, esta adaptación toma caminos 
divergentes en función del género, algo 
que no habíamos visto en generaciones 
anteriores. Así, tanto ellas como ellos se 
sitúan en posiciones extremas respecto 
de las cohortes anteriores, pero lo que 
destaca es que estas posiciones son ra-
dicalmente distintas en función del gé-
nero, y no solo por lo que respecta a la 
opinión sobre el feminismo y la igualdad 
entre mujeres y hombres. Los datos más 
recientes muestran una tendencia con-
sistente entre las mujeres a situarse en 
posiciones más progresistas, mientras 
que los hombres de esta generación se 
sitúan claramente en la derecha, mucho 
más que sus padres o abuelos.
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Pero tal vez lo más llamativo de esta 
nueva cohorte respecto de las anteriores 
es la opinión que muestra sobre la de-
mocracia y que apuntaría también a una 
reacción ante el contexto, a una “huella 
generacional” que, de confirmarse, im-
plicaría un cambio profundo de conse-
cuencias inimaginables. En la encuesta 
del Centre d’Estudis d’Opinió (CEO) ca-
talán sobre valores del año 2023 se pedía 
a los entrevistados que se posicionaran 
en un eje de 1 al 10, en el que 1 equiva-
lía a mostrar la preferencia por “vivir en 
un país gobernado democráticamente, 
aunque no garantice un nivel de vida 
adecuado a sus ciudadanos”, mientras 
que ubicarse en el 10 equivalía a preferir 
“vivir en un país capaz de garantizar un 
nivel de vida adecuado a sus ciudadanos, 
aunque no fuese democrático” (Figura 3).

Las respuestas de las diferentes cohor-
tes muestran una tendencia clara y a la 
vez preocupante. Entre los nacidos hasta 
1975 se aprecia una mayoría de respuestas 
en la parte baja del eje (la que prefiere vi-
vir en un sistema democrático a pesar de 
todo), con más del 40% de respuestas en 
ese sentido (50% entre los nacidos hasta 
1950). Entre los nacidos entre 1976 y 1995 
se observa un empate entre ambas op-
ciones, mientras que, a partir de ahí, las 
cohortes más nuevas van mostrando un 
incremento sostenido de las preferencias 
por un sistema que pueda garantizar un 
buen nivel de vida “aunque no fuese de-
mocrático”. Entre los nacidos a partir de 
2006, el 46% se sitúa en el campo de esa 
respuesta, por solo un 20% que preferiría 
vivir en un sistema democrático, aunque 
no garantizara un buen nivel de vida.
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Figura 3. Preferencia entre democracia y nivel de vida.
Fuente: CEO encuesta sobre valores en Cataluña 2023.

Nota: Preferencia en una escala de 1 a 10 en la que 1 representa “vivir en un país gobernado democráticamente, aunque no 
garantice un nivel de vida adecuado a sus ciudadanos” y 10 representa “vivir en un país capaz de garantizar un nivel de vida 

adecuado a sus ciudadanos, aunque no fuese democrático”.
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Obviamente, son datos parciales y ex-
ploratorios, pero la tendencia es clara y 
consistente, lo cual sugiere la existencia 
de un impacto evidente en los nacidos en 
este siglo, y especialmente a partir de la 
crisis de 2008, que bien podría cristali-
zar como “huella generacional” al calor 
del cambio en la idea de democracia que 
habíamos comentado más arriba. Para 
esta nueva generación, la democracia no 
sería sinónimo de progreso económico y 
social; incluso podría llegar a ser un fre-
no, un estorbo. Forma parte de la viven-
cia cotidiana de esta generación, incluso 
de algunos de los discursos que han in-
teriorizado, y no sólo los provenientes de 
ofertas políticas extremistas. Los hijos de 
la crisis han nacido y crecido en un mun-
do en el que la información parece indi-
carles que en la última década los países 
con regímenes autoritarios (China, India, 
Rusia hasta la invasión de Ucrania) mues-
tran unos índices económicos mucho 
más sólidos que los de las renqueantes 
democracias en las que viven.

En relación con esta idea, reciente-
mente el Institut de Ciències Polítiques 
i Socials (ICPS) realizó una serie de fo-
cus group con alumnos de Bachillerato 
de seis centros de la ciudad de Barcelo-
na con el objetivo de conocer sus opi-
niones sobre el sistema democrático. 
Obviamente, son solo datos parciales, 
pero de alguna manera pueden ayudar a 
empezar a entender qué piensa la gene-
ración de las crisis. En los grupos de dis-
cusión aparecieron algunas ideas muy 
interesantes acerca de lo que piensan 

esos alumnos (99 en total), nacidos en-
tre 2006 y 2008, sobre diversos aspectos 
de la democracia.

La conclusión general que se extrae de 
la dinámica de grupos es que los partici-
pantes consideran la democracia como 
un sistema poco útil para resolver los 
problemas de las sociedades y que, llega-
do el caso, sería preferible la instauración 
“temporal” de un sistema autoritario, al 
que se reconoce como más capaz de re-
solver los problemas, para luego, una vez 
estos se hayan resuelto, volver a un siste-
ma democrático. 

Más allá de la candidez que pueda 
despertar el hecho de que se piense que 
es posible la instauración “temporal” de 
un modelo autoritario, no deja de ser in-
teresante la idea de que la democracia 
no es un sistema válido para resolver los 
problemas. Esta idea, ya de por sí inquie-
tante, se combina, según las conclusio-
nes del estudio, con un rechazo bastante 
extendido al pluralismo, entendido por 
buena parte de los participantes como 
un estorbo para el buen funcionamiento 
del sistema. Así mismo, se aprecia una 
querencia evidente por un tipo de reso-
lución del conflicto según una lógica de 
winner takes all, en el sentido de que se 
propone que quien gana las elecciones 
sea capaz de gobernar y aplicar sus pro-
puestas sin cortapisas, sin que el “perde-
dor” tenga capacidad de condicionar o 
limitar la acción del vencedor, al cual se 
le presupone la legitimidad de gobernar 
sin limitaciones por el solo hecho de ha-
ber sido la fuerza más votada.
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Sin querer extrapolar unos datos que 
son parciales, tanto la encuesta del CEO 
como el estudio del ICPS parecen mos-
trarnos que existe una continuidad con 
las tendencias que se observaban entre los 
hijos de la democracia. De alguna manera 
se habría abierto una espita por la que se 
cuelan alternativas al sistema democráti-
co cincuenta años después, a caballo de 
unas generaciones que no parecen en-
contrar los beneficios asociados a él. Es 
perentorio encontrar una solución a esto 
antes de que sea demasiado tarde.

5.6 CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES

1.	 Aquello que se ha venido en llamar 
“polarización” no es una expresión 
arbitraria de las élites políticas, sino 
el fruto de transformaciones profun-
das de algunos de los elementos fun-
damentales de nuestra sociedad.

2.	 La polarización impacta de lleno en 
el sistema democrático, porque debi-
lita los espacios de encuentro entre 
diferentes opiniones, que son impres-

cindibles para generar el diálogo ne-
cesario que está en el corazón de la 
sociedad democrática.

3.	 La polarización ideológica que vive el 
mundo político puede entenderse no 
tanto como una opción de las fuerzas 
políticas, sino como la adaptación de 
estas a un entorno en el que la políti-
ca ha perdido capacidad de dominar 
la agenda pública y se ve arrastrada a 
la pugna insomne por la atención.

4.	 La fragmentación social y la polariza-
ción impactan de manera principal 
en las generaciones que han nacido y 
crecido en este entorno, llevándolas a 
posiciones críticas con el sistema de-
mocrático y su capacidad para mejo-
rar sus vidas.

5.	 Solo si los sistemas democráticos son 
capaces de recuperar y reforzar, en 
contra de la dinámica de desintegra-
ción, esos espacios de encuentro que 
les dan sentido, será posible revertir 
la creación de sociedades divididas 
en tribus identitarias. 
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6.1 INTRODUCCIÓN

En los últimos años, los partidos de de-
recha radical populista han visto un no-
table aumento en su apoyo electoral en 
Europa. Actualmente la extrema derecha 
gobierna en seis países europeos: Italia, 
Finlandia, Países Bajos, Hungría, Polo-
nia y la República Checa. En otros terri-
torios, aunque no ejercen directamente 
el poder, son cruciales para formar coa-
liciones y asegurar mayorías parlamen-
tarias, como en Suecia. Además, varios 
partidos de derecha radical populista 
han ganado terreno a nivel regional; 
ejemplos de esta tendencia serían Agru-
pación Nacional en Francia o Alternativa 
para Alemania (AfD) en el país germano. 
España no es una excepción y el partido 
de derecha radical Vox se ha consolida-
do como la tercera fuerza política en el 
Congreso y ha ejercido poder en gobier-
nos subestatales.

La consolidación de este partido en 
España plantea preguntas sobre la rela-
ción entre sus votantes y la democracia. 
En primer lugar, es crucial analizar las 
actitudes de los votantes de Vox hacia la 
democracia en comparación con los vo-
tantes de otros partidos. Este análisis se 
enfocaría en tres áreas clave: la satisfac-
ción con el funcionamiento democrático, 
la percepción de la legitimidad del siste-
ma y las actitudes hacia la democracia re-
presentativa. Esto permitiría comprender 
en qué grado el electorado de Vox acep-
ta el sistema democrático en términos 

específicos o si, por el contrario, existe un 
rechazo o descontento con los principios 
democráticos fundamentales. 

En segundo lugar, es pertinente ex-
plorar en qué medida los votantes es-
pañoles son receptivos a las propuestas 
típicas de la derecha radical populista 
europea, como las políticas del estado de 
bienestar chauvinista. Este enfoque de-
fiende la protección del gasto social para 
la “población nativa”, mientras excluye a 
los inmigrantes, lo que refleja una pos-
tura excluyente y nacionalista. Evaluar 
cómo responde el electorado español 
a estas ideas ayudaría a determinar si 
existe un terreno fértil para que el popu-
lismo de derecha radical siga creciendo 
en España, especialmente en temas que 
combinan el nacionalismo y el bienestar 
social.

Este artículo se fundamenta en un 
estudio más amplio llevado a cabo por 
la Fundación Friedrich Ebert en España 
y Portugal, la cual llevó a cabo un aná-
lisis comparativo de los populismos en 
Europa. Para responder a las preguntas 
planteadas, realizaron un análisis cuan-
titativo basado en una encuesta de 1200 
entrevistas representativas de la pobla-
ción española mayor de 18 años. Esta 
información resulta esencial para com-
prender los perfiles de votantes de los 
distintos partidos políticos en España, 
identificar áreas de competencia entre 
estas fuerzas y prever cómo se aceptarán 
las políticas públicas posiblemente im-
plementadas desde el poder.
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6.2. ACTITUDES HACIA 
LA DEMOCRACIA

Para que las democracias puedan go-
bernar de manera efectiva y perdurar a 
largo plazo, es fundamental que aque-
llos votantes cuyo partido pierde en las 
elecciones acepten tanto los resultados 
como las políticas implementadas por 
los que acceden a las instituciones. Este 
concepto se conoce como el “consenti-
miento de los perdedores” (Anderson et 
al., 2005; Nadeau y Blais, 1993). La idea 
que refleja este concepto es que “la via-
bilidad de la democracia depende de su 
capacidad para asegurar el apoyo de una 
parte sustancial de individuos descon-
tentos con el resultado de una elección” 
(Nadeau y Blais, 1993). Este consenti-
miento es crucial para el funcionamien-
to de la democracia representativa. Sin 
él, cada elección podría convertirse en 
un desafío al sistema político en su to-
talidad, dado que los perdedores no es-
tarían dispuestos a aceptar los procesos 
legales e institucionales.

Una de las maneras en que se puede 
medir la fortaleza de una democracia 
es a través del comportamiento de los 
“perdedores” en los sistemas políticos, 
específicamente observando su nivel 
de satisfacción con la democracia. Las 
personas que votan por partidos que 
forman parte del gobierno suelen ma-
nifestar una mayor satisfacción con el 
funcionamiento democrático en com-
paración con aquellas que votaron por 
partidos que terminaron en la oposición 
(Henderson, 2008). De manera similar, 

estos resultados también se reflejan en la 
confianza en instituciones políticas es-
pecíficas (Anderson y LoTempio, 2002), 
e incluso afectan la percepción de la le-
gitimidad de los resultados políticos, lo 
que a su vez impacta en la legitimidad 
del propio sistema democrático.

Satisfacción con la democracia

Como se ha expuesto anteriormente, los 
partidos radicales de extrema derecha 
han incrementado su fuerza en los últi-
mos años. Sin embargo, este crecimien-
to no ha llevado necesariamente a una 
mayor satisfacción con la democracia 
entre sus votantes (Hooghe y Dassone-
ville, 2018; Rooduijin et al., 2016; Ca-
nalejo-Molero, 2023; LeCorre, 2024). A 
priori, se podría esperar que los votantes 
de partidos de extrema derecha, al haber 
obtenido representación institucional 
que antes no tenían, experimentarían un 
incremento en su satisfacción con la de-
mocracia. En otras palabras, los ganado-
res de representación en las elecciones 
se deberían sentir más satisfechos que 
los perdedores a causa de los beneficios 
asociados a los resultados electorales. 
Por tanto, en esta sección se estudiará si 
el avance electoral de los partidos radi-
cales de derecha en España refuerza o no 
la insatisfacción democrática entre sus 
votantes, lo cual puede tener implicacio-
nes en la legitimidad democrática. 

Los datos muestran que una gran 
mayoría de ciudadanos españoles, un 
68,2%, están poco o nada satisfechos 
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con el funcionamiento de la democracia, 
unos datos que pueden producir cierto 
asombro. Tal y como muestra la Figura 1, 
esta insatisfacción la constituyen, mayo-
ritariamente, los votantes de PP, Vox y 
los partidos no estatales (PNE), con un 
84,3%, un 90,1% y un 71,1% de descon-
tento respectivamente. Los votantes de 
partidos como PSOE y Sumar son los 
únicos que en su mayoría están satisfe-
chos con la democracia. 

Tanto los votantes del PP como de Vox 
muestran un alto nivel de insatisfacción 
con la democracia. Esta insatisfacción 
puede entenderse en el contexto de la 
relación entre ganadores y perdedores 
en las últimas elecciones generales en 
España. Aunque los partidos de la dere-

cha radical han logrado una represen-
tación parlamentaria significativa, de 
lo cual podría esperarse que aumentara 
su satisfacción democrática, esta sigue 
siendo baja. La satisfacción con la de-
mocracia depende, principalmente, de 
los resultados obtenidos por el parti-
do que el votante apoya. Sin embargo, 
en un contexto de alta polarización, la 
satisfacción democrática está más in-
fluida por los resultados de los partidos 
de la oposición. Existe evidencia que 
sugiere que aquellos votantes con alta 
polarización afectiva hacia los partidos 
rivales tienden a manifestar mayor in-
satisfacción con la democracia cuando 
sus partidos no logran acceder al poder 
(Canalejo-Molero, 2023). Los votantes 
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Figura 1: Porcentaje de satisfacción/insatisfacción con la democracia según partido.
Fuente: Encuesta “Populismo en Europa” (2023) de la Fundación Friedrich Ebert en España.
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polarizados ideológicamente tienden a 
estar más enojados, lo que indica que 
una mayor polarización puede debilitar 
el “consentimiento de los perdedores”, 
mediante el aumento de la ira (Tilley y 
Hobolt, 2024). 

Por tanto, la victoria de partidos riva-
les, como el PSOE o Sumar, puede des-
encadenar respuestas afectivas negativas 
en los votantes de la oposición, en este 
caso del PP y de Vox. Además, es probable 
que los políticos, especialmente aque-
llos con inclinaciones populistas, cuyas 
retóricas tienden a enfatizar el enfado, 
influyan en las respuestas emocionales 
de los votantes frente a los resultados 
electorales (Stapleton y Dawkins, 2022). 
Esto podría debilitar el consenso nece-

sario para aceptar los resultados demo-
cráticos, afectando así la estabilidad del 
sistema democrático.

Estos resultados pueden ser preocu-
pantes, ya que, incluso en democracias 
consolidadas, algunos votantes que se 
encuentran en el lado perdedor llegan a 
cuestionar la legitimidad de los resulta-
dos, especialmente cuando la contienda 
electoral está polarizada. De este modo, 
se socava la confianza de los votantes en 
la legitimidad del propio régimen demo-
crático (Tilley y Hobolt, 2024).

Para intentar captar hasta qué grado 
estas explicaciones se pueden aplicar al 
contexto español, se han escogido al-
gunos indicadores de la encuesta que 
tangencialmente podrían captar la pola-
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Figura 2: Porcentaje de aceptación de diferentes principios.
Fuente: Encuesta “Populismo en Europa” (2023) de la Fundación Friedrich Ebert en España.

Nota: Grado de aceptación con las siguientes afirmaciones: “el gobierno está dirigido por pocos individuos que tienen intereses y 
se cuidan entre ellos” (gobierno); “las personas con una opinión diferente son malas” (polarización afectiva).
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rización afectiva. Así, la Figura 2 expone 
el grado de apoyo a los dos indicadores 
de polarización. Este muestra que una 
gran mayoría, tanto de los votantes del 
PP como de Vox, con un 80,2% y un 
82,8% respectivamente, consideran que 
el gobierno está dirigido por pocos in-
dividuos que tienen intereses y se cui-
dan entre ellos. Este resultado puede 
obedecer a la visión partidista de esta 
institución, siendo percibido como un 
organismo que está gobernado por indi-
viduos que no representan a la totalidad 
de la sociedad. 

En consecuencia, esta percepción 
puede estar enfatizando el grado de in-
satisfacción con la democracia. También 
se observa que los votantes de Vox son 
los que muestran una polarización afec-
tiva más alta. Así, un 27,5% asumen que 
las personas con una opinión diferen-
te son malas. Le siguen los votantes del 
PP (20,9%), de Sumar (20%) y del PSOE 
(18,8%). Los votantes de partidos no esta-
tales (PNE) son los que presentan menor 
polarización afectiva (15,3%). Con lo cual, 
la insatisfacción con la democracia de 
los votantes de partidos de derecha radi-
cal, tal y como ocurre en otras democra-
cias europeas, parece estar guiada, entre 
otros factores, por la animadversión que 
tienen estos votantes a otras formacio-
nes políticas opuestas a sus ideales y que 
se encuentran en el poder. Este indica-
dor es relevante, ya que, si el nivel de in-
satisfacción se mantiene en el tiempo, 
puede afectar al apoyo a los principios 
democráticos.

Legitimidad de la democracia

Además de la satisfacción con la demo-
cracia, existe el indicador de apoyo al ré-
gimen democrático, el cual suele reflejar 
opiniones más estables entre los ciudada-
nos. Aunque ambos indicadores se consi-
deran completamente independientes, ya 
que evalúan distintos aspectos de la de-
mocracia, algunos autores sostienen que 
estos dos conceptos están estrechamente 
vinculados. El apoyo al régimen demo-
crático puede influir en su evaluación y 
a la inversa. Por ejemplo, se ha compro-
bado que el peor desempeño económico 
de un país afecta al nivel de legitimidad 
de su régimen democrático (Magalhães, 
2014). Choques externos, como puede ser 
la pandemia de la covid-19, también han 
influido en la reducción del apoyo a la de-
mocracia, incluso en democracias conso-
lidadas, durante los últimos años (Amat 
et al., 2020; Erhardt et al., 2022). 

Pese a que se observaba que el grado 
de satisfacción con la democracia es bajo, 
hay una mayoría (71,2%) de ciudadanos 
españoles que apoya el régimen demo-
crático y que considera que la democra-
cia trata de encontrar un compromiso 
entre diferentes intereses y opiniones. 
Sin embargo, no es desdeñable el 22% de 
ciudadanos que no están ni de acuerdo 
ni en desacuerdo, o el 7% que están en 
contra de esa afirmación. Para desglosar 
el perfil ideológico de quienes están en 
desacuerdo, se ha elaborado la Figura 
3, que presenta el grado de legitimidad 
democrático por partidos políticos. En 
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estos datos se observa que los niveles 
de apoyo a la afirmación “la democra-
cia trata de encontrar un compromiso 
entre diferentes intereses y opiniones” 
son inferiores entre los votantes de Vox, 
con solo el 51,7% respaldándola. Por 
otro lado, los votantes del PP muestran 
un mayor nivel de apoyo, alrededor del 
74%, sin embargo, son los votantes del 
PSOE, Sumar y los PNE los que más apo-
yan esta afirmación, con un 82%, 82% y 
80%, respectivamente. Es especialmente 
destacable que un 17,5% de los votantes 
de Vox estén en desacuerdo con esta afir-
mación, lo que podría indicar una prefe-
rencia por otros regímenes de gobierno. 
No obstante, entre los votantes de las 
otras formaciones políticas esta catego-
ría es casi residual.

Algunos autores han demostrado que 
la variación en el apoyo a la democra-
cia está asociada con niveles más altos 
de enfado. Quienes experimentan estas 
emociones tienden a respaldar en mayor 
medida alternativas autoritarias, al per-
cibir una amenaza a las normas que con-
sideran familiares (Erhardt et al., 2022). 
Esta amenaza a normas familiares no es 
sinónimo de miedo o incertidumbre ha-
cia el futuro, ya que, cuando los ciudada-
nos experimentan estas sensaciones, el 
apoyo a la democracia tiende a aumentar 
porque se percibe como la única vía para 
hacer oír su voz. El mayor apoyo a regí-
menes autoritarios suele vincularse a 
cambios en las normas democráticas, es-
pecialmente en lo referente a la inmigra-
ción, lo que genera actitudes negativas 

0

10

20

30

40

50

60

70

80

90

100

Ni de acuerdo
ni en desacuerdo

En desacuerdo

De acuerdo

82,1

15,9

2

19,8

5,9

30,8

17,5 16,5

1,3

16,3

4,1

74,3

51,7

82,1
79,6

PSOE PP Vox Sumar PNE

Figura 3: Porcentaje de ciudadanos que considera que la democracia trata de encontrar un compromiso entre diferentes intereses y 
opiniones según partido.

Fuente: Encuesta “Populismo en Europa” (2023) de la Fundación Friedrich Ebert en España.
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hacia los inmigrantes (Freitag y Hofstet-
ter, 2022). En el caso de Vox, el rechazo a 
estos principios democráticos puede es-
tar guiado por unos niveles más elevados 
de nativismo, nacionalismo o de enfado 
en comparación con el resto de ciudada-
nos. Por el contrario, como se ha dicho, 
cuando los ciudadanos sienten miedo o 
incertidumbre sobre su futuro, el apoyo 
a la democracia tiende a aumentar.

Las actitudes que tienen los ciudada-
nos hacia el régimen son relevantes, ya 
que se ha demostrado que cuando los 
partidos menos pluralistas están en el 
poder y enfrentan un bajo riesgo de cas-
tigo por parte de los votantes, debido al 
débil apoyo ciudadano a la democracia, 
es mucho más probable que se produz-
ca un retroceso democrático en un país. 
Por el contrario, en las democracias 
donde el compromiso de los ciudadanos 
con el gobierno democrático es fuerte, el 
coste de atacar las instituciones demo-
cráticas para los gobernantes es consi-
derablemente más alto, lo que reduce la 
probabilidad de un deterioro democráti-
co (Jacob, 2024).

Adhesión a principios de democracia 
representativa

La crisis de las instituciones, y en par-
ticular de los partidos políticos, ha 
allanado el camino para la estrategia po-
pulista. Los partidos de derecha radical 
populista han emergido al abordar te-
mas que los partidos tradicionales han 

ignorado durante mucho tiempo, lo que 
les ha permitido presentarse como acto-
res políticos con potencial democrático. 
Estos partidos reivindican la defensa de 
la democracia, entendiéndola como un 
gobierno del pueblo que ha sido traicio-
nado por élites corruptas e ineficaces. 
Culpan a quienes han ostentado el poder 
de los problemas actuales, y aprovechan 
y fomentan el sentimiento de antipolíti-
ca y el rechazo al establishment entre las 
masas. Esta visión política tiende a desa-
creditar las instituciones representativas 
tradicionales, como los parlamentos o 
los políticos electos, en favor de una re-
lación directa entre el líder y el pueblo, a 
menudo usando herramientas como los 
referéndums y, otras veces, apelando a 
expertos técnicos en lugar de a los repre-
sentantes. Esto genera una desconfian-
za generalizada tanto hacia los políticos 
tradicionales como hacia las institucio-
nes públicas, que son percibidos como 
parte de una élite distante o corrupta.

El populismo de la derecha radical en 
la Europa contemporánea no se opone 
directamente al sistema democrático, 
ya que opera dentro de las democracias 
existentes. Sin embargo, promueve una 
versión iliberal de la democracia. Como 
señalan Mudde y Kaltwasser (2017), “en 
esencia, el populismo no está en con-
tra de la democracia, sino en desacuer-
do con la democracia liberal”. Algunos 
autores lo resumen diciendo que el po-
pulismo no es antidemocrático, pero 
implica una versión menos liberal del 
régimen. Siempre existe una tensión en-
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tre dos componentes de la democracia 
contemporánea: el componente liberal y 
el democrático. 

Los partidos populistas intentan resol-
ver esta tensión eliminando el primero y 
limitando el segundo (Martinelli, 2013). 
Toman literalmente el “gobierno del pue-
blo” y rechazan la esencia de la tradición 
política liberal (división de poderes cons-
titucionales, controles y equilibrios insti-
tucionales o garantías constitucionales). 
Además, tienen una concepción monolí-
tica de la voluntad del pueblo que no per-
mite la mediación e intermediación entre 
intereses plurales y conflictivos, ni un 
estilo deliberativo de democracia, y son 
hostiles a los partidos políticos y otros 

intermediarios. Algunos partidos popu-
listas de derecha, una vez en el poder, 
incluso tienden a restringir libertades 
civiles, derechos a minorías o garantías 
constitucionales (Zürn, 2022). 

Esta sección tiene como objetivo anali-
zar la distribución del apoyo de los ciuda-
danos españoles a ciertos indicadores que 
reflejan actitudes populistas. Para ello, la 
Figura describe el porcentaje de acepta-
ción de diferentes ideas relacionadas con 
esta concepción como: la necesidad de 
un líder fuerte, la valoración de los par-
tidos políticos, la preferencia por tomar 
decisiones mediante referéndum y hasta 
qué punto se considera que la voluntad 
del pueblo debe ser el principio clave.
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Figura 4: Porcentaje de aceptación de diferentes principios.
Fuente: Encuesta “Populismo en Europa” (2023) de la Fundación Friedrich Ebert en España.

Nota: 1) “Este país necesita un líder fuerte que pueda decidir rápidamente sobre todo”. 2) “Los partidos políticos hacen más daño 
que bien a la sociedad (provocan más inconvenientes que beneficios)”. 3) “Las decisiones importantes del gobierno deben ser 

aprobadas por referéndum”. 4) “La voluntad del pueblo debe ser el principio supremo en la política de este país”.
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Los votantes del partido Vox y, en me-
nor medida, del PP son los más críticos 
con medidas de la democracia represen-
tativa. Los votantes de Vox (68,6%) y los 
del PP (64,8%) consideran que es nece-
sario un líder fuerte que pueda decidir 
rápidamente, mientras que votantes que 
se ubican más a la izquierda, como el 
PSOE, Sumar o los PNE tienen niveles de 
apoyo inferiores. También especialmen-
te los votantes del partido de derecha 
radical, con un 73,55%, consideran que 
los partidos políticos provocan más in-
convenientes que beneficios. El 59,4% de 
los votantes del PP también da apoyo a 
esta declaración. Sin embargo, los votan-
tes de partidos que se ubican ideológica-
mente más a la izquierda tienen niveles 
de apoyo menores de esta afirmación. De 
la misma manera, una gran mayoría de 
los votantes de Vox, el PP y los PNE res-
paldan la idea de que las decisiones im-
portantes tienen que ser aprobadas por 
referéndum. Así, un 76,9%, un 75,3% y 
un 72,4% , respectivamente, lo sostienen. 
Por último, cuando se pregunta si la vo-
luntad del pueblo debe ser un principio 
primordial, los votantes del partido Vox 
son los que menos apoyan esta afirma-
ción, con un tercio (30,06%) de los vo-
tantes. Sin embargo, el apoyo a esta idea 
en los votantes del PSOE, PP, Sumar o 
PNE supera en todos los casos el 80%, 
seguramente por una concepción deli-
berativa de la democracia.

En términos generales, los datos pa-
recen indicar que los votantes de Vox, y 
en menor medida los votantes del PP, se 

alinean con aquellas premisas del popu-
lismo más relacionadas con el autorita-
rismo, como una mayor personificación 
de la política, reduciendo los contrapo-
deres de otras instituciones. En cambio, 
los votantes de Vox tienen opiniones 
mixtas en los indicadores más relacio-
nados de la vertiente más democrática, 
ya que no parecen apoyar la voluntad 
del pueblo. Aunque estudios previos se-
ñalaban que las actitudes populistas no 
son el principal factor para votar a Vox, 
es más probable que los ciudadanos que 
tienen actitudes más populistas voten a 
este partido, sobre todo en la dimensión 
autoritaria.  

6.3 ACTITUDES FRENTE AL ESTADO 
DE BIENESTAR 

Durante las últimas décadas, los estados 
de bienestar europeos han experimenta-
do un considerable aumento en su po-
blación inmigrante, lo que ha llevado a 
que los debates sobre los derechos de los 
inmigrantes y su integración en estos sis-
temas se conviertan en un tema central 
en la agenda política. En este contexto, 
el ascenso de los partidos de derecha ra-
dical ha podido favorecer un cambio en 
la opinión pública hacia un modelo de 
estado de bienestar dual y más restricti-
vo para con los inmigrantes.

Esta postura, conocida como “chauvi-
nismo del estado de bienestar” (welfare 
chauvinism), sostiene que los inmigran-
tes no deberían tener acceso al mismo 
nivel de prestaciones sociales que los 
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nativos. Los partidos de derecha radical 
populista en el contexto europeo han ex-
plotado eficazmente este discurso, ape-
lando a su base electoral, formada, en 
algunos casos, por aquellos que se con-
sideran “perdedores de la globalización”. 

Es decir, ciudadanos que han experi-
mentado las consecuencias económicas 
negativas de la apertura de fronteras. 
Como resultado, formaciones como los 
Verdaderos Finlandeses o el Partido Po-
pular Danés han mejorado sus resulta-
dos electorales, defendiendo un estado 
de bienestar que priorice a la población 
nativa y excluya a los inmigrantes de los 
servicios sociales. Estos partidos pro-
ponen un sistema de protección social 
exclusivo para los ciudadanos locales, 
negando a los trabajadores extranjeros 
los mismos derechos que a los emplea-
dos nacionales. Esta narrativa puede re-
sultar particularmente convincente para 
aquellos votantes que se sienten econó-
micamente vulnerables, así como para 
quienes mantienen valores culturales 
alineados con posturas de derecha. 

El caso español, representado por Vox, 
se distingue de sus homólogos europeos, 
ya que su discurso no ha explotado la idea 
del chauvinismo del bienestar. Este parti-

do adopta una visión económica marca-
damente neoliberal, lo que implica que 
no aboga por un mayor gasto social, sino 
por lo contrario. Además, su base de vo-
tantes, predominantemente de ingresos 
medio-altos, se aleja del perfil de los “per-
dedores” de la globalización, que suelen 
ser más permeables a la idea de un estado 
de bienestar chauvinista.

En este estudio se analizan las actitu-
des de los ciudadanos hacía un estado 
de bienestar chauvinista en España, con 
un foco especial sobre las políticas de 
redistribución. Para poder estudiar esta 
idea, se ha creado un índice que agrupa 
diferentes indicadores relacionados con 
el grado de aceptación a que se priorice 
a la población nativa en diferentes servi-
cios sociales1. De esta manera se podrá 
mostrar qué perfiles socioeconómicos 
pueden tener una mayor propensión a 
manifestar este tipo de actitudes.

En primer lugar, la Figura 5 muestra 
cómo los ciudadanos españoles se ad-
hieren a las actitudes chauvinistas hacia 
el estado de bienestar.  Se observa que, 
mientras que un 20% de la población 
española no muestra ningún indicio de 
tales actitudes, un 42,5% presenta algu-
nas respuestas consideradas como chau-

1.	 Para construir el indicador sobre las actitudes del estado de bienestar chauvinista, se ha agrupado a aquellos ciudadanos que respon-
den afirmativamente (muy de acuerdo y de acuerdo) a las siguientes cinco afirmaciones: 1) Nuestro estado del bienestar funciona como 
un imán para los inmigrantes, por lo que es mejor limitar los beneficios solo a las personas que nacieron y se criaron en este país; 2) 
deberían reducirse las prestaciones sociales para inmigrantes si no tienen nuestra religión; 3) No se debe permitir que los inmigrantes 
utilicen de inmediato nuestros servicios de atención médica; 4) Cuando hay escasez de viviendas asequibles, los españoles deben tener 
prioridad sobre los extranjeros; 5) Deberían reducirse las prestaciones sociales para inmigrantes si no hablan nuestro idioma. Los re-
sultados van de 0 a 10. Donde 0 es que el encuestado se ha manifestado en desacuerdo en todos los indicadores y 10 en aquellos casos 
donde los individuos se han manifestado de acuerdo con todos los indicadores. Posteriormente estos datos se han recodificado en 3 
categorías: aquellos que no muestran ningún acuerdo con estas afirmaciones (Ninguna), aquellos que muestran acuerdo con entre 1 y 5 
afirmaciones (Alguna) y aquellos que muestran acuerdo con entre 6 y 10 afirmaciones (Bastante).
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vinistas de bienestar, y un 37% responde 
afirmativamente a bastantes indicadores 
de este tipo de actitudes (ver nota al pie 1 
para más detalles de la codificación). 

Los datos de la encuesta indican que 
las personas que manifiestan actitudes 
chauvinistas hacia el estado de bienes-
tar tienden a ser aquellos que se sitúan 
en posiciones más a la derecha en el eje 
ideológico. Además, aquellos ciudada-
nos con ingresos más bajos también si-
guen un patrón similar. Este resultado 
es razonable, ya que es sensato suponer 
que las personas que enfrentan dificul-
tades económicas pueden percibir a los 
inmigrantes como una mayor compe-
tencia para recibir unos servicios en un 
estado de bienestar con recursos limita-
dos. Estudios anteriores respaldan esta 
idea, mostrando que niveles más altos de 
educación e ingresos más seguros se re-

lacionan con menor apoyo al chauvinis-
mo del bienestar (Careja y Harris, 2022).

Para tener una imagen más clara so-
bre quiénes son estos ciudadanos con 
niveles de chauvinismo alto, es necesario 
saber si la ideología aplaca las actitudes 
chauvinistas. En este sentido, se analiza 
en qué medida los ciudadanos que de-
claran tener bajos ingresos y se ubican 
en posiciones de izquierda apoyan las 
actitudes del chauvinismo del estado de 
bienestar. 

La Figura 6 muestra el nivel de chau-
vinismo del bienestar en la población se-
gún ideología e ingresos. Cada columna 
representa el grado de apoyo a las acti-
tudes chauvinistas según la ideología 
(la columna más a la izquierda muestra 
las actitudes de los que se ubican en la 
izquierda y la columna más a la dere-
cha muestra las actitudes de los que se 

0

5

10

15

20

25

30

35

40

45

Alguna

Bastante

Ninguna
20,75

42,25

37

Figura 5. Porcentaje de actitudes chauvinistas hacia el estado de bienestar.
Fuente: Encuesta “Populismo en Europa” (2023) de la Fundación Friedrich Ebert en España.
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ubican en la derecha). Cada círculo de 
colores indica la probabilidad de los en-
cuestados según sus ingresos, y las líneas 
que salen de cada uno de ellos, los már-
genes de error de cada círculo. 

Se observa que los ciudadanos ubica-
dos en la derecha de la escala ideológica 
tienen una mayor probabilidad de mani-
festar actitudes chauvinistas en compa-
ración con aquellos situados en el centro 
o en la izquierda. Sin embargo, entre los 
individuos de izquierda se perciben dife-
rencias en función de los ingresos, ya que 
los márgenes de error (las líneas de los 
círculos) no se superponen. Así, aunque 
los ciudadanos de izquierda presentan 
menores probabilidades de tener actitu-
des chauvinistas altas en comparación 

con los de derecha, aquellos que se iden-
tifican con la izquierda y tienen ingresos 
bajos son más propensos a exhibir acti-
tudes chauvinistas elevadas que aquellos 
de la misma ideología, pero con ingre-
sos medios o altos. Estos últimos son los 
que presentan la probabilidad más baja 
de ser chauvinistas. Además, el efecto 
de los ingresos se mantiene significati-
vo incluso al controlar por otros factores 
como el género, la edad, la residencia en 
entornos rurales y el interés por la polí-
tica. Por lo tanto, dado estos resultados, 
se sugiere que existe un segmento de 
ciudadanos de izquierda, especialmente 
aquellos con ingresos bajos, que podrían 
ser susceptibles a propuestas de un esta-
do de bienestar chauvinista. 
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Figura 6. Probabilidades predichas para el nivel de chauvinismo hacia el estado de bienestar. Interacción de ideología e ingresos.
Fuente: Encuesta “Populismo en Europa” (2023) de la Fundación Friedrich Ebert en España.

Nota: Efectos marginales derivados de la regresión chauvinista del estado de bienestar con control por género, interés,  
edad, hábitat rural/urbano.
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Estos valores no son sorprendentes, ya 
que estudios anteriores han demostrado 
que la presencia de partidos populistas 
de extrema derecha tiene un efecto sig-
nificativo en las actitudes chauvinistas 
hacia el estado de bienestar. Estos par-
tidos tienden a articular y amplificar los 
temores sobre la globalización y la inmi-
gración (Brusis, 2016), creando visiones 
distorsionadas de la realidad. Aunque 
en el caso español hasta ahora no se ha 
visto que los partidos de derecha radical 
populista capten los votos de las clases 
económicamente más vulnerables, los 
partidos socialdemócratas pueden estar 
en una encrucijada, ya que es este parti-
do el que capta el voto de población con 
menor educación y mayor inseguridad 
económica, los cuales pueden apoyar 
más al estado de bienestar chauvinista. 
Así, las políticas de inmigración pue-
den resultar desafiantes para muchos 
partidos socialdemócratas debido a las 
preferencias divergentes dentro de su 
electorado. 

Sin embargo, no debemos pasar por 
alto algunos factores a nivel macro que, 
aunque no se pueden explorar a fondo 
en este estudio, también pueden mediar 
esta relación. Uno de estos factores es el 
régimen de estado de bienestar que se 
ha construido en cada país. Por ejemplo, 
en los modelos universalistas, el acceso 
a las prestaciones del estado de bienestar 
depende exclusivamente de la obtención 
de la ciudadanía. Así, los inmigrantes 
tienen, al menos de manera formal, el 
derecho a recibir estas prestaciones una 

vez que obtienen la nacionalidad, como 
ocurre en los países escandinavos. En 
cambio, en regímenes contributivos, 
como es el caso de España, el acceso a 
las prestaciones sociales está vinculado 
a las contribuciones previas a la Segu-
ridad Social, lo que limita significativa-
mente el acceso para los inmigrantes. Es 
posible que los discursos sobre el estado 
de bienestar chauvinista resuenen más 
en los modelos universalistas que en 
los contributivos, en los cuales es más 
complicado acceder a ayudas sociales. 
No obstante, como se ha demostrado en 
otros contextos, a menudo no es el mo-
delo objetivo lo que desencadena una ac-
titud, sino una percepción subjetiva que 
se establece como verdad. Esta percep-
ción puede influir en cómo se interpre-
tan y aceptan las políticas del estado de 
bienestar, independientemente del régi-
men en cuestión.

6.4 CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES

1.	 Se observa un elevado nivel de insa-
tisfacción democrática en España, 
particularmente entre los votantes 
del PP, Vox y los partidos no estatales 
(PNE). Lo más preocupante es que, 
entre los votantes de Vox, y en menor 
medida los del PP, predomina la idea 
de que la democracia no implica la 
búsqueda de compromisos entre di-
ferentes posturas, lo cual sugiere una 
percepción más débil de la legitimi-
dad del sistema democrático. Este 
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resultado puede sugerir que, aunque 
esa insatisfacción esté guiada por el 
rechazo a los partidos del gobierno, 
podría cristalizar en un alejamiento 
de los principios democráticos.

2.	 Tanto los votantes de Vox como los 
del PP muestran una crítica acentua-
da hacia el funcionamiento de la de-
mocracia representativa. En términos 
generales, los datos sugieren que los 
votantes de Vox y, en menor grado, 
los del PP tienden a alinearse con al-
gunas de las premisas del populismo, 
especialmente aquellas vinculadas a 
un enfoque más autoritario. 

3.	 Al analizar las opiniones de los ciu-
dadanos españoles sobre el acceso al 
estado de bienestar (el chauvinismo 
del estado de bienestar), se evidencia 
que los votantes de derecha son sig-
nificativamente más proclives a prio-
rizar a los nacionales en el acceso a 
éste. Sin embargo, los ciudadanos 

con menores ingresos, tanto de dere-
chas como de izquierdas (aunque en 
menor medida en este último caso), 
muestran una mayor tendencia a 
apoyar la restricción del acceso a los 
inmigrantes. Los datos sugieren que 
existe un segmento de ciudadanos 
de izquierda, especialmente entre 
aquellos con ingresos bajos, que po-
drían ser susceptibles a propuestas 
de un estado de bienestar chauvinis-
ta. Aunque en el caso español no se 
ha observado mayoritariamente un 
discurso centrado en la exclusividad 
del acceso al estado de bienestar o al 
mercado laboral, los partidos social-
demócratas en otros países han sido 
desafiados por estas posturas. Una 
estrategia viable podría ser ampliar 
el acceso y mejorar los servicios del 
estado de bienestar desde una pers-
pectiva redistributiva, con el fin de 
reducir la percepción de competen-
cia entre los segmentos más vulnera-
bles de la población. 
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7.1 INTRODUCCIÓN

Las amnistías son medidas legales o po-
líticas que eliminan la responsabilidad 
penal para ciertas categorías de críme-
nes. Detienen investigaciones y procesos 
penales en curso o impiden que se ini-
cien nuevas investigaciones criminales. A 
menudo, las amnistías también permiten 
que las personas condenadas sean libera-
das o que sus sentencias sean reducidas. 
Así, las amnistías están íntimamente re-
lacionadas con la aplicación del derecho 
penal. Pueden utilizarse para abordar in-
fracciones de la ley penal y, en ocasiones, 
proporcionan un remedio a personas 
contra las que se ha aplicado la ley penal 
de manera injusta o excesivamente dura. 
Las formas contrapuestas en las que las 
amnistías interactúan con la justicia pe-
nal son particularmente pronunciadas 
en el caso de los delitos políticos. Esto se 
debe a que, como explora este capítulo, el 
término “delitos políticos” puede abarcar 
un espectro de actividades que van desde 
insurgencias armadas, disturbios y des-
obediencia civil hasta expresiones no vio-
lentas de opiniones políticas, siendo los 
límites entre los distintos tipos de delitos 
políticos muchas veces porosos y bastan-
te politizados. Por lo tanto, este capítulo 
sostiene que las amnistías, aplicadas a es-
tas diferentes formas de delitos políticos, 
intersectan con el derecho internacional 
de diferentes maneras, y que los análisis 

sobre su legalidad deben considerar qué 
cuerpos legales son aplicables al contexto 
y a los crímenes objeto de atención.

La expansión del paradigma de la 
responsabilidad penal (Wacquant, 1999; 
Rossi, 2021) y, en particular, la legis-
lación antiterrorista, han suscitado 
preocupaciones porque la idea de los 
delitos políticos como una categoría de 
crímenes merecedora de un tratamien-
to excepcional en el derecho interno e 
internacional está desapareciendo. Sin 
embargo, las normas jurídicas internas 
de algunos países siguen reconociendo 
que se pueden otorgar amnistías para 
delitos políticos1, y ejemplos recientes 
como la Ley Orgánica 1/2024 de amnis-
tía para la normalización institucional, 
política y social en Cataluña, así como 
las amnistías de 2022 y 2023 en Ecua-
dor, Honduras, Kazajstán, Chad, Filipi-
nas y Somalia muestran que los estados 
siguen concediendo amnistías por deli-
tos políticos.

No obstante, a pesar de la prevalencia 
y perdurabilidad de las amnistías para 
delitos políticos, los académicos rara vez 
han explorado cómo se definen y apli-
can los delitos políticos dentro de las 
amnistías. Los estudios existentes gene-
ralmente se centran en procesos de am-
nistía individuales, como las decisiones 
de amnistía de la Comisión de la Verdad 
y Reconciliación de Sudáfrica (Bharga-
va, 2002; Sarkin, 2004; du Bois-Pedain, 

1.	 Ver, por ejemplo, las Constituciones de Colombia, Costa Rica, República Dominicana, El Salvador, Grecia, Guatemala, Haití, Honduras 
y Panamá.
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2007). Además, aunque existe un cuerpo 
considerable de investigación académica 
sobre la relación de las amnistías con los 
crímenes internacionales, se ha estudia-
do menos si, por debajo de este umbral, 
el derecho internacional limita el uso de 
las amnistías para delitos políticos o, al 
contrario, fomenta su aplicación.

El objetivo de este capítulo es abor-
dar estas lagunas que se mantienen en 
el conocimiento existente. La sección 7.2 
comienza examinando cómo los académi-
cos que trabajan en derecho, criminología 
y ciencias políticas definen el concepto de 
delitos políticos. La sección 7.3 explora las 
distinciones entre delitos políticos violen-
tos y los no violentos, y considera cómo 
estas diferentes formas de delitos políti-
cos se incorporan en las leyes de amnistía 
y su legalidad bajo el derecho internacio-
nal. La sección 7.4 se apoya en la Base de 
Datos de Leyes de Amnistía creada por la 
autora para exponer ciertas tendencias en 
la utilización de las amnistías para deli-
tos políticos desde 1990 hasta hoy. Este 
apartado demuestra que, contrariamente 
a algunas suposiciones, las amnistías si-
guen utilizándose para delitos políticos. 
También indica que las amnistías para de-
litos políticos tienden a ser utilizadas por 
regímenes menos democráticos, y mues-
tra que sus condiciones y efectos tienen 
relaciones variables con la forma en que 
las personas amnistiadas pueden ser re-
integradas en la sociedad. Por último, la 
sección 7.5 ofrece recomendaciones sobre 
el futuro uso de las amnistías para delitos 
políticos.

7.2 LA DEFINICIÓN DE LOS CRÍMENES 
POLÍTICOS

Distinguir las acciones políticas de otros 
tipos de acciones sociales puede ser un 
esfuerzo subjetivo y específico para cada 
contexto (Kirchheimer, 1961, p. 25). Las 
preocupaciones políticas a menudo in-
fluyen en qué acciones se consideran 
criminales y cómo se aplica la ley en 
respuesta a estos actos criminalizados. 
Como resultado, académicos y gobier-
nos han desarrollado diversas maneras 
de definir los delitos políticos y, por lo 
tanto, de diferenciarlos de los delitos co-
munes (Wijngaert, 1981, p. 95). Esto, por 
lo general, implica ver los delitos políti-
cos en un espectro que va desde delitos 
“puramente” políticos hasta delitos co-
munes que están conectados de alguna 
manera con el contexto político. Algu-
nos académicos caracterizan los delitos 
puramente políticos, como la traición, la 
conspiración y la sedición, como “actos 
que desafían al Estado pero que no afec-
tan a los derechos privados de las perso-
nas inocentes” (Kittrie, 1981, p. 300). Bajo 
esta definición, los delitos puramente 
políticos pueden ser delitos no violentos 
relacionados con la disidencia política 
o también pueden incluir actos violen-
tos dirigidos exclusivamente contra el 
Estado y que no dañan a particulares 
(Jansson, 2019, p. 31). Sin embargo, otros 
académicos critican estas definiciones 
argumentando que los actores guberna-
mentales también cometen delitos por 
razones políticas. Estos pueden incluir 
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actos relacionados con la supresión de la 
disidencia, que rara vez se criminalizan 
bajo el derecho interno, pero que pue-
den violar las obligaciones de derechos 
humanos internacionales de un estado 
(Hagan, 1996; Ross, 2012, p. 1).

Más allá de los delitos puramente po-
líticos, la literatura académica y la prác-
tica jurídica generalmente reconocen 
que, en algunas circunstancias, los de-
litos comunes pueden tener elementos 
políticos o ideológicos, lo que significa 
que las personas responsables deben ser 
tratadas de manera diferente a los delin-
cuentes comunes. Esto puede incluir el 
reconocimiento de la violencia y la cri-
minalidad dirigida contra individuos, 
por ejemplo, en secuestros, asesinatos, 
daños a la propiedad privada, robos o 
extorsiones, como delitos políticos. La 
razón para tratar a los delincuentes po-
líticos más favorablemente que a los 
delincuentes comunes en el sistema de 
justicia penal, incluso cuando cometen 
delitos violentos, se basa en una tradi-
ción desarrollada en los últimos dos 
siglos que considera que los delincuen-
tes políticos tienen derecho a rebelarse 
contra gobiernos injustos (Schmid y de 
Graaf, 2016). Las acciones de los delin-
cuentes políticos a menudo se interpre-
tan como motivadas por su comprensión 
del bien común, en lugar de por un bene-
ficio personal. Esta posición fue expresa-
da por el magistrado Hernández Galindo 

de la Corte Constitucional de Colombia, 
quien observó que: “los delitos políticos 
son susceptibles de amnistía o indulto 
precisamente porque la comisión del 
delito está envuelta en una motivación 
supuestamente altruista, en la que el 
perpetrador busca cambiar la sociedad 
para mejor. Existe una diferencia bási-
ca con respecto al motivo del delito co-
mún, en el que el perpetrador siempre 
está guiado por fines egoístas y, a menu-
do, perversos”2. Además, argumentó que 
“el crimen político es una expresión del 
derecho legítimo y democrático a resis-
tir la opresión, consagrado incluso en el 
preámbulo” de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas de 1948. Otros académicos han 
sugerido que, cuando los crímenes tie-
nen una naturaleza política, las respues-
tas políticas, como la negociación y la 
inclusión, pueden ser más efectivas que 
las sanciones penales para restaurar el 
estado de derecho y la confianza en las 
instituciones públicas, y para prevenir 
la repetición de los crímenes (Dziedzic 
y Yam, 2020; Fish, 2024). Las amnistías 
pueden apoyar estos esfuerzos cuando 
eliminan los obstáculos a la inclusión y 
permiten que los estados reconozcan la 
naturaleza política de las causas de los 
delincuentes (Mallinder, 2018).

Para distinguir los delitos políticos de 
los delitos comunes, varias leyes de amnis-
tía establecen criterios que pueden servir 

2.	 Corte Constitucional de Colombia, Decisión C-052 de 1993, opinión disidente de José Gregorio Hernández Galindo: https://www.
corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/C-052-93.html.

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/C-052-93.html
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/C-052-93.html
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a los organismos encargados de otorgar 
amnistías para determinar si un indivi-
duo es responsable de delitos políticos, 
que pueden ser amnistiados, o bien de 
delitos no políticos, que no pueden serlo. 
Los Principios de Norgaard constituyen 
una de las expresiones más influyentes 
de estos criterios. Fueron desarrollados a 
partir del derecho de extradición por las 
Naciones Unidas para guiar la liberación 
de prisioneros políticos durante la tran-
sición de Namibia a la independencia en 
1990. Estos principios establecen los si-
guientes criterios para determinar si un 
delito es político (Keightley, 1993): 

	 El motivo del delincuente.

	 El contexto en el que se cometió el 
delito, especialmente si se cometió en 
el curso de una rebelión o disturbio 
político.

	 La naturaleza del objetivo político.

	 La naturaleza legal y fáctica del delito, 
incluida su gravedad.

	 El objeto del delito (si se cometió con-
tra el estado o la propiedad privada).

	 La relación entre el delito y el objeti-
vo político que se persigue (es decir, la 
prueba de proporcionalidad).

Estos principios fueron la base de las 
definiciones de delitos políticos utiliza-
das en la serie de leyes de indemnidad 
y amnistía que formaron parte de la 
transición pacífica de Sudáfrica desde 
el apartheid. Notablemente, ni los Prin-
cipios de Norgaard ni la ley de amnistía 
de Sudáfrica establecieron que los deli-
tos políticos no podían incluir crímenes 
internacionales u otros delitos violentos. 
El proceso de amnistía de Sudáfrica ha 
sido, por supuesto, uno de los más in-
fluyentes en el mundo, y podemos ver 
enfoques similares en el establecimien-
to de criterios para tomar decisiones en, 
por ejemplo, la amnistía de Zimbabue en 
20183.

Otras amnistías, en lugar de desarro-
llar criterios detallados, simplemente 
enfatizan los motivos políticos, ya sea en 
términos generales o en relación a obje-
tivos políticos específicos. Por ejemplo, 
la amnistía de Nicaragua de 1993 se apli-
có a “nicaragüenses que tomaron las ar-
mas con objetivos políticos o demandas 
socioeconómicas”4. La ley de amnistía de 
Fiyi del año 2000 se aplicó a personas 
que supuestamente cometieron delitos 
que fueron “directa o indirectamente in-
citados y motivados por desarrollos po-
líticos”5. La amnistía de Líbano de 1991 
se aplicó, entre otros, a “[c]rímenes po-
líticos o aquellos crímenes que tienen 
una naturaleza política general o local, 

3.	 Reglamentos de la Comisión Nacional de Paz y Reconciliación, Instrumento Legal 90 de 2018, Arts. 71-73.
4.	 Ley de Amnistía, Ley n.º 163 (20 de septiembre de 1993), Artículo 1. El Artículo 2 excluyó los crímenes de guerra y los crímenes de lesa 

humanidad.
5.	 Decreto de Inmunidad, Decreto n.º 18 (13 de julio de 2000), Artículo 2.
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incluidos los crímenes de homicidio co-
metidos por motivos políticos, siempre 
que no fueran cometidos por motivos o 
intereses personales”6. La amnistía de 
Zimbabue de 2020 se refería a “cualquier 
delito motivado por el objetivo de apoyar 
u oponerse a cualquier propósito polí-
tico…”7. Además, la amnistía de Ruma-
nia de 1990 definió los delitos políticos 
como “hechos que tienen como objeto: 
protestar contra la dictadura, (…) el res-
peto de los derechos humanos y liberta-
des fundamentales, (…) la satisfacción de 
reivindicaciones democráticas”8. Otras 
amnistías enfatizan la naturaleza políti-
ca de los eventos en los que ocurrieron 
los delitos. Por ejemplo, la amnistía de 
Francia de 1990 para Nueva Caledonia 
declaró que la amnistía fue otorgada “en 
conexión con eventos políticos, sociales 
o económicos relacionados con la deter-
minación del estatus de Nueva Caledo-
nia o la tenencia de la tierra”9.

La naturaleza política de los delitos 
también puede reflejarse en las leyes de 
amnistía, que, en lugar de establecer 
criterios, especifican que la amnistía se 
aplica a delitos cometidos en conexión 
con eventos políticos específicos, como 
protestas, golpes o conflictos; o por gru-
pos específicos, como grupos armados 
no estatales o movimientos políticos 

específicos, o proporcionan una lista 
exhaustiva de delitos nacionales que tie-
nen carácter político, como la traición, 
que pueden beneficiarse de la amnistía. 
El siguiente apartado explora la apli-
cación de amnistías a delitos políticos 
cometidos durante conflictos armados, 
delitos políticos violentos en contextos 
no conflictivos y delitos políticos no vio-
lentos, y la legalidad de la amnistía para 
cada tipo de delito político.

7.3 FORMAS Y LEGALIDADES 
DE LOS DELITOS POLÍTICOS EN LAS 

LEYES DE AMNISTÍA

Amnistías por delitos políticos 
relacionados con conflictos armados

La mayoría de las amnistías por delitos 
políticos resultan de conflictos arma-
dos. A menudo, estas leyes utilizan fra-
ses generales para describir los delitos 
amnistiados, como “actos criminales 
cometidos durante la agresión, rebelión 
armada o conflictos armados”10, “actos 
criminales relacionados con el conflic-
to”11 o “guerra o rebelión armada contra 
el gobierno”12. Estas frases pueden ser la 
única guía sobre el alcance material de 
la amnistía o pueden ir seguidas de una 
lista de delitos en el código penal que es-

6.	 Ley n.º 84 sobre la Concesión de una Amnistía General por los Crímenes Cometidos antes del 28 de marzo de 1991 según Condiciones 
Específicas (26 de agosto de 1991), Artículo 2(3)(c).

7.	 Orden de Clemencia n.º 1, Amnistía General por Crímenes Motivados Políticamente (6 de octubre de 2000), Artículo 4.
8.	 Decreto-Ley n.º 3 sobre la amnistía de ciertos delitos y la concesión de indultos (5 de enero de 1990), Artículo 1.
9.	 Ley n.º 90-33 sobre la amnistía de delitos cometidos durante los eventos ocurridos en Nueva Caledonia (12 de enero de 1990), Artículo 1.
10.	Véase, por ejemplo, Ley de Amnistía General (Zakon o općem oprostu, Gaceta Oficial, n.º 80/1996), Croacia, Artículo 1.
11.	 Ley de Amnistía, n.º 07-1117/1, Gaceta Oficial de la República de Macedonia n.º 18 (8 de marzo de 2002), Artículo 1.
12.	 Ley de Amnistía (aprobada el 7 de diciembre de 1999), Ley n.º 2 de 2000, Capítulo 294, Sección 3(1).
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tán incluidos o excluidos de la amnistía. 
La naturaleza relacionada con el conflic-
to de los delitos políticos cubiertos por 
una amnistía también puede expresarse 
en las leyes de amnistía, especificando 
que una amnistía se aplica a miembros 
de uno o más grupos armados no esta-
tales, o mediante la enumeración de de-
litos políticos específicos relacionados 
con el conflicto para los cuales se con-
cede la amnistía. Esto a menudo incluye 
rebelión, insurrección, sedición, conspi-
ración, destrucción de edificios públicos 
o propiedades públicas, traición o espio-
naje13. Estos delitos políticos están di-
rigidos contra el estado o instituciones 
públicas (Saul, 2019), y aunque las defi-
niciones nacionales de delitos políticos 
varían, algunos de estos crímenes “pu-
ramente” políticos implican inherente-
mente la perpetración o el apoyo a actos 
de violencia.

La concesión de amnistías por delitos 
violentos cometidos durante conflictos 
armados tiene una larga historia, siendo 
estas amnistías un componente central de 
los acuerdos de paz a lo largo de los siglos 
(Fish, 2024; Lesaffer, sin fecha). Hoy en día, 
el derecho internacional ha evolucionado 
para exigir a los estados que criminalicen, 
procesen y castiguen las conductas más 
graves en conflictos armados, como el ge-
nocidio y las graves violaciones de las Con-
venciones de Ginebra. Sin embargo, esto 
no significa que los combatientes puedan 

ser procesados por participar en hostili-
dades, incluso cuando son responsables 
de asesinatos y destrucción de la propie-
dad. En cambio, el derecho internacional 
humanitario consuetudinario otorga in-
munidad a los combatientes que partici-
pan en conflictos armados entre estados 
(CICR, 2005, Regla 106). 

El Artículo 6(5) del Protocolo Adi-
cional II alienta a los estados a otorgar 
la amnistía más amplia posible al final 
de los conflictos violentos locales. Esta 
disposición del tratado no impide que 
se concedan amnistías a criminales de 
guerra. Sin embargo, durante las últimas 
dos décadas, el Comité Internacional 
de la Cruz Roja (CICR) ha argumenta-
do que ha surgido una regla de dere-
cho internacional consuetudinario que 
excluye de esta exhortación a conceder 
amnistías a “personas sospechosas de, 
acusadas de o condenadas por críme-
nes de guerra” (CICR, 2005, Regla 159). 
Mientras que esta interpretación del 
Artículo 6(5) ha sido bien recibida por 
algunos responsables políticos, juristas 
y activistas, algunos tribunales interna-
cionales y diversos académicos son es-
cépticos, argumentando que el derecho 
internacional puede haber evolucionado 
de forma que restringe la capacidad de 
los estados para otorgar amnistías. Por 
ejemplo, en 2020, la Sala de Apelaciones 
de la Corte Penal Internacional observó 
en el caso de Gaddafi que “el derecho 

13.	 Véase, por ejemplo, la Ley n.º 1820 de diciembre de 2016, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre amnistía, indultos y 
tratamientos penales especiales y otras disposiciones, Diario Oficial 50102 de 30 de diciembre de 2016, Colombia, Artículo 15.
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internacional todavía está en una etapa 
de desarrollo respecto a la cuestión de la 
aceptabilidad de las amnistías”.

A pesar de estos debates sobre los lími-
tes externos de las amnistías permisibles 
para delitos violentos relacionados con 
conflictos, a nivel legal formal, las amnis-
tías por delitos políticos cometidos du-
rante conflictos violentos siguen estando 
permitidas bajo el derecho internacional. 
Esto se refleja en la Directrices de las Na-
ciones Unidas para una mediación efi-
caz, que establece que “las amnistías (...) 
por delitos políticos, como la traición o 
la rebelión, pueden considerarse ‒y a me-
nudo se alienta‒ en situaciones de con-
flicto armado no internacional” (2012, p. 
17). La Ley de Amnistía 1820 de Colom-
bia de 2016, que resultó de las exitosas 
negociaciones de paz entre el gobierno 
colombiano y las guerrillas de las FARC, 
proporciona un ejemplo reciente de una 
amnistía relacionada con el conflicto para 
delitos políticos14 que fue vista como un 
componente esencial del acuerdo de paz.

Los expertos internacionales están ad-
virtiendo cada vez más que el derecho de 
los combatientes a no ser considerados 
penalmente responsables por participar 
en un conflicto armado está en riesgo 
de ser erosionado por la expansión de 
los marcos internacionales sobre la lu-
cha contra el terrorismo y su confusión 

con el derecho internacional humani-
tario, ya que los actos de violencia que 
son lícitos bajo el derecho internacio-
nal humanitario corren el riesgo de ser 
considerados ilícitos si los combatientes 
son etiquetados como terroristas y se 
les aplica un marco de antiterrorismo. 
Esto se debe a que, aunque el derecho 
internacional de los derechos humanos 
y el derecho internacional humanita-
rio reconocen que algunas formas de 
resistencia violenta a la opresión polí-
tica son legítimas, categorizar los deli-
tos políticos como terrorismo significa 
que se consideran inaceptables. Por su-
puesto, los actos de terrorismo, si están 
dirigidos a civiles durante un conflicto 
armado, podrían constituir crímenes de 
guerra u otras graves violaciones de dere-
chos humanos, y como se ha discutido, 
las amnistías para crímenes internacio-
nales y graves violaciones de las Conven-
ciones de Ginebra se consideran cada vez 
más ilegítimas (Schmid y de Graaf, 2016). 
Sin embargo, como ha observado Saul 
(2019), “las nuevas leyes de terrorismo a 
menudo criminalizan toda violencia (e 
incluso la resistencia no violenta) contra 
todos los gobiernos, independientemen-
te de los métodos utilizados, incluso si 
se aplica el DIH y sin importar la legi-
timidad de una rebelión o la ilicitud de 
un gobierno represor”15. Saul continúa 

14.	 Ley n.º 1820 de diciembre de 2016, por medio de la cual se dictan disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales 
y otras disposiciones, Diario Oficial 50102 de diciembre 30 de 2016, Colombia.

15.	 Ejemplos de la etiqueta de terrorismo aplicada a actores políticos no violentos incluyen el lenguaje utilizado por el gobierno de EE. UU. 
para describir a Julian Assange, y por Israel para describir a organizaciones palestinas de derechos humanos. Véase, por ejemplo, Ewen 
MacAskill, “Julian Assange como un terrorista de alta tecnología, dice Joe Biden”, The Guardian (19 de diciembre de 2010) e Issac Scher, 
“La CIA no puede corroborar la etiqueta de ‘terror’ de Israel para grupos de derechos palestinos”, The Guardian (22 de agosto de 2022).
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argumentando que esta confusión de 
regímenes legales ha supuesto que “la 
excepción de delito político para la ex-
tradición está siendo erosionada hasta el 
punto de desaparecer”.

Hay quienes han expresado su preocu-
pación por que estos desarrollos puedan 
contribuir a despolitizar los delitos po-
líticos, reducir el uso de amnistías para 
estas acciones y proporcionar una justi-
ficación para que los actores políticos se 
nieguen a participar en negociaciones 
políticas o a trabajar en favor de la recon-
ciliación (Haspeslagh, 2021). Por ejemplo, 
el Relator Especial de la ONU sobre la Lu-
cha Contra el Terrorismo y los Derechos 
Humanos observó que “etiquetar [a gru-
pos armados no estatales como terroris-
tas] puede servir como una barrera para 
articular diversas formas de reconcilia-
ción, consolidando prejuicios y exclusión, 
y eliminando la posibilidad de mantener 
un significado compartido que permita a 
sociedades profundamente divididas y en 
conflicto hacer la transición gradual de 
la violencia a la coexistencia. La proscrip-
ción generalmente excluye la posibilidad 
de aplicar amnistía a ciertos delitos, y así 
limita directamente las formas en que los 
combatientes pueden ser incentivados y 
alentados a poner fin a su participación 
en hostilidades…” (Ní Aoláin, 2022, párra-
fo 37). 

Por otra parte, el CICR (2011) ha argu-
mentado que la confusión entre el dere-
cho internacional humanitario (DIH) y 
el marco legal para el terrorismo reduce 
el incentivo para que los grupos arma-

dos no estatales respeten el DIH y pue-
de constituir “un obstáculo para futuras 
negociaciones de paz o reconciliación 
nacional”. Además, Rossi ha advertido 
que en sociedades posconflicto y posau-
toritarias, donde el estado ha utilizado 
marcos de antiterrorismo para negar la 
amnistía a los delitos políticos, esto pue-
de actuar “como un velo de impunidad 
para los poderosos, ya que atribuye la 
responsabilidad penal por la violencia 
a un puñado de individuos, protege al 
Estado de rendir cuentas y, por lo tan-
to, cierra la posibilidad de examinar las 
raíces más profundas de una década de 
agitación social y política” (2021, p. 383).

En resumen, en los entornos extrema-
damente desafiantes de los conflictos en 
curso y de los procesos de paz, las am-
nistías se utilizan regularmente para de-
litos políticos. A veces, su uso incluso se 
extiende a miembros de grupos armados 
que usaron la violencia para desafiar al 
estado. Aunque el derecho internacional 
puede estar moviéndose para restringir 
el uso de amnistías para algunas formas 
de violencia grave contra civiles, esto no 
equivale a una prohibición del uso de 
amnistías para toda violencia relaciona-
da con conflictos. De hecho, el derecho 
y la política internacionales continúan 
alentando el uso de amnistías para algu-
nos delitos políticos, incluida la partici-
pación en conflictos armados. De esto se 
puede inferir que las acciones que impli-
can una amenaza menos seria para el es-
tado que la insurrección armada pueden 
ser amnistiadas.
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Amnistías por delitos “violentos”  
en entornos no conflictivos

Las amnistías en entornos no conflic-
tivos son menos comunes que las am-
nistías relacionadas con conflictos. No 
obstante, la Base de Datos de Leyes de 
Amnistía ha identificado 100 casos de 
amnistías desde 1990 que se extienden 
a delitos políticos cometidos en ausen-
cia de conflicto armado. Muchas de es-
tas amnistías se utilizan en respuesta a 
motines y golpes de estado intentados, 
violencia relacionada con elecciones, 
disturbios y otras alteraciones civiles. 
Para estos tipos de amnistías, la cuestión 
de si la amnistía se aplicó a delitos vio-
lentos suele estar muy politizada, y pue-
de ser difícil para los investigadores que 
trabajan únicamente con fuentes secun-
darias, como mi trabajo en la Base de 
Datos de Leyes de Amnistía, determinar 
con certeza cómo categorizar la amnis-
tía. En parte, estas dificultades provie-
nen de los debates bien establecidos en 
la literatura académica y la práctica so-
bre lo que debe entenderse como violen-
cia (Flyghed, 2002; Goede, 2014; Boches 
y Cooney, 2023). Por ejemplo, ¿debería 
el daño a la propiedad privada siempre 
contar como violencia? (Sunderman, 
2022). Sin embargo, la expansión de las 
leyes y la retórica antiterrorista y secu-
ritaria, en muchos estados, también 

puede servir para difuminar las distin-
ciones entre delitos violentos y no vio-
lentos. Esto puede ocurrir, por ejemplo, 
cuando los manifestantes no violentos 
son arrestados bajo la legislación de se-
guridad nacional o cuando las disposi-
ciones penales relacionadas con delitos 
violentos se interpretan de manera ex-
cesivamente amplia para procesar deli-
tos no violentos.

Las respuestas de la justicia penal en 
España al movimiento independentista 
catalán proporcionan ejemplos recien-
tes y muy criticados de este tipo de con-
fusión. Por ejemplo, el delito de rebelión 
se aplicó a los organizadores de mani-
festaciones pacíficas, basándose en in-
terpretaciones novedosas desarrolladas 
por fiscales españoles y aceptadas por 
el Tribunal Supremo. La Asamblea Par-
lamentaria del Consejo de Europa des-
cribió cómo esta interpretación se basó 
en la noción de “violencia sin violencia”, 
según la cual la mera cantidad de ma-
nifestantes ejercía coerción psicológica 
sobre los policías que los enfrentaban 
(2021, párrafo 9.5). Además, se presenta-
ron cargos de terrorismo en 2019 contra 
Tsunami Democràtic y los Comitès de 
Defensa de la República,  grupos proin-
dependencia que pidieron desobedien-
cia civil no violenta16 y organizaron una 
serie de manifestaciones (Comisión de 
Venecia, 2024)17.

16.	 “Los CDR aseguran que solo apuestan por la “desobediencia no violenta”’, El Periódico (11 octubre de 2019).
17.	 Estos cargos contra Tsunami Democràtic fueron desestimados por razones procesales en julio de 2024. Seb Starsevic, “El tribunal espa-

ñol archiva la investigación por terrorismo contra Puigdemont” (9 de julio de 2024): https://www.politico.eu/article/spanish-court-shel-
ves-carles-puigdemont-terrorism-probe-spain-catalonia/.

https://www.politico.eu/article/spanish-court-shelves-carles-puigdemont-terrorism-probe-spain-catalonia/
https://www.politico.eu/article/spanish-court-shelves-carles-puigdemont-terrorism-probe-spain-catalonia/
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A pesar de estos desafíos de codifica-
ción, es posible identificar ejemplos de 
amnistías para delitos políticos violen-
tos concedidas en tiempos de paz. Estos 
incluyen amnistías para manifestantes 
violentos en Albania en 199718, Rusia en 
199419 y Kazajistán en 202220. Algunas 
protestas violentas también desencade-
naron amnistías para soldados o policías 
que abrieron fuego contra los manifes-
tantes21. Además, se han utilizado amnis-
tías para los conspiradores de golpes de 
estado en varios estados, incluido Tailan-
dia en 199122 y Mauritania en 200623.

Dado que no hubo conflicto armado 
en estos tipos de escenarios, no es apli-
cable el fomento de la amnistía del de-
recho internacional humanitario. Si la 
violencia alcanza el nivel de crímenes 
internacionales y graves violaciones de 
derechos humanos, los estados pueden 
tener la obligación de investigar, proce-
sar y castigar a los responsables, lo que 
puede afectar su capacidad para otorgar 
amnistías. Sin embargo, en todas las de-
más instancias, la responsabilidad penal 
por delitos violentos se regula principal-
mente por el derecho interno. Esto sig-
nifica que corresponde a las autoridades 
nacionales determinar, de acuerdo con 
las reglas legales internas que rigen el 

uso de amnistías, si procesar o conceder 
amnistía a los delitos políticos relacio-
nados con la violencia cometida durante 
protestas, disturbios y golpes de estado. 
En 1985, un informe de la ONU obser-
vó que los delitos contra la propiedad 
“normalmente son amnistiados cuando 
los delitos se cometieron sin violencia 
grave” (Joinet, 1985, p. 16). Naturalmen-
te, las amnistías por violencia política 
contra personas, particularmente contra 
policías, pueden ser más controvertidas. 
Las decisiones sobre si otorgar amnistía 
para estos tipos de delitos suelen estar 
fuertemente influenciadas por cálculos 
políticos internos relacionados con la 
fuerza de la amenaza planteada al estado 
y la necesidad de encontrar una resolu-
ción política a la crisis.

Amnistías para la disidencia  
no violenta

Durante la era de la Guerra Fría, el mo-
vimiento de derechos humanos surgió al 
pedir amnistías para disidentes y prisio-
neros políticos (Joinet, 1997, p. 3), como 
se refleja en el nombre de Amnistía In-
ternacional. Un estudio comparativo de 
amnistías para la ONU en 1985 observó 

18.	 Decreto de Amnistía n.º 1732 (6 de marzo de 1997); Ley de Amnistía para civiles y personal militar involucrados en los disturbios tras el 
colapso de esquemas piramidales fraudulentos, Ley n.º 8198 (11 de marzo de 1997).

19.	 La Duma del Estado de la Asamblea Federal, Federación de Rusia, Decisión del 23 de febrero de 1994 n.º 65-1 GD sobre la Declaración de 
Amnistía Política y Económica.

20.	RFE/RL, “El Parlamento de Kazajistán aprueba una amnistía masiva para los participantes en las protestas de enero” (27 de octubre de 
2022).

21.	 Véase, por ejemplo, Human Rights Watch, “Chad: La ley de amnistía engaña a las víctimas” (14 de diciembre de 2023).
22.	“Los líderes militares tailandeses obtienen amnistía por el golpe”, UPI (4 de abril de 1991).
23.	Amnistía Internacional, Informe 2006-Mauritania (23 de mayo de 2006).
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que “las personas culpables de delitos de 
opinión” deberían ser “candidatos prio-
ritarios para la amnistía” y deberían ser 
“distinguibles de las personas culpables 
de delitos contra la propiedad o la per-
sona” (Joinet, 1985, p. 15). Sin embargo, 
este informe reflexionó sobre la comple-
jidad de esta posición al observar que, 
dado que el derecho internacional de 
los derechos humanos prohíbe la per-
secución de individuos por motivos de 
sus opiniones políticas, utilizar el dere-
cho penal para reprimir su capacidad de 
ejercer sus derechos puede violar el de-
recho internacional. Advertía que otor-
gar amnistía a un “prisionero de opinión 
equivale a un reconocimiento implícito 
de que su conducta fue ilegal, mientras 
que es realmente la autoridad responsa-
ble de la pena, al ser culpable de deten-
ción ilegal, a quien podría ser concedida 
la amnistía” (Joinet, 1997, p. 16).

Hoy en día, el derecho internacional 
de los derechos humanos acepta algunas 
restricciones limitadas sobre los dere-
chos de participación política y libertad 
de expresión del individuo, por ejemplo, 
en relación con el “discurso de odio” 
(Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa, 2021). Sin embargo, exige que 
las restricciones a estos derechos sean 
objetivas, razonables, establecidas por 
ley, incorporen procedimientos justos 
y no den lugar a sanciones despropor-
cionadas (Oficina del Alto Comisionado 
para los Derechos Humanos, 1996). El 
desafío de equilibrar la capacidad de los 
estados para restringir estos derechos en 

circunstancias limitadas con la garantía 
de que los individuos puedan disfrutar 
de sus derechos sin ser molestados por 
el estado sigue planteando preguntas 
sobre la idoneidad de otorgar amnistía 
a los llamados delitos de opinión. Los 
estándares del derecho internacional 
sobre la lucha contra la impunidad por 
graves violaciones de derechos humanos 
abordan estas tensiones en la siguiente 
disposición:

En la medida en que pueda inter-
pretarse como un reconocimiento de 
culpabilidad, no se puede imponer la 
amnistía a individuos procesados o 
condenados por actos relacionados 
con el ejercicio pacífico de su derecho 
a la libertad de opinión y expresión. 
Cuando simplemente han ejercido este 
derecho legítimo, tal como lo garanti-
zan los artículos 18 a 20 de la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos 
y los artículos 18, 19, 21 y 22 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, la ley considerará cualquier de-
cisión judicial u otra relacionada con 
ellos como nula y sin valor; su deten-
ción deberá ser finalizada de manera 
incondicional y sin demora.

Esta disposición sugiere que, en lugar 
de otorgar amnistías, los remedios apro-
piados para la violación de los derechos 
de los manifestantes políticos y disiden-
tes deben implicar pasos para poner fin 
a las investigaciones criminales y anular 
cualquier pena. Además, estas amnis-
tías deben reconocer que los beneficia-
rios no son criminales, sino que estaban 
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ejerciendo sus derechos. La posición se 
refleja en la condena del uso de la ley pe-
nal en España contra los defensores de 
la independencia catalana por parte de 
Amnistía Internacional (2019), la Comi-
sión Internacional de Juristas (Khattab, 
2019), la Asamblea Parlamentaria del 
Consejo de Europa (2021), el Comité de 
Derechos Humanos de la ONU (2023) y 
el Grupo de Trabajo de la ONU sobre De-
tenciones Arbitrarias (2019).

La reducción del espacio cívico y la 
criminalización de la disidencia en las 
últimas décadas (Watts, 2019; Selmini y 
Di Ronco, 2023) ha llevado a que estados 
de todo el mundo otorguen amnistías 
por actividades políticas criminalizadas. 
Las actividades políticas cubiertas por 
estas amnistías pueden incluir la per-
tenencia a organizaciones políticas pro-
hibidas; la participación en asambleas o 
manifestaciones ilegales; la difamación 
de autoridades públicas o la ofensa a un 
funcionario público; la desobediencia o 
incitación contra las autoridades; huel-
gas y activismo sindical; y delitos relacio-
nados con el periodismo y otras formas 
de publicaciones. 

Dependiendo del contexto, estas 
formas de amnistía también pueden 
relacionarse con la evasión de la cons-
cripción militar, la deserción militar y 
salir del país sin permiso. En algunas 
ocasiones, estas amnistías han recono-

cido que las acciones que cubren fueron 
una expresión legítima de los derechos 
de las personas amnistiadas. Por ejem-
plo, la amnistía de Bolivia de 2021 es-
tablece que la amnistía se aplica a 
“personas que fueron procesadas penal-
mente durante el gobierno de facto en 
clara violación de derechos humanos, 
garantías constitucionales y libertades, 
por la supuesta comisión de delitos que 
están directamente relacionados con 
conflictos sociales dentro de los delitos 
políticos institucionales del Estado que 
ocurrieron en el país entre el 21 de octu-
bre de 2019 y el 17 de octubre de 2020”24.  
De manera similar, el Artículo 3 de la 
amnistía de Ecuador de 2022 establece 
que “la constitución reconoce el dere-
cho de resistencia de todas las personas 
en los siguientes términos: los indivi-
duos y grupos pueden ejercer su dere-
cho a la resistencia contra las acciones 
u omisiones del poder público o de per-
sonas nacionales o jurídicas no estatales 
que violen o puedan violar sus derechos 
constitucionales...”25. 

En resumen, este apartado ha demos-
trado que los delitos políticos pueden 
abarcar acciones que van desde la insu-
rrección armada hasta la expresión pací-
fica de derechos políticos. Las amnistías 
han sido y siguen siendo utilizadas para 
todas las formas de delitos políticos. 
Sin embargo, su cabida en el derecho 

24.	Decreto Supremo n.º 4461, 18 de febrero de 2021. Gaceta Oficial de Bolivia 1361NEC.
25.	Resolución n.º RL-2021-2023-053 concede amnistía a varios ciudadanos con base en el informe elaborado por la Comisión Especiali-

zada Permanente de Garantías Constitucionales, Derechos Humanos, Derechos Colectivos y la Interculturalidad, Tercer Suplemento n.º 
21, Registro Oficial, 15/03/2022.
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internacional puede depender de si los 
delitos políticos se llevaron a cabo en el 
contexto de un conflicto armado, si los 
crímenes involucraron formas ilegales 
de violencia y, en el caso de los delitos 
de opinión, si los llamados “delitos” de-
berían estar sujetos al derecho penal. 
Estas variaciones son muy significati-
vas a la hora de considerar la legalidad 
y legitimidad de las leyes de amnistía. 
Sin embargo, las variaciones pueden ser 
difíciles de capturar en proyectos de da-
tos comparativos a gran escala, dada la 
disponibilidad limitada de datos en al-
gunos casos y la politización de los deba-
tes sobre la naturaleza de los delitos. Por 
esta razón, el análisis de datos empíricos 
originales sobre delitos políticos en el si-
guiente apartado toma en consideración 
todos los tipos de delitos políticos como 
una única categoría.

7.4 DATOS COMPARATIVOS 
SOBRE EL USO DE AMNISTÍAS 

PARA DELITOS POLÍTICOS

La Base de Datos de Leyes de Amnistía ha 
identificado y codificado 374 amnistías 
por delitos políticos que se promulgaron 
desde el 1 de enero de 1990 hasta el 31 de 
diciembre de 2023. De estas amnistías, 
274 están relacionadas con procesos de 
conflicto y paz, y 100 se otorgaron en en-
tornos no conflictivos26. Como muestra 
la Figura 1, el número de amnistías por 
delitos políticos alcanzó su punto máxi-
mo a finales de la Guerra Fría. Las am-
nistías en los primeros años de la década 
de 1990 a menudo estaban relacionadas 
con poner fin a la represión de disidentes 
políticos en antiguos países comunistas, 
o fueron producto del inicio o la resolu-
ción de guerras civiles en todo el mundo 
que resultaron de cambios geopolíticos.

26.	Los datos sobre las amnistías relacionadas con conflictos y procesos de paz se han publicado en la Base de Datos de Amnistías, Con-
flicto y Acuerdos de Paz (ACPA), que está disponible en: https://www.peaceagreements.org/amnesties/. Los datos sobre las amnistías en 
tiempos de paz no han sido publicados.
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Figura 1. Amnistías concedidas por delitos políticos entre 1990-2023.
Fuente: Elaboración propia.

https://www.peaceagreements.org/amnesties/
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El número medio de amnistías por de-
litos políticos a lo largo de este periodo 
de 33 años es de 11,3 amnistías por año. 
Sin embargo, en la última década, gene-
ralmente ha habido menos de 10 amnis-
tías cada año. Esto sugiere que hay una 
disminución en el uso de amnistías por 
delitos políticos, aunque, contrariamen-
te a algunas suposiciones en la literatu-
ra académica y de políticas discutidas 
anteriormente, esta manifestación de la 
excepción del delito político no ha desa-
parecido. Las razones de la disminución 
pueden ser la expansión del marco anti-
terrorista. Sin embargo, también puede 
estar relacionada con el notable descen-
so en las negociaciones de paz integrales 
en los últimos años (Badanjak, 2022). La 

Figura 2 ilustra dónde se han utilizado 
las amnistías por delitos políticos en el 
mundo.

La distribución regional de los países 
que han promulgado amnistías por de-
litos políticos refleja en cierta medida el 
número de países en cada región, siendo 
las amnistías utilizadas más frecuente-
mente en África y Asia. Estos patrones 
también pueden estar influenciados por 
los tipos de regímenes que otorgan am-
nistías por delitos políticos. La Figura 3 
muestra la distribución regional de las 
amnistías por tipo de régimen, utilizan-
do las categorías de regímenes de Free-
dom House27 para codificar el régimen 
político en el año en que se promulgó la 
amnistía.
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Figura 2. El uso de amnistías por delitos políticos por región del mundo.
Fuente: Elaboración propia.

27.	Metodología de Investigación de Freedom in the World. Disponible en: https://freedomhouse.org/reports/freedom-world/
freedom-world-research-methodology.

https://freedomhouse.org/reports/freedom-world/freedom-world-research-methodology
https://freedomhouse.org/reports/freedom-world/freedom-world-research-methodology
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Esta figura ilustra que en las dos re-
giones con el mayor número de amnis-
tías por delitos políticos, África y Asia, 
una proporción significativa de estas 
amnistías se introdujo en regímenes que 
se clasifican como “no libres”. Además, 
en todas las regiones del mundo, se in-
troducen más amnistías por parte de 
los regímenes parcialmente libres que 
por gobiernos libres. Estas tendencias 
no son sorprendentes. Los estados de-
mocráticos en funcionamiento deberían 
ser capaces de resolver disputas políticas 
a través de las instituciones y procesos 
políticos establecidos que están desti-
nados a acomodar visiones pluralistas 
de la sociedad y proporcionar estructu-
ras desde las que llegar a compromisos 
negociados e inclusivos. En tales contex-
tos, es menos probable que se aplique el 

derecho penal a las actividades políticas 
particularmente, dado que la capacidad 
de resolver disputas políticas a través 
de procesos pacíficos debería reducir la 
probabilidad de que se cometan delitos 
políticos violentos. En contraste, donde 
los regímenes políticos parcialmente li-
bres o no libres restringen el debate polí-
tico y criminalizan la actividad política, 
aumenta la probabilidad de que se co-
metan delitos políticos no violentos y, en 
algunos casos, violentos, lo que puede, a 
su debido tiempo, llevar a amnistías.

La Figura 4 muestra las categorías de 
beneficiarios que se han beneficiado de 
amnistías por delitos políticos. Pone de 
manifiesto que, en general, la mayoría 
de las amnistías por delitos políticos 
han beneficiado a opositores del estado, 
incluidos grupos armados no estatales 
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Figura 3. El uso de amnistías por delitos políticos por tipo de región y régimen.
Fuente: Elaboración propia.
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participantes en golpes de estado, per-
sonas acusadas de delitos de terrorismo 
en tiempos de paz, prisioneros políticos, 
líderes y miembros de grupos de oposi-
ción, y manifestantes.

Las tendencias en estos datos son pro-
ducto de que la mayoría de las amnistías 
por delitos políticos se utilizan en rela-
ción con conflictos armados y procesos 
de paz. Si consideramos únicamente las 
100 amnistías por delitos políticos que 
se otorgaron en entornos no conflicti-
vos, encontramos que 28 se concedieron 
a agentes del estado y 92 a opositores. 

Las amnistías por delitos políticos a 
veces también incluyen o excluyen otras 
categorías de delitos. La Figura 5 ilustra 
las tendencias respecto a cómo las am-
nistías hacen esto.

Dado que las amnistías por delitos 
políticos ofrecen a los beneficiarios in-
dulgencia en el proceso de justicia penal, 
en el buen entendimiento de que sus crí-
menes no se cometieron por ganancia 
personal, no es sorprendente ver que los 
delitos por ganancias económicas rara 
vez se incluyen. Como se discutió en el 
primer punto, la relación entre los de-
litos políticos y los crímenes contra los 
individuos, que pueden incluir delitos 
violentos y delitos contra la propiedad, 
es más compleja. Un solo proceso de 
amnistía puede abarcar delitos políticos 
cometidos contra el estado y una varie-
dad de delitos conexos cometidos contra 
individuos privados, al mismo tiempo 
que excluye algunas formas de delitos 
contra individuos privados. Por ejem-
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Figura 4. Beneficiarios de amnistías por delitos políticos.
Fuente: Elaboración propia.
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plo, un conjunto de proclamaciones de 
amnistía emitidas en Filipinas en 2022 
para cuatro grupos rebeldes diferentes 
extendió la amnistía a una lista de de-
litos especificados cometidos por estos 
grupos, incluidos la rebelión, la sedi-
ción, la asamblea ilegal y los asaltos. Sin 
embargo, estas proclamaciones excluye-
ron el genocidio, las graves violaciones 
de las Convenciones de Ginebra y los 
delitos violentos graves bajo la ley nacio-
nal, como la violación, el terrorismo y el 
secuestro28.

La Figura 6 examina cómo se utilizan 
las condiciones en las amnistías por de-
litos políticos. Muestra que el 43% de 
las amnistías por delitos políticos son 
incondicionales. Cuando se utilizan con-
diciones, estas están relacionadas con 
condiciones de seguridad (desarme, des-
movilización y reintegración de comba-
tientes; renuncia a la violencia; delación 
de compañeros; y no reincidencia) o 
condiciones centradas en las víctimas re-
lacionadas con la participación en proce-
sos de recuperación de la verdad, justicia 
y/o reparaciones.
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Figura 5. Tratamiento de otras categorías de delitos en amnistías por delitos políticos.
Fuente: Elaboración propia.

28.	Proclamación n.º 1090, 5 de febrero de 2021, Concesión de Amnistía a Miembros del Frente Moro de Liberación Islámica (MILF) que han 
cometido delitos sancionables bajo el código penal revisado y leyes penales especiales en promoción de sus creencias políticas.
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Si bien las condiciones deben usarse 
para los delincuentes políticos violen-
tos, a menudo no son apropiadas cuan-
do una amnistía pretende remediar 
violaciones de los derechos de un indi-
viduo a la libertad de expresión, reunión 
y participación política. Esto se debe a 
que las condiciones están destinadas a 
asegurar que la persona amnistiada ya 
no represente una amenaza para el es-
tado o que contribuyan a abordar los 
daños que causaron a las víctimas. Sin 
embargo, las personas que participaron 
en delitos políticos no violentos pueden 
haber estado motivadas por la defensa 
de un bien público, en lugar de ser una 
amenaza para otros. Además, es menos 
probable que hayan violado los dere-

chos de los demás y la amnistía debería 
estar destinada a permitirles disfrutar 
de sus propios derechos.

Finalmente, la Figura 7 examina los 
efectos legales de las amnistías por de-
litos políticos. Como se afirmó en la 
introducción, la función principal de 
las amnistías es eliminar la responsa-
bilidad penal. De acuerdo con esto, la 
Figura 7 muestra los efectos legales más 
comunes de las amnistías. Sin embar-
go, las amnistías también pueden tener 
una variedad de efectos legales adicio-
nales. Algunos de estos se refieren a 
la eliminación de otras formas de san-
ciones penales, como la reducción de 
penas, la liberación de personas conde-
nadas y la eliminación de antecedentes 
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penales. Algunas amnistías también 
pueden eliminar o excluir otras formas 
de responsabilidad civil o administrati-
va. La eliminación de sanciones admi-
nistrativas puede incluir la eliminación 
de restricciones para votar o postularse 
para un cargo; facilitar que las personas 
amnistiadas se reintegren en trabajos 
gubernamentales o que se restablezcan 
sus pensiones gubernamentales; facili-
tar el regreso y la reintegración de exi-
liados y refugiados en la sociedad, por 
ejemplo, mediante la (re)obtención de 
acceso a tierras y propiedades; y la de-
volución de multas que hubieran sido 
impuestas.

Muchas de las amnistías por delitos 
políticos eliminan diferentes formas de 
responsabilidad legal. Sin embargo, un 
pequeño número afirma que la respon-
sabilidad civil permanece, sin verse al-
terada por la amnistía. Además, algunas 
amnistías por delitos políticos, que gene-
ralmente se promulgan en entornos no 
democráticos, imponen sanciones admi-
nistrativas, incluidas restricciones a los 
derechos políticos de las personas amnis-
tiadas. Sanciones administrativas alterna-
tivas pueden ser apropiadas para algunas 
categorías de delitos políticos que están 
relacionadas con la violencia; sin embar-
go, no son apropiadas cuando se aplica 
una amnistía para delitos de opinión.
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Figura 7. Los efectos legales de las amnistías por delitos políticos.
Fuente: Elaboración propia.
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7.5 CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES

1.	 La concesión de amnistía por deli-
tos políticos reconoce que los deli-
tos cometidos por objetivos políticos 
pueden y deben diferenciarse de los 
delitos cometidos para obtener ga-
nancias personales. Esto se debe al 
reconocimiento de que las motiva-
ciones de los delincuentes políticos, 
y en consecuencia los riesgos que po-
tencialmente plantean a la sociedad, 
pueden diferir sustancialmente de los 
delincuentes comunes. También reco-
noce que el derecho penal puede no 
ser siempre el camino más apropiado 
para resolver crisis políticas provoca-
das por delitos políticos y que, en su 
lugar, pueden ser necesarias las am-
nistías para crear espacio para nego-
ciaciones y soluciones políticas.

2.	 Cuando se conceden amnistías por 
delitos políticos, pueden abarcar un 
espectro de actividades que van des-
de la violencia relacionada con con-
flictos hasta la expresión pacífica de 
delitos políticos durante tiempos de 
paz. En consecuencia, las amnistías 
pueden entrecruzarse con el derecho 
internacional y estar reguladas por 
él de diversas maneras, dependiendo 
del contexto y de las actividades cu-
biertas por la amnistía.

3.	 El derecho penal internacional, el 
derecho internacional humanitario 
y el derecho internacional de los de-

rechos humanos sostienen cada vez 
más que no se pueden conceder am-
nistías por genocidio, crímenes de 
guerra, crímenes de lesa humanidad y 
graves violaciones de derechos huma-
nos. Sin embargo, el derecho interna-
cional humanitario y las políticas de 
mediación internacional continúan 
alentando el uso de amnistías para 
conflictos armados locales. En entor-
nos no conflictivos, donde no se han 
cometido crímenes internacionales 
o graves violaciones de derechos hu-
manos, el derecho internacional no 
restringe el uso de amnistías y los 
estados deberían evitar aplicar la le-
gislación antiterrorista o la figura del 
delito violento de ámbito nacional 
para difuminar la distinción entre 
delitos violentos y no violentos.

4.	 El derecho internacional de los dere-
chos humanos crea obligaciones para 
que los estados respeten, protejan y 
promuevan los derechos individuales 
a la libertad de expresión, reunión y 
participación política, incluso cuan-
do esto incluye cuestionar el orden 
constitucional del propio estado. Los 
estados solo pueden restringir estos 
derechos en circunstancias limita-
das, y el uso del derecho penal para 
reprimir estos derechos puede violar 
las obligaciones internacionales de 
un estado. Las amnistías a menudo 
se aplican a los llamados “delitos de 
opinión” para eliminar la respon-
sabilidad penal y garantizar que las 
personas amnistiadas puedan ejer-
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cer nuevamente sus derechos. Mien-
tras que las amnistías generalmente 
transmiten la idea de que las perso-
nas amnistiadas han participado en 
conductas indebidas, incluso si no 
están siendo castigadas, las amnistías 
por “delitos de opinión” deberían re-
conocer que las personas amnistia-
das estaban ejerciendo sus derechos 
en lugar de involucrarse en activida-
des criminales y, en este caso, la am-
nistía trataría de deshacer un agravio, 
en lugar de crear una excepción a la 
regla de derecho.

5.	 Donde se aplican amnistías a delitos 
políticos violentos, estas amnistías 
deberían, en la medida de lo posible, 
condicionarse a que los beneficiarios 
individuales de la amnistía se absten-
gan de la violencia futura, se reinte-
gren en la sociedad y tomen medidas 

para contribuir a los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y las re-
paraciones. Los efectos legales de las 
amnistías para delincuentes violen-
tos deberían ofrecer una indulgencia 
lo más restringida posible y pueden, 
cuando sea apropiado, imponer algu-
nas formas de sanciones administra-
tivas, siempre que estos procesos se 
adhieran a los estándares de las leyes 
de derechos humanos.

6.	 Cuando se aplican amnistías a mani-
festantes no violentos, disidentes po-
líticos u otras personas acusadas de 
“delitos de opinión” deben otorgarse 
incondicionalmente y sus efectos le-
gales deben enmarcarse de manera 
amplia, para garantizar que se pueda 
restaurar el pleno disfrute de los de-
rechos políticos y civiles por parte de 
sus beneficiarios.
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valorar este aspecto de la democracia española, su impacto político y el conflicto social en torno a él. Se tratarán, como corresponde, en 
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8.1 INTRODUCCIÓN

España es uno de los países más descen-
tralizados del Mundo; especialmente si 
nos centramos en el escalón intermedio 
o regional (Lago Peñas, 2021). Da igual 
que observemos el porcentaje de gasto 
público o de impuestos en manos de 
los gobiernos intermedios: o, alternati-
vamente, el valor del índice de descen-
tralización más utilizado en la literatura 
académica (Regional Authority Index 
o RAI) en la Figura 1. La transición de-
mocrática supuso el mayor impulso 
descentralizador que uno observa en 

los Estados contemporáneos. Y esta es 
la segunda nota que destacar. Los paí-
ses federales que habitualmente se to-
man como referencia tienen su origen 
en procesos de construcción nacional 
en los siglos XVIII y XIX, que cosieron 
las partes que existían previamente. Es-
tados Unidos, Canadá, Australia, Suiza 
o Alemania resultan de acuerdos de 
integración. Solo el Estado de las auto-
nomías se desarrolla en el último cuar-
to del siglo XX y es el resultado de un 
acuerdo de reformulación del poder po-
lítico en la dirección opuesta: de arriba 
hacia abajo. 
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En tercer lugar, es importante insistir 
en la diferencia esencial entre las fórmu-
las federales y confederales de gobierno. 
En las federaciones, el gobierno central 
o federal es fuerte y cuenta con compe-
tencias de gasto exclusivas, capacidad 
presupuestaria, poder tributario y capa-
cidad de legislar sobre todo el territorio. 
Los gobiernos subcentrales conviven con 
el federal, idealmente en un marco de 
lealtad mutua, de reconocimiento de sus 
espacios competenciales y con estruc-
turas de gobierno multinivel (lo que en 
España ahora llamamos “cogobernan-
za”) que permiten la cooperación ho-
rizontal y vertical, proporcionando los 
foros y los espacios apropiados para un 
gobierno intrínsecamente más comple-
jo que el de un país unitario. Desde este 
punto de vista, el Estado de las autono-
mías está hoy descompensado. El avance 
en el vector de descentralización nos ha 
llevado a que, por ejemplo, España esté 
por delante de los tres países federales 
de la UE 27 (Alemania, Austria y Bélgica) 
en descentralización tributaria, para ser 
el líder comunitario en este ámbito. Sin 
embargo, la Constitución española se ha 
quedado corta para dar soporte a meca-
nismos de gobernanza genuinamente fe-
derales. A mi juicio, esta es la dimensión 
en la que el Estado autonómico presenta 
sus carencias más graves y donde se debe 
avanzar en los próximos años. A corto 
plazo y a la espera de una probablemente 
compleja reforma constitucional, la so-
lución debería concretarse en reforzar 
sustancialmente los recursos y relevan-

cia de los tres mecanismos ya existentes: 
la Conferencia de presidentes, el Con-
sejo de Política Fiscal y Financiera y las 
conferencias sectoriales.

La solución confederal es muy dife-
rente. En ese caso, son las partes las que 
concentran los poderes, con un gobier-
no común dependiente y, en general, 
carente de las herramientas necesarias 
para ejercer un gobierno común pleno. 
En el terreno financiero-fiscal la UE 27 
es un buen ejemplo de estructura con-
federal. Las Comunidades forales serían 
otro caso. Como se sabe, la Constitución 
española contempla y avala que el poder 
tributario en los territorios forales se en-
cuentre en manos autonómicas, con un 
gobierno central que no cuenta con po-
der tributario efectivo en ellas. Son más 
relevantes como restricción las normas 
de armonización comunitarias, sobre 
todo en el ámbito de la imposición indi-
recta, que las estatales. Esto es una ano-
malía en perspectiva comparada que, 
probablemente, se explique porque en el 
momento de redactar y aprobar la Cons-
titución era difícil imaginarse que las co-
munidades autónomas (CC AA) iban a ser 
tan importantes desde un punto de vista 
competencial y presupuestario como lo 
son hoy en día. Pero la realidad es que 
en ninguno de los países federales antes 
mencionados el nivel de gobierno central 
o federal acepta una fórmula financiera 
confederal como la foral.

Finalmente, hay que resaltar que la 
descentralización en España ha des-
bordado ampliamente las expectativas 



8. LA FINANCIACIÓN AUTONÓMICA: BALANZAS FISCALES, PACTOS BILATERALES Y CONDONACIÓN…

165

del momento constituyente no solo en 
cuanto a su profundidad, sino también 
en cuanto a su simetría. Aunque exis-
ten algunas diferencias en el abanico 
competencial (comunidades uniprovin-
ciales, competencias en policía, prisio-
nes o justicia…) en esencia se ha optado 
por un formato simétrico. Y esto, a la 
luz de los estudios demoscópicos dispo-
nibles, ha conducido a que en algunos 
territorios la descentralización percibi-
da supere a la deseada por el ciudada-
no mediano y en otros no llegue. Para 
explicar este segundo resultado, que se 
manifiesta con especial intensidad en 
Cataluña y País Vasco, tan importante 
como el nivel competencial o el alcance 
de la legislación básica del Estado, se-
ría la distancia competencial con otras 
regiones, que no alcanzarían el estatus 
de nacionalidades. Lógicamente, a me-
dida que aumenta el marco competen-
cial medio, es más difícil diferenciarse 
al alza.

8.2 LAS BALANZAS FISCALES  
EN ESPAÑA

El cálculo de balanzas fiscales regionales 
ha acompañado al desarrollo del Estado 
Autonómico desde sus inicios. Al prin-
cipio, los esfuerzos se ceñían a Cataluña, 
frecuentemente apoyados por la Generali-
tat. Pero en las últimas dos décadas su pre-
sencia se generaliza y aparecen múltiples 
cálculos, tanto académicos como oficiales, 
elaborados desde el propio Ministerio de 
Hacienda (De la Fuente, 2024a). 

Pocos países en el mundo prestan 
tanta atención como España al cómputo 
de la diferencia entre los gastos públicos 
que benefician a los ciudadanos de un 
territorio concreto y los impuestos que 
soportan. Sin duda, el rol de Cataluña y 
su sistema de partidos es clave para en-
tenderlo. En países federales más homo-
géneos (Australia o Alemania antes de la 
reunificación) no se dan las precondicio-
nes para que las balanzas fiscales terri-
toriales ocupen un lugar relevante en la 
agenda política. Las circunscripciones y 
territorios pueden estar vigilantes para 
no soportar discriminaciones en forma 
de menores inversiones del gobierno 
central o mayor control tributario, por 
ejemplo. Pero, al no existir sujetos polí-
ticos colectivos relevantes a escala regio-
nal, con partidos que los representen, la 
presión sobre el cálculo y uso de las ba-
lanzas fiscales se debilita.

Para la comprensión de lo que sigue 
deben quedar claras dos ideas. La prime-
ra es que, con carácter universal, las ba-
lanzas o “residuos fiscales” tienden a ser 
negativos en las regiones más ricas y con 
mayor capacidad fiscal y más favorables 
en las más retrasadas. Sería el resultado 
agregado del sesgo redistributivo de gas-
tos e impuestos en los Estados contem-
poráneos. La segunda es que las balanzas 
fiscales son una estimación que puede 
hacerse usando metodologías alterna-
tivas dependiendo de dónde se ponga el 
acento. En particular, si lo que se quie-
re es medir donde se ejecuta el gasto o, 
en cambio, asignar territorialmente los 
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beneficios del gasto. Un ejemplo bastará 
para entender la diferencia. La base aérea 
de Zaragoza sirve para la defensa de todo 
el territorio español, pero el gasto público 
correspondiente se ejecuta principalmen-
te en Aragón. La incidencia económica 
del gasto se concentraría en Aragón, pero 
los beneficios y su correspondiente impu-
tación se deberían ampliar al conjunto de 
los españoles. Además, en ambos casos se 
requiere utilizar hipótesis que admiten 
márgenes en su concreción, lo que influ-
ye en los resultados finales. No es como 
mirar un termómetro o calcular la canti-
dad de agua acumulada en un embalse. La 
existencia de consensos metodológicos e 
interpretativos previos es clave para evitar 
la profusión y confrontación de cifras apa-
rentemente calculadas de forma objetiva.

Como ya hemos adelantado en el 
párrafo anterior, el cómputo de las ba-
lanzas fiscales puede tener utilidad a la 
hora de responder a dos bloques de pre-
guntas de naturaleza diferente y comple-
mentaria. El primero tiene que ver con 
la hipotética aplicación de fronteras fis-
cales regionales. ¿Qué pasaría si todos 
los ingresos públicos que se generan en 
un determinado territorio se gastasen 
en él? ¿Cuántos de esos recursos salen 
de las fronteras regionales? Este tipo de 
cuestiones se suelen plantear en las re-
giones más ricas. Y, cuando esa riqueza 
relativa coincide con sentimientos na-
cionales intensos y extendidos, la cadena 
argumental concluye habitualmente en 
la noción de que la independencia sale 
fiscalmente a cuenta. 

Un problema de este enfoque es que 
se basa en la hipótesis de que la inde-
pendencia no alteraría los niveles de 
renta per cápita. Incluso aunque la inde-
pendencia se lograse de manera pacífica 
y pactada, se trata de una hipótesis fuer-
te y que, generalmente, es discutida por 
los especialistas, porque la independen-
cia sería previsiblemente negativa para 
las relaciones comerciales, la elección 
de sedes empresariales, o los flujos turís-
ticos. Además, ese choque negativo po-
dría durar un periodo largo de tiempo. 
En sentido contrario, se argumenta que 
la mayor autonomía que brinda la inde-
pendencia permitiría afinar las políticas 
públicas y los menús fiscales y, de ahí, 
impulsar el crecimiento de la economía.

Un segundo bloque de preguntas orilla 
la independencia y las tensiones centrífu-
gas y se centra en responder a la pregun-
ta de si existen agravios comparativos y 
discriminaciones; si los individuos de un 
determinado territorio reciben un trato 
diferente a los demás. En este caso, las 
balanzas fiscales serían un instrumento 
detector de agravios útil para quienes les 
preocupa la justicia distributiva.

Para contestar a cada bloque de pre-
guntas tiene sentido que se apliquen 
metodologías diferentes, sobre todo en 
lo que concierne a la imputación territo-
rial del gasto. En el caso del enfoque del 
flujo monetario (fijarse dónde se hace el 
gasto y no a quién beneficia) es segura-
mente más apropiada; aunque también 
es cierto que si lo que se quiere es es-
timar el efecto fiscal de la independen-
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cia hay que tener en cuenta cuestiones 
como los gastos adicionales que tendría 
la región y que no aparecen computados 
en la balanza. En contraste, si la aten-
ción se centra en dilucidar la existen-
cia de agravios y maltratos, el enfoque 
de coste-beneficio y la metodología del 
sistema de cuentas territorializadas asu-
midas por el Ministerio de Hacienda la 
década pasada es preferible. Porque no 
se limita a dar un saldo global, algo que 
también hace, sino a descomponerlo 
para que sea posible entender de dónde 
sale. Habrá una parte de los saldos lógi-
ca y justa porque la contribución tribu-
taria de los individuos aumenta con su 
nivel de renta y riqueza y otra sobre la 
que puedan surgir dudas y, en su caso, 
requerir correcciones. 

Expuesto lo anterior, es comprensi-
ble que una Generalitat gobernada por 
partidos que reclaman la independencia 
exija el cómputo actualizado de los sal-
dos fiscales agregados según el enfoque 
del flujo monetario. Pero también lo es 
que un Ministerio que está obligado a 
preocuparse del conjunto ponga el acen-
to en detectar posibles agravios y corre-
girlos; y a dar por buena la parte de los 
saldos fiscales que simplemente refleja 
la lógica de la redistribución fiscal a una 
escala española.

¿Qué nos dicen los estudios empíricos 
disponibles? A escala internacional con-
tamos con pocos estudios comparativos 
que tengan en cuenta todos los progra-
mas de gasto e impuestos. Al no existir 
demandas similares en otros países, son 

estimaciones poco frecuentes y, en gene-
ral, adolecen de problemas de homoge-
neidad. Dicho eso, de la Fuente (2024a) 
sitúa el caso español en línea con lo que 
se observa en Australia, Canadá, Reino 
Unido e Italia. En Lago Peñas et al. (2015) 
se ofrecen cálculos homogéneos y com-
pletos para 21 países de la UE27 y el pe-
riodo 1995-2009; si bien la redistribución 
incluye solo los impuestos directos y las 
prestaciones monetarias a las familias. Es 
decir, mide la intensidad de la redistri-
bución en las rentas de los hogares, de-
jando al margen, por falta de datos, las 
prestaciones de servicios como la sanidad 
o la educación o impuestos como el de 
sociedades o el IVA. Los resultados sitúan 
a España en el último cuartil en cuanto 
al esfuerzo redistributivo (Figura 2). Es de-
cir, España no se caracterizaría por flujos 
redistributivos especialmente intensos y 
solidarios. Más bien al contrario.

La Figura 3 complementa a la anterior. 
En ella se ponen en relación los valores 
medios regionales de la renta primaria 
media (antes de impuestos y transferen-
cias) y la renta disponible de los hogares. 
Los valores de renta primaria se expresan 
respecto a la media europea (que se igua-
la a 100) y para cada tramo de 20 puntos 
se identifica la región que tiene un efec-
to redistributivo más negativo o positivo. 
Cataluña aparece como la región europea 
en el tramo 100-120 con peor resultado, 
pero no se halla muy lejos de la recta de 
regresión, que marcaría la posición neu-
tral observando al conjunto de países. En 
contraste, puede observarse la posición 
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de Bucarest, Bratislava o Lisboa, compa-
rativamente peores. Lo que le ocurre a 
Cataluña o a la Comunidad de Madrid 
es que son regiones relativamente ricas 
en países relativamente pobres; lo que 
les convierte en contribuyentes netas a la 
solidaridad interterritorial. Pero esto es 
lo que ocurre con carácter general, por-
que los flujos redistributivos en la Unión 
Europea siguen siendo un asunto funda-
mentalmente nacional.

A continuación, la Figura 4 ofrece 
una perspectiva sobre el tamaño de los 
saldos fiscales regionales en España 
calculados según el sistema de cuentas 

públicas territorializadas hechos públi-
cos por el Ministerio de Hacienda hace 
una década. Recordando que esta me-
todología no se centra en donde se pro-
ducen los bienes y servicios públicos, 
sino en sus beneficiarios, la pregunta 
a responder es si existen pistas sobre 
agravios comparativos. Teniendo en 
cuenta que es lógico observar una rela-
ción negativa entre el saldo fiscal y el 
PIB per cápita de las CC.AA., el gráfico 
muestra que País Vasco, Navarra y Ca-
narias disfrutan de un saldo fiscal sus-
tancialmente más favorable de lo que 
cabría aguardar teniendo en cuenta su 
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Figura 2. Efecto redistributivo interregional (NUTS 2). Periodo 1995-2009.
Fuente: Lago Peñas (2021).
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renta per cápita regional; y lo contra-
rio ocurre en la Comunidad Valenciana 
y Murcia. Cataluña y la Comunidad de 
Madrid se sitúan muy cerca de donde 
cabría esperar, cerca de la recta de re-
gresión. Las posiciones tan favorables 
de País Vasco y Navarra son, sobre todo, 
resultado de la aplicación del sistema 
foral; la de Canarias tiene que ver con 
las consecuencias de su régimen fiscal 
como región europea ultraperiférica; y 
la mala situación relativa de Murcia y la 
Comunidad Valenciana son explicadas, 
en buena medida, por la infrafinancia-
ción que les proporciona el sistema de 
régimen común. 

Una última nota sobre las estimacio-
nes de las balanzas fiscales que ponen el 
acento en el lugar dónde se ejecuta el gas-
to. Pueden ser interesantes para informar 
la discusión sobre la desconcentración de 
la actividad de la administración central, 
porque el lugar donde se sitúan los or-
ganismos públicos no es irrelevante para 
las ciudades o regiones. Su efecto tractor 
puede ser más o menos intenso depen-
diendo de su dimensión relativa, pero 
es verdad que existe. En este sentido, la 
elección de sedes alternativas a Madrid es 
claramente más factible en un escenario 
de digitalización avanzada, donde las ven-
tajas de la aglomeración física se diluyen. 
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Fuente: Lago Peñas et al. (2015).
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8.3 LOS MECANISMOS 
EXTRAORDINARIOS DE FINANCIACIÓN 

Y LA CONDONACIÓN DE DEUDA

El acuerdo entre ERC y el PSOE en no-
viembre de 2023 recoge la condona-
ción a Cataluña del 20% de la deuda del 
principal mecanismo extraordinario de 
financiación, el Fondo de Liquidez Auto-
nómica (FLA). Una condonación que el 
propio texto aclara que sería generaliza-
ble al resto de CC AA , incluso a aquellas 
que no han accedido a los mecanismos o 
lo han hecho en cuantía menor, también 
las de régimen foral. 

El acuerdo ha generado fuertes críti-
cas, por lo que supondría de agravio com-
parativo con las CC AA  que han ajustado 
más su déficit, y por lo que supone para la 
credibilidad del no rescate y de la respon-
sabilidad fiscal. En Cadaval et al. (2024) 
hacemos un ejercicio de pragmatismo 
que atiende a ambas críticas.

En primer lugar, si la quita parcial de 
la deuda se hace por el mismo importe 
per cápita en todas las CC AA  se podría 
evitar los problemas de agravio compa-
rativo. Porque esa parcial sería un apun-
te contable: a todos los españoles se les 
eliminaría de forma simultánea un pa-

Clave: An = Andalucía; Ar = Aragón; As = Asturias; Cana = Canarias; Cat = Cataluña; 
CyL = Castilla y León; CyMel = Ceuta y Melilla; Cnt = Cantabria; C-M = Castilla-La Mancha;
Ex = Extremadura; Ga = Galicia; Ma = Madrid; Mu = Murcia; Na = Navarra; PV = País Vasco; 

Ri = La Rioja; Va = Valencia.
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sivo en las cuentas de su comunidad y 
un activo en las cuentas del Estado por 
una cuantía idéntica. De hecho, la deu-
da consolidada del Reino de España no 
se alteraría. En segundo lugar, la crítica 
al desincentivo a la estabilidad fiscal de 
las quitas puede contestarse apelando 
a un error de cálculo en la intensidad 
de la Gran recesión y su impacto sobre 
las finanzas autonómicas. Ante un cho-
que acumulado sobre el PIB similar al 
que España sufrió en 2020 como con-
secuencia de la pandemia, la respues-
ta dada por la Administración central 
fue muy diferente y generó resultados 
opuestos: enorme salto en la deuda en 
la recesión de 2009-2013 frente al (casi) 
equilibrio presupuestario en la pande-
mia. 

En todo caso, la quita parcial plan-
teada no es la panacea, porque resulta-
ría insuficiente para que comunidades 
especialmente endeudadas, como la Co-
munidad Valenciana o Cataluña. Parece 
inevitable que una solución definitiva al 
problema vaya a requerir acuerdos de re-
estructuración que deberían discutirse 
en el seno del Consejo de Política Fiscal 
y Financiera. Además, estas decisiones 
deberían ir acompañadas de una revi-
sión a fondo del marco de estabilidad 
presupuestaria para los gobiernos sub-
centrales y los instrumentos para hacer 
frente a crisis intensas futuras sobre las 
finanzas autonómicas a fin de que la si-
tuación no vuelva a repetirse en el futu-
ro y que los mercados financieros tengan 
confianza en ello.

8.4 CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES

1.	 La transición democrática en España 
ha sido un motor clave para la des-
centralización, y ha permitido des-
plegar el Estado de las autonomías en 
un proceso de cesión del poder políti-
co de arriba hacia abajo, en contraste 
con los países federales tradicionales 
que se formaron por integración. Hoy 
España es uno de los países más des-
centralizados del mundo, tanto en 
términos de gasto público e impues-
tos gestionados por gobiernos regio-
nales como de autonomía regional.

2.	 A pesar de esta intensa descentraliza-
ción, el Estado autonómico en Espa-
ña presenta carencias, especialmente 
en la gobernanza multinivel, lo que 
sugiere la necesidad de una reforma 
para adaptarse al funcionamiento de 
un modelo de tipo federal, inspirán-
dose en lo que funciona en otros paí-
ses. A corto plazo, el reforzamiento 
de la Conferencia de Presidentes y del 
Consejo de Política Fiscal y Financie-
ra como espacios de codecisión sería 
la solución más pragmática y eficaz.

3.	 No obstante, este enfoque federal 
convive en España con otro de natu-
raleza confederal que, hasta la fecha, 
ha tenido su concreción en el modelo 
foral. Un modelo que es una anoma-
lía en el análisis comparado y que ha 
generado disfuncionalidades impor-
tantes; especialmente en el frente 
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de la nivelación interterritorial y en 
el del funcionamiento y gestión del 
sistema fiscal. Mirando hacia el futu-
ro debe quedar claro que uno u otro 
enfoque conducen a resultados muy 
diferentes, sobre todo en lo que con-
cierne al rol y la capacidad del gobier-
no central. 

4.	 En comparación con otros países, Es-
paña cuenta con una nivelación de los 
recursos para políticas autonómicas 
(sanidad, educación, servicios socia-
les…) muy fuerte, pero no se caracte-
riza por un esfuerzo redistributivo de 
la renta de los hogares especialmente 
intenso, situándose en el último cuar-
til de la UE en esta dimensión. 

5.	 El acuerdo entre ERC y el PSOE en 
noviembre de 2023 recoge la condo-
nación a la Generalitat de Cataluña 
del 20% del FLA. Este acuerdo sería 
políticamente más sencillo si se hace 
por el mismo importe per cápita en 
todas las CC AA  y se justifica apelan-
do a un error de cálculo en la intensi-
dad de la Gran Recesión y su impacto 
sobre las finanzas autonómicas. En 
todo caso, la quita parcial planteada 
no es una solución infalible, porque 
resultaría insuficiente para que co-
munidades especialmente endeuda-
das. Por ello, parece inevitable que 
una solución definitiva al problema 
vaya a requerir acuerdos de reestruc-
turación adicionales.
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9.1 INTRODUCCIÓN

A lo largo del año 2023, la protección 
social en España se ha visto condicio-
nada por la aprobación de numerosas 
normas dirigidas a la configuración o 
establecimiento de prestaciones, y que 
como tales han sido analizadas y cri-
ticadas por los interlocutores sociales 
(sindicatos y patronales) y causa de ac-
ciones protagonizadas por movimientos 
sectoriales. Desde el punto de vista de 
la conflictividad, el único colectivo con 
capacidad acreditada de presión y ma-
nifestación son los pensionistas, siendo 
muy reducidos los conflictos sociales 
organizados en relación con los proble-
mas de pobreza o, con la salvedad del 
movimiento feminista, por la protec-
ción familiar. 

En términos más amplios de conflic-
tividad social, España ha continuado 
siendo un país relativamente tranquilo. 
El número de huelgas y conflictos co-
lectivos que tuvieron lugar fue de 777, 
más del 80% de las mismas con ámbito 
provincial o municipal1. El número de 
participantes fue de 294.750, algo más 
de cien mil superior a la del año pre-
cedente (realizar estadísticas compa-
rativas con una serie más amplia sería 
irrelevante por la pandemia y el con-
finamiento), pero prácticamente todo 
este incremento tiene lugar en el sec-

tor público, con una disminución de 
más de 40.000 personas en el sector 
privado. En número de jornadas perdi-
das para el proceso productivo, el indi-
cador más fiable, se alcanza una cifra 
cercana al millón (987.956) de jorna-
das no trabajadas, con un incremento 
de 278.857 jornadas más respecto del 
año 2022. El incremento de jornadas 
perdidas tiene lugar prácticamente en 
su totalidad en conflictos de ámbito te-
rritorial provincial, o vinculados a con-
venios provinciales. 

Las protestas agrarias que se produ-
jeron en nuestro país a imitación de 
otros movimientos similares en paí-
ses europeos tuvieron lugar a finales 
del invierno de 2024. En comparación 
con otros países de la Unión Europea2, 
España, que fue uno de los países eu-
ropeos con más jornadas perdidas por 
huelgas y conflictos colectivos en el 
periodo 2000 a 2009, con 309 jorna-
das perdidas por cada empleado, pasó 
a 76 en el periodo 2010-2018, y estaría 
en 2021 en 26 jornadas, y en torno a las 
32 jornadas en 2023, lo que situaría a 
nuestro país entre los países europeos 
con menor conflictividad social en los 
últimos quince años.

Esta relativa calma se reproducirá 
también cuando abordemos sectorial-
mente el mapa de la protección social, 
con una práctica ausencia de movi-

1.	 Para los datos de conflictividad laboral, la fuente es la “Estadística de Huelgas y Cierres Patronales” de la Secretaría de Estado de Empleo, 
Ministerio de Trabajo y Economía Social.

2.	 Para los datos comparativos entre la conflictividad española y la de otros países de la UE, la fuente son las Estadísticas del Instituto 
Social Europeo (ETUI).



INFORME SOBRE LA DEMOCRACIA EN ESPAÑA 2023

178

mientos significativos y de protestas 
ciudadanas, lo que, como es lógico, no 
significa una ausencia de problemas, 
sino un relativa conformidad mayori-
taria con los procesos de resolución 
abordados institucionalmente, o sim-
plemente la ausencia de capacidad rei-
vindicativa en torno a los problemas 
más específicos. Los estudios realizados 
por el Centro de Investigaciones Socio-
lógicas3 mantienen durante los últimos 
años un nivel de preocupación relativa-
mente bajo de los españoles sobre los 
problemas de protección social, que 
normalmente es criticado por quienes 
sostienen que el desconocimiento de la 
(mala) situación real de los sistemas de 
protección abona el inevitable colapso 
de las finanzas públicas específicas di-
rigidas a la protección de los colectivos 
más vulnerables, como es en el caso es-
pañol especialmente de las cotizaciones 
a la Seguridad Social. En todo caso, la 
paz social, entendida como ausencia de 
conflictos significativos en el plano la-
boral y de un respaldo mayoritario a las 
principales políticas públicas de pro-
tección,  es sin duda una de las forta-
lezas que ha permitido la subsistencia 
de una mayoría parlamentaria izquier-
da/nacionalistas, que constituye la base 
del actual Gobierno. Veamos cómo han 
evolucionado las grandes cuestiones de 
protección social durante el año 2023. 

9.2 LA POBREZA Y LA PUESTA EN 
MARCHA DEL INGRESO MÍNIMO VITAL 

(IMV)   

Desde la sucesiva aprobación de sus 
normas reguladoras, culminadas en la 
Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la 
que se establece el ingreso mínimo vi-
tal, el IMV se ha constituido en una de 
las grandes apuestas del actual gobierno 
por afrontar los problemas de pobreza 
y desatención a la familia existentes en 
España4. El 2023 es ya el tercer año de 
aplicación efectiva de las normas, y por 
tanto un momento en el que puede eva-
luarse si los problemas detectados en un 
primer momento han conseguido corre-
girse al menos parcialmente. 

El 23 de noviembre de 2023 el autor 
coordinó en la Fundación Alternativas, 
con el apoyo y financiación de la Funda-
ción ONCE, una jornada de evaluación 
del funcionamiento de la iniciativa, que 
contó con la participación de repre-
sentantes del Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, de los 
servicios jurídicos de la Seguridad So-
cial y de las principales organizaciones 
no gubernamentales implicadas en el 
problema. A falta del cierre del ejercicio 
de 2023, las conclusiones de las organi-
zaciones de la  sociedad civil presentes 
en el encuentro seguían señalando que 
persistía una cierta confusión entre las 
prestaciones familiares y el IMV, que el 

3.	 Barómetro de enero de 2024. Centro de Investigaciones Sociológicas, Madrid.
4.	 “El Ingreso Mínimo Vital. Evaluación de los tres primeros años de la gran iniciativa de protección social”. Cuadernos de Trabajo 

233/2024. Febrero de 2024. Fundación Alternativas.
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grado de desconocimiento entre una 
parte importante de los posibles bene-
ficiarios subsistía, que el non take up 
seguía en porcentajes demasiado altos, 
que los procedimientos de concesión y 
de revisión seguían generando situacio-
nes kafkianas que disuadían a muchos 
beneficiarios de conseguir o mantener la 
prestación y que la no utilización de los 
datos de ingresos reales en el momento 
de formularse la solicitud discriminaban 
a familias con ingresos intermitentes. 

El Ministerio de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones, como estadística 
significativa de implementación, ofreció 
a principios de 2024 los siguientes datos:

 
	 El número de personas beneficia-

rias ha aumentado respecto de los 
primeros ejercicios, y la relación de 
las prestaciones del IMV con el CAPI 
(Complemento de Ayuda Para la Infan-
cia), ha permitido focalizar el efecto de 
la prestación en las mujeres y los hoga-
res con menores de edad reducida. 

	 En los hogares con beneficiarios, en 
un 68,3% hay al menos un menor. 

Desde el punto de vista de los objeti-
vos iniciales de la prestación, todavía el 
número de hogares y de beneficiarios 
se aleja de las previsiones iniciales, pero 
desde el Ministerio se destaca que los 
esfuerzos por encontrar fórmulas para 
salvar los problemas detectados han sido 
ímprobos, y de ahí la mejora de los datos 
reseñados. 

Una visión menos complaciente la 
ofrece la Autoridad Independiente de 
Responsabilidad Fiscal (AIReF), que ha 
emitido desde la entrada en vigor de la 
primera normativa una sucesión de “Opi-
niones” sobre el IMV, siendo la tercera y 
última relativa al año 2023. La AIReF si-
gue manteniendo estadísticas diferentes 
y menores que las ofrecidas por el Minis-
terio, y pone el foco sobre que solo el 17% 
de los hogares en situación de pobreza 
severa según la Encuesta de Consumos 
Familiares del INE estaría cubierto por el 
IMV, que seguiría manteniendo indica-
dores muy intensos de non take up tanto 
para la propia prestación principal (56%) 
como para el CAPI de ayuda a la infancia 
(73%). No obstante, la AIReF modera el 
tono desabrido de su primera Opinión y 

Personas 2.194.953

Mujeres 1.184.206

Hogares 747.147

CAPI (benef.) 460.061

Figura 1: Ingreso Mínimo Vital. 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 
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señala algunos elementos muy positivos 
de la implantación del IMV. Un 30% de 
los beneficiarios han incrementado sus 
rendimientos del trabajo desde la conce-
sión, que se han considerado compatibles 
con la prestación. Antes de la entrada en 
vigor del IMV, 239.227 hogares eran per-
ceptores de las rentas mínimas de inser-
ción gestionadas por las Comunidades 
Autónomas. A finales de 2023 las familias 
perceptoras eran 513.871, y al menos un 
5% de las mismas podían percibir el IMV 
según sus características. La AIReF sigue 
abogando por la concesión de oficio del 
IMV, pero ahora en sus documentos utili-
za una expresión más matizada (“utilizan-
do esquemas de concesión de oficio”), y 
recalca que modificaciones normativas, 
como la realizada en el Real Decreto-ley 
2/2024, que articula una pasarela auto-
mática hacia el IMV cuando se agota la 
prestación por desempleo y no existe 
derecho al subsidio, van en la dirección 
adecuada. En cuanto a las críticas a la no 
utilización de los ingresos del momento 
de la solicitud, la AIReF señala que con 
las modificaciones normativas realizadas 
a fin de tener en cuenta las pérdidas de 
ingresos sufridas por las familias y los in-
gresos reales existentes en el momento de 
la solicitud, el 24% han sido aprobados y 
se ha reconocido la prestación en el 2% 
de los casos (según datos de la AIReF).

En realidad, una lectura desapasiona-
da de la disputa que la AIReF mantiene 
con el Ministerio sobre el IMV, y que se 
ha aplacado algo con la salida del Mi-
nistro Escrivá (antiguo responsable de la 

AIReF), nos llevaría a poner el acento so-
bre estas cuestiones desde un punto de 
vista diferente. Los datos del INE sobre 
hogares en situación de pobreza severa 
son, lamentablemente, poco fiables por 
la carencia de métodos adecuados de 
comprobación, que puedan evaluar la 
veracidad de las manifestaciones de los 
encuestados, principal fuente de infor-
mación de las estadísticas del INE. Cada 
trimestre, la Encuesta de Población Ac-
tiva indica, de acuerdo con sus datos, el 
número de hogares existentes en España 
en los que no se percibe ningún ingre-
so de naturaleza pública o privada. Se 
ha aprobado el IMV, las rentas mínimas 
han más que duplicado los hogares de 
los beneficiarios, pero la EPA mantiene 
inalterada su estimación de estos hoga-
res en algo más de 500.000.

La AIReF, en sus documentos analizan-
do las normas fiscales o el gasto público 
en España, mantiene la inadecuación de 
que se automaticen los procedimientos 
de subvención o la concesión de benefi-
cios fiscales, exactamente lo que parece 
proponerse cuando se habla del IMV. 

En realidad, el IMV está siendo gestio-
nado por una administración, la de Se-
guridad Social, que carece de personal y 
de mecanismos de trabajo propios de los 
servicios sociales. Sus comprobaciones de 
la riqueza de los beneficiarios de las pres-
taciones no pueden ser realizadas por un 
personal inexistente, y así las comproba-
ciones de la riqueza en los hogares que 
perciben el IMV son los mismos que en 
los hogares que perciben el complemento 
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a mínimo de pensión. Se realizan por la 
Agencia Tributaria en función de la renta 
declarada y de los rendimientos aflorados 
en los documentos bancarios, nóminas, 
etc. De ahí la enorme dificultad en revi-
sar siguiendo los procedimientos propios 
de los sistemas de servicios sociales la ri-
queza de los hogares de los solicitantes de 
prestaciones del IMV. 

En otro tiempo, en otro país, los sis-
temas de servicios sociales gestionados 
por CC  AA y Ayuntamientos hubieran 
auxiliado a la Administración de Seguri-
dad Social. En la España actual, la única 
solución es el traspaso de la gestión del 
IMV por las Comunidades, que se realiza 
ya por Euskadi, Navarra y Cataluña, pero 
que en su día solicitó la Galicia presidida 
por Alberto Núñez Feijóo.

Algunos solicitantes lo saben y, antes 
de facilitar que la Agencia Estatal de Ad-
ministración Tributaria investigue sus 
actividades laborales, evidentemente su-
mergidas, prefieren tramitar rentas mí-
nimas, o buscar soluciones parciales en 
ayudas municipales, a la vivienda, come-
dores escolares, etc. Pero parece detec-
tarse el desplazamiento de la pobreza en 
España hacia colectivos que hasta ahora 
no han sido beneficiarios del IMV: per-
sonas sin hogar, con problemas de salud 
mental, de abuso de bebidas alcohólicas 
o substancias ilegales, inmigrantes sin 
permiso de residencia. 

En este sentido, antes que ensayar fór-
mulas de concesión de oficio que podrían 
disparar el gasto hasta hacerlo susceptible 
de desvanecerse ante cualquier situación 

de restricción del gasto público, como 
sucedió con las prestaciones por hijo de 
miles de euros en la crisis de 2008, ha-
bría tal vez que delimitar qué colectivos 
quedan fuera de la acción del IMV; cómo 
pueden modificarse los requisitos más 
rigurosos (exigencia de pertenecer a una 
unidad de convivencia más amplia qué la 
unidad familiar); como podría asociarse a 
la concesión el trabajo social para delimi-
tar los ingresos del momento y no los del 
año precedente; y cómo podrían paliarse 
sus problemas, con prestaciones basadas 
antes en la aportación de un beneficio 
en especie (alojamiento, comida) que en 
una transferencia económica. Aunque 
esto exigiría una colaboración entre ad-
ministraciones lejana a la actual realidad 
política.

  

9.3 LA SOSTENIBILIDAD DEL SISTEMA 
DE PENSIONES 

En 2023, el Sistema de Seguridad Social 
alcanzó la cifra de 20.733.042 afiliados, 
con un incremento de 573.725 afiliados, 
el 2,84%. Los varones representaban el 
52,7% de la afiliación, frente al 47,3% 
de las mujeres, que seguían incremen-
tándose a un ritmo superior (el 3,11% 
frente al 2,26%). En número de pensio-
nistas, los varones acabaron el año sien-
do 4.626.315, frente a 4.528.163 mujeres 
pensionistas. En número de pensiones 
las prestaciones cobradas por las mu-
jeres superaron a las de los hombres, 
principalmente por el mayor número de 
mujeres jubiladas que al mismo tiempo 
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perciben en todo o en parte pensión de 
muerte y supervivencia (viudedad).

Los datos de la ejecución presupues-
taria5 se detallan en el cuadro adjunto. 
La recaudación se calcula incluyendo la 
nueva cuota del mecanismo de equidad 
intergeneracional, pero sin recoger las 
cotizaciones destinadas a la prestación 
por cese de actividad de los trabajado-
res autónomos. El dato sobre pensiones 
recoge el gasto contributivo, pero no las 
transferencias no contributivas financia-
das por el Estado. Los datos se refieren a 
un ejercicio especialmente significativo, 
porque se discutía la aplicabilidad de los 
mandatos recogidos en las resoluciones 
del Pacto de Toledo, esto es, la Comisión 
del Congreso de los Diputados que dis-
cute las reformas a realizar en el Sistema 
de Seguridad Social. 

La principal resolución establecía una 
revalorización de las pensiones acorde a la 
media de las subidas mensuales del índice 
de precios al consumo (IPC) del año prece-
dente. La inflación post pandemia de 2022 
había sido enorme, y las pensiones tuvie-
ron con esta consecuencia un crecimiento 
acorde con la revalorización indexada con 
el procedimiento antes expuesto. 

De la importancia de la revalorización 
daría testimonio la evolución de la pen-
sión media y de la jubilación media. En 
la mayor parte de los ejercicios las medias 
crecen por tres causas: 1), porque las nue-
vas pensiones son más elevadas que las de 

los pensionistas fallecidos (efecto sustitu-
ción); 2) porque el número de pensionistas 
aumenta al ser también mayor el número 
de nuevas altas que el número de bajas por 
fallecimiento; 3) por la revalorización de 
pensiones. Los factores 2 y 3 se han visto 
modificados por la generosidad de la reva-
lorización. El factor 3, por el incremento en 
sí, pero el factor 2 por el “efecto llamada” 
del incremento. El aumento tenía un im-
pacto real sobre la nómina de la pensión 
superior a la que tendría, según nuestro 
procedimiento de cálculo de pensiones, 
trabajar un año más. En función de estas 
expectativas, una cantidad cercana a los 
cien mil pensionistas, que deberían para 
perfeccionar su carrera de cotización ha-
berse jubilado los últimos meses de 2023 
o 2024, se jubilaron voluntariamente du-
rante los últimos meses de 2022. 

La normativa aprobada, a instancias 
de las recomendaciones del Pacto de 
Toledo, permitía beneficiarse de la reva-
lorización a cotizantes que se hubieran 
jubilado el 31 de diciembre del año ante-
rior. En todo caso, la pensión media pasó 
de 1094,9 euros en diciembre de 2022 a 
1.197,9 euros en diciembre de 2023. La 
jubilación media a su vez pasó de 1.259,8 
euros en diciembre de 2022 a 1.378,4 eu-
ros en diciembre del año siguiente. La 
subida ha sido la mayor en los últimos 
decenios, y puede compararse en im-
pacto social al incremento lineal que se 
aplicó a todas las pensiones el año 19836.

5.	 Ejecución Presupuestaria del Sistema de Seguridad Social, 27 de marzo de 2024 (Intervención General de la Seguridad Social).
6.	 Los datos sobre las pensiones del Sistema de Seguridad Social están obtenidos de las estadísticas publicadas por la Secretaría de Estado 

de la Seguridad Social en su página web.
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Como puede comprobarse en el cua-
dro adjunto, a pesar de la revalorización 
efectuada,  las cifras se han contenido 
gracias a la buena evolución de las cotiza-
ciones y del hecho de que las transferen-
cias del Estado han pasado a financiar el 
ejercicio de 2023 no sólo las prestacio-
nes de naturaleza no contributiva (pen-
siones no contributivas, prestaciones del 
Ingreso Mínimo Vital, Complemento de 
Ayuda Para la Infancia, complemento a 
mínimos de pensión, complemento por 
cuidado de hijo para pensionistas) sino 
también a todos los gastos que el sistema 
realiza debido a decisiones normativas 
del Estado relativas a la promoción de la 
actividad laboral de diversos colectivos 
(menos cotización de los trabajadores 
agrarios, menor cotización de los propie-
tarios de explotaciones agrarias, menor 
cotización de marinos y pescadores, in-
cremento del complemento por cuidado 
del hijo de los padres, tarifa plana de los 
trabajadores autónomos, etc.). 

En 2023, el incremento de las pensio-
nes ha situado al gasto en pensiones en 
España en una proporción similar a la de 
la mayoría de los países de la Unión Eu-

ropea de nuestro nivel de envejecimien-
to, sobre el 11,7% del PIB. El acuerdo de 
revalorización de pensiones de acuerdo 
al IPC genera pues un riesgo para la sos-
tenibilidad del sistema.  Este riesgo no 
obstante, se ve relativizado no solo por la 
buena situación económica o el aumento 
específico de los ingresos. El sistema de 
pensiones español gracias a la reforma 
de 2.011, la de mayor calado de las apro-
badas hasta la fecha, ha ido incremen-
tando paulatinamente la edad media de 
jubilación de los españoles. En el primer 
sexenio de aplicación (2013-2018) la edad 
media subió moderadamente, hasta los 
64 años y tres meses. A finales de 2023 se 
situaba en 65 años y dos meses. La edad 
es diferente para los hombres, que sue-
len acceder a la jubilación con un ma-
yor número de años cotizados y carreras 
más continuas que las mujeres. A pesar 
del cómputo de los periodos dejados de 
cotizar por el nacimiento o la adopción 
de hijos, las mujeres se jubilan en prome-
dio a los 65 años y 5 meses, mientras que 
los hombres se jubilan en la actualidad a 
los 64 años y seis meses. Estas cifras no 
obstante manifiestan una tendencia a la 

Figura 2: Sistema de Seguridad Social.
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Intervención General de la Seguridad Social. 

Nota: En millones de euros.

Magnitud 2022 2023 Incr.

Cotizaciones 139.845 154.248 10,26%

Pensiones 146.288 161.077 10,11%

Ratio (1)/(2) 95,59% 95,76%

Déficit sistema 6.948,15 8.626,73 24,15%
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convergencia consecuencia de los incen-
tivos económicos a la jubilación estable-
cidos poco antes de la última reforma, el 
Real Decreto-ley 2/2023 de 16 de marzo, 
de medidas urgentes para la ampliación 
de los derechos de los pensionistas, la 
reducción de la brecha de género y el 
establecimiento de un nuevo marco de 
sostenibilidad del sistema público de 
pensiones. La jubilación demorada, a la 
que se accede retrasando un año la ju-
bilación efectiva cuando la pensión co-
rrespondiente sería el 100% de la base 
de cotización, ha alcanzado a un 6,7% de 
la mujeres y al 9,1% de los hombres, y ha 
experimentado durante 2023 un creci-
miento del 10%.

La reforma, pactada con los sindica-
tos y que ha contado con una dura opo-
sición de las distintas patronales y de los 
grupos de estudios económicos, irrum-
pía con la creación de un denominado 
“mecanismo de equidad intergenera-
cional” el tope máximo de cotización, 
una figura con mucho predicamento 
en España pero con pocas similitudes 
en los sistemas de pensiones europeos. 
También incrementaba el periodo de 
cómputo de la pensión, pero solo de 25 
a 27 años y permitiendo desechar los dos 
años de cotización más reducida. Las an-
teriores reformas de la Seguridad Social 
habían pasado de dos años a cinco, de 
cinco a quince, y de quince a veinticinco 
este procedimiento. Las principales crí-

ticas recibidas tenían como fundamento 
el hecho de intentar gobernar con incre-
mentos de cotización sobre el tope máxi-
mo, incrementos que se determinaba en 
la norma serían crecientes, el déficit del 
sistema de pensiones, en lugar de abor-
dar mecanismos de reducción de presta-
ciones, tal y como establecía el factor de 
sostenibilidad establecido nominalmen-
te en 2013 pero que nunca se aplicó, y 
la revalorización mínima de las presta-
ciones al 0,25%, que “reventó” en 2018 
tras un 2017 en el que la inflación media 
alcanzó un 1,97%. También han existido 
críticas de organismos internacionales, 
aunque éstos han seguido consideran-
do que el principal problema de finan-
ciación que arrastra el sistema español 
de pensiones es la demografía adversa 
y el consecuente envejecimiento de la 
población, solo resoluble a través de un 
flujo inmigratorio elevado. En algunas 
ocasiones, los autores de las críticas 
académicas a las decisiones del Gobier-
no omiten que en el pasado sus propios 
autores han criticado, por un lado, que 
el tope máximo de pensiones generaba 
un “salto” fiscal, por el que personas con 
menores rendimientos realizaban apor-
taciones fiscales mayores que las de otras 
con rentas más elevadas, y por otro el he-
cho de que España destinaba a protec-
ción social un porcentaje menor del PIB 
que el resto de países de la UE a 27 hasta 
20237.

7.	 Eurostat. Estadísticas de Protección Social (ESSPROS).
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En todo caso, subsiste entre los au-
tores de estas críticas la falta de respal-
do a la actual política de pensiones del 
Ejecutivo, combatida duramente por la 
oposición PP-Vox. Esta oposición no ha 
tenido demasiado eco entre la sociedad 
española. Los sucesivos estudios del CIS8 
vienen señalando un nivel de preocu-
pación en torno al 1% por el tema pen-
siones; en enero de 2024, mes en el que 
se produce la revalorización, un 1,2% in-
cluía las pensiones como un tema muy 
preocupante, en una respuesta en la que 
se podía mencionar la cuestión en pri-
mer, segundo y tercer lugar; un 0,3% si-
tuaba este tema en primer lugar. Cuando 
se referían a los temas que afectan perso-
nalmente al encuestado, un 1,3% se con-
sideraba directamente afectado.

La reforma de pensiones, pactada con 
UGT y CC OO, no fue acordada con otros 
sindicatos más minoritarios o de infe-
rior ámbito territorial. ELA denunció 
con contundencia la condicionalidad 
de las medidas de ajuste, introducidas 
en la reforma a sugerencia de Bruselas, y 
que implican que si se produce un des-

equilibrio entre las medidas de ajuste 
establecidas (mecanismo de equidad in-
tergeneracional) y un incremento de los 
gastos que supere el de los ingresos, será 
necesario en un plazo de tres años ini-
ciar medidas de ajuste extraordinarias, 
mediante un informe elaborado a tal 
efecto por la Autoridad Independiente 
de Responsabilidad Fiscal. El respaldo 
de ELA hizo que las convocatorias de 
protesta contra la reforma tuvieran en 
Bilbao un respaldo mayor, con una ma-
nifestación de 2000 personas convoca-
das por el Movimiento de Pensionistas 
de Euskal Herria. Las marchas realiza-
das en otros lugares han sido casi tes-
timoniales, y la que debería haber sido 
la culminación de las protestas, en oc-
tubre de 2023 en Madrid, convocada 
por la Coordinadora de Madrid por la 
Defensa del Sistema Público de Pensio-
nes, contó con una asistencia de unas 
4000 personas, según la Policía Local 
y la Delegación del Gobierno. Los me-
dios destacaban la reivindicación de un 
blindaje para las pensiones a través de 
la inclusión de la indexación de la reva-

Figura 3: Gasto en protección social sobre el PIB. 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de EUROSTAT. 

Ámbito 2018 2021

Unión Europea a 27 27,9% 29,9%

España 23,6% 28,1%

8.	 Barómetro de enero de 2024, Centro de Investigaciones Sociológicas, ya citado.
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lorización de acuerdo con el IPC en la 
Constitución, y a varios pensionistas so-
licitando que las pensiones fueran con-
sideradas un derecho y no un recurso 
para el poder financiero. Ni siquiera Po-
demos, habitual en estas convocatorias, 
se hizo presente en muchas de ellas.   

9.4 LA MEJORA DE LAS POLÍTICAS 
FAMILIARES

El año 2023 ha sido un año en el que el 
número de nacimientos en España fue de 
322.075, la cifra más baja desde que exis-
ten registros tras la guerra civil, 1941, e 
inferior en 6629 nacimientos a las cifras 
de 20229. La preocupación por favorecer 
el cuidado de los hijos ha sido constante 
en la actuación de las diferentes admi-
nistraciones, que han multiplicado los 
beneficios fiscales directos e indirectos 
por el nacimiento o adopción de hijos, 
que han desarrollado diferentes inicia-
tivas tendentes a incrementar de los ni-
ños y niñas de baja edad en los centros 
educativos, promoviendo la extensión de 
la educación infantil a niños y niñas de 
edades inferiores a los tres años.

En el ámbito de la protección social, 
la iniciativa más importante ya se ha 
reseñado con antelación, la creación 
de un Complemento de Ayuda Para la 
Infancia, que ha beneficiado a más de 
400.000 menores, en un entorno pres-
tacional vinculado al Ingreso Mínimo 

Vital. Para los padres trabajadores, en 
una situación de crecimiento ininte-
rrumpido del trabajo de los jóvenes, las 
medidas aprobadas se han concentrado 
en la equiparación paulatina del antiguo 
permiso de paternidad, fusionado desde 
el Real Decreto-ley 6/2019 de 1 de marzo, 
de medidas urgentes para garantía de la 
igualdad de trato y de oportunidades en-
tre mujeres y hombres en el empleo y la 
educación en el permiso por nacimien-
to y cuidado de hijo y cuya duración se 
amplió, con la entrada en vigor de esta 
norma, a dieciséis semanas. 

La colaboración entre el Instituto de 
Estudios Fiscales y la Universidad Na-
cional de Educación a Distancia ha per-
mitido la publicación de un interesante 
estudio10, que reseña el que tal vez sea 
el aspecto más positivo de las reformas 
adoptadas. España, sería, según las auto-
ras, “el país europeo con menor brecha 
de género en el número de días usado 
de permisos remunerados”. La práctica 
totalidad de padres y madres (más del 
90%) usan todo el tiempo remunerado 
al 100% e intransferible.

Al lado de este impacto objetivamente 
positivo, se señalan en el trabajo algunas 
cuestiones que relativizan los avances. 
Los hombres, gracias al avance en el nú-
mero de días de permiso, han progresa-
do en la asunción de roles de cuidado de 
hijos e hijas, pero asumiendo un rol más 
auxiliar que protagonista. Apenas un 

9.	 Series estadísticas de natalidad (Instituto Nacional de Estadística). 
10.	Ver Castellanos Serrano et al. (2024).
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20% de los hombres fracciona su permi-
so en los periodos tras el parto y cuando 
acaba el permiso de la madre, turnándo-
se en el cuidado protagonista (mayor nú-
mero de horas) con la madre. Según han 
argumentado ante diferentes medios de 
comunicación las autoras o tal como han 
reivindicado las organizaciones feminis-
tas, si los padres asumieran una mayor 
parte del cuidado protagonista, las mu-
jeres podrían volver al trabajo remunera-
do en mejor posición. En la actualidad, 
y según el estudio, el 57% de los padres 
simultánea el periodo no obligatorio de 
la prestación con las madres, y el 23% 
hace uso de semanas sueltas por motivos 
variados (laborales, incluso recreativos).

El estudio considera importante que 
se promocione el cuidado protagonis-
ta de los padres, lo que aumentaría los 
vínculos entre padres e hijos e hijas, me-
joraría la vuelta al mercado de trabajo de 
las madres y modificaría los roles, incre-
mentando la equiparación real en las ta-
reas del cuidado entre padres y madres. 
El cuidado por turnos, en la actualidad, 
es el más usado por las personas con 
mayor nivel de renta o con contratos in-
definidos, mientras que los trabajadores 
peor remunerados o con contratos tem-
porales lo utilizan menos. Las demandas 
de cambios en la ley para conseguir pro-
fundizar los avances conseguidos a par-
tir de 2021 han llevado a la movilización 
de las asociaciones más reivindicativas, 
entre las que destaca la Plataforma por 
los Permisos Iguales e Intransferibles de 
Nacimiento y Adopción (PPiiNA).

9.5 LAS MEJORAS PARA LOS 
TRABAJADORES AUTÓNOMOS

En el sistema español de Seguridad So-
cial, la democracia ha permitido la gene-
ración de una cultura contributiva muy 
extendida entre los trabajadores por 
cuenta ajena. Alguna vez el autor de este 
trabajo ha comentado como una de las 
principales huelgas en Burgos durante la 
Transición fue la huelga de la construc-
ción, que en aquel momento pudo ce-
rrarse con un acuerdo que establecía un 
complemento por transporte de 13.000 
pesetas para todos los trabajadores. Este 
complemento, que no cotizaba a la Se-
guridad Social y que fue inicialmente 
rechazado por la Inspección de Trabajo, 
que en aquel momento debía informar 
los convenios, permitió hacer asumible 
las peticiones de los trabajadores y la 
economía de las empresas. 

Veinte años más tarde, el complemen-
to fue absorbido por el salario base en el 
convenio provincial. Los trabajadores que 
a finales del siglo XX querían mejorar sus 
salarios se habían convertido en el siglo 
XXI en cotizantes que querían mejorar 
sus pensiones. Esta mentalidad, apoya-
da en el escaso peso de la aportación de 
los empleados en la cotización (algo más 
de un 6%) no ha penetrado en el colec-
tivo de autónomos, que pagan una única 
cuota como empleador y empleado, y que 
depositaban antes en la elevación de sus 
cotizaciones durante los últimos años de 
su vida activa la posible elevación de sus 
prestaciones. Los autónomos han consi-
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derado históricamente la cotización a la 
Seguridad Social como un impuesto, y en 
todo caso como una aportación a un plan 
de pensiones público, prefiriendo en mu-
chos casos la previsión social privada de 
los planes y fondos de pensiones que el 
incremento de sus aportaciones al siste-
ma de seguro público que se configura en 
la Seguridad Social. 

Diferentes medidas intentan estable-
cer una mayor correspondencia entre 
rendimientos y cotización. Se estableció 
una base más alta para los autónomos de 
corporaciones profesionales asociadas a 
la graduación universitaria. Se univer-
salizó la cotización para el cese de acti-
vidad, afortunadamente, en el ejercicio 
anterior al confinamiento derivado de 
la pandemia de la covid-19. La culmina-
ción de estos cambios se produjo en el 
Real Decreto-ley 13/2022 de 26 de junio, 
por el que se establece un nuevo sistema 
de cotización para los trabajadores por 
cuenta propia o autónomos, y se mejora 
la protección por ceses de actividad. Esta 
medida se acordó con tres organizacio-
nes de autónomos, sin posición unáni-
me. UPTA y UATAE eran partidarias de 
acercar la cotización a los rendimientos 
reales y ATA, recién ingresada como or-
ganización representativa de los autóno-
mos en CEOE, era más reticente.

El compromiso firmado acerca la co-
tización a la del Régimen General, esta-
bleciendo una horquilla “provisional” 
de doce tramos que estarán en vigor en 
2023, 2024 y 2025, y que estará basada 
en los rendimientos netos, con gastos 

deducibles, y una regularización al fi-
nal del ejercicio fiscal aplicable. Todavía 
no se conocen los efectos de esta regu-
larización, aunque los procedimientos 
establecidos en el acuerdo establecen li-
mitaciones a las exacciones derivadas de 
la regularización que la hacen asumible. 

Tampoco se conocen, como es lógi-
co, las previsiones de la administración 
para el ejercicio de 2026, aunque las tres 
organizaciones firmantes se mantienen 
en las mismas posiciones de partida: rá-
pida evolución hacia los ingresos reales 
(UPTA, UATAE) y reticencias a una ma-
yor progresividad (ATA). La evolución de 
las bases de cotización durante 2023 fue 
muy leve. La mayor parte de los afiliados 
se mantuvo en bases mínimas, y hubo 
un mayor movimiento hacia las bases 
más reducidas que hacia bases más altas, 
que debían corresponderse con rendi-
mientos económicos mayores que el Sa-
lario Mínimo Interprofesional. Lo que sí 
conocemos, lógicamente, es la evolución 
de los grandes indicadores de ejecución 
presupuestaria, que como las anteriores 
se nutre de la ejecución presupuestaria 
facilitada por dos organismos de la Se-
guridad Social, la Tesorería General, para 
los afiliados, y por la Intervención Gene-
ral, para las partidas presupuestarias.  

En comparación con la evolución de la 
afiliación y de los ingresos del Régimen 
General, (incrementos del 3,45% para la 
afiliación y del 8,92% para las cotizacio-
nes) el RETA tiene un comportamiento de 
menor progresividad, pero en todo caso 
mejor que otros ejercicios, en los que se 
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ha visto incluso una práctica congelación 
de los ingresos. No parece en este sentido 
que desde el punto de vista presupuesta-
rio la reforma pueda considerarse fallida. 
Entre los análisis y referencias que la re-
forma ha recibido tal vez la más ajustada 
sea la de Miguel Ángel García Díaz en FE-
DEA (2022) cuyas conclusiones son que la 
reforma fija unos objetivos razonables y 
positivos, de ir acercando las cotizaciones 
a los ingresos reales del colectivo,  pero 
que las tablas previstas fijan una relación 
decreciente entre los aumentos de ingre-
sos declarados en el IRPF y los aumentos 
en la cotización; las bases y cuotas de los 
autónomos son inferiores a las que se es-
tablecen en el Régimen General para los 
asalariados para jornadas a tiempo com-
pleto, y la base máxima es equivalente 
al tope máximo de pensiones públicas, 
mientras que en el Régimen General es 
un 28% superior.

La puesta en marcha del nuevo siste-
ma de cotización ha atenuado en 2023 las 
tradicionales quejas por la elevación de 
las cuotas durante los meses de fijación, 
para ser seguidas por las quejas no me-
nos tradicionales sobre la escasa cuantía 
de las prestaciones, como si ambas cues-

tiones no estuvieran directamente rela-
cionadas. No ha habido un gran efecto, 
ningún rechazo, y la evaluación del nuevo 
sistema de cotizaciones queda a la espe-
ra de las regularizaciones, durante este 
primer trienio provisional, y después de 
las tablas de transición a un sistema más 
directamente correspondiente con los 
ingresos reales de los cotizantes.

9.6 OTRAS CUESTIONES

Las cuestiones de protección social más 
importantes se han reflejado en los capí-
tulos precedentes, sin hacer un relato que 
pormenorizara otros temas relacionados 
con la Seguridad Social o con la protec-
ción social, que no obstante merece la 
pena al menos enunciar sin profundidad 
ninguna. Las empleadas de hogar han al-
canzado casi la plena equiparación de sus 
derechos laborales, al establecerse para 
el colectivo la prestación de desempleo. 
Alcanzaron, ya en 2011, un sistema de 
cómputo de sus pensiones que deshizo la 
inadecuada penalización que sufrían los 
trabajadores a tiempo parcial respecto de 
los que realizaban jornadas completas, y 

Magnitud 2022 2023 Incr.

Afiliados medios 3.330.759 3.335.191 0,15%

Cotización, ingresos 11.532,86 12.018,27 4,21%

Figura 4: Régimen Especial de Trabajadores Autónomos. 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la Tesorería General de la Seguridad Social. 

Nota: En millones de euros.
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sólo queda resolver de forma satisfactoria 
la prevención de riesgos laborales, muy 
complicada en hogares familiares que no 
son por su naturaleza idénticos al resto 
de los centros de trabajo en la definición 
de estrategias de prevención. 

Las prestaciones de incapacidad tem-
poral, que este autor ha analizado en un 
breve informe para la Jornada de Pen-
siones organizada por FEDEA en junio 
de 2024 (Granado Martínez, 2024) han 
seguido manifestando una evolución 
enormemente preocupante, que pone 
de manifiesto que desde la pandemia la 
sociedad española encara con una cierta 
vulnerabilidad los problemas de salud. 
Aunque la duración de los procesos no 
aumente, es evidente que el colapso de los 
servicios sanitarios públicos empeora el 
problema, como lo hace una cultura que 
utiliza la prestación de IT como un refu-
gio ante problemas laborales diversos. 

La gestión de las instituciones de la 
Administración (INSS, ISM, Clases Pa-
sivas) no investiga suficientemente si 
existe simulación de la enfermedad. El 
crecimiento del gasto aboca a una re-
configuración de la prestación que con-
sidere que la resolución de los problemas 
de salud es prioritaria, pero el abandono 
del mercado de trabajo debe ser la últi-
ma solución, aunque esto disguste a las 
posiciones más tradicionales de emplea-
dores y empleados. 

En todo caso, las cuestiones de protec-
ción social, cuando en un país gobierna 
la izquierda, siempre son cuestiones re-
levantes, y el papel de los interlocutores 

sociales se ve reforzado. Muchos proble-
mas pendientes en 2023 se han resuelto 
en 2024, y nuevas cuestiones aparecen 
en el tablero para ser abordadas. 

9.7 CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES

1.	 El acuerdo de los agentes sociales con 
el Gobierno ha continuado una tra-
dición de los gobiernos de izquierda 
en España, en épocas posteriores a los 
grandes desacuerdos de la época de 
Felipe González. Para el actual Gobier-
no, los logros sociales son una priori-
dad y la necesidad de producir avances 
en esta materia explica las bajas tasas 
de conflictividad y la correspondencia 
que manifiestan los estudios socioló-
gicos entre los colectivos preocupados 
por los avances en la protección social 
y la base electoral del Ejecutivo.

2.	 Los problemas relacionados con la 
pobreza en España serán objeto de 
reflexión en otros capítulos de este 
informe, pero es evidente que desde 
el punto de vista del sistema de pro-
tección social, las transferencias de 
renta son abiertamente insuficientes, 
a falta de progresos en otras materias 
(vivienda, atención educativa, inser-
ción laboral). El non take up sigue 
siendo una asignatura pendiente, y 
merece una colaboración institucio-
nal que permita la detección, real y 
no teórica, del desistimiento social 
en la solicitud de las prestaciones del 
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Ingreso Mínimo Vital o del Comple-
mento de Ayuda para la Infancia. 

3.	 Nuestro sistema de pensiones ha ido 
solventando algunos de los proble-
mas de funcionamiento detectados 
con la pandemia y el cierre de la aten-
ción presencial en muchas oficinas. 
La buena marcha de la economía ha 
permitido al Gobierno asumir com-
promisos serios con la revalorización 
de las pensiones, y avanzar en el te-
rreno de las decisiones voluntarias 
(retrasos incentivados), lo que antes 
era necesario conseguir con regula-
ciones generales. El sistema funciona, 
y deshace algunos presagios agore-
ros, pero siguen faltando acuerdos 
sociales y políticos de primer nivel 
que permitan encarar lo que debe 
suceder con las prestaciones públicas 
cuando los ingresos no puedan seguir 
el ritmo de crecimiento de los gastos. 
En situaciones de grave desequilibrio 
financiero, marcar objetivos simples 
puede resultar reconfortante desde 
el punto de vista moral, pero no es la 
obligación de la política.

4.	 La mejora de las políticas de permisos 
por nacimiento y cuidado de hijos, la 
extensión del sistema educativo y las 
ayudas económicas generales y para 
las familias vulnerables han conse-
guido que en España tener hijos ya 
no constituya en muchas ocasiones 
un drama y pérdida intolerable de 
bienestar para las familias afectadas. 

Pero es necesario seguir progresando 
en estas medidas, y muy significativa-
mente en la política de vivienda, de 
acuerdo con las líneas avanzadas por 
los especialistas y los movimientos 
sociales, para conseguir que los de-
seos de los españoles puedan cum-
plirse en las edades más beneficiosas 
para el bienestar de toda la sociedad.

5.	 La Seguridad Social debe seguir avan-
zando hacia la configuración de un sis-
tema que se financie de un porcentaje 
de todos los rendimientos de activida-
des económicas de este país. Puede ha-
ber colectivos que precisen de apoyos 
temporales, pero los beneficios fisca-
les no deben encubrir con su genera-
lidad que personas que pertenecen a 
grupos sociales privilegiados reciban 
apoyos públicos pensados para otros. 
La profundización de un sistema de 
cotización equilibrado, vinculado a sus 
rendimientos, para los trabajadores au-
tónomos es una exigencia de justicia.

6.	 El actual Gobierno ha conseguido 
acuerdos sociales muy importantes 
en todos sus años de mandato, y debe 
abordar con la metodología del pac-
to social otros problemas, para con-
seguir que esta estrategia no pueda 
ser puesta en solfa por la alternancia 
política, o que haya en nuestro país 
ámbitos territoriales en los que el 
progreso social pueda ser sometido a 
retrocesos por decisiones arbitrarias 
de los poderes públicos. 
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INTRODUCCIÓN: LA CALIDAD 
DEMOCRÁTICA SE ESTABILIZA EN 

VALORES PREVIOS A LA CRISIS DE 2008

Este capítulo presenta los resultados de 
una nueva edición del índice de calidad 
de la democracia en España que recoge 
las evaluaciones de una muestra de exper-
tos y expertas, principalmente personal 
académico del ámbito de la sociología y 
la ciencia política, de 57 aspectos acerca 
de la democracia y su funcionamiento. 
La nota predominante en esta edición 
es la estabilidad con respecto a lo ob-
servado en los años inmediatamente 
anteriores. Tras el descenso acusado de 
la calidad de la democracia durante la 
crisis económica, social y política que 
comenzó en 2008, se experimentó una 
recuperación entre los años 2016 y 2020, 
hasta situarse en valores previos a la cri-
sis. Desde entonces, a pesar del contexto 
marcado por un panorama internacio-
nal convulso, el conflicto entre algunos 
poderes del Estado o el aumento de la 
polarización, solo se observan ligeras os-
cilaciones en la puntuación otorgada a la 
democracia.

El año 2023 estuvo marcado por la 
inestabilidad en el plano internacional 
provocada por el conflicto en Ucrania y, 
desde el mes de octubre, una crisis en 
Oriente Medio causada por la organiza-
ción terrorista Hamás y la posterior res-
puesta de Israel en Gaza. Mientras tanto, 
en España fue, sobre todo, un año elec-
toral en el que los bloques volvieron a 
medir sus fuerzas en unas elecciones mu-
nicipales y autonómicas y, por sorpresa, 

en una convocatoria adelantada de las 
elecciones generales previstas para otoño. 
En los párrafos que siguen hacemos una 
recopilación de los eventos que marca-
ron el año político de 2023 y que podrían 
explicar algunas de las oscilaciones en la 
evaluación de la calidad democrática que 
presentamos en este capítulo.

En el plano internacional, un año des-
pués del intento de invasión de Ucrania 
por parte de Rusia, la guerra continuó 
con apenas cambios en el frente a pesar 
del intento de ofensiva lanzado por las 
fuerzas armadas de Ucrania durante el 
verano. A pesar del apoyo sostenido de 
EE. UU., la OTAN y la Unión Europea a 
Ucrania, el estancamiento de la contien-
da ha suscitado algunas dudas que se han 
traducido en mayores dificultades para 
aprobar y enviar una ayuda militar que 
es imprescindible para que el gobierno 
de Kiev mantenga el esfuerzo bélico. Ade-
más, a la guerra en las puestas de Europa 
se ha sumado la escalada de tensión en 
Oriente Medio, donde un ataque terroris-
ta contra población civil israelí perpetra-
do por Hamás en el mes de octubre fue 
respondido por el gobierno israelí con 
una cruenta operación militar en Gaza.

El primer trimestre del año estuvo 
marcado en España por la moción de 
censura encabezada por Vox contra el 
gobierno, que acabó fracasando al no 
contar con el apoyo de ningún otro gru-
po de la cámara. A finales de mayo tu-
vieron lugar las elecciones municipales 
y autonómicas en 12 comunidades y las 
ciudades autónomas de Ceuta y Melilla 
que arrojaron una victoria global del PP 
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que, con el apoyo de Vox, consiguió el go-
bierno de la mayoría de los territorios en 
liza. Este inesperado resultado desembo-
có en la convocatoria sorpresa de elec-
ciones generales que se celebraron el 23 
de julio y se saldaron con la victoria del 
PP, aunque sin posibilidad de articular 
una mayoría para lograr la investidura 
de Alberto Núñez Feijóo como presiden-
te. Fueron el PSOE y la nueva coalición 
de Sumar quienes, tras una ardua nego-
ciación con los partidos catalanes que se 
extendió hasta noviembre, consiguieron 
congregar una mayoría suficiente para 
reeditar el gobierno de coalición.

El apoyo a la investidura de Pedro 
Sánchez por parte de Esquerra Republi-
cana de Catalunya y Junts per Catalun-
ya tuvo como principal contrapartida la 
tramitación de una ley de amnistía con 
la finalidad de perdonar los delitos rela-
cionados con las consultas soberanistas 
de noviembre de 2014 y octubre de 2017. 
Este punto del acuerdo estuvo en el ori-
gen una movilización de la derecha y la 
extrema derecha que contribuyó de for-
ma significativa a enrarecer aún más el 
clima político, dificultando los acuerdos 
pendientes entre los principales parti-
dos del arco parlamentario.

Entre los temas políticos centrales del 
año también se encontró la renovación 
del Consejo General del Poder Judicial, 
que debería haber ocurrido en 2018 
cuando el Consejo entró en funciones. 
Tras un intento de acuerdo abortado en 
octubre de 2022, durante el año 2023, 
marcado por las sucesivas convocatorias 
electorales y la formación del gobierno, 

la negociación permaneció suspendida. 
El presidente suplente nombrado tras la 
dimisión de Carlos Lesmes, Rafael Mozo, 
se jubiló en el mes de julio y la presiden-
cia interina recayó en Vicente Guilarte. 
En diciembre de 2023 los dos grandes 
partidos acordaron abrir una nueva ne-
gociación con la mediación del comisa-
rio de justicia de la Comisión Europea. 

Por último, cabe destacar la desarticu-
lación de una trama de compra de votos 
en la ciudad autónoma de Melilla que 
abrió un debate sobre las garantías que 
ofrece el procedimiento electoral en Es-
paña. Apenas unos días antes de las elec-
ciones municipales, la policía puso en 
marcha una operación para detener a va-
rios miembros del partido Coalición por 
Melilla, en ese momento el partido en el 
gobierno de la ciudad autónoma, acusados 
de delito electoral por la supuesta compra 
masiva de votos. Estas detenciones, junto 
con otras operaciones policiales llevadas 
a cabo en municipios de Murcia o Alme-
ría, pusieron sobre la mesa la seguridad 
del voto por correo y la posibilidad de que 
ocurran amaños electorales.

En lo que resta de capítulo, como en 
ediciones anteriores, se detallan los prin-
cipales hallazgos de la evaluación del año 
2023 y se presta especial atención a las 
debilidades y fortalezas de la democracia 
en España según los expertos. Además, se 
incluye un análisis de la serie histórica 
que recoge la evolución de los principa-
les indicadores en los últimos 15 años, lo 
que aporta una visión temporal de cómo 
se ha transformado el sistema democrá-
tico. Por último, en esta edición se abor-
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dan las posibles consecuencias de la ley 
de amnistía y su efecto en la calidad de la 
democracia a partir de una pregunta in-
corporada al cuestionario de 2023.

EL ÍNDICE DE CALIDAD 
DEMOCRÁTICA

Como hemos indicado en informes an-
teriores, el índice que empleamos desde 
hace 15 años consta de cinco dimensiones 
o esferas (ver Tabla 1). La primera (A) abar-
ca los aspectos relacionados con la ciuda-
danía y el respeto de los derechos de los 
ciudadanos. La segunda (B) analiza la rela-
ción de los ciudadanos con el Estado a tra-

vés de la representación. La tercera (C) se 
centra en el papel del Gobierno al evaluar 
la gobernabilidad y la rendición de cuen-
tas. La cuarta (D) examina la sociedad civil, 
con especial atención al papel de los me-
dios de comunicación y la participación 
política de los ciudadanos. Finalmente, se 
considera también una quinta dimensión 
(E), que se refiere a los aspectos interna-
cionales, es decir, las relaciones y vínculos 
institucionales con el exterior. El princi-
pal objetivo de la auditoría es detectar qué 
puntos funcionan correctamente y cuáles 
son deficitarios en el funcionamiento de 
la democracia española, con la atención 
puesta en la calidad de las instituciones 

Esferas Áreas

Aspectos formales

Ciudadanía, leyes y derecho

A.1. Ciudadanía

A.2. Estado de derecho

A.3. Derechos civiles y políticos

A.4. Derechos económicos y sociales

Representación política
B.1. Elecciones libres y limpias

B.2. Papel democrático de los partidos

Aspectos sustantivos

Gobernabilidad y rendición de cuentas

C.1. Control del gobierno

C.2. Acción del gobierno

C.3. Ausencia de corrupción

Sociedad civil y participación
D.1. Medios de comunicación

D.2. Participación política

Internacional E.1. Relaciones internacionales

Tabla 1: Esferas y áreas de la evaluación democrática.
Fuente: Elaboración propia.
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y de los actores que las representan como 
a la garantía por parte del Estado de los 
recursos para el ejercicio de los derechos 
de la ciudadanía, tanto aspectos formales 
como sustantivos.

Por esferas, la calidad democrática se 
desglosa en dos apartados que pueden 
etiquetarse como aspectos formales y as-
pectos sustantivos. Los primeros son los 
que se refieren a los mecanismos de re-
presentación, los partidos políticos y los 
derechos civiles y sociales de los ciudada-
nos, mientras que los segundos afectan al 
desempeño de la democracia tanto por 
parte del gobierno (interna e internacio-
nalmente) como por la sociedad.

La Figura 1 muestra que los expertos 
han puntuado la calidad de la democra-
cia española globalmente con un 6,4, 

pero los primeros aspectos, representa-
ción y ciudadanía, sobresalen por enci-
ma del promedio con una puntuación en 
torno al 7. En cambio, los aspectos sus-
tantivos, gobierno y sociedad, no llegan 
a alcanzar el 6. Es importante destacar 
que todas estas esferas presentan pun-
tuaciones por encima de 5, aunque en 
algunos años y en algunos aspectos con-
cretos, como se verá más adelante, no ha 
sido o es así. Por su parte, los aspectos 
sustantivos, las actuaciones en la esfera 
internacional han obtenido una puntua-
ción intermedia, evaluada tan solo dos 
décimas por debajo de la media global 
histórica del índice en la escala de 0 a 
10 que se ha empleado para medir cada 
uno de los aspectos considerados para la 
evaluación de la calidad democrática. 

Figura 1: Evaluación de las esferas democráticas. 
Fuente: Elaboración propia.
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LAS ÁREAS EVALUADAS

En el apartado anterior se han identifi-
cado las esferas valoradas positivamente, 
como la ciudadanía y la representación, 
y aquellas con una valoración menos 
favorable, como el gobierno, el marco 
internacional y la cada vez menos nega-
tiva evaluación de la sociedad. A conti-
nuación, se presentará una evaluación 
detallada de 12 áreas incluidas en estas 
dimensiones, divididas en cuatro cate-
gorías: las mejor valoradas, las que se en-
cuentran en buen estado, las aceptables 
y las preocupantes.

Las áreas de la democracia españo-
la más positivas son las relacionadas 
con los derechos civiles y la celebración 
transparente de elecciones. En el primer 
grupo se incluyen las libertades de ex-
presión, asociación, religión, de hablar 
la lengua y el derecho a vivir según la 
propia elección. De todas ellas, las me-
jor valorada ha sido la libertad religiosa 
y la de asociación, las únicas que mues-
tran una puntuación por encima del 8. 
En contraste, las peor consideradas han 
sido, como era de esperar, la libertad de 
expresión y el derecho a hablar la propia 
lengua, aunque su calificación fue ligera-
mente superior a 7, lo que las sitúa por 
encima de la media global.

La evaluación positiva se mantiene en 
el área que comprende la calidad de los 
procesos electorales. Esta valoración po-
sitiva de los procesos electorales se vie-
ne manteniendo desde el comienzo de 
la serie. Los resultados electorales son 
limpios y los ciudadanos ejercen su de-

recho de manera libre, y así lo valoran 
los expertos. Esta alta valoración de las 
elecciones se asienta en la experiencia 
generada durante más de cuarenta años 
de procesos electorales sin incidentes 
destacables y con recuento de votos rápi-
dos e incontestables. En contrapartida, 
la participación y la igualdad territorial 
en el peso del voto no son evaluados de 
manera tan favorable.

Además de las áreas ya mencionadas, 
hay otras tres que han obtenido una va-
loración por encima de la media global. 
La primera es la referente a los derechos 
económicos y sociales, que ha avanzado 
cerca de un punto y medio desde su va-
loración más baja en 2013, pero aún no 
alcanza la nota que obtenía antes de la 
crisis, por encima del 7. La segunda área 
destacada es la ciudadanía, que incluye 
los derechos básicos de inclusión en la 
comunidad y que ha mejorado su po-
sición, pasando a ocupar el cuarto lu-
gar. Por último, se encuentra el área del 
Estado de derecho, que presenta una 
puntuación similar a la media y se ha 
mantenido en estos valores durante las 
últimas ediciones.

Frente a las áreas positivas acaba-
das de mencionar, otras han obtenido 
una valoración menos favorable. Ligera-
mente por debajo de la media se sitúa 
el área correspondiente al control del 
Gobierno, que comprende la rendición 
de cuentas que realiza el ejecutivo  así 
como la capacidad efectiva del parla-
mento de controlar la acción del gobier-
no, con una puntuación cercana al 6,4. 
El área de actuación internacional, que 
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recoge las valoraciones acerca del cum-
plimiento de la legalidad internacional 
y la ausencia de interferencia exterior, 
se sitúa en el 6,2. Además, otras áreas, 
como el papel de los partidos políticos 
en el buen funcionamiento de la demo-
cracia, la acción del Gobierno y su ca-
pacidad para resolver las demandas de 
la ciudadanía o la participación política 
de la sociedad civil apenas presentan 
cambios con respecto a la edición an-
terior del estudio. Cabe destacar que es-
tas áreas sufrieron un desgaste acusado 
durante la crisis económica y política y 
comenzaron una recuperación progre-
siva a partir de 2018, coincidiendo con 
el cambio en el gobierno.

Finalmente, es importante destacar 
que los medios de comunicación y la au-
sencia de corrupción reciben una evalua-
ción negativa. El papel de los medios de 
comunicación recibe una valoración que 
se sitúa en el límite del aprobado y alcan-
za su peor valor desde el año 2019. Las 
polémicas por la proliferación de pseu-
domedios de comunicación y el clima de 
polarización pueden haber contribuido 
a su empeoramiento. En relación con la 
ausencia de la corrupción, vuelve a ser el 
área peor valorada un año más. A lo largo 
de toda la serie, este aspecto nunca había 
alcanzado una valoración de 5, aunque 
cabe mencionar que el 4,6 que obtiene se 
sitúa muy cerca del 4,7 de la pasada edi-
ción que supuso el máximo de la serie. 
En cualquier caso, la valoración negativa 

apunta a que todavía queda un largo ca-
mino por recorrer para igualar a los paí-
ses que mejor controlan la corrupción, a 
pesar de que en las últimas décadas tanto 
ciertos procesos judiciales como el llama-
miento a la regeneración política hayan 
contribuido a mejorar ligeramente la va-
loración de este aspecto (Figura 2).

Como se verá más adelante, al ana-
lizar la evolución de estos indicadores 
menos positivos, se puede observar una 
tendencia por ciclos. Durante el Gobier-
no de Rodríguez Zapatero, solo dos áreas 
fueron evaluadas negativamente: la par-
ticipación política y la ausencia de co-
rrupción. En el Gobierno de Rajoy, todas 
las áreas correspondientes al gobierno, la 
sociedad civil o la dedicada a la actividad 
internacional recibieron una valoración 
por debajo de 5 en algún momento, ex-
cepto en su último año, en el que el con-
trol y la acción del Gobierno obtuvieron 
una puntuación de aprobado. Actual-
mente, bajo la presidencia de Sánchez la 
valoración de todas estas áreas se sitúa 
por encima del cinco con la excepción 
de la ausencia de corrupción.

LAS DEBILIDADES DEL GOBIERNO 
Y LA SOCIEDAD ESPAÑOLA

Una vez analizadas las esferas y las áreas, 
se contemplarán los 57 aspectos concre-
tos de la democracia española que han 
sido evaluados1. Este apartado se centra-
rá en los diez que obtuvieron una menor 

1.	 Para una relación completa de dichos aspectos, acudir al Apéndice III de este capítulo, titulado “Cuestionario sobre el funcionamiento 
de la democracia”.
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puntuación, dejando para el siguiente 
los que recibieron mejor valoración de 
los expertos.

Los evaluadores de la presente edición 
del estudio han identificado que las dos 
principales debilidades de la democracia 
española son la falta de respeto de los 
medios de comunicación a la ciudadanía 
y el condicionamiento del poder político 
al económico. Estos dos aspectos, que se 
sitúan ligeramente por encima del cua-
tro, se mantienen una edición más como 
los menos valorados y apenas se aprecian 
diferencias al compararlos con las pun-
tuaciones del año anterior. 

Los expertos también han identifi-
cado otros aspectos preocupantes que 

reciben una baja valoración en la demo-
cracia española, como la independencia 
de la prensa, que mejora ligeramente su 
posición con respecto a la edición ante-
rior, aunque sigue por debajo del apro-
bado. Otra debilidad de la democracia 
española es la falta de pluralidad infor-
mativa. El hecho de que tres aspectos 
relacionados con los medios de comuni-
cación, como son la falta de respeto de 
los medios, la dependencia de la pren-
sa de otros poderes y, como novedad de 
esta edición, la escasa pluralidad infor-
mativa, reciban puntuaciones por debajo 
de la media sugiere la existencia de un 
problema de calado en uno de los pilares 
de la democracia. La crisis que ha vivi-
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Figura 2: Evaluación de las áreas democráticas.
Fuente: Elaboración propia.
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do el sector en las últimas décadas con 
su adaptación al nuevo entorno digital y 
la relación de dependencia que mantie-
nen los medios con el poder político y 
económico en España, un asunto que ha 
estado presente en la agenda pública en 
los últimos meses, son algunas de las ra-
zones que pueden explicar la valoración 
que reciben estos aspectos.

Un cambio reseñable en el último año 
es que la valoración de la independencia 
de los partidos políticos ha mejorado le-
vemente su puntuación y ha salido de la 
lista de aspectos más negativos de la eva-
luación. Este aspecto obtuvo la puntua-
ción más baja de la serie en 2014, cuando 
apenas superó el tres; en esta edición se 
sitúa, sin embargo, por encima del cinco. 
La mejora experimentada en la última 
década también se ha reflejado, aunque 
en menor medida, en la percepción so-
bre la ausencia de la corrupción y en la 
independencia de la política frente a los 
poderes económicos, que sigue estando 
entre las principales debilidades de la 
democracia. No es de extrañar que las 
peores valoraciones de estos aspectos se 
dieran durante el auge de la crisis econó-
mica, política y social que asoló al país 
entre 2008 y 2016. El hecho de que las 
puntuaciones de estos aspectos hayan 
venido mejorando en los últimos años 
sugiere una superación parcial de estas 
crisis, aunque sigan siendo algunas de las 
principales debilidades de la democracia.

Las barreras para la participación 
política de la ciudadanía es otra de las 
grandes debilidades señalada por los ex-

pertos. La falta de acceso igualitario al 
poder, la débil relación entre represen-
tantes y representados y el bajo nivel de 
participación ciudadana se encuentran 
entre los diez aspectos peor valorados. 
Estos aspectos, que estuvieron en el cen-
tro de la crisis de representación surgida 
a partir de 2008, cuya principal expre-
sión se materializó en el movimiento del 
15-M, han evolucionado positivamente 
en la última década, aunque se siguen 
situando en la zona del suspenso. Por 
ejemplo, la valoración de la relación 
entre representantes y representados 
alcanzó su mínimo en 2014 y, casi una 
década después, la puntuación ha mejo-
rado hasta un punto, pero su nivel actual 
sigue estando por debajo del cinco, con-
cretamente en el 4,4.

También se valoró negativamente la 
falta de colaboración entre los distintos 
niveles de gobierno. El hecho de que este 
aspecto se encuentre entre los peor valo-
rados tiene una doble interpretación. Por 
un lado, es cierto que los enfrentamien-
tos abiertos entre el poder autonómico y 
el gobierno central y el consiguiente rui-
do que introducen en el debate público 
pueden explicar la valoración negativa 
de este aspecto. Sin embargo, también es 
preciso señalar que este aspecto ha obte-
nido la segunda puntuación más alta de 
la serie histórica. Esto quiere decir que 
se aprecia una leve mejora en la serie his-
tórica, aunque siga figurando como una 
de las debilidades de la democracia.

Merece la pena comentar que existe 
un aspecto de la esfera internacional 



ÍNDICE DE CALIDAD DE LA DEMOCRACIA

203

que también está valorado negativamen-
te, por más que haya experimentado una 
mejora en relación con años anteriores 
debido al cumplimiento de las obligacio-
nes europeas por parte del Gobierno de 
coalición. En efecto, las injerencias exte-
riores aún son un problema, aunque se 
haya mejorado en comparación al año 
2013, cuando este aspecto fue el peor va-
lorado con una puntuación de 1,9. En la 
actualidad, la puntuación ha subido a un 
4,3, lo que indica una mejora, pero aún 
es considerado como un aspecto insufi-
ciente en la valoración de la democracia 
española.

De los diez aspectos negativos que se 
contemplan en este apartado, cinco ata-
ñen a los elementos relacionados con la 
sociedad civil. Destacan dos grupos de de-
bilidades. Por un lado, las que tienen que 
ver con la dificultad de acceder al poder 
político, ya sea porque los representantes 
políticos no son considerados cercanos a 
los ciudadanos o porque el acceso de los 
distintos grupos sociales al poder político 
no es igualitario. Por otro, las relacionadas 
con los medios de comunicación, que en 
general son muy mal valorados por su es-
caso respeto a los ciudadanos y su depen-
dencia del poder económico y político. 
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Figura 3: Debilidades de la democracia.
Fuente: Elaboración propia.
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LAS FORTALEZAS FORMALES 
DE NUESTRA DEMOCRACIA

En el apartado de las fortalezas destaca 
la integridad y transparencia en el pro-
ceso electoral, pues la ciudadanía disfru-
ta del derecho al voto libre de coacciones 
y amenazas. Los expertos también desta-
can que los ciudadanos tienen la liber-
tad para crear, organizar y mantener 
partidos políticos sin obstáculos institu-
cionales, un aspecto crucial para la de-
mocracia. Además, se considera que los 
partidos políticos pueden concurrir en 
condiciones de igualdad a las elecciones. 
En consecuencia, se valora positivamen-
te la capacidad de los ciudadanos para 

participar activamente en los procesos 
electorales y la libertad de organización 
política en el país.

Además de los procesos electorales, 
hay otras cuestiones relacionadas con 
la ciudadanía que se valoran positiva-
mente en nuestra democracia. Cuatro 
son los aspectos de esta esfera que se en-
cuentran entre los diez mejor valorados, 
con una puntuación superior a 7,5. En 
concreto, se destaca que se respetan las 
prácticas religiosas, se protege la liber-
tad de asociación, se goza de un elevado 
reconocimiento de la libertad sindical y 
existe libertad para que cada cual pue-
da vivir su vida como quiera. Todo ello 
debería contribuir a una sociedad civil 
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Figura 4: Fortalezas de la democracia.
Fuente: Elaboración propia.
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fuerte y activa, capaz de participar en la 
vida pública y de defender sus intereses 
de forma autónoma y organizada. Estas 
fortalezas son esenciales para una demo-
cracia plural y diversa, donde se fomenta 
el diálogo y el respeto a la diversidad de 
opiniones y creencias. 

Es importante destacar también que, 
en periodos de financiación condicio-
nada por la Unión Europea, se recono-
ce por los expertos el cumplimiento por 
parte del Gobierno de las obligaciones 
europeas, remarcándose de esta manera 
su orientación europeísta. Entre otros 
aspectos positivos de nuestra actual de-
mocracia, también se encuentra el cum-
plimiento de la legalidad por parte de 
los funcionarios en el desempeño de 
sus tareas.

A pesar de que en la pasada edición 
la representatividad del Parlamento se 
encontraba entre las diez principales 
fortalezas de la democracia, en esta edi-
ción ha sufrido un muy leve retroceso 
que lo deja fuera del ranking. A pesar de 
ello obtiene una puntuación del 7,5, lo 
que supone casi 2,5 puntos más que la 
puntuación mínima alcanzada en 2012, 
el punto álgido de la crisis económica 
y social. Otro aspecto destacado en edi-
ciones anteriores, sobre todo en los años 
inmediatamente anteriores y posteriores 
a la pandemia de covid-19, fue la protec-
ción de la salud que ha ido descendien-
do en valoración en los últimos años y 
ha desaparecido de la lista de los aspec-
tos mejor valorados.

EVOLUCIÓN DE LAS ESFERAS 
EVALUADAS

A lo largo de los quince años de reali-
zación de este diagnóstico de la demo-
cracia española, resulta interesante 
analizar la evolución de las esferas eva-
luadas. En 2008, el primer año en que 
se emprendió este estudio, la valoración 
de la democracia fue de 6,2. Durante los 
dos primeros años de la crisis econó-
mica, experimentó un leve descenso de 
menos de media décima, manteniéndo-
se estable hasta la llegada del Partido 
Popular al Gobierno. En ese momento, 
coincidiendo con la crisis económica y 
los subsiguientes recortes de gasto, los 
expertos estimaron un notable descenso 
en la calidad de nuestras instituciones 
democráticas. Sin embargo, a partir de 
2015 se ha incrementado la valoración 
media de la democracia española hasta 
alcanzar unos máximos en torno al 6,4 
en las últimas dos ediciones (Figura 5).

La Figura 6 muestra la evolución de 
las evaluaciones de los expertos durante 
el periodo analizado, tanto en el conjun-
to como en cada una de las esferas co-
rrespondientes. Las dos primeras esferas 
estudiadas, ciudadanía y representación, 
se han valorado siempre por encima de 
la media global a lo largo del largo pe-
riodo analizado. No obstante, durante 
los Gobiernos de Rajoy, la representa-
ción recibió una valoración superior a la 
ciudadanía. Se trata de los años en los 
que la crisis de representación se sintió 
con mayor virulencia y se produjeron 
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Figura 5: Evolución de la evaluación de la democracia española (2008-2023).
Fuente: Elaboración propia.

algunos retrocesos manifiestos en los 
derechos civiles, como la promulgación 
de la llamada “ley mordaza”. El punto de 
inflexión fue 2015, coincidiendo con un 
nuevo ciclo electoral que trasladó a las 
instituciones la mayor transformación 
del sistema de partidos ocurrida en la 
historia reciente de la democracia espa-
ñola. Desde entonces, la media de ambas 
esferas ha mejorado en torno a un pun-
to, hasta situarse en las últimas dos edi-
ciones en una media de 7 puntos.

Las tres restantes esferas valoradas 
por la muestra se sitúan por debajo de la 
media (6,4). Sin embargo, todas ellas, en 
especial el componente internacional y 
gubernamental, han aumentado en más 
de medio punto desde que en 2018 cam-
biara el gobierno. Además, por quinto 

año consecutivo el apartado de sociedad, 
que engloba la participación política y el 
papel de los medios de comunicación, 
supera el punto crítico del 5, tras una 
tendencia alcista desde la irrupción de 
nuevos partidos políticos como Ciuda-
danos y Podemos en la esfera política. Es 
importante recordar que, hasta 2019, esta 
esfera se encontraba por debajo del cinco 
en la escala y que, durante los gobiernos 
de Rajoy, entre 2013 y 2016, tanto la esfera 
de la sociedad como las correspondientes 
a la gobernabilidad y a la esfera interna-
cional mostraron valores por debajo del 
aprobado (véase la      Figura 6). 

En resumen, este es el quinto año 
consecutivo en el que todas las esferas 
de la democracia han sido aprobadas por 
los expertos que participan en este estu-
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dio, lo que lleva a una media global que 
supera los seis puntos, como lleva suce-
diendo desde 2019. Sin embargo, todavía 
hay tres esferas que rebajan la evaluación 
positiva de la representación política y 
el reconocimiento de la ciudadanía: la 
sociedad, el Gobierno y las cuestiones 
internacionales. La histórica del estu-
dio muestra que la democracia española 
está formalmente consolidada, pero aún 
queda mucho por hacer en términos de 
sus aspectos sustanciales.

Durante los dieciséis años de evalua-
ción se han identificado dos grandes 
factores que han influido en las valora-
ciones, aunque es difícil analizarlos de 
manera separada. El primero de ellos es 
la crisis económica, política y social de 
2008, que afectó tanto al segundo Go-
bierno de Rodríguez Zapatero como al 
primer Gobierno de Mariano Rajoy. El 
segundo factor corresponde al color po-
lítico del Gobierno en cada momento, 
ya que esta institución es un factor clave 
del régimen político y puede influir en 
la valoración de los expertos que partici-
pan en el estudio.

La Figura 6 muestra, durante los tres 
primeros años, una ligera disminución 
en la valoración debido a la crisis eco-
nómica que desembocó en una crisis 
política e institucional de primer orden. 
Sin embargo, esta tendencia se atenuaba 
ligeramente con una subida en el último 
año de la IX legislatura, durante el se-
gundo gobierno de Rodríguez Zapatero. 
A continuación, con la llegada del Par-
tido Popular al poder, la puntuación en 

todas las esferas, excepto la de la repre-
sentación política, los elementos elec-
torales y la organización de los partidos 
políticos, experimentó una gran caída, 
especialmente intensa en 2013, que se 
mantuvo durante los primeros tres años 
de la legislatura. No obstante, la valo-
ración se recuperó levemente en el año 
electoral de 2015. La única excepción a 
esta tendencia se encontraba en la esfe-
ra de la sociedad civil y la participación 
política, donde se observaba una recu-
peración más temprana, probablemente 
influenciada por el surgimiento de nue-
vos partidos políticos que cuestionaba 
el bipartidismo y daba lugar a un nuevo 
ciclo en la política española, caracteriza-
do por la ausencia de un partido hege-
mónico capaz de obtener la investidura 
presidencial.

Desde 2015, año de las elecciones ge-
nerales que dieron lugar al primer Parla-
mento incapaz de elegir a un presidente 
de Gobierno, hasta 2020, fecha del pri-
mer Gobierno de coalición tras las dos 
elecciones de 2019, se observa un ascen-
so paulatino en todas las esferas, que de-
viene en una valoración global similar a 
la que se dibujaba en 2008. El ritmo de 
la subida de las medias correspondien-
tes a cada esfera se aminora considera-
blemente a partir de 2020, observándose 
únicamente pequeñas oscilaciones en 
las puntuaciones.

En aras de más precisión, conviene 
matizar ligeramente la composición de 
las puntuaciones. En primer lugar, cabe 
destacar que las mejores esferas durante 
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todo este periodo han sido la de la repre-
sentación política, así como la de ciuda-
danía y derechos, esto es, las relacionadas 
con las elecciones y el reconocimiento 
de las libertades civiles. También se ob-
serva que entre el último año evaluado 
y el primero la esfera de relaciones in-
ternacionales disminuye de forma tenue, 
principalmente porque los expertos son 
más críticos con la evaluación que hacen 
del nivel de respeto del derecho interna-
cional por parte del Gobierno. Por otro 
lado, la esfera de ciudadanía, legalidad 
y derecho recupera la valoración inicial 
de 2008 después de haber bajado en los 
años centrales de la crisis económica y 
social. Finalmente, la esfera de participa-
ción de la sociedad civil es la que ha vis-

to un avance más apreciable, sobre todo 
debido al papel activo de las mujeres en 
la vida política, pero también por un au-
mento de la implicación ciudadana en la 
vida pública y un acceso más igualitario 
al poder.

En resumen, todas las esferas evalua-
das se encuentran por encima del cinco 
entre 2019 y 2023, lo que indica una si-
tuación similar a la de 2008. Sin embar-
go, se observan dos pequeños contrastes: 
el ligero descenso de la evaluación del 
papel del ámbito internacional y el claro 
ascenso de la esfera de la participación 
de la sociedad civil, que pasó del suspen-
so a un aprobado en 2019 y se mantiene 
ligeramente por encima del cinco desde 
entonces.
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2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Año

Escala democrática Ciudadanía, leyes y derecho Representación política

Gobernabilidad y rendición Sociedad civil y participación Internacional

Figura 6: Medias de las esferas por año.
Fuente: Elaboración propia.
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COMPARACIONES TEMPORALES

Una vez explicadas las últimas evaluacio-
nes realizadas, se procederá a hacer com-
paraciones temporales. En primer lugar, 
se verán cuáles son los aspectos que más 
han variado desde la primera evaluación 
que se hiciera con este procedimiento 
de consulta a expertos. Después el foco 
será en la evolución a corto plazo entre 
el año pasado y el actual.

De las comparaciones entre pares 
de años realizadas entre el último año 
(2023) y el primero (2008) puede dedu-
cirse un mayor peso de progreso que de 
retroceso (Figura 7). Recuérdese que la 
calificación global del primer año fue 
un 6,2 y actualmente ha subido a 6,4. Se 
distingue en el gráfico citado que tras 
16 años 23 ítems han retrocedido. Entre 
ellos los cuatro más preocupantes, con 
más de medio punto de caída, son la 
protección de la libertad de expresión, la 
promoción de la salud, la salvaguarda de 
la libertad de prensa, y la capacidad del 
sistema para generar gobiernos estables.

En sentido contrario, 34 aspectos de 
la democracia mejoran. El más resal-
table sin duda es la participación de la 
mujer con una subida de más de punto 
y medio, pasando de un suspenso a un 
holgado aprobado. El impulso del movi-
miento feminista y las políticas puestas 
en marcha en la primera década de este 
siglo están en el origen de que tengamos 
gobiernos y parlamentos prácticamente 
igualitarios y que se produzca una in-
corporación efectiva de la mujer en las 

decisiones democráticas, aunque aún 
quede un largo recorrido para conseguir 
la igualdad.

Importante también es el aumento 
cercano a un punto en la responsabili-
dad de los poderes autonómicos y loca-
les. Todo parece indicar que, al menos a 
juicio de los expertos, las comunidades 
autonómicas y los ayuntamientos están 
consiguiendo independencia en sus de-
cisiones con respecto a las decisiones 
del gobierno central y, sobre todo, van 
asumiendo responsabilidades políticas 
cara a la ciudadanía de quienes con su 
voto depende la permanencia de quie-
nes los gobiernan.

Además de estos dos aspectos, han 
conseguido también un importante as-
censo tres aspectos relacionados con los 
partidos: la libertad de la que gozan, la 
representación en los parlamentos al 
haber un mayor multipartidismo y el 
acceso igualitario al poder, aunque esta 
última es una asignatura que aún puede 
considerarse como una de las debilida-
des de la democracia española. La parti-
cipación ciudadana es otro aspecto que 
se encuentra entre las debilidades del 
sistema pero que ha avanzado un punto 
desde el comienzo de la serie en 2008.

Poniendo el enfoque en la evolución 
más reciente, al comparar el pasado 
año con el presente (Figura 8), se pue-
den destacar los aspectos que han ex-
perimentado una evolución positiva y 
negativa en este corto periodo de tiem-
po. Lo cierto es que la inmensa mayoría 
de los ítems apenas han variado entre 
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-0,2 y 0,2, lo que sugiere que no se ha 
producido ningún cambio sustantivo. 
Solo cinco de los aspectos muestran 
un cambio que excede este rango. En 
el lado positivo se encuentra la promo-

ción exterior de los derechos humanos 
que ha avanzado 0,3 décimas desde la 
última edición, aunque aún se sitúa li-
geramente por debajo del valor máximo 
alcanzado en 2008.

D.2.3.- Participación de la mujer
C.2.4.- Responsabilidad de los poderes autonómicos y locales

B.2.1.- Libertad de partidos
D.2.2.- Participación ciudadana

B.1.6.- Parlamento representativo
D.2.4.- Acceso igualitario al poder
A.1.1.- Consenso sobre fronteras

B.1.7.- Participación alta en elecciones
B.1.3.- Igualdad electoral

D.2.5.- Accesibilidad de los representantes
A.2.2.- Ajuste a legalidad de funcionarios

C.3.1.- Ausencia de corrupción
B.2.4.- Independencia de partidos

C.2.5.- Cooperación entre niveles de gobierno
C.3.3.- Persecución de la corrupción

D.2.1.- Asociacionismo independiente
B.1.1.- Voto libre

A.3.3.- Libertad religiosa protegida
B.1.4.- Acceso a medios asegurado

C.3.2.- Independencia económica del poder político
B.2.5.- Cercanía de los partidos

A.2.1.- Cumplimiento de legalidad
A.1.3.- Derechos de ciudadanía

B.1.2.- Elecciones limpias
D.1.4.- Medios respetuosos

E.1.2.- Principio de cooperación internacional
A.3.2.- Libertad de asociación protegida

A.2.4.- Acceso igual a justicia
C.1.1.- Poderes del parlamento

A.3.5.- Derecho a vivir
B.1.5.- Voto igualitario

A.1.5.- Convivencia de territorios
E.1.4.- Cumplimiento de obligaciones europeas

A.3.4.- Derecho de lengua
D.1.2.- Pluralidad informativa

C.1.4.- Rendimiento de cuentas del gobierno
C.2.2.- Servicios públicos e�caces
C.1.2.- Transparencia informativa

C.2.3.- Efectividad de los poderes autonómicos y locales
C.2.1.- Capacidad del gobierno
A.4.2.- Garantía de educación

E.1.1.- No interferencias internacionales
A.1.2.- Derechos de minorías

C.1.3.- Presupuestos transparentes
D.1.1.- Independencia de la prensa

A.1.4.- Convivencia de grupos sociales
A.4.3.- Respeto derecho de trabajadores

E.1.5.- Promoción exterior de los derechos
A.2.5.- Legislación penal imparcial

A.2.3.- Independencia de jueces
A.4.4.- Libertad sindical

B.2.3.- Efectividad de la oposición
E.1.3.- Respeto del derecho internacional

A.3.1.- Libertad de expresión protegida
A.4.1.- Protección de la salud

D.1.3.- Libertad de prensa
B.2.2.- Gobiernos estables
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Diferencias en la evaluación entre 2023 y 2008
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Valoración en 2023Diferencia 2023-2008 Valoración 2023

Figura 7: Comparación de las evaluaciones de 2023 y 2028.
Fuente: Elaboración propia.
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En el lado negativo, solo cuatro as-
pectos han empeorado de manera signi-
ficativa. Los dos más preocupantes están 
relacionados con la esfera del Gobierno. 

Los expertos aprecian un retroceso de 
medio punto en la capacidad del sistema 
de generar gobiernos estables, así como 
en el nivel de rendición de cuentas del eje-

E.1.5.- Promoción exterior de los derechos
A.2.3.- Independencia de jueces
D.2.2.- Participación ciudadana

B.2.4.- Independencia de partidos
B.1.3.- Igualdad electoral

A.4.1.- Protección de la salud
B.2.3.- Efectividad de la oposición
A.2.5.- Legislación penal imparcial

C.2.4.- Responsabilidad de los poderes autonómicos y locales
A.3.2.- Libertad de asociación protegida

B.1.4.- Acceso a medios asegurado
A.1.1.- Consenso sobre fronteras
D.2.3.- Participación de la mujer

A.4.3.- Respeto derecho de trabajadores
C.1.2.- Transparencia informativa

B.1.5.- Voto igualitario
C.2.2.- Servicios públicos e�caces

A.4.4.- Libertad sindical
A.2.4.- Acceso igual a justicia

D.2.1.- Asociacionismo independiente
B.2.1.- Libertad de partidos

B.1.7.- Participación alta en elecciones
A.4.2.- Garantía de educación

D.2.5.- Accesibilidad de los representantes
E.1.3.- Respeto del derecho internacional

D.1.4.- Medios respetuosos
B.1.1.- Voto libre

C.1.1.- Poderes del parlamento
A.1.2.- Derechos de minorías

E.1.1.- No interferencias internacionales
B.1.2.- Elecciones limpias

C.3.1.- Ausencia de corrupción
C.3.2.- Independencia económica del poder político

A.3.5.- Derecho a vivir
E.1.4.- Cumplimiento de obligaciones europeas

A.2.2.- Ajuste a legalidad de funcionarios
B.1.6.- Parlamento representativo

E.1.2.- Principio de cooperación internacional
A.1.4.- Convivencia de grupos sociales

C.1.3.- Presupuestos transparentes
A.3.3.- Libertad religiosa protegida

A.3.1.- Libertad de expresión protegida
C.3.3.- Persecución de la corrupción

D.2.4.- Acceso igualitario al poder
C.2.5.- Cooperación entre niveles de gobierno

A.2.1.- Cumplimiento de legalidad
A.1.3.- Derechos de ciudadanía
B.2.5.- Cercanía de los partidos

D.1.3.- Libertad de prensa
A.1.5.- Convivencia de territorios

D.1.2.- Pluralidad informativa
C.2.1.- Capacidad del gobierno

C.2.3.- Efectividad de los poderes autonómicos y locales
A.3.4.- Derecho de lengua

D.1.1.- Independencia de la prensa
B.2.2.- Gobiernos estables

C.1.4.- Rendimiento de cuentas del gobierno
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Diferencias en la evaluación entre 2023 y 2022
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Figura 8: Comparación de las evaluaciones de 2023 y 2022.
Fuente: Elaboración propia.
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cutivo. Las elecciones de julio de 2023 y el 
proceso dilatado durante meses para for-
mar una mayoría de investidura pueden 
haber afectado a la percepción de que el 
sistema tiene dificultades para garantizar 
la gobernabilidad. Los otros dos aspectos 
que apenas caen tres décimas correspon-
den al derecho a la protección de la len-
gua y a la independencia de la prensa. 

LA LEY DE AMNISTÍA Y LA CALIDAD 
DE LA DEMOCRACIA

En esta última sección del capítulo ana-
lizamos la opinión de los expertos sobre 
la ley de amnistía que comenzó a trami-
tarse en el Parlamento en el mes de no-
viembre de 2023 y que, en caso de ser 
aprobada, supondría la base para perdo-
nar los delitos de las personas implicadas 
en procesos judiciales por su vincula-
ción con las consultas soberanistas de 
noviembre de 2014 y octubre de 2017. En 
los últimos meses se ha desarrollado un 
debate sobre las posibles consecuencias 
de esta ley, sobre todo en lo concernien-
te al futuro del proceso soberanista ca-
talán y, de forma más genérica, sobre el 
impacto que podría tener en la calidad 
de la democracia. En este apartado abor-
damos estas dos preguntas a partir de 
los datos que arroja la encuesta. 

En relación con la primera cuestión, 
las posibles consecuencias de la apro-
bación de la ley, en la encuesta hemos 
recogido las opiniones de los expertos y 
expertas acerca del efecto positivo o ne-
gativo de la norma sobre cinco aspectos 

relacionados con el conflicto en Catalu-
ña y la calidad de la democracia: el final 
de la vía unilateral a la independencia de 
Cataluña, el fortalecimiento de la demo-
cracia, la convivencia entre españoles, el 
respeto a los valores constitucionales y la 
recuperación del consenso. 

La mayoría (45%) cree que la ley de 
amnistía tendrá un efecto positivo a la 
hora de atajar la vía unilateral, mientras 
que el 29% piensa que será negativo y un 
26% neutral. Los porcentajes son simi-
lares cuando se pregunta acerca del for-
talecimiento de la democracia, con una 
mayoría (43%) que espera un impacto 
positivo de la norma y un 33% que lo es-
pera negativo, mientras que el 24% cree 
que será neutral. En cuanto a la convi-
vencia entre españoles, las opiniones es-
tán divididas, con un 39% que espera un 
efecto positivo, un 37% que augura un 
impacto negativo y un 25% que cree que 
será neutral. Por el contrario, son más 
quienes esperan un impacto negativo de 
la norma sobre el respeto a los valores 
constitucionales y la recuperación del 
consenso (36% y 42%, respectivamente) 
que aquellos que pronostican una mejo-
ra de estos aspectos (30% y 26%).

La segunda cuestión pone en relación 
la percepción sobre los efectos de la ley 
de amnistía y el índice de calidad de la 
democracia mediante la comparación 
de las muestras de las dos últimas edi-
ciones. Este análisis tiene como objetivo 
explorar los cambios en la valoración de 
la democracia entre los grupos definidos 
por su visión del impacto de la ley de 



ÍNDICE DE CALIDAD DE LA DEMOCRACIA

213

amnistía en la fortaleza de la democra-
cia: positivo, neutral o negativo. La Tabla 
2 muestra las medias de 2022 y 2023 del 
índice de calidad de la democracia y de 
la esfera A que engloba los aspectos re-
lacionados con la ciudadanía, las leyes y 
el derecho, que podrían verse afectados 
por la aprobación de la ley. 

Los resultados muestran que la media 
del índice de la democracia, así como 
de la esfera de ciudadanía y leyes, ape-
nas varió entre 2022 y 2023. El grupo 
con una percepción negativa del efecto 
de la ley de amnistía en la democracia 
presenta una caída de 0,3 puntos en el 
índice de calidad de la democracia en-
tre 2022 y 2023, frente al aumento de 0,1 
puntos que muestran aquellos con una 
visión positiva o neutral del impacto de 
la amnistía. En relación con la esfera de 
ciudadanía y leyes, las personas expertas 
con una percepción negativa de la medi-

da de gracia registran una caída de 0,2 
puntos en el último año, mientras que el 
grupo con una percepción neutral des-
ciende en 0,1 punto y los que esperan un 
efecto positivo de la norma presentan la 
misma puntuación. En resumen, el aná-
lisis muestra que, al menos de momento, 
no se aprecia una fuerte relación entre la 
percepción sobre la ley de amnistía y la 
evaluación del estado de la democracia.

CONCLUSIONES

1.	 Los expertos consultados por la cali-
dad de la democracia española de este 
año han otorgado una calificación del 
6,4, la misma que en la pasada edición 
supuso el máximo histórico de la se-
rie. Es llamativo que en un momento 
en que el nivel de polarización ha au-
mentado significativamente y existe 
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La recuperación del consenso

Respeto a los valores
constitucionales

La convivencia entre españoles

El fortalecimiento de la
democracia

Atajar la vía unilateral
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Neutral

Negativo

Figura 9: Efectos esperados de la ley de amnistía.
Fuente: Elaboración propia.
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un debate amplio sobre algunos as-
pectos centrales del sistema democrá-
tico, la evaluación experta arroja un 
resultado positivo si se compara con 
las ediciones anteriores.

2.	 Durante los años de la crisis econó-
mica de 2008, esta encuesta mostró 
un progresivo deterioro en práctica-
mente todos los aspectos evaluados 
del sistema democrático. Sin embar-
go, esa tendencia se revirtió entre 
2015 y 2020. A partir de este año, fe-
cha de la pandemia, se redujo drásti-
camente el ritmo de recuperación de 
las puntuaciones, que se han estabi-
lizado en valores medios ligeramente 

superiores a los registrados en la pri-
mera edición de 2008.

3.	 A pesar del notorio descenso en la 
evaluación de la calidad de la demo-
cracia española durante los años de 
la crisis económica, política e insti-
tucional de 2008, desde 2015, tras 
múltiples procesos electorales y la 
aparición de nuevos actores políti-
cos, se ha observado una mejora de 
la valoración en casi todos los aspec-
tos del régimen político. En particu-
lar, se ha mejorado la esfera social, la 
participación de la mujer, la respon-
sabilidad de los poderes territoriales 
(ayuntamientos y comunidades autó-

IDE 2022 IDE 2023 Diferencia

(IDE 23-IDE 22)

IDE 2023

Muestra completa

Índice de calidad de la democracia

Positivo 6.4 6.5 .1 6.5

Neutral 6.3 6.4 .1 6.2

Negativo 6.8 6.5 -.3 6.5

Esfera A: Ciudadanía, leyes y derecho

Positivo 6.8 6.8 .0 6.6

Neutral 6.8 6.7 -.1 6.6

Negativo 7.5 7.3 -.2 7.4

Casos1 197 197 267

Tabla 2: Media del índice de calidad de la democracia y de la esfera A de 2022 y 2023  
según la percepción del efecto de la ley de amnistía en el fortalecimiento de la democracia.

Fuente: Elaboración propia. 
Nota: Los 197 casos corresponden a las personas que fueron invitadas y completaron las encuestas de 2022 y 2023,  

mientras que los 267 casos corresponden a los miembros del panel invitados a las dos encuestas que respondieron en 2023,  
es decir, excluyendo la nueva muestra añadida de 2023. La submuestra de quienes completaron ambas encuestas ha sido 

ajustada para tener en cuenta las características de quienes no participaron en la edición de 2023.
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nomas) y la implicación de la ciuda-
danía en los objetivos públicos.

4.	 Como se ha señalado en informes an-
teriores, las principales debilidades de 
la democracia española son la falta de 
respeto que muestran los medios de 
comunicación, la dependencia eco-
nómica del poder político, las interfe-
rencias internacionales sobre el país, 
la escasa accesibilidad de los repre-
sentantes, el difícil y desigual acceso 
al poder y la corrupción. Además, hay 
otras cuestiones que deben mejorarse, 
como la baja participación ciudadana, 
la alineación de los medios de comu-
nicación con determinadas posicio-
nes partidistas, la dependencia de los 
partidos políticos del poder econó-
mico y la escasa cooperación entre 
niveles de gobierno. En definitiva, se 
aprecia un clima de mutuas descalifi-
caciones, una alta desconfianza en los 
líderes y en sus intermediarios, junto 
con una situación muy polarizada de 
competencia entre organizaciones en 
el espacio político, lo que genera un 
clima de crispación y desconfianza de 
la ciudadanía en las instituciones que 
la gobiernan.

5.	 A pesar de todo ello, la encuesta tam-
bién detecta continuadamente las 
fortalezas de la democracia española. 
Las más sobresalientes tienen que ver 
con la celebración de las elecciones 
limpias y la libertad de voto, seguidas 
por el respeto a las libertades religio-

sa, de partidos políticos y sindicatos 
‒de asociación, en general‒, así como 
el ajuste a la legalidad de los funcio-
narios y el cumplimiento de las obli-
gaciones europeas. 

6.	 En general, la democracia española ha 
logrado garantizar un alto grado de 
libertades y derechos para la ciudada-
nía, lo que es una muestra de su solidez 
como sistema político. Sin embargo, 
es importante seguir trabajando en 
aquellas áreas en las que la democra-
cia española presenta debilidades para 
seguir enriqueciendo y fortaleciendo 
el conjunto de sus instituciones. La 
atención a la salud y la educación son 
pilares de nuestra sociedad del bienes-
tar que no han de descuidarse.

7.	 La ley de amnistía que comenzó a tra-
mitarse en el Congreso en noviem-
bre de 2023 y su posible efecto tanto 
en el conflicto en Cataluña como en 
la calidad de la democracia ha sido 
objeto de un intenso debate. Una 
mayoría de los expertos opina que 
la ley puede servir para atajar la vía 
unilateral y fortalecer la democracia, 
aunque también son mayoría aque-
llos que auguran un efecto negativo 
en la recuperación del consenso y el 
respeto a los valores constituciona-
les. Finalmente, no se aprecia que las 
percepciones sobre la ley de amnis-
tía estén relacionadas con la evalua-
ción que los expertos/as realizan de 
la democracia. 
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APÉNDICE I. CARACTERÍSTICAS 
ACTITUDINALES DEL PANEL DE 

EXPERTOS

Este apéndice tiene como objetivo com-
plementar el análisis de los resultados del 
capítulo dedicado al índice de calidad de 
la democracia mediante la descripción 
del perfil de los expertos que respondie-
ron a la encuesta. Para ello se emplean 
una serie variables demográficas y políti-
cas: el sexo, la década de nacimiento, la 
comunidad autónoma de residencia, la 
posición en la escala ideológica y el voto 
en las elecciones generales de noviembre 
de 2019. La Tabla 3 contiene, para cada 
grupo, la media del índice de la calidad 
de la democracia junto con la desviación 
típica y el número de casos.

Como en pasadas ediciones, apenas 
existen diferencias en el índice de cali-
dad democrática entre los grupos defini-
dos por las variables sociodemográficas 
otorgan a la democracia española. El 
caso más evidente es el de la variable de 
sexo, ya que expertas y expertos, en pro-
medio, hacen una valoración casi idén-
tica de la calidad democrática ‒6,3 de 
los hombres frente al 6,4 que otorgan las 
mujeres‒. Por el contrario, se observan 
algunas diferencias entre los grupos de 
edad o las comunidades autónomas de 
residencia, aunque en ningún caso lle-
gan a ser considerables. Los expertos de 
más edad ‒los nacidos con anterioridad 
a 1970‒ otorgan a la democracia una 
puntuación de 6,2, mientras que los na-
cidos en las décadas de 1970 y 1980 ha-
cen una valoración ligeramente más alta 

(6,4). Los de la década de 1990 son los 
que otorgan a la democracia la nota más 
alta (6,8). En clave territorial, los exper-
tos afincados en el País Vasco y Cataluña 
son los más críticos con la calidad de la 
democracia, mientras que los residentes 
en el resto de las comunidades otorgan 
valoraciones homogéneas alineadas con 
la media.

El perfil ideológico de los expertos y 
su comportamiento electoral están rela-
cionados con la valoración que realizan 
de la calidad de la democracia en Espa-
ña. La ideología, medida con una esca-
la del 1 al 10 cuyos extremos indican las 
posiciones de extrema izquierda y dere-
cha, está relacionada con la valoración 
de la democracia de forma que los ex-
pertos en posiciones más a la izquierda 
(1-2) hacen una valoración media de 5,9, 
mientras que la puntuación que otorgan 
los situados en posiciones de centro iz-
quierda (3-4), centro y derecha (5-10) la 
superan en 0,6 y 0,4 puntos respectiva-
mente. Estas diferencias se han estrecha-
do con respecto a ediciones anteriores 
en las que se apreciaba más claramente 
una relación positiva entre la posición 
en la escala ideológica y la valoración de 
la democracia. 

El comportamiento electoral de los ex-
pertos también guarda cierta correspon-
dencia con la evaluación que realizan del 
estado de la democracia. Los expertos y 
expertas que apoyaron al PSOE en las pa-
sadas elecciones puntúan a la democra-
cia española con un 6,9, ligeramente por 
encima de la media global, que, como 
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veíamos, se sitúa en el 6,4. Aquellos que 
optaron por el PP o Sumar han otorga-
do, en promedio, la misma puntuación 
a la democracia: 6,2. Los expertos que 
optaron por votar a otros partidos, así 
como los que decidieron no contestar a 
la pregunta, constituyen los grupos más 
críticos a la hora de valorar el estado de 
la democracia, con puntuaciones de 5,7 
y 5,9, respectivamente. Por último, aque-
llos que no acudieron a votar presentan 
una puntuación alineada con la media 
global.

Resumiendo lo anterior mediante la 
Tabla 3, podríamos decir que destacan las 
diferencias en la evaluación de la demo-
cracia española según la edad de las per-
sonas expertas, pero sobre todo según la 
ideología y el comportamiento electoral. 
Ni el sexo ni la comunidad de residen-
cia discriminan entre las puntuaciones 
otorgadas a la democracia cuando son 
incluidos en un modelo multivariado. 
En lo referente a la edad, los encuestados 
más jóvenes, aquellos nacidos en la déca-
da de 1990, tienden a otorgar puntuacio-
nes ligeramente más altas que los de más 
edad. Según la posición ideológica, me-
dida con el continuo en el que el 1 repre-
senta la posición más a la izquierda y el 
10 la más a la derecha, las personas que 
se sitúan en el centro-izquierda (4) y la 
derecha (5 o más) de la escala presentan 
puntuaciones ligeramente más elevadas 
que las de los expertos situados más a la 
izquierda (1 o 2 de la escala). Por último, 
los votantes del PSOE en las elecciones 
de julio de 2023 otorgaron puntuaciones 

más altas que las adjudicadas por los ex-
pertos que apoyaron al PP, Sumar, otras 
candidaturas –en su mayoría nacionalis-
tas periféricos– o los que decidieron no 
contestar a la pregunta.

Tras evaluar los diferentes aspectos 
de la democracia, las personas exper-
tas consultadas respondieron a una 
pregunta acerca del estado global de 
la misma. Esta pregunta busca exami-
nar la coherencia entre las valoraciones 
otorgadas a cada una de las dimensio-
nes y la percepción general sobre el 
funcionamiento del sistema. La Figura 
10, que presenta las respuestas en esta 
edición de la encuesta, muestra que 
la mayoría de los expertos se declaran 
bastante o muy satisfechos (43%) con 
el funcionamiento de la democracia. 
A continuación, se sitúan aquellos que 
están algo satisfechos (33%), seguidos 
por los más pesimistas en su valoración, 
que se muestran poco o nada satisfe-
chos (24%).

La serie temporal del estudio, que 
abarca desde 2009 hasta la actualidad, 
permite hacer un análisis de la evolu-
ción de la satisfacción general con la 
democracia (Tabla 4). El nivel de satis-
facción se ha mantenido estable desde 
la edición de 2020. El porcentaje de 
aquellos nada o poco satisfechos ha os-
cilado entre el 26% en 2020 y el 23% 
en 2022, situándose en el 24% en 2023, 
mientras que el porcentaje de aquellos 
que se muestran satisfechos o muy sa-
tisfechos con la democracia ha fluc-
tuado entre el 40% de 2021 y el 46% de 
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  Media Desv. típ. Casos

Total 6,4 1,5 447

Sexo      

Hombre 6,3 1,4 312

Mujer 6,4 1,6 135

Década de nacimiento

Hasta 1959 6,2 1,6 80

1960 6,2 1,6 124

1970 6,5 1,5 130

1980 6,5 1,4 83

1990 o posterior 6,8 1,1 30

Comunidad de residencia

Madrid 6,6 1,4 151

Cataluña 6,0 1,5 86

Andalucía 6,3 1,5 61

País Vasco 6,1 1,7 25

Otras 6,5 1,4 109

Extranjero 6,2 1,5 11

Ideología (escala 1-10)

1-2 5,9 1,9 43

3-4 6,5 1,4 293

5-10 6,3 1,5 93

No contesta 5,7 1,7 9

Recuerdo de voto (jul. 2023)

PP 6,2 1,7 24

PSOE 6,9 1,1 148

Sumar 6,2 1,4 108

Otros 5,7 1,6 48

No votó 6,4 1,4 34

No contesta 6,1 1,6 88

Tabla 3: Valoración de la democracia española según características sociodemográficas.
Fuente: Elaboración propia.
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2022, situándose en el 43% en la pre-
sente edición. Comparado con el del 
año 2018, cuando se produjo la moción 
de censura y el cambio de gobierno, el 
porcentaje de expertos satisfechos con 
el funcionamiento de la democracia ha 
crecido 12 puntos porcentuales.

Otro aspecto en el que indaga la en-
cuesta es en la percepción de las carac-
terísticas esenciales de la democracia 
(Figura 11). El objetivo de esta pregunta 
es conocer cómo los expertos afrontan 
la evaluación de un concepto complejo 
y multidimensional como es la demo-
cracia. Para ello se ofrece un listado que 
recoge las principales dimensiones de la 
democracia entre las que encuestados 
son invitados a seleccionar la que, a su 
parecer, es la más esencial. Las dimen-
siones presentadas comprenden la ce-
lebración de elecciones, una economía 
que asegure un ingreso digno, un siste-
ma judicial que trate a todos por igual, 
el respeto a las minorías y la libertad de 
expresión.

Este año, y como viene siendo la nor-
ma en toda la serie histórica, el aspecto 
más señalado es la celebración de elec-
ciones (31%), ligeramente inferior al 34% 
registrado en la edición anterior. Sin em-
bargo, la consideración de este aspecto 
como el más esencial de la democracia 
presenta una tendencia decreciente: en 
2015 el 52% de los entrevistados selec-
cionaron las elecciones como la carac-
terística más nuclear de la democracia, 
en 2017 ese porcentaje se había reduci-
do hasta el 37% y, desde entonces, no ha 
vuelto a estar por encima del 35%.

El resto de las dimensiones presentan 
porcentajes de apoyo muy similares. En 
segundo lugar, se sitúa la redistribución 
de la riqueza y la justicia igualitaria, que 
reciben el 16% de los apoyos, seguida por 
el respeto a las minorías (13%) y la liber-
tad de expresión (12%). El porcentaje de 
encuestados para los que la principal 
dimensión de la democracia no está in-
cluida entre las categorías de respuesta 
se sitúa en el 12%.

0 10 20 30 40

Porcentaje

Muy satisfecho

Satisfecho

Algo satisfecho

Poco satisfecho

Nada satisfecho

Figura 10: Satisfacción con la democracia española. 
Fuente: Elaboración propia.
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Tabla 4: Satisfacción y caracterización de la democracia.
Fuente: Elaboración propia.
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En esta edición de la encuesta se ha 
vuelto a pedir a las personas expertas que 
evalúen la posibilidad de introducir una 
serie de cambios en el sistema político. 
Esta pregunta comprende un conjunto 
de afirmaciones con las que el encuesta-
do tiene que manifestar su nivel de acuer-
do mediante una escala de cinco puntos, 
que oscila entre el “muy de acuerdo” y el 
“nada de acuerdo”. Para estudiar la serie 
histórica que conforma estas afirmacio-
nes se ha empleado un índice que varía 
entre +2 –el máximo grado de acuerdo 
con la afirmación– y -2 –que representa 
el desacuerdo absoluto–. 

La Figura 12 presenta la evolución del 
grado de acuerdo con tres ítems que se 
han incluido en la encuesta desde 2014. 
El primero pregunta acerca de la celebra-
ción de un referéndum de autodetermi-

nación en las nacionalidades históricas 
(Cataluña, País Vasco y Galicia). Los ex-
pertos siguen divididos sobre la conve-
niencia de que se reconozca el derecho 
de autodeterminación en España, una 
tendencia que permanece apenas inal-
terada desde la evaluación del año 2017, 
que coincide con el punto álgido del 
conflicto entre el soberanismo catalán y 
el gobierno central.

Existe cierto grado de acuerdo acerca 
de la conveniencia de celebrar un refe-
réndum sobre la forma política del Es-
tado en el que los ciudadanos puedan 
manifestarse a favor de la monarquía 
o de la república. El nivel de acuerdo 
en torno a esta afirmación ha venido 
descendiendo ligeramente desde el co-
mienzo de la serie en 2014, aunque ha 
repuntado ligeramente en la edición de 

Po
rc
en
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je

Elecciones Economía Justicia Respeto Libertad Ninguna

Figura 11: Característica esencial de la democracia.
Fuente: Elaboración propia.
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2023. El mayor grado de consenso lo al-
canza la afirmación sobre la necesidad 
de reformar la Constitución. La mayoría 
de los expertos (79%) se muestra favora-
ble a que sea reformada, con un nivel de 
apoyo similar al de la edición anterior, 
lejos del máximo de la serie, alcanzado 
en 2019, cuando el 90% se mostraba 
muy a favor o a favor de emprender la re-
forma.

Aquellos que manifiestan que es hora 
de reformar la Constitución son poste-
riormente preguntados sobre los aspec-
tos que a su juicio deberían abordarse en 
ese proceso (Figura 13). Las opiniones de 
los expertos apenas han variado con res-
pecto al año anterior con la excepción 
de la reforma del poder judicial. Siete de 
cada diez expertos son favorables a que 
dicha reforma incluya la organización 

territorial del Estado, seguido por la re-
forma del poder judicial (56%), que cae 
diez puntos con respecto a la edición 
anterior, y la inclusión de nuevos dere-
chos sociales (44%). Con un menor ni-
vel de apoyo se sitúan la transformación 
del régimen político de una monarquía 
parlamentaria a una república (31%) y 
la reforma del Tribunal Constitucional 
(17%). Por último, menos del 15% consi-
deran prioritario abordar la reforma de 
las atribuciones del Parlamento, del pro-
cedimiento de investidura o las atribu-
ciones de la Corona. 

Finalmente, también se preguntó a 
los expertos acerca de una serie de me-
didas que podrían mejorar el funciona-
miento del sistema político, así como 
una evaluación general del clima del de-
bate político (Figura 14). Un aspecto que 
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2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023

Año

Reforma de la Constitución Referéndum nacionalidades Referéndum forma de Estado

Figura 12: Grado medio de acuerdo (de -2 a +2) con las afirmaciones sobre…
Fuente: Elaboración propia.
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lleva varios años instalado en el debate 
académico e institucional es la necesi-
dad de que las decisiones políticas es-
tén informadas por evidencia científica, 
con lo que están de acuerdo la mayoría 
(62%) de los expertos. También hay un 
acuerdo mayoritario (65%) con la idea de 
crear una agencia independiente que se 

dedique a vigilar e intervenir frente a la 
proliferación de noticias falsas, aunque 
uno de cada cinco expertos se muestre 
contrario a la iniciativa. En relación con 
el clima político, para el 44% el aumento 
del número de partidos en el Parlamen-
to no ha supuesto una mejora del clima 
en el que se desarrolla el debate político. 

0 25 50 75 100

Procedimiento de investidura

Atribuciones de la Corona

Atribuciones del Parlamento

Tribunal constitucional

Forma de Estado
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Poder judicial
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Mejor debate político

Decisiones criterios cientí�cos

Agencia contra noticias falsas Muy de acuerdo
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Indiferente

Poco de acuerdo

Nada de acuerdo

Figura 13: Aspectos de reforma de la constitución. 
Fuente: Elaboración propia.

Figura 14: Grado de acuerdo con las afirmaciones sobre…
Fuente: Elaboración propia.
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APÉNDICE II. NOTA METODOLÓGICA

Una descripción detallada de este es-
tudio puede encontrarse en el Informe 
de la Democracia de 2008 de la Funda-
ción Alternativas (ver pág. 300). Allí se 
explica el origen del proyecto, su meto-
dología y la elaboración de la muestra. 
El cuestionario, enviado y cumplimen-
tado por Internet, parte del utilizado en 
la edición del IDE 2009 (pág. 312), que 
elimina las escalas en las que se pedía 
al entrevistado que diera una valoración 
global de las cinco esferas. En ese cues-
tionario también se plantean algunas 
preguntas extraídas del Estudio 2701 
del CIS sobre calidad de la democracia. 
En la edición de 2022 se añadió un gru-
po de preguntas acerca de los cambios 
acontecidos en el sistema político en el 
último decenio.

Para seleccionar la muestra, se ha con-
tado con un listado depurado compues-
to por 1387 personas (914 de anteriores 
aplicaciones y 63 nuevas obtenidas de re-
comendaciones de las anteriores). Ade-
más, en esta edición se ha añadido una 
muestra de refresco compuesta por ex-
pertos y expertas en el ámbito de la cien-
cia política. El objetivo de esta muestra 
de refresco es garantizar la continuidad 
del estudio en el medio plazo, así como 
establecer una definición operativa de 
la población del estudio. La muestra de 
refresco comprende a todos los profe-
sores e investigadores afiliados a un de-
partamento o área de ciencia política de 
las universidades españolas. Esta nueva 

muestra añadió 409 registros únicos a la 
base de datos de personas expertas. En 
total 1386 personas fueron invitadas a 
participar en la encuesta de 2023.

De todo el conjunto actual contesta-
ron el cuestionario 450 personas, lo que 
implica una tasa de respuesta del 32,5%, 
apenas 0,9 puntos inferior a la tasa del 
año pasado. La muestra, como la pobla-
ción que se pretende reflejar, presenta 
cierto sesgo si se compara con la pobla-
ción general. En la actual ola el porcen-
taje de mujeres se sitúa en el 30,2% de 
la muestra. En cuanto a la distribución 
por edad, la proporción de los nacidos 
antes de 1960 bajó del 64% en 2008 al 
17,9% en esta edición. El descenso más 
importante se produjo principalmente 
en 2009, fecha en la que se amplió la 
muestra, invitando a participar en este 
estudio en los boletines de la Federación 
Española de Sociología (FES) y de la Aso-
ciación Española de Ciencia Política (AE-
CPA); también en otras ampliaciones de 
la base muestral (la del 2012 y la del 2017) 
el porcentaje de los evaluadores mayores 
de cincuenta años bajó en 10 puntos.

Del mismo modo, se advierte cierta 
descompensación territorial e ideológica 
con respecto a lo que sería el conjunto de 
ciudadanos. La mayoría de los entrevista-
dos residen en Madrid (33%), seguida por 
Cataluña (19%), Andalucía (14%) y País 
Vasco (6%). Por otro lado, solo un 21% 
de los que respondieron se ubicaron por 
encima del 4 en la escala ideológica del 1 
al 10 (en la que el 1 significa izquierda y 
el 10 derecha), es decir, se posicionaron 
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en el centro o en la derecha. Consecuen-
temente, un 33% de los participantes en 
esta auditoría declararon haber votado al 
PSOE en las elecciones de julio de 2023 y 
un 24% lo hicieron por Sumar, a lo que 
habría que añadir un 8% que declararon 
no haber votado y un 20% que no decla-
raron el sentido de su voto.

Al igual que en años anteriores, el 
proceso de recogida de información lo 
realizó el Laboratorio de Encuestas de 
la Universidad de Salamanca (LETTI)2 
entre el 21 de enero y el 26 de febrero 
de 2024 con la aplicación de encuestas 
QualtricsXM. 

APÉNDICE III. CUESTIONARIO SOBRE 
EL FUNCIONAMIENTO  
DE LA DEMOCRACIA

A continuación, le presentaremos un 
conjunto de frases relacionadas con el 
funcionamiento de la democracia, agru-
padas en cinco grandes apartados inspi-
rados en los criterios del Human Rights 
Centre de la Universidad de Essex: a) los 
derechos de los ciudadanos y el Estado 
de derecho, b) la representación política, 
c) la gobernabilidad y responsabilidad 
políticas, d) la participación de la socie-
dad civil, y e) la dimensión internacional 
de la democracia. Sobre cada una de las 
frases, le vamos a pedir que valore se-
gún su criterio en una escala de 0 a 10 
la medida en que la sociedad y política 
españolas se ajustan a estas caracterís-

ticas ideales de la democracia. Un cero 
indicaría que nuestro país está muy lejos 
de cumplir con la condición en cuestión 
y un diez, por el contrario, reflejaría que 
el cumplimiento es óptimo.

Ciudadanía, leyes y derecho

Ciudadanía

A.1.1 Hay consenso sobre la configura-
ción de las fronteras del Estado, tal y como 
son reconocidas por la Constitución.

A.1.2 Los derechos de las minorías 
étnicas, culturales, religiosas y de orien-
tación sexual están protegidos.

A.1.3 Se reconocen los derechos de 
ciudadanía a todas las personas que vi-
ven en España con independencia de su 
nacionalidad.

A.1.4 El diseño institucional de la de-
mocracia española permite la conviven-
cia entre los distintos grupos sociales.

A.1.5 El diseño institucional de la de-
mocracia española permite la conviven-
cia entre los distintos territorios.

Estado de derecho

A.2.1 El cumplimiento de la legalidad 
es efectivo en todo el territorio nacional.

A.2.2 Los funcionarios se ajustan a la 
ley en el ejercicio de sus funciones.

A.2.3 Los jueces son independientes 
en el ejercicio de sus funciones.

2.	 Ver: http://letti.usal.es.

http://letti.usal.es
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A.2.4 La igualdad en el acceso de los 
ciudadanos a la justicia está garantizada.

A.2.5 La legislación penal se aplica 
imparcialmente

Derechos civiles y políticos

A.3.1 La libertad de expresión está 
adecuadamente protegida.

A.3.2 La libertad de asociación y reu-
nión está adecuadamente protegida.

A.3.3 La libertad de práctica religiosa 
está adecuadamente protegida.

A.3.4 Se protege el derecho de las 
personas a hablar su propia lengua.

A.3.5 Se respeta el derecho a que la 
gente viva como quiera.

Derechos económicos y sociales

A.4.1 La salud de los ciudadanos se 
encuentra protegida por los poderes pú-
blicos.

A.4.2 El derecho a una buena edu-
cación está garantizado por los poderes 
públicos.

A.4.3 Los derechos de los trabajado-
res se respetan en las empresas.

A.4.4 Sindicatos, patronales y asocia-
ciones profesionales tienen libertad para 
organizar y representar los intereses de 
sus miembros.

Representación política

Elecciones libres y limpias

B.1.1 Los ciudadanos ejercen el dere-
cho al voto con libertad sin coacciones o 
intimidaciones.

B.1.2 El proceso electoral es limpio.
B.1.3 Los partidos políticos pueden 

concurrir a las elecciones en igualdad de 
condiciones. 

B.1.4 Está asegurado el acceso de los 
candidatos y partidos políticos a los me-
dios de comunicación. 

B.1.5 El voto de cada ciudadano 
cuenta por igual.

B.1.6 El Parlamento refleja la diversi-
dad del electorado.

B.1.7 Existe un alto nivel de partici-
pación en las elecciones.

Papel democrático de los partidos 
políticos

B.2.1 Los ciudadanos pueden crear, 
organizar y mantener partidos políticos 
sin impedimentos legales o institucio-
nales 

B.2.2 El sistema de partidos facilita 
la formación de gobiernos estables.

B.2.3 Los partidos de la oposición 
contribuyen a la rendición de cuentas 
por parte del Gobierno.

B.2.4 El sistema de financiación de 
los partidos asegura su independencia 
frente a intereses particulares.

B.2.5 Los partidos políticos se hacen 
eco de los problemas e intereses de la gente.
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Gobernabilidad y rendición 
de cuentas

Control del Gobierno

C.1.1 Los poderes del Parlamento son 
amplios y efectivos para investigar las ac-
tuaciones del Gobierno y hacerle rendir 
cuentas.

C.1.2 La transparencia informativa 
está garantizada por medio de datos y 
estadísticas fiables de acceso público.

C.1.3 Los procedimientos de apro-
bación y ejecución de los Presupuestos 
Generales del Estado son transparentes 
y democráticos.

C.1.4 El Gobierno está obligado a dar 
explicaciones sobre la gestión que lleva 
a cabo. 

Acción del Gobierno

C.2.1 El Gobierno tiene capacidad 
para resolver los problemas fundamen-
tales de la sociedad.

C.2.2 Los servicios públicos se ajus-
tan a las necesidades de los usuarios.

C.2.3 Los poderes autonómicos y lo-
cales cuentan con las competencias y los 
medios adecuados para cumplir con sus 
responsabilidades.

C.2.4 Autonomías y ayuntamientos 
están sujetos a criterios democráticos de 
transparencia y responsabilidad.

C.2.5 Existe cooperación entre los 
distintos niveles de gobierno.

Corrupción

C.3.1 Los cargos públicos son des-
empeñados con objetividad, sin someti-
miento al dictado de los partidos. 

C.3.2 El poder político se encuen-
tra protegido de las presiones del poder 
económico.

C.3.3 El sistema institucional espa-
ñol descubre y castiga los casos de co-
rrupción política. 

Sociedad civil y participación

Los medios de comunicación

D.1.1 La independencia de los medios 
de comunicación con respecto al poder 
político está garantizada.

D.1.2 Los medios de comunicación 
reflejan la pluralidad de opiniones que 
hay en la sociedad.

D.1.3 Los medios de comunicación 
tienen libertad y capacidad para de-
nunciar los excesos del poder político 
o económico.

D.1.4 Los ciudadanos se encuen-
tran a salvo del acoso de los medios de 
comunicación.

Participación política

D.2.1 Las asociaciones voluntarias, 
las organizaciones ciudadanas y los mo-
vimientos sociales son independientes 
del poder político.

D.2.2 Los ciudadanos participan ac-
tivamente en asociaciones voluntarias y 
movimientos sociales.
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D.2.3 La participación de las mujeres 
en la vida política está extendida en to-
dos los niveles.

D.2.4 El acceso de los distintos grupos 
sociales al poder político es igualitario.

D.2.5 Los representantes políticos 
son accesibles a los ciudadanos.

Dimensión internacional  
de la democracia

E.1.1 El poder político está libre de 
interferencias internacionales, ya sean 
económicas o políticas.

E.1.2 Las relaciones del poder políti-
co con las organizaciones internaciona-
les se basan en principios de cooperación 
y transparencia.

E.1.3 El Gobierno respeta el derecho 
internacional.

E.1.4 El Gobierno cumple con sus obli-
gaciones en el seno de la Unión Europea.

E.1.5 El Gobierno promueve los dere-
chos humanos y la democracia más allá 
de sus fronteras.

Preguntas generales

H.1 En general, ¿se siente Ud. muy 
satisfecho, bastante, algo, poco o nada 
satisfecho con la manera en que funcio-
na la democracia en España?

a)	 Muy satisfecho
b)	 Bastante satisfecho
c)	 Algo satisfecho
d)	 Poco satisfecho
e)	 Nada satisfecho

H.2 La gente a menudo difiere en sus 
puntos de vista sobre las características 
más importantes de la democracia. De 
esta lista, elija la característica que para 
Ud. sea más esencial en una democracia 
(UNA SOLA RESPUESTA).

a)	 Elecciones regulares
b)	 Una economía que asegure el in-

greso digno
c)	 Un sistema judicial que trate a to-

dos por igual
d)	 Respeto a las minorías
e)	 Libertad de expresión para criti-

car abiertamente
f)	 Ninguna. En cuyo caso, ¿cuál se-

ría a su juicio la característica más 
importante de la democracia?

H.3 Indique en qué medida está Ud. 
de acuerdo o en desacuerdo con las si-
guientes afirmaciones:

a)	 La Constitución española debería 
ser reformada.
 Muy de acuerdo 
 De acuerdo 
 Indiferente 
 En desacuerdo 
 Muy en desacuerdo

H.3b ¿Cuál de los siguientes aspec-
tos es el más prioritario para ser tratado 
en una reforma constitucional? ¿Y el se-
gundo más prioritario? ¿Y el tercero más 
prioritario?

a)	 La organización territorial del 
Estado

b)	 La organización del poder judicial
c)	 Las atribuciones y características 

de la jefatura del Estado
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d)	 Incluir nuevos derechos sociales
e)	 El procedimiento de investidura 

del gobierno
f)	 Las atribuciones del Parlamento
g)	 Las características y atribuciones 

del Tribunal Constitucional
h)	 Cambiar la forma política del Es-

tado de una monarquía a una re-
pública

i)	 Otro

H.4 Indique en qué medida está Vd. 
de acuerdo o en desacuerdo con las si-
guientes afirmaciones:

a)	 Debería poderse celebrar un re-
feréndum en las comunidades 
históricas (Cataluña, Euskadi, Ga-
licia) para que sus ciudadanos de-
cidieran su pertenencia al Estado 
Español.
 Muy de acuerdo 
 De acuerdo 
 Indiferente 
 En desacuerdo 
 Muy en desacuerdo

b)	 En un futuro no muy lejano, de-
bería convocarse un referéndum 
para que los españoles decidieran 
la forma de Estado, optando entre 
la monarquía y la república.
 Muy de acuerdo 
 De acuerdo 
 Indiferente 
 En desacuerdo 
 Muy en desacuerdo

c) Se debería crear una agencia pú-
blica independiente que vigilara e 
impidiera la proliferación de noti-
cias falsas por la red.
 Muy de acuerdo 
 De acuerdo 
 Indiferente 
 En desacuerdo 
 Muy en desacuerdo

d)	 Los gobernantes deberían tomar 
sus decisiones basándose en crite-
rios científicos de expertos.
 Muy de acuerdo 
 De acuerdo 
 Indiferente 
 En desacuerdo 
 Muy en desacuerdo

e)	 El debate político de nuestro país 
ha mejorado gracias al aumento 
del número de partidos políticos 
en España.
 Muy de acuerdo 
 De acuerdo 
 Indiferente 
 En desacuerdo 
 Muy en desacuerdo

H.5 La siguiente pregunta se refiere a la 
ley de amnistía que está siendo tramitada 
en el Parlamento. En qué medida cree que 
la aprobación de la ley de amnistía tendría 
un efecto negativo, neutral o positivo en 
cada uno de los siguientes aspectos:

a)	 La convivencia entre Comunida-
des Autónomas.
 Negativo
 Neutral
 Positivo
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b)	 El fortalecimiento de la democracia.
 Negativo
 Neutral
 Positivo

c)	 La recuperación del espíritu de 
consenso de la transición.
 Negativo
 Neutral
 Positivo

d)	 La garantía de que no se utilice la 
vía unilateral para que Cataluña 
obtenga la independencia.
 Negativo
 Neutral
 Positivo

e)	 El respeto a los valores constitu-
cionales.
 Negativo
 Neutral
 Positivo

Preguntas finales

Finalizado el cuestionario, vamos a 
plantearle algunas cuestiones adicionales.

F.1 ¿Es Ud.
 Hombre
 Mujer?

F.2 ¿Cuál es la década de su año de 
nacimiento?

 1930 o anterior
 1930
 1940
 1950
 1960

 1970
 1980
 1990
 2000

F.3 ¿En qué comunidad autónoma 
nació?

F.4 ¿Y en qué provincia reside ac-
tualmente?

F.5 Como Ud. muy bien sabe, cuando 
se habla de política se utilizan normal-
mente las expresiones izquierda y de-
recha, ¿en qué casilla de las mostradas 
más abajo se colocaría Ud.? 

Extrema izquierda
1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

Extrema derecha 
No desea contestar 

F.6 ¿Me podría decir si en las elec-
ciones generales del 10 de noviembre de 
2019…? 

 Votó 
 No votó 
 No recuerda 
 No desea contestar 

F.7 ¿Y podría indicar a qué partido o 
coalición votó?

 PP
 PSOE
 Vox
 Sumar
 ERC
 Junts



ÍNDICE DE CALIDAD DE LA DEMOCRACIA

231

 EH Bildu
 EAJ-PNV
 BNG
 CC-PNC
 UPN
 Otra candidatura
 No desea contestar
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En 2023, la democracia española estuvo marcada por dos fenóme-
nos relacionados entre sí: el distanciamiento ideológico entre los 
españoles y las elecciones generales, autonómicas y municipales que 
tuvieron lugar durante el mismo. El ciclo electoral puso en eviden-
cia una dinámica centrífuga en los pactos de los gobiernos central y 
autonómicos, que determina un clima político cargado de frustra-
ción y crispación. En un contexto de incertidumbre por la inflación, 
derivada de la guerra en Ucrania y su impacto sobre los precios de 
la energía, los salarios están estancados y la capacidad adquisitiva 
de los hogares se ha visto reducida a pesar de un cierto crecimien-
to económico. La crisis de la vivienda ha sumado estrés financiero 
a los sectores jóvenes y más empobrecidos de la población. El en-
frentamiento ideológico gira pues en torno a ejes de capacidad eco-
nómica, pero también de edad o de género. Además, los discursos 
populistas ganan popularidad gracias a un abuso de la emocionali-
dad negativa. Este cuadro de inseguridad económica y geopolítica y 
la polarización de los debates actuales nos recuerdan la importancia 
de dos pilares fundamentales del modelo democrático europeo: la 
transparencia y rendición de cuentas y la necesidad de garantizar el 
sistema del bienestar.

Este año, el índice de calidad se mantiene, según los expertos, 
en el máximo de la serie de 16 años. Los resultados muestran que 
la democracia en España está consolidada, pero también que aún 
queda mucho por hacer. Especialmente, parece esencial reforzar el 
papel de la sociedad civil y la participación ciudadana, limitar la 
injerencia del poder económico sobre el político y reducir las pre-
siones externas en política internacional. El informe recomienda 
también revisar la organización territorial de España, reformar el 
poder judicial y blindar nuevos derechos sociales.
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